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RESUMEN 

La minería es una parte vital de la economía global, pero la extracción de metales, 

metaloides y otros productos minerales genera grandes cantidades de residuos líquidos y 

sólidos. Actualmente el volumen de residuos se estima en varios miles de millones de 

toneladas por año, pero está aumentando exponencialmente a medida que la demanda y la 

explotación de los depósitos de menor calidad siguen incrementándose. Las altas 

concentraciones de elementos potencialmente tóxicos en estos desechos pueden presentar 

riesgos para los ecosistemas y los seres humanos, pero estos riesgos pueden ser mitigados 

mediante la implementación de planes de gestión o de remediación apropiados. Hay 

incertidumbres en torno a los impactos de la gestión actual y los planes de manejo de los 

tipos de residuos generados a partir de los nuevos tipos de productos (por ejemplo, las 

arenas bituminosas, litio, elementos de tierras raras pesadas – heavy rare earth elements 

(HREEs)-), y las crecientes cantidades globales de residuos mineros. 

La existencia de explotaciones de minería, y en particular de la minería metálica, 

generan una serie de problemas, tanto ambientales como de índole jurídica. El estatus legal 

actual está teniendo una consideración y trato jurídico de estas explotaciones, de sus suelos 

y sobre todo de sus residuos, o subproductos derivados de las mismas, que está generando 

una serie de consecuencias. La primera de ella es el amplio desfase que existe entre el 

conocimiento científico actual y el tratamiento jurídico, conocimiento que permite hoy día 

estimar de una forma más exacta y fiable el riesgo asociado a cualquier tipo de 

emplazamiento contaminado, así como de los residuos, o subproductos, derivados de las 

actividades extractivas, y en particular de las de minería metálica. Por otro lado, como 

consecuencia de este tratamiento jurídico “inadecuado”, se está generando un fuerte 

impacto sobre la salud ambiental consecuencia de una serie de usos que permite el marco 

normativo vigente, al no tener en consideración el estatus real de peligrosidad de estas 

zonas mineras y de sus residuos. 

Es por ello, que se ha considerado de interés, el abordar un estudio que tanto desde 

el punto de vista técnico, como desde la perspectiva jurídica, ayude a encuadrar de una 

forma más precisa la consideración de estas explotaciones, de sus suelos y de todos los 

residuos o subproductos que se deriven de ellas. Por consiguiente, se ha llevado a cabo una 

revisión de este marco normativo con la intención de aportar mejoras substanciales que 

ayuden a una mejor adecuación entre el marco legal a la gestión y manejo de los suelos y 
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residuos de la minería metálica. Para todo ello, se ha propuesto la toma en consideración 

de diversos aspectos metodológicos, toxicológicos, de riesgos ambientales, de gestión del 

patrimonio cultural y de su posible explotación futura como fuente de nuevos recursos. De 

este modo, y conforme a esta hipótesis de trabajo, se espera poder aportar una mejora en el 

tratamiento y consideración jurídica y técnica de los suelos y residuos de minería metálica 

que ayude, por un lado a reducir los riegos ambientales asociados, y por otro a asignarle un 

estatus legal adecuado a las características de estos materiales que ayuden a delimitar sus 

usos, los posibles tratamientos de minimización de riesgos, el marco normativo aplicable, 

así como las prácticas de manejo a llevar a cabo en caso de almacenamiento prolongado o 

deposición con vistas a conseguir una minimización de los riesgos asociados. 

Por tanto, a modo de conclusión, se puede decir que el marco normativo relativo a 

los suelos y residuos de la minería metálica, necesita de una clara actualización y 

dinamización que asegure su confluencia con el nivel de conocimientos científicos y 

técnicos, de una forma continua, para de este modo ser más adecuada y eficiente a la hora 

de caracterizar, gestionar y manejar estos suelos y residuos, así como sus depósitos. Esto 

supondría la asunción, por parte de la normativa correspondiente, de los principios y 

metodologías científico-técnicas, así como de aspectos fundamentales como los de la 

toxicidad, biodisponibilidad, procesos y dinámicas de dispersión de los contaminantes, 

estabilidad de los depósitos de residuos, riesgos por contacto directo y efectividad de las 

labores de restauración y/o sellado de estos depósitos. Finalmente, todo esto debería 

traducirse en un mayor control, de forma continuada en el tiempo, de los riesgos asociados 

a estos suelos y residuos de la minería metálica, al igual que una clarificación de los 

procedimientos de cómo tratar estos materiales, de las limitaciones de sus usos y de las 

actividades a realizar en estos espacios contaminados, en función de los riesgos asociados. 
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ABSTRACT 

Mining is a vital part of the global economy, but the extraction of metals, non-metals 

and other mineral products generated large amounts of liquid and solid waste. Currently 

the volume of waste is estimated at several billion tons per year, but is growing 

exponentially as the demand and use of lower quality deposits continue to increase. High 

concentrations of potentially toxic elements in these wastes can pose risks to ecosystems 

and humans, but these risks can be mitigated through the implementation of management 

plans or appropriate remediation. There are uncertainties regarding the impacts of the 

current management and management plans for the types of waste generated from new 

types of products (eg tar sands, lithium, heavy rare earth elements (HREEs) -), and growing 

global amounts of mining waste. 

The existence of mining operations, particularly metal mining, generate a series of 

problems, both environmental and legal nature. The current legal status is having a legal 

consideration and treatment of these farms, their soils and especially their waste, or 

products derived therefrom, which is generating a series of consequences. The first one is 

the wide gap between the current scientific knowledge and legal treatment, knowledge that 

today allows to estimate more accurately and reliably the risk associated with any 

contaminated site and waste, or products derived from extractive activities, in particular of 

metal mining. Moreover, as a result of this "inadequate" legal treatment, it is generating a 

strong impact on environmental health following a series of applications that allows the 

existing regulatory framework, by not taking into account the actual status of risk in these 

areas mining and waste. 

For this reason, it was considered of interest, addressing a study both from a 

technical point of view and from a legal perspective, help to frame a more precise 

consideration of these holdings, their soils and all waste or by-products derived from them. 

Therefore, it has carried out a review of the regulatory framework intended to bring 

substantial improvements to help a better match between the legal framework for the 

management and handling of soils and metal mining waste. For all this, it is proposed the 

consideration of various methodological, toxicological aspects of environmental risks, 

management of cultural heritage and its possible future exploitation as a source of new 

resources. Thus, and according to this working hypothesis, it is expected to provide 

improved treatment and legal and technical consideration of soil and metal mining waste 
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to help, on the one hand to reduce the associated environmental risks, and secondly to give 

it a proper legal status to the characteristics of these materials that help define their uses, 

possible treatments, risk minimization, the applicable regulatory framework and 

management practices to be carried out in case of prolonged storage or deposition in order 

to achieve a minimization of the associated risks. 

Therefore, in conclusion, we can conclude that the regulatory framework for soil 

and waste from metal mining, needs a clear upgrade and revitalization to ensure its 

confluence with the level of scientific and technical knowledge, on a continuous basis, to 

thereby be more appropriate and efficient to the characterization, manage and handle these 

soils and waste, as well as their deposits. This would involve the assumption by the relevant 

regulations, principles and scientific-technical methodologies, as well as basics such as 

toxicity, bioavailability, and dynamic processes of dispersion of pollutants, stability of 

waste dumps, by direct contact risks and effectiveness of the work of restoration and / or 

sealing of these deposits. Finally, all of this should result in greater control, continuously 

over time, of the risks associated with these soils and waste from metal mining, as well as 

clarification of the procedures for how to handle these materials, the limitations of its uses 

and activities to do in these contaminated lands, depending on the associated risks. 
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HIPÓTESIS DE TRABAJO 

La actividad minera es una actividad extractiva fundamental para el desarrollo 

material y tecnológico de la sociedad. La existencia de explotaciones de minería, y en 

particular de la minería metálica, generan una serie de problemas, tanto ambientales como 

de índole jurídica.  

El estatus legal actual está teniendo una consideración y trato jurídico de estas 

explotaciones, de sus suelos y sobre todo de los residuos, o subproductos derivados de las 

mismas, que está generando una serie de consecuencias. La primera de ella es el amplio 

desfase que existe entre el conocimiento científico actual, que permite estimar de una forma 

más exacta y fiable el riesgo asociado a cualquier tipo de emplazamiento contaminado, y 

el tratamiento jurídico de estos suelos, así como de los residuos, o subproductos, derivados 

de las actividades extractivas, y en particular de las de minería metálica. Por otro lado, 

como consecuencia de este tratamiento jurídico “inadecuado”, se está generando un fuerte 

impacto sobre la salud ambiental consecuencia de una serie de usos que permite el marco 

jurídico vigente, que también permite la falta de consideración del estatus de peligrosidad 

de estas zonas mineras y de sus residuos. 

En este sentido, en la medida en la que produzca una confluencia entre el marco 

normativo y el grado de conocimiento científico actual, de tal forma que el marco 

normativo incorpore cambios y mejoras en las prácticas de gestión y manejo de estos suelos 

y residuos de la minería metálica, se deberá producir una minimización de los problemas 

ambientales generados en las zonas mineras, per se. Esta mejora en las medidas de gestión 

y manejo de estos materiales, deberán generar también una desaparición de los casos de 

contaminación y afección que se producen en zonas totalmente ajenas a esta actividad 

extractiva como consecuencia de la actual y poco adecuada consideración del estatus legal 

de peligrosidad/toxicidad de estos materiales, que está permitiendo determinados usos de 

estos suelos y residuos contaminados por elementos traza para actividades tales como el 

relleno de terrenos en zonas costeras, la cimentación de carreteras, entre otros ejemplos, en 

zonas que previamente estaban libres de estos contaminantes. 

Sería, por tanto, de interés el abordar un estudio que tanto desde el punto de vista 

técnico, como desde la perspectiva jurídica ayude a encuadrar de una forma más precisa la 

consideración de estas explotaciones, de sus suelos y de todos los residuos o subproductos 

que se deriven de ellas.  
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Por consiguiente, una revisión de este marco normativo aportaría mejoras 

substanciales que ayuden a una mejor adecuación entre el marco legal y la gestión y manejo 

de los suelos y residuos mineros, así de su consideración desde el punto de vista 

toxicológico, de riesgos ambientales, de gestión del patrimonio cultural y de su posible 

explotación futura como fuente de nuevos recursos. 
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INTRODUCCIÓN 

Se entiende por minería a la actividad industrial que se centra en la extracción 

selectiva, mediante técnicas mineras, de substancias y minerales existentes en la corteza 

terrestre, de forma que sea económicamente rentable. En las últimas décadas, cuando no 

siglos, se ha generado una muy importante demanda de materias primas minerales motivada 

por el fuerte crecimiento económico que se ha producido a nivel mundial, lo que ha hecho 

aún más relevante, si cabe, el valor estratégico de esta actividad extractiva. Dentro de este 

crecimiento, la minera metálica es la que ha experimentado una evolución más 

significativa. 

Se estima que el volumen actual de producción de residuos de minería asciende a 

varios miles de millones de toneladas por año, pero está aumentando exponencialmente a 

medida que la demanda y la explotación de los depósitos de menor calidad siguen 

incrementándose. Las altas concentraciones de elementos potencialmente tóxicos en estos 

desechos pueden presentar riesgos para los ecosistemas y los seres humanos, pero estos 

riesgos pueden ser mitigados mediante la implementación de planes de gestión o de 

remediación apropiadas. Hay incertidumbres en torno a los impactos de la gestión actual y 

los planes de manejo de los tipos de residuos generados a partir de los nuevos tipos de 

productos (por ejemplo, las arenas bituminosas, litio, elementos de tierras raras pesadas – 

heavy rare earth elements (HREEs)-), y las crecientes cantidades globales de residuos 

mineros (Hudson-Edwards y Dold, 2015). 

La necesidad de energía, minerales y metales ha producido una fuerte alteración de 

la superficie de la tierra. La sociedad moderna, con conciencia ambiental, hoy exige que 

las áreas alteradas deban ser regeneradas hasta ser aptas para usos aceptables y sostenibles, 

no resultando aceptable el dejar los emplazamientos mineros contaminados a su suerte. A 

este respecto, la actual consideración legal de los suelos y residuos mineros deja mucho 

que desear –bien sea por la propia ley o por su implementación -. Por tanto, este tema 

requiere de un análisis más profundo que ponga de manifiesto las posibles carencias 

normativas, para con ayuda de los conocimientos y nuevos avances técnicos, se puedan 

generar respuestas satisfactorias ante estos problemas planteados. 

A medida que aumenta el poder tecnológico de la humanidad, el tamaño de la 

población mundial, así como la cantidad de necesidades que reclaman las sociedades 

modernas, el entorno y sus recursos se deterioran cada vez más. En este sentido, para evitar, 
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en la medida de lo posible, la incompatibilidad entre el desarrollo tecnológico, el avance 

de la civilización y el mantenimiento del equilibrio ecológico, es importante intentar buscar 

un cierto equilibrio entre estos diferentes aspectos. Ello requiere, entre otros aspectos, de 

la protección y manejo adecuado de los recursos renovables y no renovables, así como de 

la toma de conciencia sobre lo fundamental que resulta el mantenimiento de la calidad del 

planeta y sus ecosistemas y recursos. 

La minería, al igual que ocurre con otros procesos extractivos e industriales, 

produce o usa en sus procesos productivos productos potencialmente tóxicos, y por tanto, 

se puede considerar una actividad potencialmente contaminante, conforme al RD 9/2005. 

En el caso de la minería metálica, se trabaja sobre yacimientos de minerales sulfurados que 

son estables bajo las condiciones físico-químicas propias del subsuelo, pero que al ser 

extraídas y procesadas, y por tanto ponerse en contacto con la atmósfera pasan a ser 

inestables o metaestables, dado el caso, dando lugar a fases minerales nuevas y en muchas 

ocasiones bastante diferentes de las originales.  

Estos cambios mineralógicos se deben a las reacciones de oxidación e hidrólisis a 

las que se ven sujetos en superficie, generando formas iónicas que pueden dar lugar a sales 

y ácidos, pero también a gran cantidad de elementos traza en forma libre como son Ni, Co, 

Cu, Zn, Cd, Pb, Hg, etc.. Por tanto, estos procesos extractivos de los minerales metálicos, 

pueden dar lugar a riqueza y materias primas necesarias para nuestra sociedad, pero 

también agentes contaminantes liberados al medio y con características tóxicas y/o 

peligrosas.  

El término “residuo de minería” es un término genérico que engloba todos los 

residuos y subproductos provenientes de la actividad minera, estén estos o no englobados 

en depósitos específicos. Y son, precisamente, estos residuos de minería los que constituyen 

la fuente más importante de impactos sobre las poblaciones y ecosistemas de las zonas 

mineras y sus áreas de influencia. Hay que tener en cuenta el hecho de que estos residuos 

son a menudo susceptibles de ser erosionados mediante el viento -erosión eólica- y el agua 

de escorrentía -erosión hídrica-. La filtración a las aguas subterráneas y la descarga de las 

aguas superficiales puede dar lugar a la contaminación tanto de las aguas subterráneas como 

superficiales. Por tanto, las actividades extractivas, como la minería, suelen provocar 

grandes impactos sobre su entorno, ya que, como ocurre con especial importancia en la 

minería metálica, se convierten en zonas a partir de las cuales se pueden dispersar los 
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elementos contaminantes, además de afectar a los suelos, acuíferos y aguas superficiales 

(Collon et al., 2006). 

El recurso edáfico es uno de los elementos básicos del medio al ser el componente 

sobre el que se instalan y desarrollan los ecosistemas y la mayoría de las actividades 

antrópicas. En este sentido, al ser elemento que interacciona con los restantes componentes 

naturales (substrato geológico, atmósfera y componente hídrico), acaba por desempeñar 

funciones ecosistémicas y de uso humano, entre ellos la agricultura, la industria y la 

minería. Si a todo esto se suma su carácter dinámico, se puede llegar a entender la gran 

variedad de funciones medioambientales, socioeconómicas y culturales que el suelo puede 

llegar a desempeñar, resultando muchas de ellas de gran importancia para la salud 

ambiental de los territorios en donde se implantan, lo cual incluye tanto a los ecosistemas 

como a las poblaciones humanas (Hamilton, 2000). 

Las actividades extractivas de minerales han estado, históricamente ligadas al 

devenir de las distintas civilizaciones, desde la Edad de Piedra hasta la actualidad. La 

extracción y aprovechamiento de los recursos minerales ha generado, a la par, grandes 

beneficios sociales y económicos, así como importantes afecciones al medio ambiente. En 

relación a las necesidades de la Humanidad, cada vez más se están demandando cantidades 

crecientes de minerales, muchos de ellos de carácter metálico, lo que a su vez está 

incrementando de forma casi incontrolada la cantidad de residuos y áreas afectadas por este 

tipo de explotaciones. 

La Península Ibérica ha sido, tradicionalmente, un importante emplazamiento 

minero, con citas históricas que datan del tercer milenio antes de nuestra era (Hernández 

Ortiz, 2003). En relación a la minería metálica, son diversas las tipologías, hasta un total 

de 9 grandes grupos, de yacimientos de metales que se pueden encontrar en España 

(Castroviejo, 1994). Todos los pueblos y culturas que han ocupado España en alguna época, 

han desarrollado en mayor o menor grado la actividad minera. Este es el caso de los 

tartesios, fenicios, griegos, cartagineses, romanos, visigodos, musulmanes y, finalmente, 

los cristianos. Sin duda, desde el punto de vista histórico, fueron los romanos los que con 

más intensidad desarrollaron esta actividad. No obstante, ha sido en la época moderna, 

sobre todo a partir del siglo XX cuando esta actividad industrial adquirió enorme 

dimensiones. 

Desde el punto de vista histórico, la minería ha experimentado una importante 



  10 

evolución, siendo inicialmente esta actividad de tipo subterráneo, aprovechando en este 

caso básicamente los filones enriquecidos en el elemento o mineral deseado, lo que 

conllevaba un impacto paisajístico asociado a estos residuos bastante reducido en 

comparación con lo que ocurre con las explotaciones más modernas. Desde mediados del 

siglo XX, principalmente, los avances tecnológicos facilitaron un cambio tecnológico tanto 

en las formas de extracción, en este caso a cielo abierto, como en los métodos de procesado 

del material, lo que se tradujo en términos ambientales en grandes impactos paisajísticos y 

ambientales, producidos, entre otros, por la gran cantidad de residuos generados. 

Si nos centramos en la época moderna, los grandes cambios se iniciaron en los 

primeros años del siglo XIX, tras la pérdida de las concesiones mineras que España tenía 

hasta ese momento en las antiguas colonias americanas. Esto obligó a las autoridades 

españolas a centrarse en los recursos propios, para lo cual se promovió un proceso de 

adaptación y puesta al día de la normativa minera creada más de 2 siglos antes por Felipe 

II. Esto supuso la redacción de una nueva Ley de Minas que entró en vigor en 1825 

(Madariaga, 1917), que tuvo que ser modificada poco tiempo después para subsanar 

algunas carencias (Pérez de Perceval, 1989). Este proceso de adaptación de la normativa 

minera culminó el 31 de julio de 1849, con la promulgación de una nueva Ley, así como 

de su correspondiente reglamento para su ejecución (Madariaga, 1917). No obstante, los 

cambios no acabaron ahí, de tal forma que en 1859 se elaboró una nueva Ley de Minas que 

fue, a su vez, reemplazada por otra nueva en 1868, llegando la misma hasta 1944 

(Madariaga, 1917). 

En relación a la actividad extractiva en sí misma, fue a finales del siglo XIX cuando 

se inició el proceso de expansión de la actividad minera española, al empezar a introducirse 

en el mercado español tanto capital, como tecnología de las grandes empresas provenientes 

de otros países europeos (Pérez de Perceval, 1989). Sin embargo, la sucesión de las guerras 

europeas (Primera y Segunda Guerras Mundiales), así como de la Guerra Civil española, 

determinó que la situación se estancase hasta mediada la década de los años cuarenta del 

pasado siglo, momento en el cual se elaboró una nueva Ley de Minas, en el año 1944, a la 

cual sucedió la promulgación, el 9 de Agosto de 1946, del Decreto regulador del 

Reglamento General para el Régimen de la Minería (Ministerio de Industria y Comercio, 

1946). El carácter algo nacionalizador de estas normas, al no permitir que más del 49% del 

capital minero de una compañía estuviese en manos extranjeras (Junta de Andalucía, 1986), 

junto al bloqueo económico al que fue sometido el país en las décadas de los cuarenta y 
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cincuenta del siglo pasado, recondujo a España a autoabastecerse de materias primas en 

función de sus posibilidades (Hernández Ortiz, 2003). No obstante, esta situación cambió 

radicalmente a partir de ese momento, por la apertura hacia y de los mercados 

internacionales, así como con la introducción de las nuevas tecnologías de extracción del 

mineral. 

Respecto del destino de los depósitos de residuos mineros, hay que indicar que 

existen muchas limitaciones. En este sentido, Lyell (1989) indicó que: ‘... la disposición de 

los depósitos de residuos actuales se ve influenciada por factores económicos y 

ambientales..., los aspectos ambientales están siendo influenciados por fuerzas externas 

legislativas, mientras que los aspectos económicos están bajo el control de las empresas 

mineras…, por lo que este proceso requiere de una cuidadosa deliberación". En este 

sentido, resulta patente que los reguladores se están moviendo hacia una era en la que se 

busca una mayor sostenibilidad de los entornos mineros tras la fase de clausura y cierre de 

la explotación. Por este motivo, se plantean en muchas ocasiones actuaciones, en la mayoría 

de los casos inalcanzables, que incluyen la remodelación de la topografía original y el 

restablecimiento de la vegetación autóctona, algo que además suelen chocar con la 

viabilidad económica de la actividad industrial (Robertson et al., 1998) y que en muchos 

casos resultan altamente ineficientes al no utilizar las tecnologías más adecuadas para estos 

fines (Gómez-Ros et al., 2013). 

La minería contribuye de manera directa al 11,5% del PIB mundial, porcentaje que 

se ve ampliamente incrementado al computar también todos los servicios auxiliares de la 

minería, así como el valor añadido en la obtención y refino de combustibles, la producción 

de fertilizantes, de materias primas para la construcción, etc. (Parejo Bueno y Parejo Coleto, 

2012). En relación a la minería metálica, se estiman en unas 2.500 las explotaciones 

actualmente en funcionamiento en el mundo, de las cuales el 60% corresponde a minas a 

cielo abierto (Parejo Bueno y Parejo Coleto, 2012). 

En este sentido, hay que destacar al grupo de países productores que forman los 

CARBS (acrónimo de Canadá, Australia, Rusia y Brasil) que acumulan entre el 25% y el 

50% de los principales metales y minerales, siendo el sector de la producción de materias 

primas cada vez más relevante en el contexto de sus respectivas economías, aun tratándose, 

como en el caso de Australia y Canadá, de países considerados como del primer mundo 

(Parejo Bueno y Parejo Coleto, 2012).Hablando en términos económicos, la cuota de 

mercado de las materias primas de origen minero han representado tradicionalmente una 
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importante cuota sobre el total de mercancías movidas en el comercio mundial (Gráficas 1 

y 2). 

Gráfica1: evolución de las exportaciones mundiales de recursos naturales por productos, 

1990-2008 (en miles de millones de $). Fuente: Organización Mundial del Comercio. 

(Fuente: https://www.wto.org/spanish/res_s/booksp_s/anrep_s/wtr10-2b_s.pdf) 

 

 

Gráfica 2: exportaciones mundiales de mercancías por grupos de productos, 2007 (en 

miles de millones de $). Fuente: Organización Mundial del Comercio. (Fuente: 

https://www.wto.org/spanish/res_s/statis_s/its2008_s/section2_s/its08_highlights2_s.pdf. 

 

En términos de empleo directo, durante el año 2011, el sector de la minería metálica 

generó en España un total de 1.100 empleos a tiempo completo, en las siete explotaciones 

existentes, con un valor de la producción generada que ascendió a 493 M€, lo que supuso 

 

https://www.wto.org/spanish/res_s/booksp_s/anrep_s/wtr10-2b_s.pdf
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un notable incremento, del 28%, respecto del año anterior (Parejo Bueno y Parejo Coleto, 

2012). 

A la luz de estos datos, resulta obvio que la minería sea considerada como una 

actividad industrial generadora de un alto porcentaje de los residuos producidos a nivel 

mundial. Para el caso de España, este tipo de residuos representan un 23% del total de los 

residuos totales producidos a nivel nacional, para el caso del año 2013 (Gráfica 3). 

 

Gráfica 3: generación de residuos por sectores, 2013 (en porcentaje). Fuente: Programa 

Estatal de Prevención de Residuos 2013. (Fuente: 

http://www.magrama.gob.es/es/ministerio/servicios/analisisprospectiva/AyP_RESIDUOS

_V10_tcm7-323997.pdf) 

 

Precisamente, de la gran cantidad de residuos que la minería metálica genera, la 

mayor parte de tipo peligroso, se deriva el hecho de que esta se encuentre entre las 

actividades con mayor riesgo medioambiental. En este caso, se consideran residuos, o 

desechos, a aquellos materiales no aprovechables que se forman en las extracciones mineras 

o de canteras, cuyo volumen puede ser elevado y cuyo grado de toxicidad o peligrosidad 

estará determinado por el tipo de material y la cantidad de residuos. Al comparar estos 

residuos mineros con los residuos industriales, se comprueba cómo estos últimos generan 

un rendimiento económico alto con un reducido, comparativamente, volumen de residuos 

y una menor superficie ocupada, frente al reducido beneficio económico por unidad de 
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volumen, así como la mayor cantidad de residuos distribuidos por mayores extensiones de 

territorio que se generan por parte de la actividad extractiva minera. 

El tiempo durante el cual una zona minera llega a estar en explotación depende de 

varios factores (agotamiento de las reservas, cuestiones sociales, ambientales y/o 

económicas, disminución del valor de mercado de la materia prima extraída, etc.). Tras el 

cese de esta actividad extractiva, ha sido muy frecuente el caso de que estas zonas se han 

quedado sin la ejecución de un plan de restauración ambiental, o en el mejor de los casos 

se han llevado a cabo planes de restauración manifiestamente ineficientes (Gómez-Ros et 

al., 2013). Este hecho ha generado en muchas ocasiones problemas de salud ambiental para 

el entorno, así como de estabilidad para las diferentes estructuras mineras, lo que provoca 

que este riesgo se prolongue de una forma casi indefinida a lo largo de los años, décadas y 

siglos. 

Los residuos de la minería, y en particular de los de la minería metálica, generan 

fuertes impactos sobre los suelos, al pasar estos en la mayor parte de los casos a ser, desde 

el punto de vista técnico y no siempre desde el punto de vista jurídico, considerados como 

suelos contaminados. Estos suelos, denominados habitualmente como depósitos mineros, 

a veces como estériles y en ocasiones aparecen englobados en términos más genéricos 

como el de paisajes mineros, presentan en sus perfiles unos caracteres altamente 

dependientes de los materiales geológicos movilizados durante el beneficio del mineral 

objeto de explotación, así como de las prácticas y técnicas mineras empleadas.Cuando una 

superficie preparada para la explotación, o bien cuando ésta ya ha terminado, deja de estar 

bajo la influencia de las labores mineras, la actuación de los factores de formación 

edafogenéticos acaban por dar lugar a lo que se conoce como suelo minero, strictu sensu. 

Las principales fuentes antropogénicas de metales en el medio ambiente son la 

minería y las actividades de fundición (Uzu et al., 2009). Una de las principales 

preocupaciones con respecto a la actividad minera es la producción de una gran cantidad 

de residuos, que suele almacenarse en las proximidades de las minas. Dado que estos 

materiales residuales industriales contienen contaminantes inorgánicos, como por ejemplo 

metales, representan a su vez fuentes secundarias de contaminación para los suelos, el agua 

y la atmósfera.  

Este problema ambiental y de salud pública que aparece asociado a la existencia de 

antiguas zonas de minería metálica tiene actualmente un carácter global, así como un gran 
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impacto sobre los ecosistemas y las poblaciones humanas. La existencia y abandono 

generalizado que se ha producido de las zonas de minería metálica de ámbito europeo y las 

carencias normativas adecuadas durante los tiempos pasados, ha generado la presencia de 

importantes depósitos de residuos mineros, sobre todo en antiguos distritos mineros en los 

que en muchos casos estas actividades mineras se clausuraron muchos años o décadas atrás. 

Estos depósitos de residuos mineros, en función de las características geoclimáticas, pueden 

llegar a producir un elevado impacto ambiental sobre los suelos y ecosistemas circundantes 

(Fetter, 1999), sobre la calidad del agua (Iribar et al., 1998; Queralt et al., 2002), sobre las 

comunidades vegetales (Margui et al., 2006; Márquez et al., 2003) y sobre la fauna local 

(Traina y Laperche, 1999), siendo también notorios los efectos sobre la población. 

Son muchos los estudios e informes que han puesto de manifiesto la incidencia de 

la calidad ambiental sobre la salud de las personas (OMS, 2000). Esta calidad ambiental 

está seriamente afectada por las actividades agrícolas e industriales, por el transporte, por 

los residuos y efluentes domésticos y, también, por las labores metalúrgicas y extractivas 

mineras. Por tanto, la preservación de esta calidad ambiental debería ser uno de los 

principales objetivos de las sociedades presentes y futuras. 

En este sentido, durante los últimos años se ha ido elaborando una legislación cada 

vez más estricta, lo que junto con actitudes más responsables ha contribuido a mejorar la 

situación. No obstante, uno de los mayores fracasos de la Unión Europea en términos de 

protección del medio ambiente ha sido la falta de un marco jurídico específico para proteger 

nuestros suelos. En lo que se refiere al marco normativo español, son aún muchas las 

carencias que se pueden detectar en la legislación vigente en comparación con el grado de 

conocimiento científico-técnico actual. En cualquier caso, y desde un punto histórico, los 

avances han sido muy significativos. 

A su vez, desde el punto de vista científico-técnico, aún a pesar de ser difícil en 

muchas ocasiones el establecer correlaciones entre los problemas de contaminación 

ambiental y la salud humana, son muchos los avances que se han producido en las últimas 

décadas en el campo de la evaluación y minimización de riesgos asociados a los procesos 

de polución, existiendo aún mucho margen para el avance, sobre todo cuando se aplican 

enfoques multidisciplinarios (Abrahams, 2002). 

A este respecto, durante los últimos años se han realizado una serie de estudios con 

el propósito de determinar el comportamiento general de los metales pesados en diversos 
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contextos del suelo, tales como los suelos ácidos (Birkefeld et al., 2006; Chen et al., 2005) 

o alcalinos, así como en un contexto carbonatado (Fotovat y Naidu, 1998; Boussen et al., 

2013). Desde una perspectiva clásica, el comportamiento de los elementos químicos se 

puede evaluar por procedimientos de extracción secuencial o selectivos, que proporcionan 

información semicuantitativa sobre su compartimentación en los suelos y su movilidad y 

biodisponibilidad en relación con la estabilidad de las interacciones desarrolladas con 

componentes del suelo (Van Herreweghe et al., 2003; Anju y Banerjee, 2010; Uzu et al., 

2011; Boussen et al., 2013). El acoplamiento de este procedimiento químico con un 

enfoque mineralógico, como por ejemplo, DRX , SEM, TEM, etc., permite la 

determinación de las diferentes fases metálicas en los suelos (Kovács et al., 2006; Otones 

y Álvarez-Ayuso, 2011; Chiang et al., 2010), algo que ayuda a la hora de predecir su 

estabilidad. 

Debido a su magnitud e impacto sobre grandes territorios repartidos por todo el 

planeta, el problema de las afecciones derivadas por las actividades de minería, y más 

concretamente por la minería metálica, merece ser abordado buscando una mayor 

profundización y mejora de toda la normativa que se le aplica. Para este objetivo, resulta 

de una importancia capital el combinar por un lado los avances tecnológicos generados en 

el manejo de los residuos y subproductos derivados, y por otro la mejora del conocimiento 

científico sobre estos materiales y sus consecuencias, que se han producido durante los 

últimos años. Por tanto, la mejora propuesta se debe derivar de la combinación tecnología-

ciencia y su trasposición al marco normativo correspondiente. Durante las últimas décadas 

se ha tomado conciencia de este deterioro medioambiental ligado a la minería, lo que se ha 

traducido en una acentuación de la normativa que regula las explotaciones mineras, la 

composición de los vertidos y las emisiones contaminantes, así como todo lo relativo a la 

recuperación del paisaje afectado.  

En las explotaciones de minería, y en particular de la minería metálica, se generan 

una serie de problemas, tanto ambientales como de índole jurídica, cuya gestión y/o 

solución deberá partir obligatoriamente, desde nuestro punto de vista, de una perspectiva 

científico-técnica. En este sentido, el presente estudio técnico-jurídico, enfatiza en el hecho 

de que la norma legal no debe prescindir de los principios científicos regulados en las 

disposiciones normativas del sector minero, pues en ninguna de las ciencias del Derecho 

aparece tan manifiesta esta coalición, por lo que resulta indispensable conjugar los criterios 

científico-técnicos y los criterios jurídicos. De hecho, este separación que existe entre el 
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desarrollo normativo y el conocimiento científico actual, se traduce en muchas ocasiones 

en prácticas de manejo y gestión totalmente inadecuadas que acaban por producir y 

extender en el territorio los problemas de contaminación por elementos trazas propios de 

las zonas mineras (García y Muñoz-Vera, 2015). 

A todo lo anteriormente expuesto, hay que sumar el tema del patrimonio cultural e 

histórico que estas explotaciones suponen para las zonas en las que están instaladas. Como 

casos destacables citar, por ejemplo, el caso del antiguo distrito minero de Cartagena-La 

Unión (Manteca et al.,2012; Manteca Martinez, 2013), o el caso del paisaje tan característico 

de la antigua zona de explotación minera leonesa llevada a cabo por los romanos Las 

Médulas (Fernández Rubio 1998), o bien el caso de todo el entorno de río Tinto (Huelva) 

que con sus lixiviados de los residuos mineros han conformado unos paisajes y colores 

característicos e irrepetibles (Pardo Abad, 2010). 

La finalidad de todo este trabajo es el poder aportar una mejora en el tratamiento y 

consideración de este tipo de residuos y suelos mineros, otorgando un tratamiento 

equilibrado y unitario, lo que hasta el momento, no se ha podido lograr en cuanto a la 

aplicación práctica del sistema jurídico administrativo minero. Así, es necesario el vincular 

dos fuentes de conocimiento distinto y, sin embargo complementarias tal y como son la 

materia científica y minera (geoquímica, geología, mineralogía, ecotoxicología, etc.) y el 

Derecho con lo finalidad de adecuar el marco normativo al grado de conocimiento 

científico actual y así minimizar, cuando no evitar, la generación de problemas ambientales 

en zonas ajenas a la actividad minera como consecuencia de una adecuada regulación de 

las prácticas de gestión y manejo de estos suelos y residuos de la minería metálica. 

En lo referido al análisis jurídico de esta memoria, los métodos de investigación 

seguidos para el desarrollo de esta tesis han sido fundamentalmente el “exegético”, o 

interpretativo, basado en el análisis de las normas jurídicas tanto las vigentes como las ya 

derogadas, en la medida en que estas últimas pueden aportar claves importantes para 

comprender la situación jurídica actual, el “dogmático” mediante el examen y el contraste 

de la doctrina científica sobre el tema y, finalmente, el “análisis jurisprudencial”, para el 

que se ha recurrido a la jurisprudencia europea, y española (del TJCE, del TC y del TS, 

entre otros) como vía para corroborar, inducir o ejemplificar algunas de las afirmaciones 

que se realizan. En definitiva, el método de análisis utilizado para el desarrollo de esta 

investigación ha sido el método comparado, conjuntamente con una revisión crítica del 

marco normativo analizado. 
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Para el acceso a las fuentes bibliográficas y jurisprudenciales han resultado 

esenciales las consultas efectuadas en las bibliotecas y las páginas web de la Universidad 

Politécnica de Cartagena y Universidad de Murcia, así como la consulta de textos jurídicos 

y científicos ya publicados y especializados en esta temática. 

Visto todo lo anterior, se ha considerado como sumamente interesante el hacer una 

contribución que ayude a mejorar, o cuando menos a actualizar conforme al estado actual 

del conocimiento científico, el marco normativo relativo a la caracterización y al 

tratamiento jurídico de los residuos de la minería metálica, así como de los suelos generados 

en estos ambientes. Todo esto se expone desde un punto de vista formal en cuatro capítulos 

principales. En primer lugar, se aborda el estudio del régimen técnico de los residuos de 

minería metálica, considerando para ello la Ley de residuos y suelos contaminados, y 

también en leyes sectoriales relativas a la industria extractiva. Así, está T.D. estaría 

compuesta por cuatro capítulos científico-técnicos, más unas conclusiones generales y un 

listado bibliográfico. El primero de estos capítulos trata de las consideraciones generales, 

de tipo técnico de los suelos y residuos mineros. El segundo hace referencia a los aspectos 

científicos y técnicos relativos a los riesgos asociados al comportamiento geoquímico, 

contaminación, toxicología y riesgo ambiental de estos materiales. A su vez, el tercero se 

corresponde con una revisión general del régimen jurídico de los suelos y residuos mineros. 

El capítulo cuarto aborda la problemática, desde el punto de vista técnico-jurídico, derivada 

de la consideración actual de los suelos y residuos mineros por parte de la normativa 

vigente. Y por último, el capítulo quinto toca el tema de la compatibilización de la 

conservación y protección del “Patrimonio Geológico y Minero”, con el objetivo de la 

minimización de riesgos provenientes de estas zonas mineras. 

Finalmente, es preciso señalar que este trabajo se ha cerrado, a efectos de 

incorporación de las fuentes normativas, doctrinales y jurisprudenciales, el 7 de enero de 

2016.  
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CAPÍTULO I.- LOS SUELOS Y LOS RESIDUOS MINEROS 

CONSIDERACIONES CIENTÍFICO-TÉCNICAS 

 

1.1. DEFINICIONES Y CONCEPTOS PREVIOS: SUELOS 

1.1.1. EL SUELO. ESTRUCTURA Y COMPOSICIÓN QUÍMICA 

1.1.1.1. Introducción general 

El estudio de los suelos se constituyó en ciencia a finales del siglo XIX. A esta 

denominada ciencia del suelo, se la denomina en España e Hispanoamérica como 

Edafología (del griego edafos). 

El suelo se define como la capa superior de la corteza de la tierra. Desde el punto 

de vista científico, se puede definir como un "ente natural organizado e independiente, con 

unos constituyentes, propiedades y génesis que son el resultado de la actuación de una serie 

de factores activos (clima, organismos, relieve y tiempo) sobre un material pasivo (la roca 

madre)". La Organización Internacional de Normalización (ISO 11074-1) define el suelo 

como la capa superior de la corteza terrestre, compuesto de partículas minerales, materia 

orgánica, agua, aire y organismos vivos, y es la interfaz entre la tierra (geosfera), el aire 

(atmósfera) y el agua (hidrosfera).Está formado por partículas minerales, materia orgánica, 

agua, aire y organismos vivos. De hecho, es un medio extremadamente complejo, variable 

y viviente. Como la formación del suelo es un proceso extremadamente lento, el suelo 

puede considerarse esencialmente como un recurso no renovable. La interfaz entre la tierra, 

el aire y el suelo el agua desempeña muchas funciones vitales: la comida y la producción 

de biomasa, el almacenamiento, el filtrado y la transformación de muchas sustancias 

incluyendo el agua, el carbono, el nitrógeno. El suelo tiene un papel como hábitat y 

patrimonio genético, sirve como una plataforma para las actividades humanas, conforma el 

paisaje y el patrimonio y actúa como un proveedor de materias primas. Contiene alrededor 

de dos veces la cantidad de carbono contenida en la atmósfera y tres veces la cantidad que 

se encuentra en la vegetación. Estas funciones son dignas de protección por su importancia 

socioeconómica y ambiental. 

El suelo procede de la roca madre, la cual se altera por la acción de los factores 

ambientales y en su formación se desarrollan una serie de procesos que transforman el 

material original hasta darle una morfología y propiedades propias. No obstante, el suelo 
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se forma además de a partir de una roca, también a partir de unos restos vegetales y 

animales; por tanto, los organismos también constituyen un factor importante. Con el paso 

del tiempo, el suelo evoluciona para conseguir un estado estacionario, o maduro, en cada 

una de sus propiedades y características. El tiempo necesario para alcanzar esta etapa de 

madurez varía con cada tipo de suelo, según los procesos que en su formación hayan tenido 

lugar. El suelo está formado por capas que se les denomina horizontes y su superposición 

constituye el perfil del suelo. Los horizontes constituyen las unidades para el estudio y para 

la clasificación de los suelos. Los horizontes edáficos son capas aproximadamente paralelas 

a la superficie del terreno. Generalmente bastan solo tres propiedades para establecer la 

horizonación de un suelo: color, textura y estructura, aunque otras propiedades, como la 

consistencia, son a veces de gran ayuda. El más mínimo cambio detectado, tanto en una 

sola o en varias de estas propiedades, es suficiente para diferenciar un nuevo horizonte. 

Desde el punto de vista jurídico el suelo aparece definido en el Real Decreto 9/2005, 

de 14 de enero, por el que se establece la relación de actividades potencialmente 

contaminantes del suelo y los criterios y estándares para la declaración de suelos 

contaminados, en adelante RDSC, en su Artículo 2, como “la capa superior de la corteza 

terrestre, situada entre el lecho rocoso y la superficie, compuesta por partículas minerales, 

materia orgánica, agua, aire y organismos vivos y que constituye la interfaz entre la tierra, 

el aire y el agua, lo que le confiere capacidad de desempeñar tanto funciones naturales 

como de uso”. Según opiniones técnicas, la definición resulta defectuosa en la medida que 

el lecho rocoso, puede estar muy cerca de la superficie, por lo que no habría suelo, 

resultando inaplicable. En todo caso, se debe asumir que no solo se habla de tierra en el 

sentido vulgar de la palabra, sino de toda una realidad más compleja, como así lo expuso 

De Miguel Perales (2007). 

El suelo puede ser considerado como un recurso vital al constituirse como el soporte 

material para el desarrollo una gran diversidad de seres vivos (de Haan y Van Riemsdijk, 

1986; Seoánez Calvo, 1999a), así como el entorno en el que el ser humano realiza gran 

parte de sus actividades básicas y cotidianas. 

Se trata de un sistema muy dinámico, que participa en el proceso de depuración y 

retención de sustancias contaminantes, pero que cuando alcanza el límite de su capacidad 

amortiguadora pueden actuar como fuente de contaminación. Por otro lado, al ser un 

sistema abierto en el espacio y en el tiempo, el suelo evoluciona hasta alcanzar el equilibrio 

con las condiciones ambientales y a partir de ese momento tiende a permanecer estable. 
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Se trata de un recurso no renovable, al menos a efectos prácticos, con una cinética de 

degradación relativamente rápida y unas tasas de formación y regeneración 

extremadamente lentas. Tiene una gran capacidad de almacenaje y amortiguación, debida 

en gran parte a su contenido en materia orgánica. Dicha capacidad está relacionada tanto 

con el agua, los minerales y los gases como con un gran número de contaminantes 

químicos. Cuando se superan los umbrales de irreversibilidad de almacenaje y 

amortiguación de éstos en el suelo, se produce su liberación y distribución en otros medios. 

Se trata de un medio vivo con gran biodiversidad, en el que la actividad biológica 

contribuye a determinar la estructura y fertilidad del suelo y resulta fundamental para que 

pueda realizar algunas de sus funciones. A diferencia del aire y el agua, el suelo es un 

recurso que está generalmente sujeto a derechos de propiedad. 

Respecto de la composición del recurso suelo, desde el punto de vista químico el 

suelo es una mezcla química extraordinariamente compleja de diferentes sustancias 

minerales y orgánicas. Se pueden diferenciar dos componentes principales. El componente 

biótico y el abiótico. 

• El componente biótico estará constituido por: 

• Grupo de materiales vivientes, tales como organismos vivos y sus restos sin degradar. 

• Materiales no vivientes tales como sustancias húmicas como son los ácidos fúlvicos, los 

ácidos húmicos, las huminas y el humus. 

• A su vez, el componente abiótico estará constituido por fases distintas: 

• Fase sólida: se corresponde con las partículas minerales (fracción mineral) u orgánicas 

(fracción orgánica) que constituyen el soporte que confieren estructura al suelo, partículas 

entre las que encuentran huecos de forma y tamaño diferente denominados poros del suelo. 

Estos poros pueden estar ocupados de forma alterna por líquidos (fase líquida) o por gases 

(fase gaseosa del suelo). En función del volumen total y su organización interna, esta 

porosidad resulta variable, además de conferir distintas propiedades a los suelos (Hann y 

Van Riemsdijk, 1986). Dentro de la fracción mineral destacan minerales como el cuarzo, 

oxihidróxidos de hierro, aluminio y manganeso y por minerales de la arcilla, los cuales les 

confieren al suelo una mayor o menor reactividad en función de su mayor o menor 

superficie específica, así como de la densidad de carga que poseen las arcillas. La carga 

negativa de las arcillas, de las sustancias húmicas (dependiendo del pH) y en ocasiones de 

los óxidos, dotan al suelo de una elevada capacidad de adsorción de los cationes, 
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característica muy importante a tener en cuenta en un estudio de contaminación por 

elementos traza. Por su parte, la fracción orgánica está constituido principalmente por 

restos vegetales en diferente estado de descomposición y sustancias húmicas, que son el 

resultados final de esa descomposición. Estos compuestos húmicos contienen un gran 

número de grupos con carga negativa y una gran superficie específica (800m2/g) por lo que 

resulta responsable de la estabilidad estructural de los suelos por su gran capacidad de 

influir en la adsorción electrostática de cationes, la unión del agua y la cohesión de las 

partículas del suelo. 

• Fase Gaseosa: representa el contenido en gases atmosféricos del suelo 20-30% de aire, 

aunque varía en función de la porosidad del suelo. El aire edáfico varía su composición con 

la profundidad, siendo en la parte más superficial la presión parcial del oxígeno similar a 

la existente en la atmósfera libre (0,21 atm), mientras que su concentración va decreciendo 

con la profundidad, hasta conformar un entorno anóxico en profundidad. Además de a los 

seres vivos, esta carencia de oxígeno favorece los procesos anaerobios en los que se generan 

gases reductores (CH4, N2, H2, H2S, etc.). Por el contrario, con el CO2, ocurre lo opuesto, 

al aumentar su presión parcial con la profundidad, alcanzándose valores de 2-10 

atmósferas. 

• Fase Líquida: ocupa los poros del suelo, desplazando a la fase gaseosa, en función del grado 

de saturación del medio. Esta solución del suelo que constituye la fase líquida está formada 

por una disolución de sales, con presencia de coloides orgánicos procedentes de la 

descomposición de restos orgánicos. Esta disolución del suelo actúa de intermediario entre 

la litosfera y los organismos vivos, teniendo una gran relación con los gases atmosféricos 

y pudiendo dar lugar a la infiltración de agua edáfica hacia horizontes más profundos, es 

decir infiltración, cuando el balance hídrico del suelo así lo permita. En cualquier caso, el 

enriquecimiento de esta solución en iones varios, se debe a procesos como la 

descomposición de materia orgánica, la lluvia, la meteorización mineral, la descomposición 

de la materia orgánica la existencia de procesos de intercambio iónico entre la disolución 

del suelo y las partículas coloidales, tanto minerales como orgánicas, la existencia de 

entradas de materiales exógenos (riego con aguas salinas, abonados agrícolas, vertido de 

contaminantes solubles, etc.). No todos los iones presentes en el suelo pasan íntegramente 

a la disolución del suelo, debido a que existen procesos de retención edáfica que dificultan 

la lixiviación de los iones por parte del medio acuoso percolante y que, en consecuencia, 

dosifican su pérdida a través de los horizontes más profundos. 
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En la formación de un suelo actúan los cinco factores indicados en un apartado 

anterior (el clima, la topografía, los organismos vivos, el material original y el tiempo). El 

tipo de minerales e iones de un suelo se debe, básicamente, al tipo de material originario 

(roca), a partir del cual se forma el suelo. Estas rocas al entrar en contacto con la superficie, 

dejan de ser estables, siendo en ese momento susceptibles a los fenómenos de 

meteorización. A su vez, la infiltración de agua a través del perfil del suelo, se estimula la 

meteorización química, así como a la actividad orgánica, lo que da lugar al desarrollo de 

una estructura secuencial en capas distintas, según la profundidad, denominada cada una 

de estas capas como horizonte. El conjunto de los horizontes constituyen un perfil, que a 

su vez conforma la estructura global de un suelo. 

Los distintos horizontes del suelo, los cuales pueden distinguirse visualmente, 

tienen diferentes propiedades físicas y químicas, dependiendo del proceso de formación del 

suelo. Básicamente, en un suelo pueden distinguirse tres horizontes principales, si bien hay 

muchos más. Estos tres horizontes más importantes y característicos son:  

• Horizonte A: constituido por partículas minerales y materia orgánica fresca y parcialmente 

descompuesta. Es una zona del suelo donde se produce mucha lixiviación, principalmente 

de sales de Fe, Al y Mn. Contrarrestando la acumulación de materia orgánica procedente 

de organismos vivos, tiene lugar una transferencia de compuestos orgánicos sencillos hacia 

horizontes más profundos. En este horizonte predominan los materiales silícicos. 

• Horizonte B: en el mismo se produce la acumulación de los compuestos de lixiviación 

procedentes del horizonte A. En esta región tiene lugar una lixiviación moderada y la 

oxidación de materia orgánica. Este horizonte, contiene óxidos de Fe (III), por lo que 

acostumbra a tener una cierta coloración entre amarilla y marrón. Así mismo, hay presencia 

predominante de silicatos laminares. 

• Horizonte C: aparece en la zona más profunda del suelo estudiado, caracterizándose por la 

casi inexistencia de lixiviación a su través, y por lo tanto presenta una reducida 

meteorización. 
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1.2.1. DEFINICIÓN Y CARACTERÍSTICAS DE LOS SUELOS 

1.2.1.1. Suelos naturales 

Conjuntamente con el agua y el aire, el suelo es considerado el tercer componente 

ambiental en la medida en la que en él o sobre él se desarrollan numerosísimas formas de 

vida. 

La importancia del suelo radica en las numerosas funciones que desempeña, tanto 

ambientales como económicas, sociales y culturales, siendo considerado uno de los 

recursos naturales más importantes que existen en la naturaleza (Jiménez Ballesta, 1998). 

El documento de la Comisión Europea “Hacia una estrategia temática para la protección 

del suelo” (COM 2002, 179) define las principales funciones del mismo, que se resumen 

en lo siguiente:  

• Es fuente de alimentos y producción de biomasa.  

• Constituye uno de los principales factores para la protección del agua y de intercambio de 

gases con la atmósfera.  

• Constituye el hábitat de numerosos organismos, desempeñando funciones ecológicas 

esenciales.  

• Sirve de base a las actividades humanas y constituye un elemento del paisaje y del 

patrimonio cultural de la humanidad.  

• Es fuente de materias primas. 

El suelo tiene la capacidad para desarrollar una serie de funciones esenciales en la 

naturaleza de carácter medioambiental, ecológico, económico, social y cultural. El suelo 

proporciona los nutrientes, el agua y el soporte físico necesarios para el crecimiento vegetal 

y la producción de biomasa en general, desempeñando un papel fundamental como fuente 

de alimentación para los seres vivos. Sirve de plataforma para el desarrollo de las 

actividades humanas como soporte de la estructura socioeconómica y forma parte del 

paisaje y del patrimonio cultural. 

 

1.2.1.2. Suelos contaminados 

Los problemas con los suelos contaminados son un hecho desde hace largo tiempo, 

pero la conciencia de la existencia de estos problemas de contaminación de suelos por 



  25 

acción antrópica comenzó a darse después de la década de los setenta, a partir, sobre todo 

de los problemas generados en zonas industriales abandonadas. Todavía hoy, las 

actividades derivadas de la industria siguen siendo las más importantes causas de 

contaminación potencial. 

Un suelo contaminado se puede definir como aquel que ha superado su capacidad 

de amortiguación para una o varias sustancias o elementos cambiando, de este modo, su 

papel como sistema generador de vida y recursos, para pasar a ser causa de problemas de 

diversa índole para los otros recursos. El suelo, a través de su poder de amortiguación o 

desactivación natural de la contaminación, filtra, almacena, degrada, neutraliza e 

inmoviliza substancias orgánicas e inorgánicas tóxicas, impidiendo que alcancen las aguas 

subterráneas y el aire o que entren en la cadena alimenticia. Si un suelo supera esa 

capacidad de amortiguación deja de actuar como sistema protector a ser causa de 

contaminación tanto de los organismos como del agua como de la atmosfera. 

Al hablar de un suelo contaminado, no tendría sentido considerar como tal a 

aquellos suelos que resultan contaminados por agentes naturales por vías o agentes 

naturales, es decir al margen de cualquier influencia humana. La acumulación de sustancias 

tóxicas en el suelo tiene con frecuencia un origen antrópico, pero también puede ocurrir de 

manera natural. En cambio, en suelos antrópicos sí que hay que tener en cuenta no solo qué 

es un suelo contaminado, sino también lo que es un agente contaminante. 

Hoy en día, los suelos contaminados están incluidos como asunto prioritario en las 

agendas ambientales de los países desarrollados.  

 

1.3.1. EL CONCEPTO DE CONTAMINACIÓN  

1.3.1.1. Aspectos generales 

El proceso de contaminación consiste en introducir sustancias en un ecosistema, un 

medio físico o un ser vivo que provocan que este sea inseguro o no apto para su uso. Los 

agentes contaminantes pueden ser sustancias o elementos químicos u orgánicos, de diversa 

naturaleza y funciones. La contaminación se considera, con carácter general, como una 

alteración negativa del estado natural del medio ocasionada, por lo general, por la actividad 

humana. Por tanto, la contaminación está generalmente ligada al desarrollo económico y 

social de un país, pero también puede ser regulada, y combatida, mediante herramientas 

http://es.wikipedia.org/wiki/Ecosistema
http://es.wikipedia.org/wiki/Ser_vivo
http://es.wikipedia.org/wiki/Sustancia_qu%C3%ADmica
http://es.wikipedia.org/wiki/Medio_ambiente
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normativas y legislaciones locales, nacionales e internacionales que intentan regular este 

proceso. 

 

1.3.1.2 Contaminación del suelo 

El suelo está, sin embargo, cada vez más degradado, tanto en la UE como a nivel 

mundial. La erosión, la pérdida de materia orgánica, la compactación, la salinización, los 

deslizamientos de tierra, la contaminación, el sellado, etc. tienen impactos negativos en la 

salud humana, los ecosistemas naturales y el clima, así como en nuestra economía. La 

degradación del suelo no sólo tiene efectos transfronterizos, sino que también supone unos 

altos costos. Los problemas relacionados con la degradación del suelo deben ser tratados 

más allá de las áreas que se degradan. Además, la reducción de los servicios ambientales 

como resultado de una pérdida de capital edáfico nacional debe ser compensada por el 

aumento de las presiones sobre los suelos restantes o sobre los suelos de otros territorios. 

La degradación del suelo, que incluye su contaminación, constituye una de las ocho 

amenazas mencionadas en la Estrategia Temática de Suelos de la UE (COM, 2006b), así 

como uno de los problemas ambientales más importantes a nivel global (AEMA-PNUMA, 

2002). En este sentido, el nivel de contaminación por elementos traza de los suelos y 

ecosistemas mundiales va en aumento desde la aparición de las primeras actividades 

humanas hace ya más de 3.000 años, con un incremento espectacular desde el inicio de la 

revolución industrial allá por el siglo XIX (Gráfica4). 

 

Gráfica4: evolución histórica de los niveles de Pb en un ecosistema de turberas (Fuente: 

www2.uah.es/tejedor_bio/bioquimica_ambiental/T11-metales.pdf) 
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Por el momento, sólo unos pocos Estados miembros de la UE tienen una legislación 

específica sobre la protección del suelo. El suelo no está sujeto a un conjunto completo y 

coherente de normas en la Unión. Las políticas existentes de la UE en áreas como la 

agricultura, el agua, los residuos, los productos químicos, y la prevención de la 

contaminación industrial contribuyen indirectamente a la protección de los suelos. Pero en 

la medida en la que estas políticas tienen otros objetivos y alcances, las mismas no resultan 

suficientes para garantizar un nivel adecuado de protección para todos los suelos en Europa. 

La legislación de los países europeos en relación a la conservación de los suelos se 

centra, o bien en la “conservación de los suelos” o bien en “las personas”, no teniendo en 

ningún caso este enfoque doble. Así, en relación a los suelos agrícolas se consideran los 

valores de los suelos y de acumulación en vegetales, mientras que en el caso de los suelos 

urbanos solo se consideran los valores edáficos, siendo para el caso de los suelos 

industriales los valores límite mucho más permisivos y haciendo referencia, en algún caso, 

a afecciones respiratorias.  

El uso insostenible y continuado de los suelos está comprometiendo los objetivos 

de la UE sobre biodiversidad y el cambio climático, tanto nacionales como internacionales. 

Por todas estas razones, la Comisión adoptó una estrategia temática del suelo (COM (2006) 

231), el 22 de septiembre de 2006 con el objetivo de proteger los suelos en toda la UE. Si 

bien la Comisión 05 2014 decidió retirar la propuesta de Directiva marco sobre el suelo, el 

Séptimo Programa de Acción Medioambiental, que entró en vigor el 17 de enero de 2014, 

reconoce que la degradación del suelo es un problema grave. Así, este Programa prevé que 

en 2020 la tierra se gestionará de forma sostenible en la Unión Europea, el suelo estará 

protegido de manera adecuada y la remediación de sitios contaminados estará en marcha, 

comprometiendo a la UE y a sus Estados miembros a incrementar los esfuerzos para reducir 

la erosión del suelo y aumentar la materia orgánica del suelo y para restaurar los espacios 

contaminados. 

Como contaminación del suelo se entiende a la introducción de elementos o 

compuestos extraños en el sistema suelo, sustancias que, a partir de una cierta 

concentración, deben considerarse como no deseables (Porta et al., 1994). La 

contaminación, además de incrementar el nivel de estos elementos o compuestos en el 

suelo, influye sobre los restantes componentes del sistema, generando efectos nocivos y 

pudiendo, además, actuar como fuente de exportación de estas substancias contaminantes 

a su entorno (Martínez Sánchez et al., 2005). 
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En el ámbito continental, este tema empezó a ser considerado como una cuestión 

relevante en el año 1972, cuando la Comunidad Europea formuló la declaración de la “Carta 

Europea de Suelos”. En la misma, se define al suelo como “recurso limitado y no renovable, 

así como la necesidad de promover su protección y conservación a través del desarrollo e 

implementación de medidas y normativas que ayuden a su correcta gestión y 

conservación”. Dos décadas después, en la Cumbre de Río celebrada en 1992, se avanzó 

en este tema, reconociendo la importancia de la protección de los suelos y de sus usos, 

promoviendo las prácticas necesarias para tender hacia un desarrollo sostenible y haciendo 

especial hincapié en el control de la contaminación de origen humano. 

Se entiende por suelo contaminado a aquél que ha superado su capacidad de 

amortiguación para uno o varios elementos o compuestos, de tal forma que sus equilibrios 

biogeoquímicos se ven alterados, apareciendo cantidades anómalas de determinadas 

substancias que acaban por producir importantes modificaciones en las propiedades de los 

suelos (Martínez-Sanchez y Pérez-Sirvent, 2007). Como consecuencia de todo lo anterior, 

el suelo deja de actuar como un sistema protector por su capacidad tamponadora frente a 

estos contaminantes, pasando a ser origen y causa de problemas para su entorno ambiental 

y antrópico. 

En función de su origen se distinguen dos tipos de contaminación, la “natural” y la 

“antrópica”. En el primer caso, las substancias contaminantes tienen un origen geogénico, 

proviniendo básicamente de los productos de meteorización del sustrato geológico, 

principalmente. Respecto del segundo caso, las substancias contaminantes provienen de 

fuentes antropogénicas y las mismas pueden llegar a producir degradación de los suelos 

cuando se presentan por encima de unos niveles determinados, que se consideran como 

niveles de referencia o niveles críticos. Por encima de esos niveles, estas substancias 

pueden repercutir negativamente en el funcionamiento y propiedades de los suelos, 

llegando a ser incluso tóxicas en muchos casos para la biota edáfica y el entorno. Esta 

contaminación estará altamente influenciada por los factores ambientales, edáficos y 

climáticos fundamentalmente, así como por la dinámica del propio contaminante 

(Desaules, 2012). 

En este sentido, al alcanzar concentraciones por encima de sus valores críticos, los 

contaminantes pueden llegar a disminuir la biodiversidad y aumentar la fragilidad de los 

suelos y ecosistemas asociados (Förstner, 1995), la contaminación de las aguas y cultivos, 

y por tanto de la trófica (Kabata-Pendias, 1995), además de limitar los usos posibles de esos 
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suelos (Pierzynski et al., 2000).De forma simultánea, la contaminación del suelo acaba por 

producir sobre el mismo una serie de efectos desfavorables que acaban por afectar su 

función y funcionalidad (Porta et al., 1994). Así, entre otros efectos, la contaminación 

puede producir una disminución numérica y específica de las poblaciones microbianas 

edáficas, con el consiguiente efecto que esto tiene sobre su fertilidad.  

Por otro lado, la contaminación afecta, igualmente, la calidad de los productos 

agrícolas y de la cadena trófica, así como la calidad de las aguas, tanto superficiales como 

subterráneas, y por tanto a la funcionalidad de las tierras afectadas para el soporte de 

numerosas funciones. También se ve afectada la capacidad de autodepuración que de forma 

natural presenta el suelo, lo cual acaba por afectar su función de biofiltro, así como los 

ciclos biogeoquímicos que en él se desarrollan. Por tanto, estos procesos de contaminación 

acaban por afectar a los ecosistemas, cultivos y poblaciones, con el riesgo que todo esto 

implica para la salud ambiental de su entorno (Kabata-Pendias, 1995; Dong et al., 2011). 

En cualquier caso, y a nivel continental, la falta de un marco jurídico específico para 

proteger los suelos constituye uno de los mayores fracasos de la Unión Europea en términos 

de protección medio ambiental. 

 

1.4.1. CONTAMINACIÓN DE SUELOS ASOCIADOS A ACTIVIDADES DE 

MINERÍA 

Dada la importancia que todos los temas de salud ambiental y contaminación están 

adquiriendo en las últimas décadas, desde hace ya unos años se está prestando especial 

atención al control de los impactos producidos por las actividades mineras y su 

minimización de riesgos (Higueras y Oyarzum, 2002; Gómez-Ros et al., 2013). 

Las industrias extractivas mineras son una de las actividades con mayor riesgo 

medioambiental a nivel global. En este caso, los desechos son aquellos materiales no 

aprovechables que se forman en las extracciones mineras o de canteras, cuyo volumen 

puede ser elevado y cuyo grado de toxicidad o peligrosidad estará determinado por el tipo 

de material y la cantidad de residuos. Los residuos de la minería, y en particular los de la 

minería metálica,al depositarse de forma directa o indirecta en los suelos acaban por afectar 

a estos, contaminándolos en muchos casos con elementos o compuestos tóxicos para el 

hombre, constituyendo los llamados suelos mineros.  
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Estas zonas presentan contenidos muy elevados en elementos traza, considerados 

como valores geogénicos que constituyen una anomalía geoquímica composicional 

(Alloway, 1995) no utilizándose, por lo general, el tratamiento de contaminación antrópica. 

Sin embargo, cuando los materiales que están en superficie son el resultado de procesos 

industriales metalúrgicos, como lavado y preconcentración de menas metálicas, fundición, 

etc., y se encuentran mezclados con los desmontes de la minería, la reactividad que 

presentan frente a los procesos de alteración supergénica es mucho más elevada, afectando 

entonces al proceso de movilización (Pasariello et al., 2002; González et al., 2008). Si se 

dan estas circunstancias, estos lugares deben ser estudiados como emplazamientos 

contaminados y por consiguiente, evaluar la disponibilidad de los elementos traza en 

condiciones naturales si estos afectan a ecosistemas frágiles. 

Estos suelos se considera que comienzan a formarse bien cuando una superficie 

preparada para la explotación, deja de ser alterada por la actividad minera, siendo en ese 

momento cuando empiezan a actuar los factores de formación del suelo. Estos suelos, son 

por tanto, suelos de origen artificial y que de forma habitual se han denominado como 

“suelos mineros” o “estériles”. 

El conjunto de impactos que generan las actividades extractivas llegan a afectar 

tanto a los recursos edáficos, como atmosféricos e hídricos, así como a los componentes 

bióticos de estos ambientes. En relación a las poblaciones humanas que se emplazan en las 

zonas mineras o en su entorno, hay que resaltar el conjunto de impactos que la minería 

puede ejercer sobre estos grupos poblacionales. En este sentido, los riesgos se generan a 

través de diversas vías, como son por ejemplo la inhalación e ingestión de polvo y suelo 

contaminado, la absorción por contacto dérmico, o el consumo de agua y alimentos 

contaminados. 

A la vista de todo lo expuesto, parece evidente que en la medida en la que los 

emplazamientos mineros suponen un riesgo para los ecosistemas y poblaciones de su 

entorno, estos ambientes deben ser sometidos a planes de restauración y minimización de 

riesgos. A este respecto, existen una serie de criterios y normas sobre calidad ambiental y 

de los suelos que han sido desarrollados por diversos organismos y agencias reguladoras 

del riesgo (EPA, 1989; Health Canada, 2004a; CCME, 2006; Health Canada, 2009a; 

Bacigalupo y Hale, 2012). La falta de materia orgánica combinada con una baja absorción 

y de capacidad de amortiguación, puede conducir a un mayor riesgo de liberación de 

elementos traza y a una mayor movilidad y biodisponibilidad de los mismos. Por lo tanto, 
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es necesario evaluar el riesgo de contaminación del medio ambiente y tener en cuenta la 

amenaza potencial a los recursos del suelo en las zonas mineras (Tsolova et al., 2014). 

Caben destacar los estudios referentes a los suelos de influencia minera dentro de las 

cordilleras béticas, los de la faja pirítica en la zona de Rio Tinto (Galán et al., 2008) y los 

de la Sierra minera Cartagena -La Unión (Navarro et al., 2008; Martínez Sánchez et al., 

2008; García Lorenzo et al., 2012; Navarro Hervás et al., 2012). Ambas zonas aunque 

muestran algunas diferencias basadas en el tipo de material y clima, son bastante similares 

en su trayectoria minera. 

El problema ambiental y de salud pública que aparece asociado a la existencia de 

antiguas zonas de minería metálica tiene actualmente un carácter global, así como un gran 

impacto sobre los ecosistemas y las poblaciones humanas. La existencia y abandono 

generalizado que se ha producido de las zonas de minería metálica de ámbito europeo y las 

carencias normativas adecuadas durante los tiempos pasados, ha generado la presencia de 

importantes depósitos de residuos mineros, y por extensión de suelos mineros, sobre todo 

en antiguas zonas mineras.  

 

1.2. DEFINICIÓN Y CONCEPTOS PREVIOS: RESIDUOS MINEROS 

1.2.1  LA ACTIVIDAD MINERA: INTRODUCCIÓN GENERAL Y DIMENSIÓN DEL 

PROBLEMA 

Por minería se entiende la actividad industrial consistente en la extracción selectiva, 

mediante la aplicación de técnica minera, de sustancias y minerales existentes en la corteza 

terrestre, de forma que sea económicamente rentable. En los últimos años, consecuencia 

del fuerte crecimiento económico global, la demanda de materias primas minerales ha 

aumentado de manera significativa, poniéndose aún más de manifiesto la importancia 

estratégica de la actividad extractiva. Dentro de este crecimiento, la minera metálica es la 

que ha experimentado una evolución más significativa. 

La necesidad de energía, minerales y metales ha producido una fuerte alteración de 

la superficie de la tierra. La sociedad moderna, con conciencia ambiental, exige hoy que 

las áreas alteradas deban ser regeneradas hasta ser aptas para usos aceptables y sostenibles, 

no resultando admisible el dejar los emplazamientos mineros contaminados y a su suerte. 

A este respecto, la actual consideración legal de los residuos mineros tiene carencias. Por 

tanto, este tema requiere de un análisis más profundo que ponga de manifiesto las posibles 
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carencias normativas, para con ayuda de los conocimientos y nuevos avances técnicos, se 

puedan generar respuestas satisfactorias ante estos problemas planteados. 

Desde un punto de vista técnico, el término “residuo de minería” es un término 

genérico que engloba todos los residuos y subproductos provenientes de la actividad 

minera, estén estos o no englobados en depósitos específicos. Por residuos de mina se 

identifica comúnmente a la fuente más importante de impacto ambiental para muchos 

proyectos mineros, de tal forma que si su disposición no está diseñada y gestionada 

adecuadamente puede dar lugar a la contaminación del medio ambiente. En este sentido, 

hay que tener en cuenta que los depósitos de residuos son a menudo susceptibles a la erosión 

eólica e hídrica, y por lo tanto son tendentes a afectar y contaminar a los sistemas naturales 

y antrópicos de su entorno.  

Históricamente, los factores económicos, y no los ambientales, han gobernado la 

industria minera. Sin embargo, las cuestiones de seguridad, contaminación y rehabilitación 

del medio ambiente son ahora motivo de gran preocupación. En este sentido, se está 

promulgando cada vez más una legislación más estricta respecto de este problema, lo que 

conjuntamente con la adopción de actitudes más responsables desde el punto de vista 

legislativo, administrativo y social está favoreciendo la contención de este problema. No 

obstante, son muchos los puntos a mejorar para asegurar una atenuación, así como una 

minimización efectiva de estos riesgos. 

Tal y como se ha indicado anteriormente, la minería contribuye a la economía global 

con más de un 11%, según estudios realizados en esta década (Parejo Bueno y Parejo 

Coleto, 2012). Esto supone, también, que la minería sea una gran generadora de residuos, 

que para el caso español supuso más de un 23% del total producido a nivel nacional en el 

año 2013 (MAGRAMA, 2014). Además, en lo relativo a la minería metálica, una gran parte 

de los residuos generados son de tipo peligroso, lo que implica el alto impacto ambiental 

que esta actividad tiene sobre la salud ambiental (ecosistemas y poblaciones) en el entorno 

de la explotación minera. 

 

1.2.2. DEFINICIÓN Y CARACTERÍSTICAS DE LOS RESIDUOS MINEROS. 

1.2.2.1. Residuos 

Un residuo es cualquier material que su productor o dueño considera que no tiene 

valor suficiente para retenerlo, o todo elemento que está considerado como un desecho al 

http://www.magrama.gob.es/es/ministerio/servicios/analisis-y-prospectiva/AyP_%20RESIDUOS_V10_tcm7-323997.pdf
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cual hay que eliminar y que se supone que no tiene valor económico. Así, describe el 

material que pierde utilidad tras haber cumplido con su misión y/o servido para realizar un 

determinado trabajo. El concepto se emplea como sinónimo de basura por hacer referencia 

a los desechos que el hombre ha producido. Actualmente se someten a procesos de 

reciclaje, que consisten en recuperar a los residuos para transformarlos en un objeto con 

nueva vida útil. 

Existen diversos tipos de residuos tomando en cuenta el hecho de que pueden ser 

domiciliarios, comerciales, industriales, hospitalarios y urbanos. 

Si tenemos en cuenta su composición pueden ser residuos orgánicos, inorgánicos y 

peligrosos: 

• El residuo orgánico es aquel que está compuesto por desechos de origen biológico. 

• El residuo inorgánico, los que no tienen origen biológico sino industrial o artificial. 

• Y los residuos peligrosos son aquellas sustancias (minerales, químicas de tipo corrosivo, 

ácidos, radiactivas, etc.) que deben ser tratadas con especial cuidado pues pueden poner en 

peligro la salud de los ciudadanos y los ecosistemas. 

 

1.2.2.2. Residuos de las actividades extractivas 

Para empezar este apartado conviene ver con detalle lo que se considera como 

residuos de las industrias extractivas. Así, el Ministerio de Agricultura, Alimentación y 

Medio Ambiente del Gobierno de España indica lo siguiente (MAGRAMA, 2014): “…Se 

entiende por industrias extractivas todos los establecimientos y empresas que practican la 

extracción en superficie o subterránea de recursos minerales con fines comerciales, incluida 

la extracción mediante perforación o el tratamiento del materia extraído”. 

Los “residuos de las industrias extractivas”, denominados en la normativa española 

“residuos mineros” son aquellos residuos sólidos, acuosos o en pasta que quedan tras la 

investigación y/o aprovechamiento de un recurso geológico, tales como son los estériles de 

mina, gangas del todo uno, rechazos, y las colas de proceso e incluso la tierra vegetal y 

cobertera en determinadas condiciones, siempre que constituyan residuos tal y como se 

definen en la Ley 22/2011 de, 28 de julio, de Residuos y Suelos Contaminados. La gestión 

de estos residuos, por sus características, se regula por el Real Decreto 975/2009, de 12 de 
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junio, sobre gestión de los residuos de las industrias extractivas y de protección y 

rehabilitación del espacio afectado por actividades mineras, en adelante RD 975/2009. 

Los residuos mineros pueden ser considerados residuos, si bien bajo determinadas 

condiciones estos pueden ser también considerados como subproductos o como recursos. 

Ordinariamente, los materiales generados en esta extracción para la obtención de minerales 

metálicos se consideran residuos, pero en función de las nuevas tecnologías y la 

demanda/valor de mercado, la consideración de estos residuos puede variar rápidamente. 

Desde un punto de vista legal, el pasar a considerar un residuo como recurso explotable ha 

de seguir una serie de procedimientos algo farragosos y, en ocasiones, poco claros. Un 

ejemplo de ello, y muy actual, es el los residuos depositados en la bahía de Portmán. 

Se considera residuo de la industria extractiva, o residuo minero, al estéril o residuo 

sólido o lodo, que se genera tras el aprovechamiento de un recurso geológico. Distinguimos 

que estos pueden ser peligrosos, o bien pueden ser inertes considerando como tales a 

aquellos que no experimentan ninguna trasformación física, química o biológica 

significativa y que además no generan impactos significativos sobre el medio ambiente 

(art.3.7 e) del RD 975/2009. A este respecto, la Lista Europea de Residuos (LER) recoge 

una serie de categorías de tipos de residuos de minería, a algunas de las cuales las considera, 

a priori, como peligrosas y a las que asigna un asterisco (*) junto a su nombre para 

distinguirlas de las no peligrosas, careciendo estas últimas de este asterisco. En cualquier 

caso, y esta cuestión debe quedar clara, el carácter final de peligroso o no de un residuo 

reside básicamente en las características físico-químicas y toxicológicas propias de estos 

materiales, lo cual requiere, por tanto de la aplicación de una serie de ensayos y/o 

protocolos para verificar estas propiedades. 

A la hora de entender los distintos tipos de residuos hay que tener en cuenta los 

lugares y procesos mediante los cuales se producen los mismos. Así, los residuos se generan 

en la propia mina, sea esta subterránea o a cielo abierto, en las canteras, en las graveras o 

en las plantas de concentración (plantas de tratamiento físico-químico) del mineral. Estos 

residuos, una vez generados, se almacenan en las denominadas “instalaciones de residuos 

mineros” y pueden ser de tres tipos: 

• Escombreras: son las instalaciones de residuos mineros construidas para el depósito de 

residuos mineros sólidos en superficie. 
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• Balsas: son las instalaciones de residuos mineros naturales o construidas para la 

eliminación de residuos mineros de grano fino junto con cantidades diversas de agua libre, 

resultantes del tratamiento y beneficio de recursos minerales y del aclarado y reciclado del 

agua usada para dicho tratamiento y beneficio. 

• Presas mineras: son estructuras diseñadas y construidas para contener agua o residuos 

mineros en una balsa. 

Las características dependen del origen de la actividad minera. En el caso de los 

áridos, de los minerales industriales, de las rocas ornamentales (granito, mármol), etc., sus 

residuos suelen incluirse en aquellas categorías consideradas como inertes. Por su parte, en 

el caso de la minería metálica gran parte de sus residuos se corresponden, tras verificar sus 

características, con categorías recogidas como peligrosas en la Lista Europea de Residuos. 

Así, por ejemplo, esta lista incluye estériles que generan ácido procedentes de la 

transformación de sulfuros (Código LER 01 03 04*); otros estériles que contienen 

sustancias peligrosas (Código LER 01 03 05*) y otros residuos que contienen sustancias 

peligrosas procedentes de la transformación física y química de minerales metálicos 

(Código LER 01 03 07*), por citar solo algunos de los más destacables. 

Para minimizar el gran volumen de residuos que se produce en cualquier explotación 

minera, se aplican métodos y técnicas de prevención. Estas técnicas son de especial 

relevancia en la fase de investigación (geofísica, sondeos, etc.), ya que permiten evitar la 

apertura de los frentes de explotación que por contener óxidos, fracturas, etc., sería 

necesario abandonar con la consiguiente producción de residuos. En la fase de operación o 

explotación se aplican las tecnologías más avanzadas o mejores técnicas disponibles, que 

permiten racionalizar y aprovechar mayores concentraciones de mineral. 

Desde el punto de vista de la gestión de los residuos dentro de una explotación minera, 

con carácter general se distinguen dos tipos de residuos: los inertes y los peligrosos. 

Aquellos residuos que se consideran inertes pueden disponerse prácticamente sin 

problemas ambientales dentro de la explotación. Caso muy diferente es el de los residuos 

peligrosos, ya que estos se consideran que tienen riesgos para la salud, y también pueden 

ocasionar graves problemas al medio ambiente como consecuencia de presentar alguna 

característica de peligrosidad (toxicidad aguda, toxicidad crónica, toxicidad extrínseca, 

inflamabilidad, reactividad, corrosividad, etc.), por lo que en este caso la gestión y manejo 

ha de seguir planes específicos de minimización de riesgos. 
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1.2.2.2.a Residuos de las actividades extractivas no metálicas 

En la mayoría de los casos, los residuos mineros generados son mezclas de materiales 

de composición física y química distinta, tal y como ocurre en la minería del carbón y 

metálica. Por su parte, en el caso de los residuos originados por la explotación de rocas 

ornamentales los residuos tienen la misma composición que la de las rocas que se explotan. 

Las industrias extractivas que mayor volumen de residuos producen son por un lado 

los residuos de minería no metálica (la de rocas ornamentales como granito, mármol, y 

pizarras de techar, así como la del carbón), y por otro lado los residuos de minería metálica.  

Los residuos generados por minería no metálica son los que mayores aplicaciones 

tienen. Así, por ejemplo, los residuos del granito se utilizan como áridos para la 

construcción de carreteras, tras un proceso de trituración en planta, y los lodos del aserrado 

del granito como materiales impermeables y para terraplenes.  

 

1.2.2.2.b Residuos de las actividades extractivas metálicas 

En relación a los residuos hay que tener en cuenta que los depósitos de residuos de la 

minería metálica suelen presentar altos contenidos en elementos traza de carácter tóxico, 

razón por la que actúan como una fuente potencial de contaminación. De forma adicional, 

un gran problema ambiental es el de la generación de drenajes ácidos y aguas sulfatadas 

con una importante concentración de elementos contaminante surgidos de la disolución 

oxidativa de los sulfuros (Salomons, 1995; Fernández-Caliani et al., 2009), que se acaban 

depositando en distintos emplazamientos y puestos a disposición de los agentes 

meteorizantes para su dispersión (García et al., 2008). 

Estos residuos de minería metálica, que en España han dejado un importante pasivo 

ecológico en forma de residuos minerales acumulados en balsas y escombreras, suponen 

un grave problema de contaminación de suelos, cuya evaluación y recuperación resulta 

prioritaria en nuestro país (Alberruche del Campo et al., 2014). Los impactos ambientales 

que pueden derivarse de un suelo contaminado son muy graves puesto que éstos no solo 

afectan a la calidad del suelo, sino que también afectan o pueden afectar a las aguas 

subterráneas y superficiales, a la salud humana, a la fauna y flora, e incluso puede afectar 

a la calidad del aire circundante. 
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En este sentido, la contaminación derivada de las actividades mineras resulta de 

especial interés puesto que éstas son focos de emisión de la mayoría de los elementos 

considerados más problemáticos en términos de contaminación ambiental y toxicidad. 

Entre estos elementos se encuentran el plomo, el arsénico, el antimonio, el cadmio y el 

talio, elementos que en su mayoría no tienen función biológica conocida y de elevada 

toxicidad tanto para los organismos vegetales como para los animales. 

De acuerdo a su origen y tipología, y tomando como ejemplo el antiguo distrito 

minero de Cartagena-La Unión (García, 2004), es posible diferenciar nueve tipos distintos 

de residuos minero-metalúrgicos:  

1. estériles de corta 

2. estériles de gravimetría 

3. estériles de mina 

4. estériles de pozos 

5. estériles de granulometría 

6. óxidos 

7. lodos de flotación en tierra 

8. lodos de flotación en mar  

9. escoria de fundición. 

Los estudios de laboratorio muestran que el material sólido que constituyen cada uno 

de los nueve tipos de residuos minero-metalúrgicos se caracterizan por tener una 

granulometría muy variable, condicionada por el origen de cada uno de ellos. En estos 

materiales se pueden apreciar residuos con partículas desde tamaño bloque hasta la fracción 

arcilla. La caracterización de los diferentes tipos de residuos mineros metalúrgicos es la 

siguiente (García, 2004): 

1) Los estériles de corta son los materiales estériles procedentes del desmonte realizado 

en una corta minera. Se acumulan en depósitos denominados localmente “vacíes”, que 

corresponde al término de escombreras, los cuales se ubican alrededor de las cortas. 
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2) Los estériles de concentración gravimétrica o de gravimetría se corresponden con el 

apilamiento de los materiales estériles resultantes del proceso de concentración de los 

minerales por el método gravimétrico, incluidos el cribado, balsa de arroyo y rumbo. 

Producidos desde tiempos prerromanos hasta mediados del siglo XX, momento en el que 

se sustituye éste método por el de flotación diferencial.  

 3) Los estériles de mina son aquellos materiales estériles que se han arrancado en la mina 

y se han acumulado en el exterior, en la terrera de la mina.  

4) Los estériles de pozo, son los materiales estériles procedentes de la profundización de 

los pozos mineros, acumulados en superficie alrededor de la boca de estos, y que 

constituyen sus escombreras. 

5) Los estériles de granulometría o rechazo de granulometría, son los estériles que 

proceden de un proceso de pre concentración, el cual se realizaba dentro del ciclo de 

flotación diferencial y que se acumulan en depósitos. Dado que los sulfuros se concentraban 

preferentemente en la fracción fina, se realizaba un corte granulométrico del todo-uno 

mediante cribas, y se eliminaba la fracción superior a 30 mm, con lo que se obtenía un 

importante ahorro en los costes económicos en el proceso del lavadero. 

6) Los óxidos, o minerales oxidados, de la cobertera de los yacimientos de sulfuros reciben 

el nombre de “gossan”. Se trata de minerales que por encontrarse prácticamente en estado 

de óxidos, no pueden concentrarse por los procedimientos industriales conocidos, y se han 

acumulado en vacíes específicos hasta tanto no se resuelva el problema de su tratamiento 

(Manteca et al., 2004). 

7) Los lodos de flotación en tierra, son los materiales estériles (lodos) procedentes de los 

lavaderos de flotación diferencial. Los lodos de flotación causan en el medioambiente tanto 

impactos como riesgos. Así, estos lodos son el producto en forma de pasta, torta o 

hidromezcla, generado en el proceso de tratamiento, con relación sólido/líquido concreta 

para cada caso, y con tamaño de grano generalmente comprendido entre arena y limo (2 a 

0,0625 mm). Estos se acumulan en balsas de lodo constituidas por un hueco en la superficie 

del terreno, de origen natural o artificial, en el que se acumulan los lodos producidos en el 

proceso de tratamiento de rocas o minerales. El pH de estos lodos de flotación es muy 

variable y depende del depósito o manto de mineral que se explote. El pH varía desde un 

rango ácido a alcalino; así, los lodos de flotación resultante del manto piritoso se 

caracterizan por un pH ácido (pH<6,5), mientras que si se explotan depósitos ubicados en 
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las zonas de materiales carbonatados, o si se ha extraído la pirita para la producción de 

ácido sulfúrico, el pH presenta valores de neutro (pH=6,5-7,5) a alcalino (pH>7,5).El peso 

específico de las partículas sólidas da un valor medio de 3,11. La granulometría muestra 

que, en condiciones húmedas, el material presenta una granulometría limo-arenosa, con 

predominio de la fracción limo. En el caso de realizar el ensayo en seco, el material presenta 

una granulometría gravo-arenosa, con predominio de la segunda. Esta diferencia se debe a 

que el material forma agregados, que en condiciones de secado al aire libre no se rompen 

y dan un valor erróneo de esta propiedad. El 80% de las partículas tiene un tamaño 

comprendido entre 0,4 y 0,01 mm; en tanto que el 50% lo está entre 0,1 y 0,01mm. 

8) Los lodos de flotación en el mar, están compuestos por los millones de toneladas de 

todo-uno extraídos en las cortas mineras desde un lavadero y vertidas directamente al mar. 

Estos materiales están formados por varias fases minerales, en la que el mineral 

predominante es el cuarzo seguido de la caolinita, hematites, pirita y magnetita. En menor 

medida, aparecen la clorita, moscovita, calcopirita, blenda, así como trazas de otros 

minerales. 

9) La escoria de fundición, son los depósitos de las “gachas” procedentes de los hornos de 

fundición, las cuales se acopian en escombreras denominadas localmente “gacheros”. Estos 

materiales son de naturaleza silicatada, textura vítrea y granulometría gruesa. 

Las diferentes operaciones llevadas a cabo durante la explotación minera y las 

características del yacimiento determinan la presencia de elementos más o menos 

discernibles en el espacio alterado, como pueden ser las escombreras, huecos o frentes 

abandonados. Algunos de estos elementos sólo presentan en superficie pequeñas 

acumulaciones o bolsas de materiales terrosos (frentes o antiguos bancos de explotación). 

Sin embargo, en una gran parte de los casos predominan en extensión superficial los 

materiales sueltos, los cuales a pesar de que mayoritariamente puedan estar dominados por 

elementos gruesos, incluyen también finos y pueden ser considerados materiales tipo suelo, 

al menos en el sentido de la ingeniería de suelos. Así, están formados por materiales 

minerales fragmentados, compuestos de partículas -de muy variados tamaños-, más o 

menos móviles, que encierran una cantidad variable de agua, aire, materia orgánica y otras 

substancias (Spangler y Handy, 1982). 

Finalmente, indicar que los residuos de la minería metálica se suelen presentar en los 

suelos como concentraciones de metales que generalmente están ligados químicamente a 
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otros elementos, entremezclándose con minerales no-metálicos y material rocoso. Los 

depósitos de monominerales son escasos. Generalmente, pueden extraerse uno o más 

metales simultáneamente. Por ejemplo, son comunes los complejos de: Zn-Cu-Ag-Pb-Au 

o de Ni-Cu-Au-Ag-Pt-Co-Se-Fe. 

La proporción de mineral/residuos varía entre los yacimientos, pero generalmente la 

fracción residual resulta ser más abundantes. En términos generales, deben procesarse de 5 

a 30 Tm de mineral para obtener 1 ton de concentrado que contiene el metal deseado 

(García, 2004). Cuando estos residuos no producen aguas ácidas, pueden ser depositados 

separadamente en escombreras para utilizarlos posteriormente según sus propiedades 

físico-químicas en distintos usos tales como áridos para carreteras, balasto para vías de 

ferrocarril, usos industriales, etc. Sin embargo, en el caso de los residuos de la minería 

metálica que sí pueden llegar a generar aguas ácidas, no es posible el reciclado de los 

mismos para estos usos. 

 

1.3. LA INTERACCIÓN SUELO-RESIDUO MINERO: EL SUELO MINERO 

1.3.1 CARACTERÍSTICAS DE LOS SUELOS ORIGINADOS EN ÁREAS 

ALTERADAS POR ACTIVIDADES MINERAS 

En los ámbitos mineros coexisten los recursos minerales con los recursos naturales 

propios de estos territorios, como son las masas de agua y los suelos naturales. Entre estos 

últimos, muchos se corresponden con “Leptosoles Líticos” (FAO, 1998), al tratarse de 

suelos de montaña esqueléticos, poco desarrollados y superficiales, si bien pueden aparecer 

otros muchos tipos de suelos. 

Junto a estos suelos naturales se presentan otros que surgen, en mayor o menor 

medida, de la interacción de estos suelos naturales con los residuos mineros, o incluso de 

la propia evolución edáfica que se puede producir en la superficie de los depósitos de 

residuos mineros. Precisamente, en estas zonas de depósitos mineros de minería metálica 

aparecen procesos edafogenéticos que están actuando sobre los sedimentos mineros muy 

ricos en óxidos de hierro y de sulfatos metálicos de hierro, plomo y zinc, entre otros, que 

darían lugar a una tipología muy particular de suelos que se podrían denominar en sentido 

amplio como “Regosoles espódicos antrópicos”, si bien tienden a ser denominados cada 

vez más como “antrosoles” de origen minero. Estos estarían formados por sedimentos 

procedentes de la minería, y responderían a dos tipos principales, unos de características 
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ácidas con valores de pH en torno a 2-3 debidos básicamente a la presencia de altas 

cantidades de pirita que por oxidación dan lugar a drenajes ácidos, y otros básicos con 

valores de pH en torno a 6-7. Igualmente, en estos depósitos mineros resulta común la 

aparición de incipientes “Fragipanes”, a modo de horizontes subsuperficiales con densidad 

mayor que el horizonte superior, cementado cuando está seco pero que resulta frágil cuando 

está húmedo. Su nivel de materia orgánica es muy bajo y resulta altamente impermeable al 

agua, mostrando como carácter distintivo una estructura laminar, así como una serie de 

grietas blanquecinas que conforman formas poligonales en la superficie edáfica. 

Las labores mineras generan grandes impactos ambientales, entre ellos la destrucción 

de los suelos naturales y la creación de nuevos suelos, llamados “antrosoles”, o suelos 

antrópicos, que presentan fuertes limitaciones físico-químicas y biológicas que dificultan 

la instalación de comunidades vegetales. Los suelos afectados por la minería metálica 

pueden incorporar cantidades elevadas de sustancias contaminantes (agentes químicos 

usados en el tratamiento de los minerales, elementos traza, etc.) tóxicos en su mayoría y 

con un tiempo de retención, es decir, con un lapso de tiempo necesario para reducir su 

concentración a la mitad, muy elevado para la mayoría de las sustancias. En consecuencia, 

este suelo, desarrollará un perfil distinto al que tenía antes y, casi con toda seguridad, su 

posición, espesor y capas más profundas serán diferentes. Así, se inicia para él un nuevo 

ciclo de desarrollo que tal vez lo convierta en un suelo maduro semejante a los que le rodean 

en el entorno inalterado, o tal vez no. 

Una gran parte de los residuos de producción mineros resultan inertes, no peligrosos, 

desde el punto de vista geoquímico y ambiental. Sin embargo, otra fracción de estos 

residuos resulta ser peligrosa en función de su alto contenido en elementos traza y están 

constituidos por gran parte de los residuos generados por la minería metálica. Por tanto, en 

función de su naturaleza estos residuos podrán ser considerados como peligrosos o no. La 

actividad minera supone la movilización de grandes cantidades de suelo, lo que provoca un 

cambio de estructuras, originando enormes huecos y escombreras y la creación de balsas 

artificiales, que como resultado final supone la alteración del relieve natural del paisaje de 

la zona. A su vez, en las zonas de acopios de los llamados estériles mineros pueden también 

actuar estos procesos edafogenéticos, si bien en algunos casos, las condiciones ambientales 

predominantes minimizan de forma notable estos procesos, tal y como es el caso a modo 

de ejemplo el caso de la Bahía de Portmán (Murcia), en donde la influencia marina y alta 
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salinidad entorpecen este proceso de desarrollo edáfico sobre los sedimentos depositados 

en la citada bahía (García et al., 2008). 

Los suelos mineros aparecen como resultado de la interacción entre el suelo y el 

residuo minero. En este sentido, se han de considerar como suelos de origen antrópico, o 

artificial, a los que se les incluye con carácter general dentro de los residuos mineros. Una 

característica básica de los mismos es la aparición, en sus perfiles, de características y 

propiedades altamente dependientes de los materiales geológicos movilizados durante la 

fase de explotación minera, así como de las prácticas mineras empleadas (Pellegrini et al., 

2016). Una vez que una superficie de explotación ha dejado de ser, temporal o 

definitivamente, explotada, empiezan a actuar sobre la misma los factores de formación del 

suelo, para dar lugar a lo que se conoce como suelo minero. Por tanto, este suelo minero es 

el que procede, en mayor o menor grado, de cualquier tipo de material de minero (parte 

superficial, subsuelo, estéril o cualquier combinación de estos materiales) que se deposita 

sobre el material geológico o edáfico (Pellegrini et al., 2015), conformado un entorno 

edáfico que actuará como base para la instalación de la vegetación de la zona. 

 

1.3.2. VULNERABILIDAD DEL SUELO ANTE LOS CONTAMINANTES QUÍMICOS 

A nivel funcional, el suelo puede considerarse como un sistema depurador debido a 

que es capaz de degradar/inmovilizar los contaminantes, es decir debido a su poder de 

autodepuración. Esta capacidad autodepurativa representa la capacidad que tiene un suelo 

de inactivar, mediante diversos mecanismos, los efectos negativos de los contaminantes y 

que depende de determinadas características de los horizontes superficiales. 

Este grado de autodepuración está relacionado con el de vulnerabilidad que dicho 

suelo presenta frente a la agresión de los agentes contaminantes; por lo que a mayor 

capacidad de autodepuración, menor vulnerabilidad (García, 1999). Dicho grado de 

vulnerabilidad de un suelo frente a la contaminación depende de la intensidad de afectación, 

del tiempo que debe transcurrir para que los efectos indeseables se manifiesten en las 

propiedades físicas y químicas de un suelo y de la velocidad con que se producen los 

cambios secuenciales en las propiedades de los suelos en respuesta al impacto de los 

contaminantes. 

El substrato edáfico presenta un efecto absorbente, ya que puede actuar como un filtro 

altamente reactivo que facilita la inmovilización de los contaminantes gracias a procesos 
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físicos (filtración), físico-químicos (neutralización, adsorción, absorción, precipitación, 

complejación) o biológicos (biodegradación). Por tanto, si los inmoviliza, esto significa 

que el suelo “acumula” muchos de estos elementos contaminantes, principalmente a través 

de la capacidad de adsorción de las arcillas, capacidad que depende enormemente del tipo 

estructural de las mismas (el tipo 1:1 impide la entrada de cationes entre capas; el tipo 2:1, 

como en el caso de las esmectitas, permite la entrada de agua y otras moléculas que causan 

un aumento en el espacio interlaminar conocido como “hinchamiento” de la arcilla, agua 

que lleva también cationes disueltos, que su vez, pueden ser fijados en dicho espacio de tal 

forma que este tipo de arcillas edáficas llegan a actuar como depuradoras naturales de los 

suelos contaminados). 

Otros agentes depuradores que poseen los suelos son algunas partículas minerales de 

los suelos con comportamiento coloidal, como es el caso de la goethita que al presentar 

carga positiva en medios ácidos tiene la capacidad de fijar complejos aniónicos, mientras 

que para el caso de otros óxidos, como los de manganeso, al conformar coloides de carga 

negativa son capaces de fijar los cationes presentes en la solución edáfica. 

No obstante, una vez se supera la capacidad de amortiguación geoquímica del suelo, 

éste se puede llegar a convertir en fuente de contaminación, lo que lo convierte en una 

situación peligrosa e imprevisible. Así, un cambio en las condiciones climáticas y/o 

ambientales puede producir que el proceso se revierta, por lo que frecuentemente se habla 

de que la presencia de contaminantes en el suelo constituye una bomba de tiempo química, 

en tanto y en cuanto aunque en un determinado momento no produce efecto alguno, si 

puede hacerlo en un futuro. En este sentido, el problema principal se centra en los 

contaminantes que, una vez acumulados en los suelos, presentan una alta solubilidad, lo 

que implica una alta disponibilidad para el ecosistema y sus organismos, tanto en superficie 

como de forma subterránea por la contaminación de las aguas subterráneas.  

En resumen, en relación a la presencia de contaminantes en el suelo los términos a 

tener en cuenta, desde el punto de vista de la salud ambiental (ecosistemas y población), 

son los de geodisponibilidad y biodisponibilidad: 

• La geodisponibilidad es la consecuencia directa de la actividad extractiva, en tanto y en 

cuanto al proceder a la explotación de un yacimiento minero, se ponen a disposición del 

medio geológico unos elementos que antes no estaban, o estaban de una forma mucho más 

limitada. Cabe destacar, no obstante, que muchos yacimientos minerales, como es el caso 
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de los sulfuros metálicos, son en sí fuentes naturales de contaminación en función de si 

afloran o no a la superficie, o si se encuentran por encima o por debajo del nivel freático, 

así como de su composición mineralógica, de los factores climáticos, etc. 

• Por su parte, la biodisponibilidad hace referencia a la facilidad que tiene un organismo de 

incorporar a su metabolismo un determinado elemento contaminante. En este sentido, 

algunas fracciones de los elementos metálicos edáficos o geológicos pueden ser 

directamente absorbidas e incorporadas por algunas especies de plantas, como ocurre por 

ejemplo con las formas solubles, o asociadas a nutrientes básicos. Sin embargo, otras 

especies vegetales tienen, al contrario, barreras selectivas que impiden la incorporación de 

un metal pesado cuando este se encuentra en estas formas más biodisponibles por encima 

de una determinada concentración. 

 

1.3.3 EDAFOGÉNESIS EN SUELOS MINEROS  

De acuerdo con Severson y Gough (1983), un suelo minero es aquel que procede de 

cualquier tipo de material de recubrimiento (topsoil, subsuelo, estéril o cualquier 

combinación de estos materiales) y que queda intencionadamente en la superficie del 

terreno minero como medio de crecimiento de la vegetación. Desde que queda terminado 

el proceso artificial de construcción de un suelo minero, o desde que fueron abandonadas 

las superficies afectadas por la explotación, en ausencia de prácticas de restauración, 

comienzan a actuar los factores de formación de suelos (Nicolás Contreras, 2010). 

Difícilmente conservará un perfil idéntico al que tenía antes y, casi con toda seguridad, su 

posición, su espesor y las capas más profundas serán diferentes. Empieza para él un nuevo 

ciclo de desarrollo que tal vez lo convierta en un suelo maduro semejante a los que le rodean 

en el entorno inalterado, o tal vez no (Nicolás Contreras, 2010).  

Los materiales de partida que, de un modo general, intervienen en la composición 

de estos suelos mineros pueden ser (Arranz, 1993):  

• Materiales que, estrictamente, no han sufrido procesos edafogenéticos, es decir, todos 

aquellos que anteriormente estaban confinados en el subsuelo: estériles de mina o toda clase 

de productos de excavación por debajo de los perfiles de suelo originales y a veces también 

los subproductos de los tratamientos de elaboración, clasificación, limpieza, etc.  
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• Materiales superficiales que han sufrido procesos edafogenéticos, los cuales, a su vez, 

pueden haber sido sometidos a la mezcla de horizontes al ser retirados y que, en cualquier 

caso, han visto alteradas sus propiedades durante el manejo y el casi siempre inevitable 

almacenamiento temporal.  

En el momento en el que sobre los terrenos mineros comienzan a actuar los procesos 

edafogenéticos, bien porque se da por finalizadas las labores de restauración o bien porque 

sobre las superficies abandonadas comienzan a actuar estos procesos, se empiezan a 

producir procesos de evolución de estos suelos hacia conformaciones más similares a los 

suelos naturales de su entorno. Así, cuando estos suelos mineros conservan la base de los 

suelos naturales preexistentes, o bien cuando han incorporado materiales procedentes de 

suelos naturales de la zona, el nuevo suelo conservará una huella marcada por la herencia 

edafogenética de esos materiales edáficos (Lacalle et al., 2000). En cualquier caso, no 

conservará un perfil idéntico al que tenía antes y, casi con toda seguridad, su posición, su 

espesor y las capas más profundas serán diferentes (Nicolás Contreras, 2010). 

Un mejor conocimiento sobre los procesos edafogenéticos de estos suelos mineros 

nos proporcionará, además de conocimiento científico, una mejor información sobre cómo 

afrontar los procesos de recuperación y restauración ambiental de estos ambientes (Smith 

et al., 1987). En este sentido, diversos estudios abordados sobre la génesis de los suelos 

mineros (Schafer et al., 1979; Leiros et al., 1995; Reintam, 2001) nos han generado datos 

de interés sobre este proceso. Así, se ha visto que algunas propiedades de estos suelos 

pueden cambiar rápidamente: modificación del pH, acumulación de materia orgánica, 

disminución de la densidad en la capa superficial y formación de estructura granular 

asociada a las raíces y canales radiculares. Igualmente, se ha observado una redistribución 

del carbonato cálcico dentro de estos suelos, hasta dar perfiles semejantes a los del entorno 

natural, algo que puede tardar en producirse más de 1.000 años. A su vez, se ha visto que 

algunas características (color del horizonte C, contenido en elementos gruesos y espesor) 

serán para siempre diferentes a los de los suelos naturales (Nicolás Contreras, 2010). 

En estos suelos, se observa generalmente la existencia de un límite neto entre la capa 

superficial y las siguientes. En todos los casos, el horizonte superficial suele presentar un 

fuerte enraizamiento, una estructura migajosa y un menor abigarramiento que las capas 

subyacentes. Así mismo, se ha estimado una velocidad media de formación del horizonte 

superior en unos 2,4 cm/año para algunos de estos suelos (Leiros et al., 1995). En resumen, 

parece que los cambios más significativos a corto plazo de estos suelos llevan a la 
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formación de un horizonte A delgado y enriquecido en materia orgánica en la práctica 

totalidad de los casos, lo que permite la instalación de algún tipo de cubierta vegetal, dando 

lugar a perfiles de tipo AC y sólo excepcionalmente a perfiles más evolucionados (Nicolás 

Contreras, 2010). 

El estudio de los procesos edafogenéticos de los depósitos de residuos mineros no 

sólo resulta de gran importancia desde el punto de vista científico, sino que también puede 

dar sugerencias útiles acerca de las posibles estrategias de evaluación y minimización de 

las amenazas de la salud ambiental (Nicolás Contreras, 2010). Los residuos mineros a 

menudo contienen altas concentraciones de elementos traza que actúan como tóxicos que 

pueden contaminar el medio ambiente que rodea a la lixiviación (Martínez-Frías, 1997; 

Meza-Figueroa et al., 2009; Mudd, 2007). Investigaciones recientes han abordado el 

estudio del efecto de los procesos de atenuación natural en la extensión de la lixiviación de 

contaminantes a partir de los residuos mineros. La atenuación natural puede dar lugar a una 

reestructuración de un vertedero de residuos mineros cuando las fases minerales más 

estables precipitan formando capas cementadas o duras (Rammlmair, 2002; Rammlmair et 

al., 2008; Regenspurg et al., 2004). Muchos de los autores anteriores han planteado la 

hipótesis de estas capas cimentadas actúan como barreras hidráulicas que inhiben el 

transporte de agua a través de los poros, así como barreras de difusión que suponen la 

inhibición del transporte de gases como O2 y CO2 a través de los poros (Graupner et al., 

2007; Kohfahl et al., 2010). 

La movilización de elementos traza como son Cd, As, Zn y Pb a partir de residuos 

mineros metálicos se sabe que está inducida por la meteorización oxidante de los sulfuros 

metálicos. Debido a que en los suelos mineros, las capas cementadas y endurecidas pueden 

estar constituidas por minerales secundarios reactivos, es de esperar que desempeñen un 

papel crucial en la atenuación de estos contaminantes. Las capas cementadas y endurecidas 

de los residuos mineros de sulfuros se han estudiado por sus propiedades mineralógicas, 

físicas, químicas (Blowes y Jambor, 1990; Graupner et al., 2007; Gunsinger et al., 2006; 

Kohfahl et al., 2010; McGregor y Blowes, 2002).Los estudios de campo sobre estas capas 

endurecidas han proporcionado información (Gunsinger et al., 2006; McGregor y Blowes, 

2002; Moncur et al., 2005) acerca de que las mayores concentraciones de metales disueltos 

originalmente fueron observados directamente por encima y dentro de una capa endurecida. 

Por lo tanto, estas capas cementadas pueden haber restringido el movimiento de los metales 
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disueltos a través de los relaves, actuando como una zona de acumulación de estos 

elementos. 

Las capas endurecidas son zonas en las franjas capilares en donde la aglutinación de 

partículas se debe fundamentalmente a los procesos impulsados por transporte capilar en 

un entorno dominado por O2 (Graupner et al., 2007). La sobresaturación se traduce, 

finalmente, en la precipitación de las fases secundarias y geles, que pueden acabar 

recubriendo partículas, aglutinándolas, y reduciendo la porosidad. Las capas cementadas, 

por otro lado, pueden ser observadas en las zonas de transición entre las capas oxidadas y 

reducidas que a menudo se produce en las áreas de transición entre zonas saturadas e 

insaturadas. En estas transiciones, se producen variaciones en las variables geoquímicas 

más determinantes, tales como Eh y pH (Bourg y Loch, 1995). 

A pesar de que estas capas cementadas pueden desempeñar un papel fundamental en 

la atenuación natural de los metales no deseados que pueden originarse a partir de los 

residuos mineros derivados de los sulfuros, sus procesos de formación no se han estudiado 

aún a fondo. En particular, el papel hidrológico desempeñado por las grietas que se forman 

junto con los horizontes de suelo endurecidos es un campo aún no abordado desde el estudio 

científico. En realidad, se puede hipotetizar acerca de que el desarrollo de las grietas puede 

afectar negativamente al papel atenuador que estas capas endurecidas ejercen al 

incrementar la lixiviación de contaminantes de los residuos mineros a su través (Pellegrini 

et al., 2015). 

 

1.3.4 ECOLOGÍA DE SUELOS MINEROS  

Las investigaciones pioneras sobre ecología de suelos mineros se realizaron en los 

años 50-60, dirigidas por H. A. Wilson. Sus descubrimientos sobre organismos 

beneficiosos encontrados en suelos mineros, especialmente sobre aquellos cuya presencia 

es incrementada por la existencia de vegetación, se consideran trabajos clásicos dentro de 

este campo (Skousen et al., 1987; Nicolás Contreras, 2010). 

Los suelos mineros reconstruidos pueden tener muy limitada la presencia de 

organismos del suelo, salvo en aquellos casos de inmediata redistribución de capas 

superficiales de suelos nativos. Los suelos más altamente colonizados por vegetación 

permiten una mayor actividad microbiana, pues la existencia de vegetación, especialmente 
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si las leguminosas están presentes, incrementa el número de organismos activos (Stroo y 

Jencks, 1982).  

Las plantas desvían grandes cantidades de energía hacia el interior del suelo, que es 

empleada en la creación de estructura edáfica y aprovechada por microorganismos 

beneficiosos para el crecimiento vegetal. (Perry y Amaranthus, 1989).  

El proceso de restauración de un suelo minero puede ser medido a través del grado 

de cambio en los parámetros indicativos de la productividad, tales como: acumulación o 

descomposición de materia orgánica, contenidos en carbono y nitrógeno orgánicos, 

proliferación de raíces, etc., todos los cuales se ven influenciados por la actividad 

microbiana (Sopper, 1992).  

También la fauna del suelo, favorece la existencia de una buena estructura, 

incrementando la porosidad, mezclando materiales y mejorando la estructura (Abbott, 

1989). En los terrenos gravemente alterados, como los terrenos mineros, los factores 

limitantes para la fauna edáfica pueden ser diversos (Ma y Eijsackers, 1989): bajo pH, alta 

salinidad, presencia de elementos traza y ausencia de alimento. La fauna edáfica que más 

importancia o valor tiene son los saprófagos o descomponedores, entre los que 

encontramos: Nemátodos, Enquitreidos y Lumbrícidos, dentro de los Anélidos; Isópodos, 

Ácaros y, por último los insectos: Colémbolos, Isópteros y larvas de Dípteros y Coleópteros 

(Nicolás Contreras, 2010). La mayoría de los invertebrados no son muy móviles, por lo que 

pueden ser necesarios varios o muchos años para que se produzca la repoblación desde 

viejos suelos mineros o terrenos inalterados próximos (Ashby y Vogel, 1994). 

 

1.3.5 CLASIFICACIÓN DE SUELOS MINEROS  

En principio, un sistema de clasificación que aspire a ser universal debería admitir 

la inclusión de los suelos mineros y, en caso de que no fuera así, debería poder modificarse 

o adaptarse para incluirlos atendiendo a sus características relevantes(Nicolás Contreras, 

2010). En este sentido, hay que tener en cuenta que la utilidad final de la clasificación de 

los fenómenos naturales o los elementos del medio es permitir su inventario y facilitar el 

estudio de su distribución, es decir, cartografiarlos. De este modo, Lyle (1987) revisó hasta 

once modelos de clasificación de suelos mineros asociados a la minería de carbón en 

Estados Unidos, concluyendo que el sistema que puede ser más útil debe estar basado en el 

esquema de clasificación de la Soil Taxonomy, algo en lo que coincidió con otros autores 
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(Thurman y Sencindiver, 1986). Conforme a esta clasificación, estos suelos han ido 

variando su clasificación de tal forma que mientras que en la década de los 70 estos suelos 

se identificaban como Orthents, en la siguiente década ya se consideraban como 

pertenecientes a los Udorthents(Nicolás Contreras, 2010). A este respecto, hay que tener en 

cuentas que en fechas anteriores estos espacios eran directamente considerados como 

escombreras de mina o minas a cielo abierto (Indorante y Cansen, 1984), mientras que en 

algunos casos se realizaban algunas distinciones; como por ejemplo entre “residuos” 

remodelados y no remodelados, o como “residuos” ácidos (tóxicos) y “residuos” no 

tóxicos. En cualquier caso, desde mediados de la década de los 80 el Servicio de 

Conservación de Suelos (USDA) tendió a definir series de suelos en las zonas mineras y 

cartografiar fases de estas series. 

En cualquier caso, cuando se utiliza el sistema de clasificación americano para 

clasificar suelos mineros, lo corriente es que la ausencia de horizontes de diagnóstico y 

propiedades diferenciales, a parte de la existencia de epipediones ócricos, lleva a clasificar 

a los suelos mineros siempre como Orthents. No obstante, de forma paralela diversos 

investigadores propusieron un sistema de clasificación que se sirve de la clave general de 

la clasificación americana hasta el nivel de orden (Entisoles), pero incluyendo un nuevo 

suborden: Spolents y un esquema para clasificar y cartografiar los suelos mineros 

(Sencindiver et al., 1978). Las enmiendas propuestas al sistema de clasificación americano 

no han sido todavía oficialmente aceptadas (Soil Survey Staff, 1993), aunque, desde 

entonces, dicho sistema de clasificación de los suelos mineros ha sido regularmente 

utilizado por algunos autores. Con carácter más general, estos suelos han sido considerados 

como suelos antropogénicos, o antropogeomórficos, o incluso como formaciones 

superficiales tecnogénicas (Shishov et al., 2001). 

Por su parte, en la Base Mundial de Referencia para los Recursos de Suelos (FAO, 

1998), estos suelos entrarían en las consideraciones de "suelos jóvenes formados a partir 

de materiales tecnogénicos o suelos formados a partir de materiales naturales removidos o 

materiales tecnogénicos, en los que se ha dado un proceso de edafogénesis significativo 

desde la deposición. La nomenclatura aplicable según FAO (1998) contempla el 

modificador "spolic” solo para los Regosoles y admite que, según sus propiedades y 

horizontes de diagnóstico, el resto puedan ser clasificados en otros tipos al margen de su 

origen (Nicolás Contreras, 2010). 



  50 

Por último, indicar que la World Reference Base (WRB, 2015), en su reciente 

edición de 2014 actualizada a 2015, considera a estos suelos mineros dentro del Grupo de 

Suelos de los Tecnosoles. Estos suelos combinan suelos cuyas propiedades y pedogénesis 

están dominados por su origen técnico. Contienen una cantidad significativa de artefactos 

(algo reconocible en el suelo o fuertemente alterado por los seres humanos o extraído de 

mayores profundidades) o son sellados por material técnico endurecido (material duro 

creado por los seres humanos, que tienen propiedades diferentes de la roca natural) o 

contienen una geomembrana. Incluyen suelos de residuos (vertederos, lodos, cenizas, 

residuos de minas y cenizas), pavimentos con sus materiales no consolidados subyacentes, 

suelos con geomembranas y suelos construidos. Los tecnosoles se citan a menudo como 

suelos urbanos o suelos de mina. Son reconocidos en el sistema de clasificación de suelo 

ruso como formaciones superficiales Tecnogénicas y en la clasificación australiana del 

suelo se consideran incluidos dentro de los Antroposoles. 
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CAPÍTULO II. CONTAMINACIÓN, TOXICIDAD Y RIESGO 

AMBIENTAL ASOCIADO A LOS SUELOS Y RESIDUOS DE 

LA MINERÍA METÁLICA 

 

2.1. DEFINICIÓN Y CONCEPTOS PREVIOS: CONTAMINACIÓN, TOXICIDAD 

Y RIESGO AMBIENTAL  

2.1.1.- EL CONCEPTO DE CONTAMINACIÓN Y SUS IMPLICACIONES 

Conforme a la Real Academia Española de la Lengua, el término contaminar, que 

procede del término latino contamināre, significa: “alterar nocivamente la pureza o las 

condiciones normales de una cosa o un medio por agentes químicos o físicos.” 

Por tanto, por contaminación se entiende a la introducción en un medio cualquiera 

de un contaminante. El uso más habitual del término se produce en el ámbito de la ecología, 

con lo que se conoce como contaminación ambiental, que es la presencia en el ambiente de 

cualquier agente (físico, químico o biológico) en lugares, formas y concentraciones que 

pueden ser nocivos para la salud, la seguridad o para el bienestar de la población. Por su 

lado, la dinámica de los contaminantes se encarga de estudiar la acción de estos agentes 

desde el momento en que se generan, hasta su disposición final. Entre los fenómenos de la 

dinámica aparecen la dispersión, la concentración, la transferencia y la transformación. 

Las partículas contaminantes ambientales pueden afectar a la salud humana y de los 

ecosistemas debido a sus diversos componentes químicos (Villeneuve et al., 2014; Adar et 

al., 2015). Algunas de las especies más tóxicas de partículas son los elementos traza (Li et 

al., 2015; Liu et al., 2015). Aunque su concentración total es pequeña, elementos tales 

como Pb, Cd, Cr (VI), Hg y As, plantean serias amenazas a la salud ambiental (Yang et al., 

2015; Gao et al., 2014). Así, además de generar altos niveles de contaminación en los suelos 

y aguas, estos elementos pueden causar inflamaciones, enfermedades pulmonares y 

cardíacas o daños en el ADN a través de la ingestión, inhalación y contacto dérmico 

(Kampa y Castanas, 2008; Jacquemin et al., 2015; Honda et al., 2015). Por ejemplo, el 

consumo de grandes cantidades de Pb en la sangre humana podría inhibir las reacciones 

enzimáticas y dañar el sistema nervioso central (Gillis et al., 2012). El arsénico (As) 

también puede causar graves alteraciones del sistema cardiovascular y de los centros 

nerviosos centrales (Joseph et al., 2015). En este sentido, se han realizado numerosos 
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estudios centrados en los efectos de la contaminación por elementos traza (Li et al., 2015; 

Liu et al., 2015; Yang et al., 2015; Gao et al., 2014; Wang et al., 2013; Duan y Tan, 2013).  

 

2.1.2. DEFINICIÓN DE TOXICIDAD Y SU APLICACIÓN A LOS ELEMENTOS 

TRAZA 

Conforme a la Real Academia Española de la Lengua, el término toxicidad, que 

deriva del adjetivo culto tóxico, que a su vez deriva del latín toxicus, significa: “Grado de 

efectividad de una sustancia tóxica.” 

Desde un punto de vista etimológico la toxicología es la ciencia que estudia los 

venenos (toxikon= veneno), es decir, las sustancias capaces de producir efectos nocivos 

sobre los seres vivos. A este respecto, hay que indicar que todas las sustancias son 

potencialmente tóxicas ya que pueden causar daños e incluso la muerte después de una 

exposición excesiva. En definitiva, se denomina toxicidad al grado de efectividad que 

poseen las sustancias que, por su composición, se consideran tóxicas. Se trata de una 

medida que se emplea para identificar al nivel tóxico de diversas substancias o elementos, 

tanto afectando un organismo en su totalidad como a una parte del mismo. 

Llegados a este punto, resulta de interés definir qué se entiende por toxicidad de un 

elemento o compuesto: la toxicidad es la capacidad de un elemento o compuesto de 

ocasionar daños en un organismo vivo, siendo esta capacidad intrínseca a la sustancia y 

pudiendo ser modificada por factores como la dosis administrada y/o absorbida, la vía de 

administración o la distribución en el tiempo de la dosis. 

Otras definiciones importantes para la mejor comprensión de lo que es la 

toxicología son (Aguilar Franco, 2001): 

• Tóxico es toda sustancia externa que, al entrar en contacto con el organismo, puede 

provocar una respuesta perjudicial, daños serios o incluso la muerte. Hay tóxicos que 

pueden ser dañinos a dosis altas pero inocuas e incluso indispensables a dosis bajas. Así, 

se entiende por toxicidad o acción tóxica la capacidad relativa de una sustancia para 

ocasionar daños en los organismos vivos una vez que ha alcanzado un punto del cuerpo 

susceptible a su acción. La acción tóxica la ejercen mediante modificaciones de las 

funciones del organismo a nivel celular, bioquímico o molecular que darán lugar a una 

manifestación observable, efecto. 
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• Intoxicación: desde el punto de vista del tiempo de aparición de los signos y síntomas 

relacionados con la exposición a los tóxicos, se puede distinguir entre: 

o Aguda: exposición corta y rápida, no superior a 24h, antes de la aparición de síntomas. 

o Subaguda: exposición inferior a 28 días. 

o Subcrónica: exposición inferior a 90 días. 

o Crónica: Periodos superiores a 90 días, pudiendo deberse a la acumulación del tóxico, o 

bien a la acumulación de efectos. 

• Toxicidad evidente es aquella en la que los signos de intoxicación son de tal gravedad que 

la administración de una dosis inmediatamente superior puede suponer la muerte. 

• Efecto reversible es aquel que transcurrido un corto espacio de tiempo, desaparece el 

efecto inicial. 

• Efecto irreversible es aquel que no desaparece con el tiempo. 

• Efecto estocástico es aquel cuya probabilidad de que se produzca el efecto aumenta con la 

dosis. 

• Efecto no estocástico es aquel en el que la intensidad o gravedad del efecto depende 

directamente de la dosis. 

• La peligrosidad de las sustancias tóxicas está fundamentalmente determinada por sus 

características físico-químicas y luego por su concentración en el ambiente. La peligrosidad 

de la sustancia está condicionada por su potencial tóxico, el que a su vez en gran medida 

depende de sus características físicas y químicas. El potencial tóxico varía según si la 

sustancia es líquida, sólida o gaseosa; si está en su forma elemental, es un compuesto 

inorgánico u orgánico; si es liposoluble o hidrosoluble; según la reactividad química, la 

biodegradabilidad, el tamaño molecular, etc. 

• La exposición y el ingreso al organismo ocurren a través de las vías de exposición, las 

cuales son digestiva, respiratoria y cutáneo-mucosa. Cada una tiene sus particularidades, 

especialmente respecto al grado de absorción, que es el paso de la sustancia a través de piel 

y mucosas hacia la sangre. 

• La dosis es la cantidad de la sustancia que es absorbida e ingresada al organismo y se 

expresa en función del tiempo y del peso corporal, habitualmente en miligramos de la 

sustancia por kilo de peso en un día (mg/kg/día o mg/kg-día). Cuando la sustancia 
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contamina varios medios ambientales, la dosis real debe ser estimada como la suma de las 

dosis calculadas para cada vía de ingreso, o sea, la dosis aportada por ingestión de agua, 

ingestión de alimentos, inhalación, etc. Cada vía requiere de estudios de exposición por 

separado. Así se obtiene lo que se llama dosis total. Esta situación es importante para 

identificar la participación relativa que un contaminante del aire pueda tener en un 

problema de contaminación ambiental ubicua. Algunas sustancias son exclusivamente 

contaminantes del aire, tales como el bióxido de azufre, óxidos de nitrógeno, monóxido de 

carbono, ozono. Contaminantes del aire tales como el plomo, cloroformo, benceno y otros, 

pueden estar presentes también en otros medios, como el suelo y el agua. En las primeras, 

la interpretación de la relación dosis-efecto se simplifica y el riesgo atribuible es más fácil 

de delimitar; en los segundos, el efecto atribuible a la contaminación del aire debe evaluarse 

en función de la participación relativa que tiene el aire en la dosis total, lo que tiene gran 

importancia al momento de tomar medidas con los responsables de la contaminación. 

• Dosis discriminante es el nivel de dosis que produce una toxicidad evidente pero no la 

muerte. 

• La relación dosis-efecto de un agente tóxico se refiere a los diferentes tipos de efectos que 

puede producir la sustancia a medida que aumenta la dosis en el organismo, hasta llegar a 

su último efecto que es la muerte, hecho que en general ocurre a dosis muy altas con 

exposición breve. En esta relación, las dosis bajas en exposiciones prolongadas producen 

efectos a largo plazo, efectos crónicos. Una sustancia puede llegar a producir un gran 

número de efectos a diferentes dosis, como ocurre con el monóxido de carbono y el plomo. 

• Al conjunto de datos sobre la relación cuantitativa entre exposición y efectos (dosis efecto 

y dosis respuesta) y que representan la base científica, se lo conoce como criterios. Cuando 

los criterios son ordenados en un conjunto para fines de precisar los niveles máximos de 

exposición a agentes dañinos, compatibles con el mantenimiento de una buena salud, se los 

llama guías o pautas, las que pueden ser ambientales y biológicas. Finalmente, con base en 

las guías se pueden establecer las normas, que son requisitos oficiales en general a nivel de 

países sobre concentraciones máximas en el ambiente o al interior del organismo humano, 

que no deben excederse. 

• La epidemiología es el estudio de la distribución en la población humana de una 

enfermedad o una condición adversa y de aquellos factores que influyen en su distribución 

(Lilienfeld y Stolley, 1994). 
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La toxicología, como disciplina básica que contribuye a la interpretación del riesgo 

para la salud asociado a la contaminación química del ambiente, se puede dividir en la 

toxicocinética y la toxicodinámica: 

• La toxicocinética estudia las fases de la interacción secuencial entre una sustancia química 

y el organismo vivo, cuando en general esta sustancia no es utilizable en su metabolismo 

ni tiene efectos benéficos. Las fases son exposición, absorción, distribución, 

biotransformación, acumulación y excreción. Las fases que participan en el proceso mismo 

de medición del riesgo son exposición y absorción; las restantes tienen que ver con el 

análisis e interpretación de los efectos adversos. 

• La toxicodinámica estudia los mecanismos con los cuales una sustancia produce daño en 

las células y tejidos, o sea, la toxicidad, que es la capacidad de la sustancia para producir 

daño en los organismos vivos. A cualquier sustancia capaz de producir un efecto nocivo en 

un organismo vivo como resultado de las interacciones físico-químicas con sus tejidos, se 

le llama agente tóxico. En líneas generales, el daño puede en grado variable afectar ya sea 

la estructura celular o la función celular, puede ir de alteraciones leves en las células hasta 

mutaciones y carcinogénesis, lo que depende de la capacidad intrínseca que cada sustancia 

tiene para causar daños muy específicos (lo que incide en la peligrosidad de la sustancia), 

del tiempo de contacto con el organismo y de la dosis de exposición. 

Otro carácter interesante de los compuestos tóxicos es su capacidad para 

incorporarse o no a los seres vivos. Algunos de ellos, a pesar de ser potencialmente tóxicos, 

pasan por el organismo sin que se produzca incorporación, por ejemplo, por no ser lo 

suficientemente solubles. Esto nos lleva al concepto de biodisponibilidad: para que la 

substancia sea tóxica, debe poder ser asimilada durante su contacto con el hombre u otros 

seres vivos. Un ejemplo de substancia de baja biodisponibilidad puede ser el mercurio 

metálico en forma líquida, ya que a pesar de ser un elemento de elevada toxicidad, el 

mercurio en forma metálica se utilizó en el pasado como laxante, sin que produjese efectos 

tóxicos apreciables, debido a que su capacidad de absorción por el sistema digestivo es 

prácticamente nula. La biodisponibilidad de una substancia depende de sus propiedades 

químicas y fisicoquímicas, de las del medio, y delos mecanismos por los cuales es 

incorporada por los seres vivos (formas de exposición, de las que también hablaremos más 

adelante).  
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Otra propiedad importante desde el punto de vista de la toxicología de algunos 

compuestos es la bioconcentración, que consiste en la asimilación neta de una substancia 

por un organismo a partir del medio: por ejemplo, los organismos acuáticos desde el agua, 

o las plantas desde el suelo. Este fenómeno ocurre con substancias que tienen más afinidad 

por los tejidos de organismos que por el agua, por lo que pueden alcanzar concentraciones 

más elevadas en organismos que en el medio en el que se encuentran (normalmente en 

disolución acuosa). La bioconcentración depende de factores tales como la solubilidad de 

un compuesto en agua y en grasas. Por su parte, los factores que favorecen la 

bioconcentración son la biodisponibilidad, la hidrofobicidad, y la unión específica a 

biomoléculas concretas del organismo en que se produce. Este proceso se puede medir 

mediante el llamado “Factor de Bioconcentración” (FBC), específico para cada substancia 

y cada organismo, y que corresponde al cociente entre la concentración de la substancia en 

el organismo y en el medio. 

Pero no todas las substancias tóxicas biodisponibles generan o pueden generar 

efectos adversos a largo plazo. Así, en algunos casos, la substancia se excreta con facilidad, 

lo que limita los posibles daños a medio o largo plazo (los efectos crónicos, de los que 

también hablaremos), mientras que en otros casos, la eliminación de la substancia que entra 

al organismo es lenta, lo que implica que se va acumulando en el organismo si la ingesta 

es constante. Se produce entonces un efecto llamado de bioacumulación. Se trata, por tanto, 

de una acumulación neta de una substancia por un organismo, obtenida ya sea desde fuentes 

bióticas (otros organismos de los que se alimente) o desde fuentes abióticas (suelo, aire o 

agua). Mediante este mecanismo la concentración de un compuesto aumenta en el 

organismo expuesto en función del tiempo: por ejemplo, cuando la concentración de una 

substancia es más alta en los peces adultos que en los jóvenes del mismo lugar, se dice que 

hay bioacumulación. Esta capacidad depende sobre todo de las características 

fisicoquímicas y bioquímicas del compuesto, de su solubilidad en agua, y sobre todo de su 

velocidad de eliminación.  

Otro fenómeno es el que puede darse a lo largo de la cadena trófica. Si los 

organismos que ocupan niveles más bajos en ésta (vegetales, productores primarios) están 

contaminados, y son ingeridos por otros organismos que ocupan lugares más altos, éstos 

adquirirán la contaminación, y podrán transmitírsela a su vez a los que se alimentan de 

ellos. Cuando en estos eslabones de la cadena se produce bioacumulación, los organismos 

que ocupan las posiciones más altas llegarán a adquirir contenidos cada vez mayores en la 
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substancia en cuestión. Este fenómeno recibe el nombre de bioamplificación o 

biomagnificación, y es especialmente problemático para el hombre, como cúspide la 

pirámide trófica, así como para depredadores como las rapaces. 

El principal recurso para establecer la toxicidad de los compuestos químicos es la 

experimentación en animales, que permite obtener datos de toxicidad aguda y crónica. Una 

de las pruebas más utilizada consiste en determinar la dosis letal para exposiciones agudas. 

Se llama dosis letal 50, DL50, cuando se refiere a la dosis, expresada en mg/kg de peso del 

animal, que administrada de una vez por vía oral a un grupo determinado de animales 

produce la muerte del 50% de los mismos. Si la administración es vía inhalatoria se habla 

de concentración letal 50, CL50. Sobre la base de los valores de las DL50 y las CL50 se 

pueden clasificar los tóxicos en muy tóxicos, tóxicos y nocivos. Menos utilizadas son las 

pruebas de experimentación humana y las pruebas de actividad "in vitro" (prueba de Ames 

y otras). También la epidemiología aporta datos de importancia pero menos específicos y 

normalizables. 

En las pruebas de toxicidad con animales se utilizan ejemplares que permitan una 

experimentación relativamente asequible y cuya respuesta general a los efectos de los 

tóxicos sea extrapolable al hombre. Una de las pruebas más utilizadas consiste en 

determinar la dosis letal media para exposiciones agudas, DL 50, que es la dosis, expresada 

en miligramos de tóxico por kilogramo de peso del ejemplar, que administrada de una vez 

por vía oral a un grupo concreto de animales produce la muerte del 50% de los mismos en 

un período de 14 días tras el tratamiento. Otra prueba importante consiste en determinar la 

concentración letal media, CL 50, que es la concentración del tóxico en aire que al ser 

inhalada durante un período de 4 horas (en la versión principal de esta prueba) produce el 

fallecimiento del 50% de los animales, en un período de 14 días tras el tratamiento. 

Los valores de las dosis de referencia por ingesta oral permitida, han sido 

determinados para diversos elementos por algunos países. Así, en el caso de Estados 

Unidos, estos valores vienen recogidos en el “Integrated Risk Information System” (IRIS) 

expresados en ppm/día. Por su parte, tanto el “Health Council of the Netherlands” (HCN) 

como el Instituto Nacional para la Salud Pública y el Medio Ambiente de Holanda (RIVM), 

también posee tablas con estos valores expresados igualmente en ppm/día, al igual que 

ocurre con la “Environment Agency” del Reino Unido. 
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Estas determinaciones pueden realizarse con algunas variantes, ya sea modificando 

la duración o frecuencia de la exposición utilizando la vía de entrada dérmica, variando los 

animales de experimentación, o bien manteniendo un período de observación de los efectos 

más prolongado. En cualquier caso los valores DL 50 y CL 50, con especificación de las 

condiciones en que han sido determinados, constituyen los índices de toxicidad más 

amplios de que se dispone, en base a los cuales algunos autores han propuesto la 

clasificación de los tóxicos en tres o cuatro grupos exponentes del orden de severidad del 

efecto nocivo -como por ejemplo substancias muy tóxicas, tóxicas, nocivas y de baja 

peligrosidad-. 

Cuando lo que se estudia no es la muerte, sino otro efecto tóxico con una magnitud 

determinada, se habla entonces de la dosis tóxica (p.e. DT50). A este respecto, conviene 

introducir estos nuevos conceptos: 

• Relación dosis-efecto, que es la correspondencia entre la dosis de exposición y la magnitud 

de un efecto específico en un individuo determinado. 

• Relación dosis-respuesta, que es la correspondencia entre la dosis de exposición y la 

proporción de individuos, dentro de un grupo de sujetos definido, que presentan un efecto 

específico con una magnitud determinada. 

Ambas relaciones pueden representarse de modo gráfico mediante curvas dosis-

efecto y dosis-respuesta (Gráfica 5). El conocimiento completo de estas relaciones permite 

la determinación de la dosis máxima a la que no se observa respuesta en unas condiciones 

definidas, es decir, el nivel umbral de respuesta, de evidente interés en prevención de 

riesgos. 

Desde un punto de vista preventivo, además de estudiar los efectos agudos, habría 

que considerar los estudios de toxicidad crónica para conocer cuál es la dosis más alta a la 

que no es observable dicho efecto tóxico, lo que se conoce como NOEL (no-observed-

effect-level= nivel sin efecto observado); en la actualidad la denominación que se utiliza 

para este concepto es NOAEL (no-observed-adverse-effect-level= nivel sin efecto adverso 

observado). El NOAEL permite estimar unos niveles por debajo de los cuales no sería 

tóxico para el ser humano, tras aplicar unos factores de incertidumbre, que son unos valores 

por los que se divide el NOAEL obtenido en estudios de experimentación animal. 
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Gráfica 5: representación gráfica de la relación entre la dosis y la intensidad del efecto 

 

Cuando el efecto de un tóxico no se ve modificado por la presencia de otro tóxico 

se dice que tienen efectos independientes, mientras que si el efecto producido por la 

exposición combinada a dos tóxicos se ve incrementada mutuamente se habla de 

sinergismo y si se ve disminuida se hablaría de antagonismo. 

Con carácter general, se considera que la severidad del daño producido por un 

tóxico está relacionada con las características físico-químicas de este, la vía de entrada en 

el organismo, la cantidad de tóxico absorbida (dosis) y el tiempo de exposición y el que 

este contaminante permanece en el organismo. 

Las principales formas de entrada en el organismo de los contaminantes ambientales 

son la vía inhalatoria, por respiración, y la vía digestiva, cuando se produce la ingestión 

por penetración accidental en la boca o bien por la ingestión de partículas insolubles 

inhaladas que alcanzan la boca por acción de aparato mucociliar que arrastra el moco con 

las partículas y pueden acabar siendo deglutidas. 

Una vez que la absorción ha tenido lugar, el flujo sanguíneo distribuye el tóxico por 

el organismo; tanto a los tejidos con flujo sanguíneo elevado (pulmón, riñón, cerebro, 

hígado, etc.); como a los compartimentos de flujo menor (músculos, tejido adiposo y óseo, 

etc.). Estos contaminantes se distribuyen de forma homogénea o bien de forma selectiva, 

ya que pueden existir tejidos con afinidad distinta por el tóxico. Los tóxicos pueden 

acumularse en los tejidos por los que tengan mayor afinidad, que pueden o no coincidir con 

el lugar donde ejercen su acción tóxica. 

La acumulación del contaminante en el organismo, lo que hace es prolongar los 

efectos del tóxico tras cesar la exposición debido a la liberación progresiva del producto 
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acumulado, ya que el tóxico acumulado está en equilibrio con el tóxico del plasma y se va 

liberando a medida que se metaboliza o se excreta. Esta acumulación puede aumentar el 

tiempo de permanencia del tóxico en el organismo. El tiempo de permanencia viene dado 

por su vida media biológica, que es el tiempo necesario para que la concentración del tóxico 

se reduzca a la mitad. A su vez, el proceso de eliminación puede ser mediante 

metabolización o excreción. Para algunos elementos traza, su vida media biológica puede 

de años, como es el caso del cadmio o el mercurio. En función de la capacidad de 

acumulación de los contaminantes, los tóxicos se clasifican en: 

• Acumulativos: despreciable o nula velocidad de eliminación; pudiéndose acumular 

en un órgano interno (tejido adiposo) o en un órgano externo (pulmones) 

• No acumulativos: velocidad de eliminación alta, incluso de pocas horas tras haber 

cesado la exposición. 

• Parcialmente acumulativos: cuando se eliminan lentamente por parte del 

organismo (p.e. algunos elementos traza). 

En relación a los niveles admisibles de exposición (American Conference of 

Governmental Industrial Hygienists, 1983; Organización Mundial de la Salud, 1977; World 

Health Organization, 1978) son diversos los índices que se pueden manejar. Así, desde el 

punto de vista de la prevención de los riesgos higiénicos, los índices de toxicidad DL 50, e 

incluso los índices CL 50, no son de gran utilidad práctica, ya que no permiten deducir unos 

niveles admisibles de exposición. 

Por este motivo, con la finalidad de establecer unas adecuadas medidas preventivas 

se hacen necesarios los estudios pertinentes que nos permitan conocer las relaciones dosis-

efecto y dosis-respuesta de cada posible contaminante, principalmente en el punto referente 

a valores umbral de respuesta, para poder deducir los niveles máximos de concentración 

ambiental que no producen efectos nocivos ni desagradables bajo una exposición crónica. 

El conocimiento de estas relaciones no es fácil, ni es siempre posible la determinación de 

los umbrales de respuesta, dado el amplio margen de la sensibilidad del organismo humano. 

Es por ello que estos niveles deben establecerse en función de toda la información 

alternativa disponible, sea toxicológica, epidemiológica o clínica. Por este motivo, se han 

confeccionado varias listas de niveles ambientales admisibles, que obedecen a criterios y 

datos no siempre coincidentes. La lista de más amplia aceptación en los países occidentales 

es la debida a la "American Conference of Governmental Industrial Hygienists" de Estados 
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Unidos y que se denomina "Threshold Limit Values" (TLV), es decir “Valores Límites 

Umbral”. Otras listas importantes son los valores MAK (Concentraciones Máximas 

Admisibles) de la Alemania, los valores MAC de la Rusia y los valores límites de Suecia. 

Otro modo de realizar una valoración específica de la exposición, con finalidad 

preventiva, se basa en el establecimiento de los denominados “Valores límites Biológicos” 

o “BLV” (Biologic Limit Values). Estos valores representan cantidades máximas de 

contaminantes (o sus efectos) a los que se puede estar expuesto sin peligro, estimadas 

mediante determinaciones efectuadas en sus tejidos, fluidos biológicos o aire exhalado. 

Estas determinaciones biológicas pueden proporcionar dos tipos de información útil para 

el control de la exposición: la que se corresponde a las determinaciones del contaminante 

o sus metabolitos y, por otro lado, las que se corresponden con las determinaciones de algún 

tipo de efecto. Los valores límites biológicos de exposición, y los procedimientos para 

determinar la conformidad con los mismos, tienen ventajas e inconvenientes respecto a la 

utilización de valores ambientales, pero pueden ser considerados como un medio efectivo 

de control de la salud ambiental. 

 

2.1.3.-  EL CONCEPTO DE RIESGO AMBIENTAL Y SU APLICACIÓN A LAS 

ZONAS DE MINERÍA METÁLICA 

Conforme a la Real Academia Española de la Lengua, el término riesgo, que deriva 

del término latino risico o rischio, y este del árabe clásico. Rizq -lo que depara la 

providencia-, significa: “contingencia o proximidad de un daño.” 

Se entiende por riesgo a la posibilidad de que bajo ciertas circunstancias ocurra una 

lesión, enfermedad o la muerte y se entiende por riesgo ambiental cuando tal posibilidad 

surge como consecuencia de la exposición humana a un factor ambiental peligroso. Una 

definición de riesgo ambiental, algo más específica, lo describe como la probabilidad de 

que ocurra un efecto adverso a nivel individual o poblacional, por la exposición a 

concentraciones elevadas o por dosis específicas de un agente ambiental peligroso.  

Se entiende por factor de riesgo a las condiciones, circunstancias o características 

que favorecen un aumento en la probabilidad de que ocurra un daño. 

Los factores de riesgo pueden ser de diversa naturaleza. Para facilitar su evaluación, 

se los puede ubicar en los siguientes componentes: 
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• el medio ambiente físico, en donde se desenvuelven los humanos, 

• el agente ambiental peligroso o agente patógeno, como las sustancias químicas, las 

radiaciones, el ruido, los microorganismos, etc., 

• los individuos y el grupo humano. 

Cada componente engloba una variedad de condiciones, circunstancias y 

características, habitualmente dinámicas, cambiantes en el tiempo y en el espacio, que 

pueden favorecer el desarrollo de un problema de salud. 

El medio físico puede influir mediante sus elementos naturales como clima, 

temperatura, presión barométrica, humedad, viento, luminosidad, radiación solar, altura, 

flora, fauna, etc., o con elementos aportados por la actividad humana, tales como el 

ambiente urbano, los entornos industriales, la deforestación, el cambio de clima, etc. Los 

factores climáticos tienen especial influencia en coadyuvar en los efectos adversos de los 

contaminantes biológicos y químicos del aire. 

Los agentes patógenos (biológicos, químicos y físicos), denominados 

contaminantes ambientales cuando están en concentraciones ambientales elevadas, poseen 

características intrínsecas y en general muy propias que los hacen peligrosos per se. Pueden 

ser también naturales o generados por la actividad humana. 

En este campo, el concepto de peligro corresponde a una fuente de riesgo, el cual 

no necesariamente puede manifestarse ya que para ello debe ocurrir una exposición y ésta 

debe ser suficiente como para crear consecuencias adversas en el organismo. 

Con el incremento de la contaminación antropogénica del ambiente con compuestos 

químicos, se han desarrollado además nuevos métodos para determinar de modo más 

específico el riesgo asociado. Las dos grandes líneas de trabajo han sido la evaluación del 

riesgo según sustancia específica y la evaluación del riesgo por sitio contaminado. 

Se entiende por evaluación del riesgo por exposición a una sustancia específica a 

la actividad científica que analiza las propiedades tóxicas de una sustancia en particular y 

las condiciones de exposición humana a dicha sustancia, tanto para cerciorarse de la 

posibilidad de que los individuos expuestos desarrollen efectos adversos como para 

caracterizar la naturaleza de los efectos que puedan presentar. Esta definición incorpora a 

dos disciplinas principales, entre otras, en las que se fundamenta el método y que son la 

toxicología y la epidemiología. 
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La evaluación del riesgo por sitio contaminado estudia lugares y sitios 

relativamente bien delimitados que han sido contaminados habitualmente por la disposición 

en ellos de residuos sólidos o líquidos, generalmente de carácter industrial, que se 

encuentran confinados al lugar o delimitados en un área poco extensa, pero que pueden 

tener un potencial variable de migración y transporte en el medio dependiendo de las 

características físico-químicas de sus componentes y del ambiente físico en donde se 

encuentran. Cuando los compuestos químicos del sitio tienen alto potencial de volatilidad, 

pueden crear un problema de contaminación del aire y afectar a los asentamientos humanos 

vecinos. 

Estas metodologías pueden generar una evaluación cualitativa, si la información no 

es suficiente, o bien, una evaluación cuantitativa que proporciona cálculos o estimados 

sobre el grado de riesgo que tiene un nivel dado de contaminación ambiental y las 

proyecciones de la frecuencia de enfermedad en la población expuesta. 

También existe una diversidad de otros enfoques particulares de evaluación, 

englobados en el término genérico de análisis del riesgo, que se basan en la aplicación de 

criterios y procedimientos a poblaciones en condiciones específicas y particulares de 

exposición al ambiente contaminado, que permiten establecer indicadores del daño según 

variaciones de los factores de riesgo y de las concentraciones de contaminantes, 

previamente establecidas por los estudios epidemiológicos. 

El proceso de análisis de riesgos para la salud ambiental por exposición a agentes 

químicos está sometido, en numerosas ocasiones, a interpretaciones subjetivas y 

aplicaciones rutinarias carentes de interpretaciones críticas y razonadas. Ello resulta en una 

disparidad de criterios a la hora de realizar las evaluaciones de riesgo, que conlleva una 

vinculación del resultado obtenido con el ejecutor del estudio. En cualquier caso, un análisis 

de riesgos deberá tratar al menos estas cinco etapas: 

• Descripción del problema. Identificación de peligros. Presentación del Modelo Conceptual. 

• Evaluación de la toxicidad. 

• Evaluación de la exposición. 

• Caracterización del riesgo. 

• Análisis de incertidumbre. 
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2.1.4.- CONTAMINACIÓN DE LAS ZONAS DE MINERÍA METÁLICA 

2.1.4.1 Introducción general 

Los elementos traza constituyen un importante grupo de contaminantes. Estos 

elementos son constituyentes minoritarios de los seres vivos, y en condiciones normales 

sus concentraciones son relativamente bajas (Bargagli, 1998). No obstante, distintas 

actividades humanas han alterado los ciclos biogeoquímicos de estos elementos, de manera 

que las entradas antropogénicas de metales y metaloides a los ecosistemas a través de la 

atmósfera, el agua o el suelo han aumentado substancialmente a escala global durante el 

último siglo (Nriagu y Pacyna, 1988; Nriagu, 1996). Este este aumento en los niveles 

globales de disponibilidad de los elementos traza es una realidad que aparece recogida en 

diversas investigaciones realizadas en ambientes tan diversos como son los depósitos en 

los hielos del Ártico (Boutron et al., 1991), las bandas anuales de corales (Guzman y Jarvis, 

1996), los sedimentos de lagos (Battarbee et al., 1985), las turberas (Espi et al., 1997) o la 

vegetación terrestre de distintas regiones (Herpin et al., 1997; Peñuelas y Filella, 2002). 

Actividades como la industria, la agricultura, el transporte o el tratamiento de 

residuos urbanos son fuentes de contaminación por elementos traza. Sin embargo, la 

minería es la responsable en mayor medida de la movilización de estos elementos desde la 

litosfera, hacia condiciones de mayor disponibilidad para los seres vivos. En el año 2000, 

se estimó una producción anual de residuos contaminados con elementos traza derivados 

de la minería oscilaban entre las 10.000 y las 600.000 toneladas a nivel mundial (Warhurst 

y Noronha, 2000). Por tanto, cuando se habla de elementos traza hay, también, que tener 

en cuenta que son algunos de los contaminantes más extendidos, a la vez que persistentes 

y difíciles de eliminar de nuestro entorno (Dickinson, 2000). A nivel europeo, la Agencia 

Europea del Medio Ambiente identificó en el año 2001 hasta 1,5 millones de enclaves 

contaminados, en su mayoría por metales y metaloides, de los cuales un total de 4.902 se 

localizaban en España (Belluck et al., 2006). Desde un punto de vista económico, el alcance 

económico de estas cifras es bastante elevado, ya que se ha estimado que el coste de la 

recuperación de estos suelos contaminados se situaría entre los 101.000 y los 1,25 106 € 

ha-1 (Berti y Cunningham, 2000), lo que para el caso, por ejemplo, del Reino Unido que 

tiene unas 100.000 ha contaminadas, supondría un coste aproximado de entre el 0,4 y el 5,7 

% de su producto interior bruto del año 2008 (Domínguez, 2009).  
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Por tanto, debido al fuerte impacto que tienes sobre la salud ambiental de las 

poblaciones y ecosistemas, así como a las magnitudes ambientales y económicas de la 

contaminación por elementos traza, resulta de un gran interés el tener caracterizadas las 

dinámicas y efectos de estos elementos, tanto desde el punto de vista científico-técnico 

como desde el punto de vista normativo. 

De todos los impactos ambientales posibles de una explotación minera, el impacto 

sobre los suelos y las aguas subterráneas es quizás el más importante, de ahí que este trabajo 

de investigación se haya centrado en uno de los procesos asociados a este tipo de 

contaminación: el transporte de elementos traza en el suelo. 

El esquema recogido en la figura 1 recoge el impacto ambiental de las actividades 

mineras por Dundka y Adriano (1997).Los suelos afectados por la minería metálica o por 

actividades relacionadas con ésta, pueden incorporar cantidades elevadas de sustancias 

contaminantes: reactivos empleados en el tratamiento de las menas, metales pesados, etc., 

tóxicos en la mayoría de los casos, y con un tiempo de retención (lapso de tiempo necesario 

para reducir su concentración a la mitad) muy elevado para la mayoría de estas sustancias.  

La contaminación de suelo por elementos traza es un proceso que ha tenido lugar 

desde la antigüedad como consecuencia fundamentalmente de las actividades asociadas al 

beneficio de los metales. Las labores mineras en la Península Ibérica desde la prehistoria 

hasta nuestros días han conformado un paisaje característico de grandes movimientos de 

materiales y acopios de estériles que el paso del tiempo ha transformado en focos 

potenciales de contaminación. Actualmente la sociedad ha tomado conciencia del riesgo 

ambiental que supone este tipo de contaminación y ha comenzado a estudiar cómo afecta a 

las propiedades físico-químicas de los suelos, de las aguas superficiales y subterráneas y 

sus efectos sobre el medio biótico. 

La actividad minera en la península ha ido variando geográficamente a lo largo del 

tiempo con el auge y decadencia de los grandes distritos mineros (Río Tinto, Almadén, 

Linares-La Carolina, Sierra Almagrera, Mazarrón, La Unión, etc.). Los únicos vestigios 

existentes de los que en el pasado fueron zonas de una frenética actividad extractiva, son 

unas cuantas ruinas y millones de toneladas de residuos. Hasta ahora, los trabajos de 

investigación relativos al impacto de este tipo de actividades sobre el suelo se desarrollaban 

habitualmente en los distritos más importantes, o en aquellas zonas donde la cercanía de 

núcleos habitados o campos de cultivo introducía un factor de riesgo sobre la salud. Así, 
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podemos citar como uno de los trabajos pioneros el de Serrano et al. (1983) en la zona de 

Linares, que supone, además, un intento de correlación entre diversos metales pesados y 

algunas propiedades edáficas.  

 

 

Figura 1: las actividades mineras y el impacto ambiental (adaptado a partir de Dundka y 

Adriano, 1997). 
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Finalmente, los trabajos de Font et al., 1993; Navarro et al., 1995; Font et al., 1996; 

Viladevall y Font, 1998; etc., relativos a contaminación de suelos por metales pesados 

como consecuencia de actividades industriales no relacionadas directamente con minería, 

proporcionan datos interesantes sobre el comportamiento de estos contaminantes en el 

suelo. 

El desastre ecológico más importante ocurrido hasta la fecha en España, el vertido 

accidental el 25 de abril de 1998 de unos 6 millones de m3 de aguas ácidas y fangos 

mineros, en la localidad sevillana de Aznalcóllar, ha puesto en evidencia el impacto que 

sobre el medio ambiente tienen las actividades mineras. No cabe duda, que a raíz de este 

suceso la sociedad ha tomado conciencia del peligro que supone este tipo de actividades, 

así como el posible impacto sobre el medio ambiente, y en especial la contaminación de 

suelos por metales. Aunque con anterioridad se habían llevado a cabo desde el Gobierno 

Central diversas acciones como el "Plan Nacional de Recuperación de Suelos 

Contaminados (1995)", se puede hablar de un antes y un después en la investigación de la 

contaminación de suelos a partir del accidente de Aznalcóllar. 

 

2.1.4.2 Los elementos traza y su comportamiento geoquímico 

El término “elemento traza” no ha sido nunca definido con precisión (Kabata-

Pendias, 2010). Ha sido utilizado en geoquímica para referirse a los elementos químicos 

que aparecen en la corteza terrestre en cantidades inferiores al 0,1% (1000 mg/kg), pero 

también se ha utilizado en las ciencias biológicas para hacer referencia a los elementos que 

aparecen en similares concentraciones a las anteriormente citadas. Por lo tanto, algunos 

elementos que se pueden definir como “traza” en los materiales biológicos no son tal para 

los materiales geológicos y edáficos, como por ejemplo el caso del hierro (Kabata-Pendias, 

2010). El término “elemento traza” está relacionado con su abundancia e incluye elementos 

de distintas propiedades químicas, como es el caso de los metales y los metaloides. 

Algunos autores consideran esta definición un tanto ambigua y prefieren utilizar la 

denominación de metales traza (Ward, 1995; Kabata-Pendias, 2010). Bajo esta 

denominación se engloban todos los elementos presentes a concentraciones no detectables 

mediante técnicas de análisis clásicas, de forma que se considera elemento traza a los 

elementos detectables en un rango de concentración de 100 a 0,01 mg/kg y se reserva el 

término ultratraza a niveles comprendidos entre 0,01 mg/kg y 10 g /kg. Esta definición 
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tiene también la ventaja de incluir a elementos no propiamente metálicos como por ejemplo 

el As, que es considerado como un metaloide. 

Los cationes traza comunes se describen como “metales traza” o como “metales 

pesados”. Por su parte los “metaloides traza” son simplemente “elementos traza” (Kabata-

Pendias, 2010). Los otros términos como son “micronutrientes”, “elementos esenciales” y 

“elementos tóxicos” están relacionados con sus funciones fisiológicas y son bastante 

confusos ya que sus efectos dependen del organismo y su impacto sobre salud está 

directamente relacionado con su concentración. Todos estos términos resultan, por tanto, 

inadecuados, lo que ha generado situaciones confusas en la literatura relacionada al utilizar 

los distintos autores estos términos de forma indistinta. En particular, el término “metales 

pesados” ha sido muy ampliamente utilizado, sobre todo cuando se trataba de temas 

relacionados con el riesgo ambiental o químico, incluyendo este término a un grupo de 

metales y semimetales (metaloides) que han estado relacionados con la contaminación y la 

toxicidad potencial o ecotoxicidad (Duffus, 2002).  

Desde un punto de vista químico, este término está basado en criterios como son el 

peso atómico, el número atómico, la densidad, las propiedades químicas, etc. Así, el uso 

inconsciente del término “metales pesados” puede considerarse, en ocasiones, como un 

síntoma de inconsistencia en la literatura científica. Además, este término no ha sido nunca 

definido por ninguna autoridad científica, como por ejemplo es la IUPAC (Kabata-Pendias, 

2010).  

En cualquier caso, existe una clara discrepancia social entre la definición química 

de metal pesado, término reconocido para hacer referencia a elementos con una densidad 

atómica mayor de 6 g/cc (Phipps, 1981) y la significación vulgarizada del término utilizada 

para describir a aquellos metales con potencialidad tóxica fundamentalmente para el 

hombre. En este sentido, hay que aclarar que muchos de ellos son elementos, a la vez, 

esenciales para la nutrición vegetal, tal y como ocurre con el Zn, Fe, Cu, Mn, Mo y Ni, 

entre otros. Se considera metal pesado al elemento metálico que tiene una densidad igual o 

superior a 6 g/cm3 cuando está en forma elemental (Kabata-Pendias y Pendias, 1992), o 

cuyo número atómico es superior a 20 (excluyendo los metales alcalinos o alcalinotérreos). 

Su presencia en la corteza terrestre es inferior al 0,1% y casi siempre menor del 0,01%. 

Junto a estos metales pesados hay otros elementos químicos, arsénico, boro, bario y selenio 

que se suelen englobar con ellos por presentar orígenes y comportamientos asociados. 
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A la vista de todo lo expuesto, nosotros hemos optado por la utilización preferente 

del término elemento traza conforme a lo indicado por autores de referencia (Ward, 1995; 

Duffus, 2002; Kabata-Pendias, 2010), si bien en la presente memoria se ha utilizado en 

algunos casos, sobre todos en los referidos a aspectos normativos en los que viene 

expresamente denominado de esta manera, el término de metal o metal pesado. 

Dentro de los elementos traza se distinguen dos grupos: 

• Oligoelementos: elementos necesarios para el desarrollo de la vida de determinados 

organismos Son requeridos en pequeñas cantidades o cantidades traza y pasado cierto 

umbral se vuelven tóxicos. Dentro de este grupo se encuentran As, B, Co, Cr, Cu, Mo, Mn, 

Ni, Se y Zn. 

• Metales pesados y metaloides sin función biológica conocida: elementos cuya presencia en 

determinadas cantidades en los seres vivos, provocan disfunciones en sus organismos. 

Resultan altamente tóxicos y presentan la propiedad de acumularse en los organismos 

vivos. Son, principalmente Cd, Hg, Pb, Cu, Ni, Sb y Bi. 

Por tanto, si bien algunos elementos como Na, K, Mg, Ca, V, Mn, Fe, Co, Ni, Cu, 

Zn y Mo, son esenciales para el crecimiento de muchas formas de vida, también tienen 

efectos tóxicos sobre las células, esencialmente como resultado de su capacidad para alterar 

o desnaturalizar las proteínas (Cañizares-Villanueva, 2000). En concreto el Pb es el metal 

con propiedades tóxicas que más se ha propagado en el ambiente en las últimas décadas, 

pudiendo causar en humanos alteraciones neurológicas, nefrotoxicidad, anemia y cáncer de 

riñón (Navarro-Aviñó et al., 2007). 

Los elementos traza han sido objeto de atención por sus características 

contaminantes peculiares (Fachinelli et al., 2001): Poseen carácter acumulativo, su 

concentración no disminuye con el tiempo. Son necesarios y beneficiosos para las plantas 

y otros organismos a determinados niveles, pero también son tóxicos cuando exceden unos 

niveles de concentración. 

Están siempre presentes en los suelos a unos niveles de concentración denominados 

niveles fondo, cuyo origen no es externo, sino que proviene del material parental originario 

de las rocas y su transformación. 

Cabe distinguir, por tanto dos tipos de procedencia para los elementos traza: 
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• Origen natural: las rocas de acuerdo con su origen ígneo, metamórfico y sedimentario 

presentan una composición diferenciada en la que los elementos: O, Si, Al, Fe, Ca, Na, K, 

Mg, Ti y P significan más del 99 % del contenido de elementos de la corteza terrestre. El 

resto se denominan "elementos traza”. Salvo excepciones su concentración individual no 

excede de 1000 mg/kg -0,1 %-(Mitchell, 1964; Tabla 1).  

• Origen Antropogénico: en muchos casos el contenido y la movilidad de los elementos 

traza en suelos se incrementa por causas no naturales, siendo la actividad humana, la causa 

más frecuente de este incremento. 

El suelo actúa como un filtro biológico, controlando el transporte de sustancias y 

elementos químicos hacia la atmósfera, la hidrosfera y la biota, por otro lado, la persistencia 

de los elementos traza en el suelo es mucho mayor que en otros compartimentos de la 

biosfera (Adriano, 1986). 

Todo mineral es susceptible de alteración en mayor o menor grado y la liberación de 

los elementos traza se realiza principalmente gracias a acciones de sustitución isomórfica 

en la estructura del cristal que está gobernada por la carga iónica, el radio iónico y la 

electronegatividad del elemento más importante y del elemento traza que los sustituye 

(Sposito y Page, 1985). Así, la sustitución se puede realizar cuando el radio del ión a 

sustituir y del sustituyente se diferencian hasta en un 15 %, cuando la densidad de carga de 

ambos no difiere en más de una unidad y el ión que se introduce está en mayor proporción 

que el del elemento a sustituir (Krauskopf, 1967). 

Una vez en el suelo, la dinámica que siguen los elementos traza puede ser bastante 

compleja. De la cantidad total de un elemento traza en el suelo se pueden distinguir 

fracciones con distinta movilidad, de las cuales la fracción biodisponible, que puede ser 

más fácilmente absorbida por los organismos, es la que presenta mayor interés. La 

biodisponibilidad de estos elementos  para un organismo concreto depende de la propia 

naturaleza del elemento, de múltiples factores del suelo, así como del propio organismo, ya 

que los seres vivos pueden modificar las condiciones de su entorno más inmediato de 

distintas formas, para así poder acceder a fracciones potencialmente poco disponibles de 

estos elementos traza (McGrath et al., 1997). Por tanto, la biodisponibilidad real de un 

elemento traza no siempre coincide con la fracción más fácilmente extraíble por métodos 

químicos, como por ejemplo las sales neutras o los agentes quelantes (Domínguez, 2009). 



  71 

Los metales pesados presentes en los suelos no se comportan como elementos 

estáticamente inalterables, sino que siguen unas pautas de movilidad generales (Alloway, 

1995a). Estas pautas podrían resumirse de acuerdo con García y Dorronsoro (2005) en:  

• quedar retenidos en el suelo, ya sea disueltos en la solución o bien fijados por procesos de 

adsorción, complejación y precipitación;  

• pasar a la atmósfera por volatilización;  

• movilizarse a las aguas superficiales o subterráneas y  

• ser absorbidos por las plantas y así, incorporarse a la cadena trófica.  

En relación a esta última pauta, indicar que existen vías de movilización alternativas 

a los procesos estrictamente inorgánicos, ya que las plantas utilizan mecanismos para 

modificar la solubilidad y disponibilidad de los elementos en el suelo (Marschner, 1995), 

modificando las condiciones biogeoquímicas en la zona de influencia directa de la actividad 

de la raíz (rizosfera) (Kosegarten et al., 2001) de tal manera que pueden movilizar 

determinados elementos traza e incorporarlos a su estructura vegetal y, por tanto, a la 

cadena trófica. 

En general, se considera que los factores más importantes para la disponibilidad de 

los elementos traza en los suelos son: el pH, el contenido en materia orgánica, la capacidad 

de intercambio catiónico y el contenido en arcillas, así como el potencial redox (Greger, 

1999). Los elementos catiónicos (p. ej., Cd, Cu, Cr, Pb y Zn) se movilizan en condiciones 

de acidez, y son retenidos por las cargas negativas de las arcillas y la materia orgánica. No 

ocurre lo mismo con otros elementos que se presentan en forma aniónica, como el As, cuya 

movilidad es normalmente mayor en condiciones de alto pH (Adriano, 2001). Por otro lado, 

los óxidos de Fe y Al también pueden jugar un papel muy importante en la retención de 

algunos elementos traza en el suelo (Naidu, 2001). La influencia de cada uno de estos 

factores en la movilidad depende del elemento. Así, Cu, Cr y Pb presentan una alta 

tendencia a formar complejos con las sustancias húmicas, de manera que suelen acumularse 

en los horizontes B del suelo (Bergkvist et al., 1989; McBride, 1989), mientras que Cd, Ni 

y Zn tienen menos afinidad por los ácidos orgánicos y son más dependientes de las 

variaciones del pH de tal forma que pueden ser fácilmente lixiviados hacia horizontes más 

profundos bajo condiciones de acidez (Bergkvist et al., 1989; Egiarte et al., 2008). 
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El comportamiento de los elementos traza en los suelos, residuos y sedimentos 

depende de su forma química, lo que afecta a su movilidad, biodisponibilidad y toxicidad. 

Por lo tanto, la cuantificación de la especiación de metales en los sedimentos es un buen 

indicador de la calidad de los ecosistemas (Rauret, 1998). 

Las especies metálicas solubles, las débilmente queladas y las intercambiables y 

constituyen la fracción más móvil y por lo general son evaluados por agentes complejantes 

(Gupta et al., 1996). Procedimientos de extracción secuencial han evolucionado para 

evaluar todas las fracciones de metales en los medios sólidos y, aunque requieren mucho 

tiempo, proporcionan información detallada sobre el origen, la disponibilidad biológica y 

físico-química, la movilización y el transporte de los elementos traza. El procedimiento 

simula la movilización y la retención de estas especies en el medio ambiente natural por 

los cambios tales como el pH, potencial redox (Eh) y la degradación de la materia orgánica 

(Tessier et al., 1979; Förstner, 1985).  

La contribución metálica antropogénica en los suelos y sedimentos se puede estimar 

a partir del enriquecimiento relativo respecto de los materiales de referencia no 

contaminados, o bien respecto de los niveles de base establecidos para cada zona (Turekian 

y Wedepohl, 1961; Christophoridis et al., 2009; Wedepohl, 1995). Diferentes indicadores 

de contaminación pueden ser utilizados como factor de enriquecimiento (EF), el factor de 

contaminación (CF) y el índice de geoaccumulation (Igeo), proporcionando una 

clasificación relativa de los sitios de muestreo. 

 

2.1.4.3 Origen de los elementos traza presentes en los suelos y residuos mineros 

2.1.4.3.a Origen natural  

Los elementos traza al meteorizarse los minerales que los contienen, se concentran 

en los suelos. Estas concentraciones naturales de metales pueden llegar a ser tóxicas, debido 

a que pueden ocasionar acumulación de algún metal en plantas y ocasionar efectos tóxicos 

para los animales que las consumen. 

En este sentido, algunos minerales contenidos en rocas ígneas ultrabásicas (como las 

peridotitas y las serpentinas) presentan los más altos contenidos en metales pesados, 

seguidas de las ígneas básicas (como los gabros y basaltos). Las menores concentraciones 

se encuentran en las rocas ígneas ácidas (como el granito) y en las sedimentarias (como las 

areniscas y las calizas). Los porcentajes más altos se dan para el Cr, Mn y Ni, mientras que 
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el Co, Cu, Zn y Pb se presentan en menores cantidades, siendo mínimos los contenidos para 

el As, Cd y Hg. 

Las rocas sedimentarias se configuran en el 75 % de las rocas de la superficie terrestre 

y su participación como factor formador de suelo es mucho más significativo, cuando se 

compara con la de las rocas ígneas. Como en el caso anterior la inclusión de elementos 

traza se realiza durante los procesos de litificación de los sedimentos, incluyendo minerales 

primarios resistentes, minerales secundarios tales como las arcillas (heredadas, alteradas y 

neoformadas), precipitados químicos como el CaCO3 y oxihidróxidos de Fe y Al (Tabla 2).  

Las concentraciones de elementos traza en rocas sedimentarias dependen de la 

mineralogía y propiedades adsorbibles del material sedimentario matriz y de la 

concentración relativa de estos elementos traza en el agua en la que los sedimentos están 

depositados. En general, arcillas y pizarras presentan concentraciones relativamente altas 

de muchos elementos debido a su disponibilidad para absorber iones metálicos (Tabla 2).  

 

Tabla 1: contenido de elementos traza de los principales tipos de roca (mg/kg) (adaptado 

de Krauskopf, 1967 y Rose et al., 1979) 
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* Ultramáficas son rocas ultrabásicas, como dunita, peridotita y serpentinita. Máficas son 

rocas básicas, como el basalto. Las pizarras también incluyen a las arcillas. Ciertamente 

existen minerales que acumulan elevadas concentraciones de uno o más de estos elementos 

traza constituyéndose en mena de explotaciones mineras. La tabla 3.1 muestra las 

diferencias de concentración de metales en los tipos más representativos de rocas ígneas y 

sedimentarias. 

 

Mientras que las areniscas contienen bajas concentraciones de la mayoría de los 

elementos al contener mayoritariamente granos de cuarzo con muy poca capacidad para la 

adsorción superficial, las pizarras se encuentran enriquecidas en Ag, As, Cd, Pb, Mo, U, V 

y Zn (Rose et al., 1979). En general, los sedimentos actúan como adsorbentes de elementos 

traza. Estudiando las pizarras negras uraníferas y los suelos del entorno de Okchon (Corea 

del Sur), Kim y Thornton (1993) encontraron concentraciones de 0,4-46 mg/Kg para el Cd 

(0,3-8,3 mg/Kg en el suelo), 0,1-992 mg/Kg para el Mo (0,1-275 mg/Kg en el suelo) y < 

0,1-41 mg/Kg para el Se (< 0,1-24 mg/Kg en el suelo). Esta situación se reflejaba en el 

crecimiento y en la composición de las cosechas obtenidas.  

 

Tabla 2: elementos traza constitutivos de los minerales más comunes (adaptado de 

Mitchell, 1964) 
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En general, parece que entre las rocas cristalinas, las más básicas contienen mayor 

cantidad de estos elementos traza (Cu, Co, Mn, Zn); las que son ácidas y ricas en sílice 

presentan mayor riqueza en Mo. En cambio, las rocas sedimentarias contiene mayor 

concentración de estos elementos, que se acrecientan cuando presentan acumulaciones de 

carbono fósil: esquistos bituminosos, lignitos, turba. (Guitian Ojeda y Andrade, 1976).  

A pesar de la abundancia relativa de los mismos en los suelos calizos, su movilidad 

es pequeña, debido a su pH elevado. Y por el contrario, a pesar de su baja concentración, 

la presencia de elementos traza de suelos arenosos silíceos es elevada debido a su acidez 

(Anderson et al., 1983; Basta et al., 1992). 

En los suelos, los elementos más abundantes son el Mn, Cr, Zn, Ni y Pb (1-1.500 

mg/kg; el Mn puede llegar a 10.000 mg/kg). En menores concentraciones se encuentran el 

Co, Cu y As (0,1-250 mg/kg) y con mínimos porcentajes el Cd y Hg (0,01-2 mg/kg), según 

Bowen (1979).Los niveles de elementos traza en el medio pueden tener un origen 

litológico, como consecuencia de la meteorización de la roca madre. Un buen ejemplo de 

esto son los suelos derivados de rocas serpentinas que pueden tener de manera natural 

concentraciones relativamente altas de Ni, Cr, Co o Zn (Doherty et al., 2008; Caillaud et 

al., 2009). 

En cualquier caso, en el proceso natural de transformación de las rocas para originar 

los suelos, los metales pesados aunque se encuentren a elevadas concentraciones, no suelen 

rebasar los umbrales de toxicidad y además se encuentran bajo formas muy poco 

asimilables para los organismos. 

 

2.1.4.3.b Origen antrópico 

Aunque los elementos traza sean inherentes a los materiales parentales del suelo, la 

acción antrópica es la mayor fuente de contaminación de metales tanto en el suelo como en 

el resto de los ecosistemas (Bowen, 1979). A este respecto, las entradas más importantes al 

suelo se derivan de actividades humanas, mediante deposición atmosférica, aplicación o 

vertido directo al suelo (Domínguez, 2009). A este respecto, hay que destacar el caso de 

los entornos de las zonas mineras, que reciben cantidades ingentes de metales y metaloides 

por diversas vías (escorrentía, vertido directo al suelo, deposición atmosférica, arrastre 

eólico, etc.). A modo de ejemplo, se pueden citar zonas como la cuenca del río Guadiamar 
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en Sevilla (Cabrera et al., 2008), las cuencas de los ríos Tinto y Odiel, en Huelva 

(Cambrollé et al., 2008), o el distrito minero de Cartagena-La Unión y Mar Menor, en 

Murcia (García et al., 2008; García y Muñoz-Vera, 2015), que presentan niveles 

ambientales extraordinariamente altos de elementos traza derivados de las actividades 

mineras. 

De forma sintética, el origen de los mismos reside en:  

• Actividades de industrias mineras y metalúrgicas, electrónicas y químicas (Tabla 3).  

• Empleo de materiales y aportes en actividades agrícolas, hortícolas y frutícolas. 

• Aplicación de lodos de depuradora y uso de aguas residuales en actividades agrarias, 

horticultura y jardinería. 

 

Tabla 3: minerales y metales no ferrosos más comunes, presentes en escorias de minería y 

fundición (adaptado de Rose et al., 1979 y Peters, 1978) 

 

La minería metálica genera una gran cantidad de residuos pétreos y lodos ricos en 

elementos traza que son depositados en la superficie del entorno minero (Tabla 4). A su 
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vez, esta actividad extractiva libera productos tóxicos, o potencialmente tóxicos, que en 

contacto con la atmósfera o con masas de agua se pueden hidrolizar, pueden generan 

lixiviados con elementos traza y/o acidez extrema, polvo y regolito fácilmente dispersable. 

Así, el suelo original de la mina se degrada o se pierde irreversiblemente (Gil-Sotres et al., 

1992). El "nuevo suelo sufre un grave impacto durante la explotación minera, es 

frecuentemente inestable y está formado por materiales poco aptos para el desarrollo de las 

actividades biológicas y los procesos formadores de suelo. Incluso después de desaparecida 

la actividad industrial estas condiciones adversas persisten durante mucho tiempo por el 

bajo nivel de materia orgánica y nutrientes, elevada y periódica erosión, gran fluctuación 

de temperatura superficial, sequía, condiciones de pH, etc., sin olvidar el elevado nivel de 

elementos traza presentes en el substrato (Wong, 2003).  

 

Tabla 4: cuantificación de contaminantes en efluentes industriales relacionados con la 

industria minera. (Hernández Muñoz, 1996).  

 

El polvo es mineral pulverizado que el aire arrastra con el viento, pudiendo estar 

especialmente cargado en elementos traza sobre todo cuando el viento actúa sobre los 

suelos, depósitos o escombreras de las zonas de minería metálica (García et al., 2008). El 

polvo es o puede ser problemático por su composición; y por su granulometría.  

En relación a su composición, este polvo puede aparecer con cargas importantes y 

variables de elementos traza, muchos de ellos de elevado poder tóxico y riesgo ambiental 

asociado. 

A este respecto, hay que resaltar que lo que hace tóxicos a los metales pesados no 

son por lo general sus características esenciales, sino las concentraciones en las que pueden 

presentarse, y casi más importante aún, el tipo de especie en que se presentan en un 
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determinado medio o momento. Cabe recordar que de hecho los seres vivos "necesitan" (en 

pequeñas concentraciones) a muchos de éstos elementos para funcionar adecuadamente 

(elementos esenciales). Ejemplos de metales requeridos por el organismo incluyen el Fe, 

Co, Cu, Mn, Mo, Va, Sr y Zn. 

Todos estos elementos se encuentran presentes en los medios acuáticos, aunque sus 

concentraciones en ambientes no contaminados son muy bajas. Los metales pesados 

pueden encontrarse en estas aguas como coloides (suspensión coloidal), partículas 

minerales (sólidos en suspensión), o fases disueltas (cationes o iones complejos). Las 

formas coloidales suelen dar lugar a la formación de hidróxidos, mientras que las partículas 

sólidas incluyen una gran variedad de minerales. Las fases disueltas pueden a su vez ser 

capturadas por adsorción o absorción en arcillas o hidróxidos, mientras que los compuestos 

orgánicos pueden constituir fases con gran capacidad de captura de cationes metálicos. 

 

2.1.4.4. Toxicidad de los elementos traza 

El contenido de elementos traza en suelos debería ser únicamente función de la 

composición del material original y de los procesos edafogenéticos que dan lugar al suelo. 

Pero la actividad humana ha incrementado el contenido de estos elementos en el suelo en 

cantidades considerables (García y Dorronsoro, 2005), de hecho la entrada de elementos 

traza en el suelo ha ido aumentando desde que comenzó la industrialización (Han et al., 

2003). 

Elementos muy tóxicos 

y fácilmente 

disponibles 

 

Elementos 

contaminantes 

prioritarios según la 

EPA 

 

Metales y no metales que 

aparecen en concentración 

superior a la normal por 

causas antrópicas. 

 As Pd Zn Tl Sb Pb Cr Hg Ag Pb 
Co Ag Sn Pb As Hg Cu Tl As Sb 

Bi Cd Se Te Be Ni Zn  Cu Sn 

Ni Pt Cu Hg Cd Se   Hg Zn 

Sb        Ni  

Tabla 5: elementos tóxicos de interés (tomado de Solano-Marín, 2005). 
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La contaminación del suelo por elementos traza está fundamentalmente relacionada 

con diferentes tipos de actividades humanas (Pagnanelli et al., 2004), como las citadas en 

el capítulo dedicado a la contaminación del suelo. Una vez en el suelo, los elementos traza 

pueden quedar retenidos en el mismo pero también pueden ser movilizados en la solución 

del suelo mediante diferentes mecanismos biológicos y químicos. 

Los elementos traza adicionados a los suelos se redistribuyen y reparten lentamente 

entre los componentes de la fase sólida (Han et al., 2003). Dicha redistribución se 

caracteriza por una rápida retención inicial y posteriores reacciones lentas, dependiendo de 

las especies del metal, propiedades del suelo, nivel de introducción y tiempo (Han y Banin, 

1997, 1999; Han et al., 2003). 

La movilidad relativa de los elementos traza en suelos es de suma importancia en 

cuanto a su disponibilidad y su potencial para lixiviarse de los perfiles del suelo al agua 

subterránea y difiere de si su origen es natural o antrópico (Burt et al., 2003) y, dentro de 

este último, al tipo de fuente antrópica (Burt et al., 2003). 

Los factores que influyen en la movilización de elementos traza en el suelo son 

(Sauquillo et al., 2003): 

• Características del suelo: pH, potencial redox (Eh), composición iónica de la solución del 

suelo, capacidad de cambio, presencia de carbonatos, materia orgánica, textura, etc… 

• Naturaleza de la contaminación: origen de los metales y forma de deposición. 

• Condiciones medioambientales: acidificación, cambios en las condiciones redox, variación 

de temperatura y humedad, etc. 

La movilización es relativa a todos estos factores pero especialmente a aquellos que 

afectan a la transferencia desde fases sólidas a líquidas (Alloway, 1995). Los mecanismos 

por los cuales los elementos traza de los suelos contaminados pueden ser movilizados son 

(Alloway, 1995): 

• Acidificación. Resultado de la oxidación de sulfuros minerales y precipitados y de 

fertilizantes de NH4
+, por la fijación biológica de nitrógeno, por precipitación atmosférica 

ácida (SOx y NOx) sobre los suelos, por descomposición de materia orgánica, por 

agotamiento de bases por lixiviación y por vertidos de contaminantes ácidos. 

• Cambios en las condiciones redox. Condiciones oxidantes pueden causar la oxidación y 

disolución de sulfuros insolubles. A la inversa, condiciones reductoras pueden conducir a 
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la disolución de óxidos y a la liberación de sus elementos traza coprecipitados en la 

solución. Fortísimas condiciones reductoras también darán lugar a la precipitación de 

sulfuros insolubles de elementos traza (Alloway, 1995). 

• Complejación de especies metálicas con ligandos orgánicos. Los ligandos son 

constituyentes químicos que se combinan con los metales en un complejo químico 

(Novotny, 1995). 

• Cambios en la composición iónica de la solución del suelo, que pueden tener un marcado 

efecto en la adsorción de elementos traza y su incorporación en complejos inorgánicos 

solubles e insolubles. Hay cuatro tipos de efectos: competición por los sitios de adsorción 

(por ejemplo, Ca2
+ y Zn2

+ inhibiendo la adsorción de Cd2
+); formación de complejos 

solubles (con aniones como Cl-y SO42
+); formación de compuestos insolubles como 

Pb5(PO4)3Cl; efectos de fuerza iónica, de manera que incrementos en la fuerza iónica de la 

solución del suelo como resultado de la contaminación, aplicación de fertilizantes o 

salinidad puede conducir a una adsorción reducida y a la desorción de metales de lugares 

de la superficie. 

• Metilación. Elementos traza como As, Hg, Sb, Se y Sn pueden ser transformados en 

metilespecies como CH3Hg+ (Alloway, 1995). La metilación puede afectar al movimiento 

y pérdida de ciertos elementos traza y también su toxicidad para organismos vivos; así las 

especies metil-As son menos tóxicas que las formas inorgánicas, mientras que las especies 

metil-Hg son más tóxicas. Las metilespecies pueden volatilizarse y perderse a la atmósfera 

y pueden también acumularse en la materia orgánica del suelo o en tejidos ricos en lípidos 

de raíces de plantas y fauna del suelo (Alloway, 1995). 

La toxicidad de los elementos traza depende no sólo de su concentración, sino 

también de su movilidad y reactividad con otros componentes del ecosistema (Abollino et 

al., 2002). En relación a esto, hay que resaltar que las cantidades totales de elementos traza 

presentes en un suelo constituyen una medida poco representativa de la posible 

disponibilidad para las plantas (biodisponibilidad) de un elemento traza, es necesaria la 

evaluación de la movilidad de estos elementos en el suelo, para cuantificar tanto su 

biodisponibilidad, como su movilidad por la acción de factores exógenos (Aguilar-Ruiz et 

al., 1999). Tradicionalmente el método empleado para llevar a cabo los estudios de 

movilización de metales pesados se basa en los estudios de especiación, a través de métodos 

de fraccionamiento operacional como son las extracciones químicas selectivas, simples y/o 
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secuenciales (Van Herreweghe et al., 2003). No obstante, el comportamiento tan diferente 

de los reactivos más ampliamente utilizados como expresión de los asimilables en este tipo 

de extracciones, lleva a concluir en la necesidad de establecer ensayos biológicos paralelos 

para discernir entre potencialmente contaminado y contaminado (Martínez-Sánchez et al., 

1997). 

Un factor importante que gobierna la movilidad, toxicidad y biodisponibilidad de 

los elementos traza es su especiación (Buatier et al., 2001): estado, fase/s o forma/s 

química/s en que se encuentra un determinado elemento en el suelo. El BCR (Community 

Bureau of Reference) de la Unión Europea define el análisis de especiación química en 

suelos y sedimentos como el proceso de identificación y cuantificación de las distintas 

especies, formas o fases definidas en las que un elemento existe en el material (Ure et al., 

1993; Van Herreweghe et al., 2003). 

Llegados a este punto, se hace necesario definir algunos términos relacionados con 

la especiación y el fraccionamiento químico de los elementos. Así, gracias a los nuevos 

avances en la metodología e instrumentación analítica, hoy día resulta posible la 

identificación y cuantificación de las diferentes especies elementales en un sistema 

particular (Kabata-Pendias, 2010). En un intento por acabar con la confusión que rodea el 

uso del término especiación, hasta tres divisiones de la IUPAC colaboraron para considerar 

este tema (Templeton et al., 2000). Fruto de este trabajo surgieron las siguientes 

definiciones y conceptos: 

• Especie química: hace referencia al elemento químico o a la forma específica de un 

elemento definida por su composición isotópica, estado de oxidación o electrónico, y/o su 

complejo o estructura molecular. 

• Análisis de especiación: hace referencia al análisis químico o a las actividades analíticas 

que se hacen para identificar o para medir las cantidades de una o más especies químicas 

individuales en una muestra. 

• Especiación de un elemento (especiación): nos indica la distribución de un elemento entre 

las diferentes especies químicas de un sistema. 

• Fraccionamiento: hace referencia al proceso de clasificación de un analito o de un grupo 

de analitos de una muestra conforme a sus propiedades físicas o químicas. 
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Debido a la toxicidad potencial directa sobre la biota y la amenaza indirecta sobre 

la salud humana por la contaminación de las aguas subterráneas y la acumulación de los 

mismos en los cultivos, existe un interés generalizado en cuanto al destino de los elementos 

traza en suelos contaminados (Martínez y Motto, 2000). 

En general, los elementos traza incorporados al suelo pueden seguir cuatro 

diferentes vías (García y Dorronsoro, 2005): 

• Pueden quedar retenidos en el suelo, ya sea disueltos en la fase acuosa del suelo, ocupando 

sitios de intercambio o específicamente adsorbidos sobre constituyentes inorgánicos del 

suelo, asociados con la materia orgánica del suelo y/o precipitados como sólidos puros o 

mixtos (Pagnanelli et al., 2004). Desde la base físico-química se sabe que los metales 

precipitan como resultado de cambios en el pH, oxidación y otros cambios de su 

composición química (Novotny, 1995). 

• Pueden ser absorbidos por las plantas y así incorporarse a las cadenas tróficas. 

• Pueden pasar a la atmósfera por volatilización. 

• Pueden movilizarse a las aguas superficiales o subterráneas. 

En la figura 2 se muestra, de manera esquemática, la forma en que los metales están 

presentes en la fase móvil o en la fase inmóvil del suelo y el tipo de reacción que permite 

el paso de metal de una fase a otra. 
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Figura 2: diagrama de movilidad de metales pesados en suelo 

Respecto de las vías de contaminación, estas pueden visualizarse, de forma 

esquemática, en el siguiente cuadro (Figura 3) adaptado de Calvo Anta (1997). 

 

Figura 3: Vías de contaminación de metales pesados en suelos. Adaptado de Calvo de Anta 

(1997). 
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2.2.  EVALUACIÓN DE LA CONTAMINACIÓN, TOXICIDAD Y RIESGO EN 

LOS SUELOS Y RESIDUOS MINEROS 

2.2.1.- La evaluación de la contaminación, toxicidad y riesgo ambiental desde el campo 

científico  

2.2.1.1 Introducción general.  

En muchos sentidos, la salud humana está estrechamente relacionada con la calidad 

del suelo y el medioambiente, y especialmente con su grado de contaminación. El suelo 

puede ser considerado como un sumidero, pero también como una fuente de contaminación 

con la capacidad de transferir los contaminantes a las aguas, suelos, atmósfera, ecosistemas, 

cadena alimentaria y organismos vivos (Birke y Rauch, 2000; Burghardt, 1994; Paterson et 

al., 1996). Además de la negativa influencia sobre la salud humana, la contaminación 

ambiental también puede causar graves pérdidas económicas (van de Kamp et al., 2003). 

La contaminación, ya sea localmente concentrada o difusa, ha sido reconocida por la 

Estrategia Europea del Suelo (COM, 2006b) como una de las principales amenazas a la 

calidad del suelo.  

En las últimas décadas, los problemas de contaminación ambiental han 

experimentado un interés creciente en la comunidad científica debido a las sustancias 

potencialmente nocivas emitidas por la actividad antropogénica, que pueden suponer un 

peligro grave para el medio ambiente y para la salud humana. Entre las matrices 

ambientales, los suelos son más fácilmente afectados por el efecto negativo de las 

actividades antropogénicas debido a su estrecha relación con la atmósfera y las aguas de 

lluvia. 

Las comunidades locales son cada vez más conscientes de las consecuencias de la 

contaminación ambiental, y de su influencia en su calidad de vida y bienestar. También las 

instituciones gubernamentales y regionales están dedicando cada vez más atención a los 

problemas de contaminación, al reconocimiento de las funciones ecológicas esenciales y 

de los servicios que recursos como el suelo prestan dentro de los ambientes terrestres 

(COM, 2006b).  

Uno de los problemas ambientales más graves relativos a los elementos traza, que 

los distinguen de otros contaminantes tóxicos, es que son resistentes a la biodegradación, 

por lo que se les considera como contaminantes recalcitrantes, y tienen un alto potencial de 



  85 

bioacumulación y de biomagnificación debido al aumento de la exposición de los 

ecosistemas y las poblaciones humanas a través la cadena trófica (Gao y Chen, 2012; 

Subida et al., 2013). A este respecto, un dato a tener presente es que según el atlas municipal 

de mortalidad por cáncer en España elaborado por un equipo del Instituto de Salud Carlos 

III, de Madrid (López-Abente et al., 2006), la tasa de tumores y cáncer del sistema 

respiratorio resulta extremadamente alta en zonas geográficas en las que se encuentran 

distritos de minería metálica de sulfuros. 

Los elementos traza son unos de los contaminantes más estudiados debido a su 

ubicuidad, la toxicidad y persistencia. Se producen de forma natural en el medio ambiente. 

Algunos son esenciales para el metabolismo de los organismos a bajas concentraciones 

(Alloway, 1995; Kabata-Pendias y Pendias, 2001; Wong et al., 2006). Por encima de ciertas 

concentraciones, todos los elementos traza tienen efectos adversos sobre la salud humana 

(Davydova, 2005; Merian et al., 2004; Pierzynsky et al., 2005). La salud de los niños, que 

tienen una mayor tasa de absorción, resulta especialmente afectada en estos casos, 

encontrándose, por tanto, en una mayor situación de riesgo (Calabrese et al., 1991; Grøn y 

Andersen, 2003; Maddaloni et al., 1998). Siendo elementos químicos, los elementos traza 

no están sujetos a descomposición metabólica (Alloway, 1995; Bullock y Gregory, 1991; 

Romic y Romic, 2003). Algunos elementos traza, como el Cd, se acumulan en el cuerpo 

humano durante un largo período de tiempo por lo que los efectos negativos pueden 

aparecer sólo después de un largo período de exposición crónica. 

Los diferentes elementos traza difieren en su reactividad y esto influye en su 

disponibilidad en el suelo para la absorción por los organismos y posterior trasferencia a la 

cadena alimentaria (Gupta et al., 1996; Romic y Romic, 2003; Tiller, 1989). En la mayoría 

de los países, los valores de umbral de contaminación por elementos traza del suelo 

aparecen regulados en la legislación. Por lo general, estos valores se basan en la cantidad 

de metales que se extraen de la tierra por medio de digestión ácida fuerte. Estas extracciones 

representan la extensión total de la contaminación. Sólo una fracción de la contaminación, 

sin embargo, plantea un riesgo grave de ser absorbido por la biota o lixiviados a las aguas. 

Estos la llamada disponible, móvil o fracciones solubles se pueden estimar a través de 

extracciones débiles (Beckett, 1989; Ure, 1996). 

La determinación de un suelo o sedimento como contaminado por elementos traza, 

como son los metales, requiere del establecimiento de niveles estándar de estos elementos 

para poder llevar a cabo la valoración de la contaminación del suelo (Kabata-Pendias, 
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1995). En este sentido, son diversos los sistemas existentes para la estimación de la 

contaminación por elementos traza de los suelos (Pérez et al., 2000).Así, por ejemplo, 

algunos autores (Kabata Pendias y Pendias, 1992) proponen la evaluación de los contenidos 

medios "background" de estos elementos, y sus intervalos, en los suelos.  

Un ejemplo de estos niveles de contaminación son los índices de Geoacumulación 

de Müller (Igeo). Estos índices se establecen mediante la comparación de las 

concentraciones de elementos traza existentes y que sean 1,5 veces el valor "background". 

Así se establecen cinco clases de suelos contaminados: la Clase 1 (Igeo<0), corresponde a 

los no o ligeramente contaminados y la Clase 5 (Igeo>5) a los extremadamente 

contaminados (Martín, 2000). Otro ejemplo son los valores indicativos de evaluación 

(VIE), que permiten la evaluación rápida de la calidad del suelo. Están definidos en función 

de los riesgos potenciales, estableciéndose tres niveles (IHOBE, 1994). El nivel VIE A, 

que nos indica el Valor de Referencia, por debajo del cual se considera que no existe 

riesgo o este es despreciable. El nivel VIE B, que representa el límite inferior de 

aceptabilidad del riesgo. Y por último, el nivel VIE C, que nos indica el máximo riesgo 

tolerable, o límite superior de aceptabilidad del riesgo, sobrepasarlo significaría peligro 

grave para la salud. 

Una de las metodologías más aceptadas ha sido la que se basa en el establecimiento 

de los llamados de cómo establecer los Valores de Referencia (VR). Los mismos se 

pueden obtener mediante dos métodos. El primero sería estableciendo las correlaciones 

entre arcilla y/o materia orgánica del suelo estándar (no contaminado) y los contenidos en 

elementos traza. El segundo se obtendría sumando a la media de valores o nivel de fondo, 

dos veces la desviación típica (S): VR = x (valor medio) + 2S. Este segundo criterio se 

adopta cuando no hay correlación o esta no es significativa, y es el que se ha empleado, por 

ejemplo, para la determinación de los Niveles Genéricos de Referencia de los suelos de la 

Región de Murcia (Martínez Sánchez y Pérez Sirvent, 2007). Datos equivalentes, pero 

mucho más desarrollados, de otros países son los “Soil Screening Level”, de la EPA de 

Estados Unidos o los “Soil Guideline Values (SGVs)” del Reino Unido. 

A modo de ejemplo concreto, diversos autores (Cano Parrilla et al., 1997) 

propusieron en su momento, para la evaluación de la contaminación por elementos traza en 

suelos de cultivo en zonas muy industrializadas de la Comunidad de Madrid una serie de 

índices y niveles propios, tal y como son: 
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• Nivel de Fondo: Contenido medio de un elemento en suelos con proporciones del mismo 

inferiores a la media de los suelos de la zona. 

• Nivel de Acumulación Ambiental: Contenido medio de un elemento en suelos con 

proporciones del mismo superiores a la media de los de la zona. 

• Índice de Enriquecimiento de un elemento: Relación entre su contenido en el suelo y el 

de la roca u horizonte C; valores muy superiores a la unidad reflejan aportes contaminantes. 

Los residuos que se generan en el proceso de concentración de minerales metálicos, 

generalmente contienen sulfuros metálicos residuales como la pirita (FeS2), pirrotita (Fe1–

x S), galena (PbS), esfalerita (ZnS), calcopirita (CuFeS2) y arsenopirita (FeAsS) que son la 

fuente de elementos potencialmente tóxicos como As, Cd, Pb, Cu, Zn, Fe, etc. El drenaje 

ácido se genera por la oxidación de los sulfuros metálicos y forma soluciones que se 

caracterizan por tener valores bajos de pH y altas concentraciones de elementos 

potencialmente tóxicos disueltos (Gunsinger et al., 2006) que al transportarse, pueden 

convertirse en un problema ambiental severo al contaminar suelos, sedimentos, atmósfera, 

aguas superficiales y aguas subterráneas (Nieto et al., 2007). 

Para que ocurra la oxidación en los residuos, es necesario que contengan sulfuros 

metálicos reactivos y que existan las condiciones climáticas apropiadas (aire y agua o 

atmósfera húmeda). La oxidación de los sulfuros metálicos en los residuos es, 

generalmente, muy limitada durante la operación de la mina y se desarrolla lentamente a lo 

largo del tiempo, después que cesa la acumulación en el depósito y la porosidad en el mismo 

permite la difusión del oxígeno atmosférico. Antes de que ocurra la oxidación de los 

residuos, éstos no presentan signos visibles de alteración y por lo general son de colores 

oscuros y apagados. Cuando ocurre la oxidación de los sulfuros metálicos, los residuos 

pasan a sulfatos y presentan coloraciones más vivas (amarillas, rojas, etc.). 

La valoración de la toxicidad y riesgo de los residuos mineros suelen incluir estudios 

geoquímicos y mineralógicos con los objetivos de: 

• Evaluar la peligrosidad de los residuos en función de: 

o La concentración total de elementos potencialmente tóxicos (elementos traza). 

o Capacidad de generación de drenaje ácido de mina. 

o Concentración geodisponible de elementos potencialmente tóxicos. 
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• Identificar los minerales primarios y secundarios en los residuos y establecer la relación 

con la peligrosidad. 

• Identificar los principales procesos geoquímicos que gobiernan la movilidad de los 

elementos potencialmente tóxicos. 

Además de estos estudios, esta evaluación de riesgos se ve complementada con 

otros relativos a los procesos de dispersión de los elementos y substancias contaminantes 

contenidas en estos residuos, así como otros de tipo geomorfológico y de estabilidad 

estructural de los depósitos de estos residuos. 

 

2.2.1.2 Evaluación de la contaminación, toxicidad y del riesgo ambiental 

La contaminación del medio natural por elementos traza es un problema mundial. 

La misma puede tener un origen en fuentes naturales, como por ejemplo, la erosión del 

suelo y las rocas, la erosión, los incendios forestales y las erupciones volcánicas. Pero 

también puede tener su origen en las actividades antropogénicas, como por ejemplo el 

vertido de efluentes y emisiones industriales, la agricultura, los residuos y efluentes urbanos 

y, por supuesto, la actividad minera. 

En relación a los materiales de la minería metálica, el tratamiento de los suelos 

mineros y el de los residuos de la minería desde el punto de vista científico-técnico, 

presentan aspectos con similar tratamiento y otros en los que difieren claramente a la hora 

de evaluar la toxicidad y el riesgo ambiental asociado. Por este motivo, se van a abordar de 

forma separada ambos tipos de materiales. 

Entre los aspectos comunes, hay que tener en cuenta que al evaluar el grado de 

contaminación de un suelo, residuo o sedimento, la ingestión de estos materiales y de sus 

elementos traza asociados, suelen ser consideradas como una de las principales vías de 

exposición, sobre todo en niños. Actualmente, esta evaluación se realiza a menudo sobre la 

base del contenido total de los elementos traza de que se trata en el suelo, residuo o 

sedimento. Sin embargo, diversos estudios sugieren que la disponibilidad de los metales en 

el tracto gastrointestinal depende de la forma de los metales presentes y de las 

características químicas específicos de esos materiales. Los métodos de prueba, o test, 

basados en ensayos in vivo con animales requieren de mucho tiempo, dinero y además no 

están muy ligados a los procesos de decisión sobre la gestión de esos suelos, residuos o 
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sedimentos. En la actualidad, los métodos de prueba, o test, están siendo desarrollados y 

validados, lo que implica la realización de pruebas de laboratorio in vitro destinados a la 

simulación de los resultados in vivo. Esto reduciría el coste y simplificaría los aspectos 

prácticos relacionados con el uso de tales pruebas en tierras contaminadas. 

Al considerar la biodisponibilidad como la fracción de la sustancia química que se 

absorbe en la circulación sistémica, dos definiciones operacionales son importantes: 

biodisponibilidad absoluta y relativa. La biodisponibilidad absoluta es la fracción de la 

dosis aplicada que se absorbe y alcanza la circulación sistémica (y nunca puede ser mayor 

que 100 por ciento). La biodisponibilidad relativa representa una comparación de absorción 

bajo dos conjuntos diferentes de condiciones, es decir por ejemplo, de una muestra de suelo 

vs una muestra de comida u otra matriz utilizada en un estudio de toxicidad, pudiendo ser 

esta mayor o menor que 1. Este factor puede ser utilizado en evaluaciones de la exposición 

para la exposición por ingestión directa de materiales contaminados, por ejemplo, si se 

sospecha que la biodisponibilidad absoluta del elemento traza en el material específico 

difiere significativamente de la biodisponibilidad absoluta implícita en los criterios de valor 

de toxicidad/calidad utilizados. 

A este respecto, hay que resaltar el uso de pruebas de bioaccesibilidad en humanos 

como método para definir la cantidad de un elemento que en realidad está fácilmente 

disponible para su absorción por el organismo (Gupta et al., 1996; Kim et al., 2002; Lee et 

al., 2006; Wragg y Cave, 2003). En este sentido hay que tener en cuenta que en la 

evaluación del riesgo de la contaminación por elementos traza sobre la salud humana, el 

término "biodisponibilidad" se utiliza específicamente en referencia a la absorción en la 

circulación sistémica, algo que es compatible con el uso toxicológico del término. Esto 

incluye a la denominada “bioaccesibilidad”, que de nuevo es una medida combinada de los 

procesos que determinan la interacción entre el metal o metaloide asociado con el suelo, 

residuo o sedimento y el líquido en el sistema de la digestión humana. La biodisponibilidad 

incluye, además, la absorción del contaminante a través de una membrana fisiológica, así 

como el metabolismo en el hígado. La bioaccesibilidad de un elemento se define como la 

fracción que es soluble en el medio ambiente gastrointestinal y disponible para la absorción 

(Paustenbach, 2000). Estas pruebas de bioaccesibilidad deben simular la mayor 

accesibilidad biológica que se puede esperar, sin incluir condiciones poco realistas o 

precauciones excesivas (Wragg y Cave, 2003).La fracción biodisponible es por tanto la 
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fracción que queda después de la liberación en el líquido digestivo humano, el transporte a 

través del epitelio intestinal y el metabolismo en el hígado. 

Los métodos in vitro de extracción para simular la bioaccesibilidad humana van 

desde ensayos de extracción o lixiviación química muy simples, a las pruebas de varios 

pasos avanzados simulando el proceso de la digestión humana en detalle (Ruby, 2004; 

Ruby et al., 1996, 1999; Yang et al., 2003). En estos ensayos, el suelo se incuba en una 

solución ácida durante un período correspondiente al tiempo de residencia de las partículas 

ingeridas suelo en el estómago humano. En el siguiente paso, el pH se aumenta a casi 

neutro, y la incubación continúa durante un período destinado a simular el tiempo de 

residencia en el intestino delgado. En algunas pruebas, se añaden sustancias orgánicas para 

simular gástrico y líquidos del intestino delgado. Estas extracciones se han diseñado para 

simular el sistema biológico de interés (Ruby, 2004). 

No obstante, los avances en este campo han sido muy notorios en las últimas 

décadas. Así, en el año 2005, se inició un proyecto a cargo del Grupo de Investigación 

sobre Bioaccesibilidad de Europa (BARGE) para avanzar en la investigación en el campo 

de desarrollo de métodos in vitro sobre bioaccesibilidad, y así armonizar el uso de estas 

técnicas de bioaccesibilidad para la evaluación del riesgo de la salud humana de los suelos 

y otros materiales contaminados de Europa. El método elegido fue el publicado 

previamente por los investigadores en el Instituto Holandés de Salud Pública, el RIVM 

(Oomen, 2000; Oomen et al., 2002), en la medida en la que esta metodología se consideró 

como la más representativa de las condiciones físico-químicas en el tracto gastrointestinal 

humano. De esta forma, utilizando esta metodología, se pudo determinar la bioaccesibilidad 

relativa como la relación entre los resultados obtenidos para el material contaminado en 

cuestión y los resultados obtenidos en el ensayo aplicando el contaminante de una manera 

consistente con la evaluación de la toxicidad que es la base para los criterios de calidad del 

suelo utilizados en la evaluación del riesgo. Esta bioaccesibilidad relativa o fracción 

absorción relativa (RAF) pueden entonces ser multiplicada por la concentración total de 

contaminante en el suelo para obtener la concentración del suelo bioaccesible. Esta 

concentración se puede utilizar en la evaluación del riesgo en lugar de la concentración 

total de ese elemento, cuando lo que se está haciendo es evaluar la vía de ingestión de un 

suelo, residuo o sedimento contaminado. 

La introducción de las pruebas bioaccesibilidad en la evaluación sistemática de los 

riesgos de contaminación pueden resultar demasiado costosas para algunas comunidades, 
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para lo cual se han propuesto una serie de modelos estadísticos, o funciones de 

pedotransferencia, para predecir las concentraciones de elementos disponibles para los 

vegetales en relación a las concentraciones de totales de estos elementos en el substrato y 

a los parámetros del suelo seleccionados (Chojnacka et al., 2005; Sheppard y Evenden, 

1990). 

La utilidad de diversas herramientas científico-técnicas para estimar el riesgo 

medioambiental real de contaminantes, se manifiesta en tanto y en cuanto se trata de un 

enfoque innovador y útil para ser incorporado, no solo en la evaluación de riesgos de los 

ambientes afectados por la minería metálica, sino en la mejora del marco normativo 

correspondiente. Por tanto, fruto de todo este tipo de estudios se está generando un amplio 

conocimiento que podría, y debería, ser utilizado por los gestores y organismos 

competentes, para el establecimiento de leyes y reglamentos sobre la protección del medio 

ambiente más adecuados y eficaces. 

Mención aparte merece el de la contaminación del aire. En este sentido, uno de los 

mayores problemas derivados de la contaminación proveniente de las zonas de minería 

metálica es el de la contaminación atmosférica. En este sentido, el problema de las 

fracciones PM2.5 y PM10, y las fracciones de elementos traza asociados a las mismas, se 

está convirtiendo en uno de los temas más candentes desde el punto de vista toxicológico 

y del riesgo ambiental de estas zonas y sus áreas circundantes (Pope et al., 2002). En este 

sentido, muchos estudios epidemiológicos indican que los contaminantes antropogénicos 

en PM2.5 son responsables del aumento de la mortalidad y la morbilidad en las zonas 

afectadas (Laden et al., 2000; Zereini et al., 2012). Por ejemplo, los metales pesados, tales 

como Cu, Zn, Cd, Pb y Cr en PM2.5 muestran efectos nocivos sobre el cuerpo humano, lo 

que puede ser atribuido a su calidad epidemiológica y toxicológica, conjuntamente con su 

asociación a la fracción PM2.5, algo que en su conjunto puede determinar un incremento 

notable de la gravedad de la enfermedad alérgica respiratoria (Gavett et al., 2003) y 

suponiendo un mayor riesgo de aparición de cáncer en las poblaciones expuestas (Massey 

et al., 2013). 

Hay que tener en cuenta que los metales pesados (como Cu, Cr, Cd, Ni y Pb) pueden 

adherirse a las partículas atmosféricas, con el consiguiente problema de salud ambiental 

para la zona minera y su entorno, como ya se ha podido comprobar en otros ámbitos (Gullet 

et al., 2007; Bi et al., 2010). Por lo tanto, es importante centrarse en la liberación potencial 

de estas sustancias en el medio ambiente. 
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Los riesgos para la salud, incluido el riesgo de cáncer, debido a elementos traza en 

el aire pueden llegar a ser superiores a los aceptables en áreas especialmente afectadas, 

como pueden ser las mineras (Hu et al., 2012; Taner et al., 2013). En este sentido, hay 

numerosas investigaciones que informan sobre algunas medidas simples de la 

concentración total de un solo tipo de metal, como Pb (Gioia et al., 2010), Sb (Bellido-

Martina et al., 2009), Zn (Gioia et al., 2008) y así sucesivamente. Además, se han llevado 

a cabo gran cantidad de investigaciones sobre el efecto de estos elementos traza en las 

megaciudades, como por ejemplo El Cairo (Borai y Soliman, 2001), Milán (Vecchi et al., 

2007), Los Ángeles (Liacos et al., 2012) y Nanjing (Hu et al., 2012). A este respecto, países 

como Holanda, Estados Unidos y también España, tienen determinados valores permitidos 

máximos de determinados elementos tóxicos en relación a su riesgo a la hora de producción 

cáncer. 

Sin embargo, ha habido pocas investigaciones acerca de la condición del aire de las 

zonas de minería metálica y sus entornos, por no hablar de los estudios sobre las 

concentraciones de elementos traza en las PM2.5. En cualquier caso, la mayoría de estas 

investigaciones se han centrado principalmente en las características, composición y 

fuentes de partículas gruesas, tales como las partículas totales en suspensión (Fu et al., 

2012; Zhai et al., 2012) y la fracción PM10 (Wang et al., 2010). 

En este tipo de estudios, la estadística aporta herramientas fundamentales, como son 

los coeficientes de correlación y el análisis de componentes principales (PCA), para poder 

identificar la relación entre cada uno de los elementos traza contenidos en la fracción PM2.5 

del aire y sus posibles fuentes (Celo y Dabek-Zlotorzynska, 2010). Por su parte, la 

aplicación de índices como el Índice de Riesgos Ecológicos Potenciales (RI) puede ayudar 

a explicar la influencia de diversos contaminantes en determinadas circunstancias, siendo 

en la actualidad ampliamente utilizado en el análisis y evaluación de los posibles efectos 

ecológicos de los elementos traza atmosféricos (Gong et al., 2008). 

En las publicaciones actuales, no hay aún un enfoque integral sobre la investigación 

del contenido metálico de las fracciones PM2.5 y PM10, o una evaluación de los riesgos para 

la salud ambiental de estos procesos. En este sentido, la mayoría de los investigadores se 

han centrado en la evaluación del riesgo para la salud de las partículas suspendidas totales 

(PST) y PM10, pero hay una carencia de estudios sistemáticos sobre los elementos traza 

asociados a la fracción PM2.5, que es precisamente aquella que supone un mayor riesgo para 

la salud ambiental y pública. Por lo tanto, como futuras líneas de investigación que ayuden 
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a abordar esta problemática con unas mejores garantías, consideramos de gran interés el 

estudiar esta fracción PM2.5, también la PM10, y su relación con el transporte de elementos 

traza potencialmente tóxicos. 

 

2.2.1.2a Evaluación en los suelos mineros 

A los suelos se les puede someter a estudios de caracterización físico-química, 

mineralógicos y de propiedades edáficas para evaluar su grado de contaminación, mientras 

que a los residuos se pasa a evaluar directamente su grado de toxicidad, o peligrosidad 

mediante estudios mineralógicos y de caracterización físico-química, para finalmente 

coincidir en una estimación, diferente en cada caso, pero conducente a establecer los riesgos 

asociados a estos suelos. Respecto de los estudios de riesgos asociados a los suelos, los 

mismos se centran en la proporción de fracciones móviles de elementos traza existentes en 

el total del suelo. 

Existen métodos basados en extracciones en un solo paso, si bien estos métodos han 

quedado ya desfasados por poco significativos desde el punto de vista ambiental. En este 

sentido, las investigaciones más actuales consideran como esencial la especiación, o 

fraccionamiento, de los elementos traza en las diversas fases que componen un suelo o 

sedimento. De esta forma, pueden evaluar la afección real que ese elemento puede tener 

sobre la cadena trófica, o el ecosistema en su conjunto, en función de los porcentajes de las 

distintas fracciones. A este respecto, lo habitual es comparar las fracciones disponibles, o 

biodisponibles según los casos, frente a las fracciones que no lo son. 

Varias metodologías analíticas basadas en procedimientos de extracción secuencial 

(SEP) se han ideado para estudiar la movilidad de los elementos traza, así como su nivel 

potencial de biodisponibilidad (Sundaray et al., 2011). Estos estudios se han basado en la 

suma de las fracciones disponibles y las fracciones de carbonatos asociados (Kabala y 

Singh, 2001; Fuentes et al., 2004; Karbassi y Shankar, 2005; Vanek et al., 2005). Las 

extracciones secuenciales proporcionan información cuantitativa sobre la distribución de 

los distintos elementos entre las distintas fracciones geoquímicas en suelos y sedimentos. 

Por tanto, con vistas a evaluar su impacto medioambiental total, los estudios 

existentes de los contaminantes no son suficientes, ya que el estado químico en el que estos 

elementos están presentes en los suelos y sedimentos (iones fácilmente intercambiables, 

carbonatos metálicos, óxidos, sulfuros, compuestos organometálicos, iones en redes 
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cristalinas de minerales, etc.) es determinante para evaluar su movilidad, biodisponibilidad 

y toxicidad (Usero et al., 1998; Weisz et al., 2000; Yu et al., 2001; Pérez-López et al., 

2008). 

En este sentido, cuando cambian las condiciones ambientales (pH, potencial redox 

(Eh), materia orgánica, etc.); algunos de los elementos traza presentes en el medio se 

pueden removilizar y ser liberados nuevamente en el ecosistema, con los efectos 

perniciosos que esto puede tener sobre la salud ambiental de su entorno (Li et al., 2001; 

Morillo et al., 2002; Peng et al., 2009). La propiedad más importante de los iones metálicos 

es que están biodisponibles y no son biodegradables en el medio ambiente, dependiendo su 

toxicidad y riesgo asociado de su movilidad, concentración total y de su forma química 

(Morillo et al., 2007). 

Los estudios sobre especiación de los elementos traza en los suelos y/o sedimentos, 

utilizando técnicas de extracción secuencial, es algo que se ha venido usando cada vez más 

(Kersten y Forstner, 1991; Fernandes, 1997; Gouws y Coetzee, 1997; Perin et al., 1997; 

Ngiam y Lim, 2007; Lei et al., 2010; Sundaray et al., 2011). A pesar de las dificultades y 

mayor trabajo a nivel operativo de las técnicas de extracción secuencial señalados por 

muchos investigadores (Wallman et al., 1993; Lim y Kiu, 1995), son uno de los métodos 

más utilizados para distinguir entre diferentes asociaciones geoquímicas de muchos 

elementos traza y para obtener una mejor comprensión de los procesos geoquímicos que 

ocurren en los suelos, residuos y sedimentos. Los suelos, residuos y sedimentos se pueden 

considerar como una mezcla heterogénea de partículas diferentes. Estas partículas pueden 

ser consideradas a su vez como un complejo conjunto de diferentes componentes orgánicos 

e inorgánicos (Martin et al., 1987). Estos substratos reciben elementos potencialmente 

tóxicos de fuentes naturales y de una amplia gama de fuentes antropogénicas (Saeki et al., 

1993; Davidson et al., 1992; Langston et al., 1999; Sundaray et al., 2006; Seshan et al., 

2010; Anithamary et al., 2012; Guo et al., 2012; Venkatramanan et al., 2013; 

Venkatramanan et al., 2014). 

Insistiendo en el tema, conviene resaltar una vez más que la toxicidad y la movilidad 

de los elementos traza en los suelos y sedimentos no sólo dependen de sus concentraciones, 

sino que también son muy dependientes de cómo se presentan (forma mineral y 

fraccionamiento), de sus propiedades químicas, y de algunas condiciones ambientales que 

los rodean tales como el pH, potencial redox, y la acción biológica de las raíces y la 

formación de quelatos (Thomson y Frederick, 2002). También ha demostrado que el 
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contenido de arcillas y de materia orgánica juega un papel importante en el comportamiento 

de los metales (Otero et al., 1998). Por estas razones, es importante reconocer la 

especiación de elementos traza en diferentes fracciones de suelo para determinar su grado 

de movilidad, disponibilidad y persistencia en el medio ambiente. Como cuestión de hecho, 

la contaminación del suelo y los sedimentos debido a los metales pesados y metaloides tales 

como As, Cd, Cr, Cu, Ni, Pb y Zn, representa una fuente de peligro potencial grave para el 

equilibrio de los ecosistemas y la salud de los seres vivos (Nagajyoti et al., 2010). 

El riesgo ambiental de los suelos y sedimentos, así como su calidad puede ser 

evaluada a través de los índices de contaminación, tales como el factor de enriquecimiento 

(EF) y el índice de geoacumulación (Igeo), que permiten la caracterización de los elementos 

traza de origen en fuentes antropogénicas, tal y como se ha visto anteriormente, así como 

los niveles de contaminación, comparando el enriquecimiento en elementos traza con los 

valores de fuentes no contaminadas que se utilizan de referencia (valores de base) 

(Christophoridis et al., 2009; Delgado et al., 2010; Mil-Homens et al., 2007). Para el caso 

concreto de los sedimentos, las directrices de calidad de los sedimentos (SQGs), nos indican 

el estado de contaminación de los sedimentos, teniendo en cuenta el contenido total de 

elementos traza, con sus efectos adversos en los organismos acuáticos, por ejemplo usando 

el nivel de efecto umbral (TEL) y el nivel del efecto probable (PEL) (Caeiro et al., 2005; 

Díaz de Alba et al., 2011; Saleem et al., 2013). 

Otras metodologías nos permiten evaluar el riesgo ecotoxicológico, teniendo en 

cuenta la movilidad/disponibilidad del contaminante, tales como, el código de evaluación 

del riesgo (RAC), evaluación que se basa en la correlación entre el porcentaje del elemento 

traza más disponible, con el riesgo para determinadas especies (Delgado et al., 2011; Passos 

et al., 2010; Yuan et al., 2014).  

Desde el punto de vista ambiental, es fundamental la suma de las fracciones solubles 

en agua e intercambiables, como responsables del riesgo ambiental derivado de estos 

procesos de contaminación a partir de suelos o sedimentos, resultando irrelevantes a estos 

efectos el resto de fracciones, en particular la fracción residual (Lei et al., 2010). 

Con la finalidad de evaluar el riesgo ambiental asociado a la contaminación por 

elementos traza, cada vez más autores utilizan las conclusiones derivadas de las 

extracciones secuenciales, que nos indican la fuerza con la que el metal o elemento traza 

considerado se une a cada una de las fracciones a las que se encuentra ligado al suelo o 
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sedimento, y por lo tanto la capacidad de los metales para ser liberados al medio ambiente 

y así entrar en la cadena trófica o en los medios atmosférico, edáfico o hídrico (Favas, 

2013). Así, se expresan diversos factores, como puede ser el RAC (Risk Assessment Code) 

que nos expresa el porcentaje entre las fracciones biodisponibles para el medio, como son 

las fracciones solubles (fracción 1 en la mayoría de los protocolos de las extracciones 

secuenciales) y las fracciones intercambiables (fracción 2 en la mayoría de estos 

protocolos), en relación a la concentración total de ese elemento en el suelo o sedimento en 

el que se analiza (Favas, 2013). De esta forma, en función de este porcentaje y de su valor 

en relación a valores tabulados, se determina la existencia o no de riesgo, así como su 

intensidad. 

Para incidir más en lo anteriormente expuesto, conviene indicar que a pesar del uso 

del contenido total de elementos traza como criterio para evaluar su posible riesgo para el 

ecosistema, este proporciona información insuficiente sobre la movilidad, 

biodisponibilidad y por lo tanto la toxicidad de estas sustancias peligrosas para los 

ecosistemas y poblaciones humanas (Gu et al., 2014; Hooda, 2010; Sundaray et al., 2011). 

En consecuencia, la especiación de elementos traza en los suelos y sedimentos a través de 

las técnicas de extracción secuencial es, por tanto, un factor crítico a la hora de evaluar los 

impactos ambientales potenciales y sus riesgos (Peng et al., 2004). En la actualidad, la 

mayor parte de la información sobre las fracciones biodisponibles de contaminantes en los 

suelos urbanos se refiere a As, Cd y Pb. Hay una falta de información sobre la 

bioaccesibilidad humana para otros elementos contaminantes típicos tales como Ni, Cr y 

Cu (Ruby, 2004). 

Numerosos métodos de extracción secuencial se utilizan en la actualidad, y difieren 

según el tipo de reactivo utilizado, las condiciones experimentales aplicadas, y el número 

de pasos necesarios (Tessier et al., 1979; Gibson y Farmer, 1986; Dold, 2003).  

Los datos obtenidos a partir de diferentes esquemas de extracción secuencial 

resultan difícilmente comparables, ya que los resultados dependen del procedimiento de 

extracción utilizado. Con el objetivo de armonizar los diferentes regímenes de extracción, 

la Oficina Comunitaria de Referencia (Community Bureau of Reference –BCR-) ahora 

llamada Programa de Pruebas, Medidas y Normalización (Standards, Measurements and 

Testing Programme), propuso un procedimiento de extracción de tres pasos consistentes en 

lo siguiente: 
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• Extracción con ácido acético (Paso 1: fracción intercambiable y soluble en ácido) 

• Extracción con hidrocloruro de hidroxilamina (Paso 2: fracción reducible)  

• Extracción de peróxido de hidrógeno / acetato de amonio (Paso 3: fracción oxidable). 

En este sentido, este ha sido uno de los métodos estandarizados de mayor 

aceptación, sobre todo tras las diferentes mejoras introducidas posteriormente por otros 

autores (Rauret et al., 1999; Ure et al., 1993; Sahuquillo et al., 1999; Arain et al., 2008). 

Estas mejoras se hicieron debido a que el método original presentaba una cierta falta de 

reproducibilidad, razón por la cual fue necesario mejorar algunas condiciones operativas 

del procedimiento original, tales como el control del  pH y la concentración de la solución 

de hidrocloruro de hidroxilamina, así como incrementar la velocidad de centrifugación 

(Sahuquillo et al., 1999). En definitiva, se trata de un procedimiento de tres etapas sencillo 

que ha sido probado a fondo por ensayos interlaboratorios (Cappuyns et al., 2007), para 

estandarizar diversos procedimientos existentes, obteniendo tres fracciones separadas 

(ácido soluble extraíble, reducible y oxidable) (Ure et al., 1993) y para lograr la 

comparabilidad cuando se utiliza extracción secuencial (Quevauviller et al., 1997). Esta 

metodología proporciona información sobre el contenido total, o más exactamente pseudo 

total, de elementos traza en el medio, sin dar una evaluación directa de las contribuciones 

antropogénicas (Pérez-Santana et al., 2007). 

Tras estas mejoras, el método de extracción secuencial BCR modificado presenta 

ventajas en comparación con otros métodos, como son su alta reproducibilidad y altos 

porcentajes de recuperación (Cuong y Obbard, 2006; Pueyo et al., 2008). Además, este 

procedimiento ya se ha aplicado para evaluar la movilidad de elementos traza en varios 

tipos de matrices, incluyendo sedimentos con orígenes distintos, suelos enmendados con 

de lodos de depuradora y diferentes suelos industriales contaminados (Margui et al., 2004), 

sedimentos (Davutluoglu et al., 2011; Díaz de Alba et al., 2011; Delgado et al., 2011; 

Passos et al., 2010), suelos (Martley et al., 2004; Pérez-López et al., 2008; Rao et al., 2008) 

y residuos (Alvarenga et al., 2007). 

En cualquier caso, y en relación a los suelos se han aplicado con éxito diversas 

metodologías de extracción secuencial, y no solo la BCR (Janoš et al., 2010; Madrid et al., 

2007), incluyendo diversos estudios sobre el fraccionamiento de los elementos tóxicos (Cu, 

Pb, Fe, Mn y Sn) en suelos urbanos (Hursthouse et al., 2004; Madrid et al., 2002, 2004) 

que han permitido la discriminación entre fuentes naturales y antropogénicas. 
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No obstante, a partir de estas zonas mineras se generan otros problemas adicionales, 

como es la incorporación de estos elementos traza a las aguas y a la atmósfera. El caso de 

las aguas, tanto superficiales como subterráneas ha sido más ampliamente considerado. Al 

entrar estos elementos traza en los sistemas acuáticos, acaban por suponer una seria 

amenaza debido a sus características peligrosas (Carman et al., 2007; Chon et al., 2010; 

Davutluoglu et al., 2011). A este respecto, la evaluación de la calidad de los sedimentos 

desempeña un papel importante en el buen estado ecológico y químico de las aguas (Borja 

y Heinrich, 2005), siendo este el objetivo principal de la Directiva Europea Marco del Agua 

(DMA) (ECC, 2000). No obstante, hay que tener en cuenta que aunque este documento 

legal no menciona los sedimentos como un compartimento que debiera ser específicamente 

investigado, esta matriz constituye una de las fuentes más importantes de contaminación 

del agua por parte de los metales y metaloides con carácter tóxico, así como, un importante 

portador de sustancias peligrosas en las masas de agua (Sekabira et al., 2010; Yuan et al., 

2014). 

 

2.2.1.2b Evaluación en los residuos mineros 

Por su parte, los aspectos e implicaciones metodológicas asociadas a los residuos 

mineros resultan más complejos y diversos que los considerados para los suelos. 

Desde un punto de vista científico, son abundantes los trabajos llevados a cabo 

sobre la caracterización físico-química, así como de la toxicidad de estos residuos mineros 

(Margui et al., 2004). En el sentido toxicológico, la medición de las concentraciones totales 

de los elementos traza es una herramienta útil para evaluar su carga en suelos, sedimentos 

y residuos. No obstante, su movilidad depende fuertemente de sus formas o modos de unión 

químicos específicos. Sin embargo, la determinación de las especies químicas específicas 

o formas de unión es a menudo difícil y casi imposible. Por esta razón, en la actualidad se 

están utilizando los procedimientos de extracción secuencial debido a que proporcionan 

información sobre el fraccionamiento de los elementos en las diferentes matrices de la 

muestra sólida, lo que proporciona importante información sobre los riesgos ambientales 

de estos materiales contaminados (Margui et al., 2004). 

A este respecto, al igual que para los suelos una de las metodologías más utilizadas 

ha sido la propuesta por la Oficina Comunitaria de Referencia (Community Bureau of 

Reference –BCR-) ahora llamada Programa de Pruebas, Medidas y Normalización 
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(Standards, Measurements and Testing Programme), consistente en un proceso de 

extracción de tres pasos. No obstante, diversos autores especializados en residuos de 

minería metálica, han propuesto otro tipo de metodologías mucho más específicas y que 

proporcionan una mejor y más completa información acerca del fraccionamiento de los 

elementos traza asociado a estos residuos, y por lo tanto acerca de su dinámica, geoquímica 

y toxicidad. Entre estos, uno de los protocolos más detallados y eficaces a la hora de trabajar 

con estos residuos de minería metálica es el propuesto por Bernhard Dold (2003), y que se 

basa en una extracción de 7 pasos en la que secuencialmente va extrayendo los metales 

ligados a la fracción soluble en agua, la fracción intercambiable, la fracción lixiviable de 

los oxihidróxidos de Fe(III), la fracción lixiviable de los óxidos de Fe(III), la fracción ligada 

a los sulfuros metálicos secundarios y compuestos orgánicos, la fracción ligada a los 

sulfuros primarios y, por último, la fracción ligada a los silicatos residuales. 

La información derivada de la aplicación de estos procedimientos de extracción 

secuencial, en combinación con los estudios de toxicidad de los productos de lixiviación 

de estos residuos, permiten evaluar la movilidad, y por tanto el riesgo asociado, a los 

residuos mineros estudiados. 

Por su parte, en relación a la consideración técnica de los residuos mineros, hay 

que indicar la Directiva 2006/21/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 15 de marzo 

de 2006, sobre la gestión de los residuos de industrias extractivas estableció en su Artículo 

20 que los Estados miembros se asegurarán de que se confeccione y actualice 

periódicamente un inventario de las instalaciones de residuos cerradas, que se hará público, 

y que deberán tener en cuenta las metodologías a las que se refiere el artículo 21. Estas 

metodologías deberán permitir, por tanto, que se establezcan los métodos o procedimientos 

de evaluación del riesgo para reconocer aquellas instalaciones de residuos mineros que 

tengan un impacto ambiental grave o que puedan convertirse a medio o corto plazo en una 

amenaza grave para la salud de las personas o para el medio ambiente. Tras la trasposición 

de la Directiva al derecho nacional a través del Real Decreto 975/2009, sobre gestión de 

los residuos de las industrias extractivas y de protección y rehabilitación del espacio 

afectado por actividades mineras, se estableció que, de acuerdo con la Directiva, en el plazo 

de cuatro años se elaboraría un inventario de las instalaciones de residuos mineros 

clausuradas, con la finalidad de proceder a su control, evaluación y minimización de 

riesgos. Hasta ahora, más de 6 años después, lo que se ha hecho ha sido la elaboración de 

un “Manual para la evaluación de riesgos de instalaciones de residuos de industrias 
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extractivas cerradas o abandonadas” (Alberruche del Campo et al., 2014), sin que los 

aspectos de control efectivo se hayan llevado hasta el momento, al menos en una proporción 

destacable. 

Desde un punto de vista técnico, la evaluación de la contaminación, toxicidad y 

riesgo asociado a los residuos mineros se ha hecho considerando aspectos como los que se 

indican en este apartado (Alberruche del Campo et al., 2014).  El objetivo final de esta 

evaluación no es otro que el de poder fijar prioridades de actuación y gestión, basado en el 

riesgo que presentan las instalaciones abandonadas o los depósitos de residuos mineros. 

En términos generales, riesgo es la medida combinada de la probabilidad de que 

ocurra un suceso o evento y de sus consecuencias más o menos negativas. Por lo tanto, 

puede describirse como un concepto que tiene dos dimensiones: la probabilidad de 

ocurrencia y la severidad de las consecuencias. En el campo de la salud y del medio 

ambiente, el riesgo se identifica como la probabilidad de que un individuo o una población 

presenten una mayor incidencia de efectos adversos por exposición a un peligro (USEPA, 

2001). 

Esta metodología de evaluación de riesgos ha de ser capaz de contemplar la enorme 

variedad de situaciones o escenarios de riesgo posibles en todos los casos que pudieran 

presentarse, considerando para ello el listado de posibles escenarios de riesgo. Además, el 

procedimiento que se plantee deberá ser coherente, en la medida de lo posible, con el texto 

de la Directiva 2006/21/EC y las Decisiones de la Comisión que la complementan, en lo 

que se refiere a clasificación de los residuos y de las instalaciones de residuos. Esta 

condición implica la realización de campañas de muestreo y análisis de laboratorio 

ajustados a las normas en cada caso, o buscar alternativas a esto y realizar la evaluación 

introduciendo un término complementario de incertidumbre, que junto a los resultados 

finales de la evaluación permitiera establecer prioridades o necesidades complementarias. 

En cualquier caso, hay que aclarar que no es necesario para la evaluación de riesgos 

conocer todos los aspectos que pueden ser relevantes para una rehabilitación de todos los 

depósitos de residuos mineros, ya que lo realmente necesario es disponer de información 

uniforme de estos depósitos, así como de una metodología sencilla y sistemática que nos 

permita fijar prioridades y así minimizar los riesgos (Alberruche del Campo et al., 2014). 

Con carácter general, unos posibles escenarios de contaminación que se pueden dar 

en estas zonas de minería metálica son la generación de efluentes contaminantes con 
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afección a las aguas superficiales, la generación de  efluentes  contaminantes  con  afección  

a los recursos hídricos subterráneos, la movilización de material particulado por acción del 

viento y la emisión de sedimentos contaminantes por erosión hídrica. Por otra parte, pueden 

considerarse los riesgos asociados a los posibles fallos de los depósitos de almacenamiento 

de estos residuos. 

Desde un punto de vista técnico, la toxicidad de los residuos se estima a partir de 

datos analíticos obtenidos sobre muestras de los mismos. En principio, sería posible evaluar 

la toxicidad a partir de muestras que puedan ser consideradas representativas de un depósito 

de residuos o de información publicada de la que se puedan deducir valores medios o rangos 

de los diferentes parámetros.  

Estos datos de concentración elemental se obtienen por vía húmeda (digestiones 

incluidas en protocolos de extracción de un solo paso, o bien de extracciones secuenciales), 

de las cuales se estiman las cantidades elementales por técnicas como la espectrometría de 

absorción atómica, o bien mediante la valoración por ICP. Cuando se trata de muestras 

sólidas, esta valoración se puede hacer para el total de ese elemento, sin entrar en su 

fraccionamiento, mediante procedimientos no destructivos como la Fluorescencia de Rayos 

X (FRX). Otra medida que se recomienda es la determinación del potencial de acidez puede 

ser una medida de la capacidad de los residuos para generar drenajes ácidos de mina 

(DAM). Este método de valoración de la acidez potencial se basa en la metodología de la 

Contabilidad Ácido-Base (Acid Base Accounting –ABA-). Además de la analítica relativa 

a elementos traza, puede ser útil obtener algunas medidas sencillas tales como el valor del 

pH, potencial redox, etc. Con vistas a establecer una lista de mayor o menor riesgo asociado 

a la presencia de elementos tóxicos en los residuos mineros, se hacer necesario llevar a 

cabo una valoración de los iones liberados mediante pruebas de lixiviación con agua 

desionizada (USGS, 1999; USEPA, 2009). Como método típico de estos test de lixiviación 

se puede citar el método EN 12457-2 (European Committee for Standardization, 2002), el 

cual evalúa la concentración de los elementos contenidos en los lixiviados. 

En relación a la afección de las aguas, hay que resaltar el hecho de que asociados a 

estas zonas mineras, se producen gran cantidad de lixiviados ácidos que contienen metales, 

metaloides y sulfatos, y que constituyen el llamado drenaje ácido de minas (AMD) 

(Fernández-Caliani et al., 2009; Guillén et al., 2011; Nieto et al., 2007). Este proceso aporta 

ingentes cantidades de elementos traza a las masas de agua y sus sedimentos. Hay varias 

fuentes de los AMD, incluyendo los afloramientos de depósitos de sulfuros polimetálicos, 
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los productos relacionados con la explotación de estos depósitos (como depósitos de 

desechos, residuos del proceso de fundición, cenizas, etc.), y los residuos y cámaras 

abandonados de la minería en galería. Los metales y metaloides que lixivian a partir de los 

residuos abandonados de la minería de sulfuros, son una fuente muy importante de 

contaminación ambiental del agua, atmósfera, suelos y sedimentos (Romero et al., 2006; 

Nieto et al., 2007; Fernández-Caliani et al., 2009; Guillén et al., 2011). 

Una metodología aplicable a estos casos sería el establecer una medida de la 

peligrosidad de los residuos mediante el Ensayo de Lixiviación en Campo (Field Leaching 

Test, FLT), que nos daría de una forma sencilla los valores de pH y conductividad eléctrica, 

así como un lixiviado sobre el que poder medir contenidos en elementos potencialmente 

tóxicos (Hageman, 2004). 

De forma complementaria, y con la finalidad de obtener información adicional 

acerca de las formas de metal movilizadas más fácilmente en los residuos mineros, algunos 

estudios pueden incluir pruebas de lixiviación, como pueden ser la TCLP o la DIN 38414-

S4. La primera de ellas (TCLP: Toxicity Characteristic Leaching Procedure) fue 

desarrollado por la Agencia de Protección Ambiental de los Estados Unidos (US-EPA) para 

determinar si un residuo tenía características de toxicidad y por tanto si eran peligrosos 

(Mcdonnel, 1989). El segundo ensayo de lixiviación (DIN 38414-S4), se basa en el Método 

Estándar Alemán, ha sido propuesto por el Instituto Alemán de Normalización (Deutsches 

Institut für Normung –DIN-), y fue desarrollado para evaluar la lixiviación de lodos y 

sedimentos del agua y de tratamiento de aguas residuales (DIN 38414-S4, 1984). Estos 

procedimientos de extracción individuales, en un solo paso, has sido ampliamente 

utilizados como una herramienta general para evaluar los materiales, suelos, sedimentos y 

residuos contaminados por elementos (Margui et al., 2004). 

El impacto que sobre las aguas subterráneas generan las actividades mineras son 

mucho más infrecuentes que los que se producen sobre las aguas superficiales, debido a la 

velocidad mucho más lenta del movimiento de las aguas y del comportamiento de la carga 

contaminante en el subsuelo (Alberruche del Campo et al., 2014). Muchos de los métodos 

clásicos empleados para evaluar la contaminación de aguas subterráneas también incluyen 

una evaluación de las posibilidades de que se produzca la difusión o infiltración en el 

subsuelo. 
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En relación a los procesos de erosión eólica y generación de polvo atmosférico, hay 

que indicar que uno de los grandes problemas asociados a zonas mineras, y en particular a 

los depósitos de residuos de flotación abandonados, es el arrastre de material particulado 

por la acción del viento o erosión eólica (Alberruche del Campo et al., 2014), que además 

puede también incrementar el riesgo de inestabilidad mecánica de dichas estructuras de 

almacenamiento (Espinace et al., 2006). Los elementos contaminantes presentes en ese 

material removido por el viento desde los depósitos de residuos o desde las escombreras, 

puede representar un daño directo por contaminación de los ecosistemas, poblaciones y 

cultivos circundantes, y afectar por inhalación, ingestión o contacto dérmico a personas y 

animales (Blight, 2007; Oblasser y Chaparro, 2008).  

Respecto de la caracterización de los residuos por su susceptibilidad a la erosión 

eólica, desde el punto de vista epidemiológico y toxicológico, además de su composición 

elemental y mineralógica, es determinante el tamaño de las partículas arrastradas por el 

viento y de las integradas en el polvo atmosférico, haciendo especial hincapié en el material 

particulado más fino y con efectos más deletéreos sobre los organismos, es decir las PM10 

y las PM2,5. 

Otros procesos a tener en cuenta en relación a los residuos de minería y sus 

depósitos, son los de erosión hídrica y emisión de sedimentos contaminantes. A este 

respecto, hay que tener en cuenta que las actividades fuertemente alteradoras del terreno, 

como la extractiva, pueden originar importantes problemas de erosión hídrica y emisión de 

sedimentos como consecuencia, principalmente, de la masiva exposición de material 

disgregado, de suelo sin cobertura vegetal o conformado por materiales sin estructura y 

desprotegidos, además de presentar grandes pendientes en muchas ocasiones. Una vez que 

estos sedimentos arrastrados por erosión hídrica, alcanzan cauces o sistemas de drenaje, 

pueden llegar a ser transportados a lo largo de kilómetros, con lo cual el efecto 

contaminante puede llegar a afectar a mayores extensiones de territorio. 

Por lo tanto, sobre estos depósitos se pueden hacer estudios de tasas de erosión y de 

erodibilidad, mientras que sobre los regolitos arrastrados se harán estudios de niveles de 

elementos traza basados, principalmente, en digestiones ácidas, o bien mediante 

fluorescencia de rayos X (FRX) si se trabaja mediante métodos no destructivos. En el caso 

de las digestiones ácidas, una parte alícuota de la solución obtenida se analizará mediante 

técnicas espectrofotogramétricas, como la Espectrometría de Emisión Atómica con Plasma 
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Acoplado Inductivamente (ICP-AES) o la Espectrometría de Masas con Plasma Acoplado 

Inductivamente (ICP-MS). 

A la hora de evaluar la toxicidad y riesgo de los residuos mineros, no únicamente 

hay que tener en cuenta la evaluación puntual de los mismos, sino que una vez depositados 

en balsas o pantanos mineros para permanecen allí durante largos períodos de tiempo, son 

otros los parámetros que habría que evaluar con la intención de valorar la eficacia de las 

medidas de restauración y minimización de riesgos en instalaciones mineras. Resulta 

habitual que los depósitos de residuos mineros abandonados correspondientes a 

explotaciones en vigor desde antes de los años ochenta no hayan sido sometidos a ninguna 

clase de medida de rehabilitación o remediación, mientras que otros han sido recubiertos 

en algún momento recubiertos con otros materiales y, a veces, revegetados (Alberruche del 

Campo et al., 2014). En este sentido, un serio problema que se ha detectado es la escasa, 

casi nula en algunos casos, eficacia de las medidas de “sellado”, minimización de riesgos 

y restauración ambiental de la superficie de estos depósitos (Gómez-Ros et al., 2013). A 

este respecto, hay que incidir una vez más en la alta movilidad de los elementos traza dentro 

de los suelos y residuos a los que se encuentra asociado, además de su carácter recalcitrante 

que implica que los mismos no se puedan degradar, de ninguna manera, pero tampoco 

eliminar del sistema de una forma fácil e inocua. 

En relación a todo esto, hay que destacar como punto fundamental, la escasa eficacia 

que la mayor parte de las tecnologías de sellado y restauración aplicadas a los depósitos de 

residuos de minería metálica han tenido hasta el momento (Gómez-Ros et al., 2013). Esto 

se ha traducido en una difusión a lo largo de los perfiles de los tecnosoles y materiales 

instalados en su superficie de una forma casi libre, lo que ha provocado, por un lado la 

contaminación de la cadena trófica y por otro la puesta a disposición de los agentes de 

erosión (atmósfera, viento y agua) de gran cantidad de elementos tóxicos que no hacen sino 

afectar a grandes superficies y poblaciones localizadas en los entornos de estas poblaciones 

mineras (García et al., 2008; Gómez-Ros et al., 2013). Es por ello que se hace cada vez 

más necesario el desarrollo e implementación de tecnologías más eficientes que ayuden a 

solucionar este problema, siguiendo criterios ecológicos y con unos costes asumibles 

(García y Gómez-Ros, 2016), algo que por otro lado viene contemplado en la disposición 

adicional tercera del RD 975/2009 “Mejores técnicas disponibles”, en el que se indica que 

“la autoridad competente realizará el seguimiento de la evolución de las mejores técnicas 

disponibles para la gestión de los residuos mineros y de las instalaciones en las que se 
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depositan, incluso después de su cierre”. No obstante, y lamentablemente, esto no parece 

llevarse a la práctica, al menos de un modo efectivo. 

Por otro lado, resulta complicado establecer una distancia de alcance final sobre su 

entorno de la contaminación proveniente de la zona minera y que sirva como marco 

espacial de referencia para la evaluación de los daños, no existiendo tampoco mucho 

acuerdo al respecto en la literatura científica (Alberruche del Campo et al., 2014). 

Además de todos los riesgos anteriormente descritos, hay un escenario más que es 

el que surge del contacto directo de las personas, o demás organismos del ecosistema, con 

los residuos mineros, con posibilidad de inhalación, ingestión accidental o contacto 

dérmico. A este respecto, muchas zonas mineras abandonadas son utilizadas de forma más 

o menos intensa para el desarrollo de actividades recreativas, deportivas, etc., que implican 

la presencia más o menos frecuente de personas y sus vehículos. Estas actividades, además 

de incrementar la erosión y generación de polvo cargados en elementos tóxicos, hacen que 

las personas que ejercen esas actividades estén expuestas a estas nubes de polvo, algo que 

también ocurre con las poblaciones más cercanas en muchas ocasiones. 

A todo esto se le une el hecho de que durante los últimos años se han declarado 

distintas figuras protección sobre determinados elementos del patrimonio geominero, 

principalmente bajo las figuras de Bienes de Interés Cultural (BIC), con la categoría de 

Sitio Histórico, de la “Zona Minera de Riotinto-Huelva” (Decreto 236/2005, de 25 de 

octubre, por el que se declara BIC la Zona Minera de Riotinto-Nerva, ubicada en los 

términos municipales de Minas de Riotinto, Nerva y El Campillo, en Huelva), o de la Sierra 

Minera de Cartagena-La Unión (Decreto 93/2009, de 30 de abril, del Consejo de Gobierno 

de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, por el que se declara BIC la Sierra 

Minera de Cartagena y La Unión, en Murcia) (Alberruche del Campo et al., 2014). Todo 

ello, fomenta las visitas a estas zonas, lo que incrementa el riesgo asociado al posible 

contacto directo con materiales potencialmente dañinos para la salud de las personas. En 

relación a todo esto, hay que tener en cuenta que los escenarios de riesgo relacionados con 

el contacto directo incluyen las vías de exposición relativas a la inhalación de material 

particulado, ingestión accidental y contacto dérmico. Por tanto, una valoración del riesgo 

en estos casos debería considerar aspectos tales como la dosis de exposición conforme a su 

concentración, biodisponibilidad para cada una de las vías, especificidades de los 

potenciales receptores, entre otros aspectos. 
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Por este motivo, esta exposición directa de las personas por los elementos tóxicos 

asociados a los materiales finos presentes en los depósitos de residuos mineros, deberían 

de ser tenidos en cuenta por el legislador, incluso antes de tener constancia de que se 

desarrollan actividades sobre estos espacios, con el fin de minimizar los riesgos para la 

población mediante una prácticas adecuadas y específicas de gestión y manejo de estas 

zonas y de estas actividades. Estas prácticas podrían incluir desde el vallado y/o 

señalización a estos espacios, a la limitación del acceso en épocas secas y ventosas en las 

que se ven incrementadas la intensidad y cantidad de nubes de polvo tóxico generadas en 

estos espacios. Además, y como cuestión fundamental para minimizar los riesgos, se 

deberían implementar nuevas tecnologías más activas y eficientes a la hora de disminuir la 

movilidad de los elementos traza en el perfil de estos depósitos de los residuos mineros 

(García y Gómez-Ros, 2016), tal y como viene contemplado en la disposición adicional 

tercera del RD 975/2009 pero que, lamentablemente, no parece que se haya implementado 

de un modo efectivo. 

 

2.2.2.- La evaluación de la contaminación, toxicidad y riesgo ambiental desde el campo 

normativo 

Desde el punto de vista normativo, la evaluación de la contaminación, toxicidad y 

riesgo ambiental de los suelos y residuos mineros de zonas de minería metálica se verán 

afectados por diversas normas provenientes de distintos ámbitos. 

Así, en relación a los suelos mineros, la normativa minera no recoge nada en tanto 

y en cuanto no lo considera como un recurso minero. De este modo, la única norma que 

aplicaría para estos suelos sería la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos 

contaminados, en adelante LRSC. Esta norma, aun siendo la única aplicable es este ámbito, 

se limita a recoger los aspectos relativos a los suelos contaminados tan solo dentro de su 

Título V, artículos 33 a 38. Además, en lo referido a los criterios técnicos para declarar un 

suelo como contaminado, se remite al reglamento ya existente en el régimen jurídico 

anterior  y en vigor, el Real Decreto 9/2005, de 14 de enero, por el que se establece la 

relación de actividades potencialmente contaminantes del suelo y los criterios y estándares 

para la declaración de suelos, en adelante RDSC. Así por tanto, considerará a estos suelos 

como contaminados cuando superen los Niveles Genéricos de Referencia (NGR) fijados 

por el Órgano Competente, básicamente la Comunidad Autónoma, o en su defecto estimen 
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este valor NGR mediante el cálculo que surge de la adición de dos veces la desviación 

estándar a la media aritmética, obtenida con el análisis de contenidos totales de metales en 

suelos no contaminados, independientemente de la distribución de la población que se 

utilice, conforme a lo recogido en el Anexo VII del RDSC, relativo a los criterios para el 

cálculo de niveles genéricos de referencia. 

Dichos contenidos deben ser lo suficientemente bajos como para que los posibles 

riesgos sobre los seres humanos y los ecosistemas ecológicos sean insignificantes, tanto a 

corto como a largo plazo. Se considera que los contenidos en los residuos de dicha serie de 

elementos son insignificantes si no se superan los valores mínimos nacionales para los 

emplazamientos definidos como no contaminados o los niveles naturales nacionales 

pertinentes. Con esta premisa, se ha considerado emplear como referencia los contenidos o 

niveles de fondo para los suelos fijados para cada entorno geológico o comunidad 

autónoma, estableciendo comparaciones entre los contenidos totales de elementos medidos 

en los residuos o sedimentos y los correspondientes a los suelos. Los niveles de fondo 

pueden definirse como la concentración de una sustancia, presente de forma sistemática en 

el medio natural, que no ha sido influenciada por actividades humanas localizadas. En 

teoría, estos valores deberían permitir de forma suficiente la detección de la presencia de 

concentraciones no naturales en suelos y sedimentos. Aunque no existe información 

relativa a niveles de fondo de elementos traza de todas las comunidades autónomas, existen 

numerosos trabajos publicados que permiten obtener guías de valores de fondo de suelos 

para muchos lugares. 

Por su parte, en lo relativo a los residuos mineros, la normativa es más amplia y 

variada. En los últimos años, la Comisión ha recibido muchas preguntas de ciudadanos o 

sus representantes. En ellas se exponen sus dudas e inquietudes respecto a la efectividad 

del marco legislativo vigente en la UE, sobre todo por lo que se refiere a la legislación sobre 

residuos de la minería, evaluación de impacto ambiental o protección del agua y el aire 

(COM, 2014). En muchas ocasiones la interpretación de esta legislación europea, varía de 

un Estado miembro a otro, con interpretaciones aparentemente divergentes respecto de la 

legislación en materia de aguas y residuos de la minería (COM, 2014). 

Así, de acuerdo con lo indicado en el artículo 1.1 de la Decisión de la Comisión de 

30 de abril de 2009 (2009/359/CE)1, por la que se completa la definición de residuos inertes 

                                                           
1Decisión de la Comisión de 30 de abril de 2009 por la que se completa la definición de residuos inertes en 
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en aplicación del artículo 22, apartado 1, letra f) –actualmente artículo 22, apartado 2, letra 

c)– de la Directiva 2006/21/CE2, los residuos únicamente se considerarán inertes a tenor 

de los artículos 3.7.e) del Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los 

residuos de las industrias extractivas y de protección y rehabilitación del espacio afectado 

por actividades mineras en adelante RD 975/2009, y el artículo 3.3 de la Directiva 

2006/21/CE, si reúnen todos los criterios siguientes, tanto a corto como a largo plazo: 

a) Los residuos no sufrirán ninguna desintegración o disolución importantes ni ningún 

otro cambio significativo susceptible de provocar efectos ambientales negativos o de 

dañar la salud humana. 

b) Los residuos tendrán un contenido máximo de azufre en forma de sulfuro del 0,1 por 

ciento, o tendrán un contenido máximo de azufre en forma de sulfuro del 1 por ciento 

y un cociente de potencial de neutralización, definido como el cociente entre el 

potencial de neutralización y el potencial de acidez y determinado mediante una prueba 

estática según el prEN 15875, superior a 3. 

c) Los residuos no presentarán riesgos de combustión espontánea y no arderán. 

d) El contenido de sustancias potencialmente dañinas para el medio ambiente o la salud 

humana en los residuos y, en especial, de As, Cd, Co, Cr, Cu, Hg, Mo, Ni, Pb, V y Zn, 

incluidas las partículas finas aisladas en los residuos, es lo suficientemente bajo como 

para que sus riesgos humanos y ecológicos sean insignificantes, tanto a corto como a 

largo plazo. Para poder ser considerados lo suficientemente bajos como para presentar 

riesgos humanos y ecológicos insignificantes, el contenido de esas sustancias no 

superará los valores mínimos nacionales para los emplazamientos definidos como no 

contaminados o los niveles naturales nacionales pertinentes. 

e) Los residuos deben estar sustancialmente libres de productos utilizados en la extracción 

o el tratamiento que puedan dañar el medio ambiente o la salud humana. 

Recoge, también, esta Decisión que el contenido de sustancias potencialmente 

dañinas para el medio ambiente o la salud humana en los residuos, incluidas partículas finas 

aisladas en los residuos, como son elementos traza como As, Cd, Co, Cr, Cu, Hg, Mo, Ni, 

                                                           
aplicación del artículo 22, apartado 1, letra f), de la Directiva 2006/21/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo sobre la gestión de los  residuos de industrias extractiva. 
 
2Directiva 2006/21/CE de 15 de marzo de 2006, sobre gestión de los residuos de industrias extractivas. 
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Pb, V y Zn, debe ser lo suficientemente bajo como para que su presencia no se deriven 

posibles riesgos sobre los seres humanos y los ecosistemas de cierta significación ni a corto 

ni a medio o largo plazo. Respecto de los contenidos máximos admisibles de dichos 

elementos traza tóxicos en los residuos mineros, indicar que los mismos estarían fijados 

por los Niveles Genéricos de Referencia para suelos, establecidos por las diferentes 

administraciones (Ministerio o Comunidades Autónomas). Indicar aquí, que las rocas con 

una alta concentración en sulfatos y sales, así como aquellas que se someten a un 

tratamiento mediante flotación, y que en principio puedan ser consideradas inertes, como 

por ejemplo el caolín y los feldespatos, entre otras, quedarían excluidas de esta norma 

(Alberruche del Campo et al., 2014). 

Otro aspecto a comentar hace referencia al citado Anexo I del Real Decreto 

975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos de las industrias extractivas y de 

protección y rehabilitación del espacio afectado por actividades mineras-texto consolidado-

). Así, si bien en el mismo se recogen tablas relativas a la identificación de dichos residuos 

mineros considerados inertes, con sus códigos LER, hay que entender que dichas tipologías 

de residuos no son sino categorías. Por tanto, en nuestra opinión, y a efectos de no inducir 

a errores, el paso previo para determinar el carácter de inerte o peligroso no es tanto el de 

ver si el tipo de residuo se corresponde con alguna de las categorías recogidas en el Cuadro 

1º de este Anexo I, sino ver si cumple las características recogidas en el apartado 1.1.2 del 

citado Anexo I, y ya indicadas en párrafos anteriores de este punto. En consecuencia, si 

cumpliese con todas estas características, estaríamos hablando de residuos inertes, 

pudiendo afirmarse que su probabilidad de generar problemas de contaminación es nula o 

despreciable. 

A su vez, en relación a la caracterización de los residuos de las industrias extractivas 

no incluidos en la lista de residuos inertes y de los residuos «no inertes no peligrosos» o 

«peligrosos» (punto 2.4 del Anexo I del Real Decreto 975/2009 –texto consolidado-), 

indicar que incluye el punto 2.4.3 relativo a la “Identificación y clasificación de los residuos 

según la Lista Europea de Residuos publicada mediante la Orden MAM/304/2002, de 8 de 

febrero, incluidas sus características peligrosas, tal y como se establece en dicha orden 

ministerial y en el anexo III de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y suelos 

contaminados“. Por tanto, y de forma supletoria, parece claro que este RD 975/2009 recurre 

a la LRSC a la hora de caracterizar los residuos peligrosos. 
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En relación a las características y comportamientos geoquímicos de estos residuos 

(punto 2.4.5 de este Anexo I), se deben especificar las características químicas y 

mineralógicas de los residuos, así como de cualquier aditivo o producto residual que quede 

en los residuos. Igualmente, se debe realizar una predicción de la composición química de 

los drenajes, con el paso del tiempo, para cada tipo de residuo, teniendo en cuenta su 

manipulación prevista, además de llevar a cabo lo siguiente: 

a) Evaluación de la lixiviabilidad de los metales, oxianiones y sales con el tiempo, 

mediante una prueba de lixiviado en función del pH, o un ensayo de percolación o una 

liberación en función del tiempo u otro ensayo pertinente. 

b) Por lo que respecta a los residuos que contengan sulfuro, se realizarán ensayos estáticos 

o cinéticos para determinar el drenaje de rocas ácidas y el lixiviado de metales con el 

paso del tiempo. 

En cualquier caso, las valoraciones de la toxicidad o potencial contaminante de los 

sedimentos emitidos desde depósitos de residuos mineros han de partir del estudio de los 

contenidos de sustancias potencialmente dañinas para el medio ambiente o la salud humana 

en los residuos, en especial, As, Cd, Co, Cr, Cu, Hg, Mo, Ni, Pb, Se, V y Zn, que forman 

el conjunto de metales y metaloides contemplados en la Decisión de la Comisión 

2009/359/CE de 30 de abril de 2009. 

Por otro lado, a efectos de la presente Lista LER, «sustancia peligrosa » designa 

cualquier sustancia que haya sido o vaya a ser clasificada como peligrosa en la Directiva 

67/548/CEE y sus modificaciones; «metal pesado» designa cualquier compuesto de 

antimonio, arsénico, cadmio, cromo (VI), cobre, plomo, mercurio, níquel, selenio, telurio, 

talio y estaño, así como estas sustancias en sus formas metálicas, siempre que éstas estén 

clasificadas como sustancias peligrosas. Igualmente, esta normativa indica que cualquier 

residuo clasificado como peligroso a través de una referencia específica o general a 

sustancias peligrosas sólo se considerará peligroso si las concentraciones de estas 

sustancias (es decir, el porcentaje en peso) son suficientes para que el residuo presente una 

o más de las características enumeradas en el anexo III de la Directiva 91/689/CEE del 

Consejo. En lo que se refiere a las categorías H3 a H8, H10 y H11 se aplicará el apartado 

A de este anejo. Este mismo apartado no contiene en la actualidad disposiciones respecto a 

las características H1, H2, H9 y H12 a H14. 
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Los residuos que aparecen en la lista señalados con un asterisco (*) se consideran 

residuos peligrosos de conformidad con lo recogido en la Directiva 91/689/CEE sobre 

residuos peligrosos a cuyas disposiciones están sujetos, siempre y cuando cumplan los 

requisitos toxicológicos que, entre otros, se piden para este tipo de residuos. Por otro lado, 

resaltar que a la hora de determinar las características de los residuos que permiten 

calificarlos como peligrosos, o no, se recurre siempre al Anexo III de la LRSC en cuanto a 

su caracterización, teniendo en cuenta las modificaciones incluidas por el Reglamento (UE) 

no 1357/20143. Así, en el art. 6.2 de esta LRSC se observa que se podrá considerar un 

residuo como peligroso cuando, aunque no figure en la lista LER como tal, presente una o 

más de las características indicadas en el Anexo III. 

A este respecto hay que tener en cuenta que el Anejo 2 de la Orden MAM 304/2002  

que establece la lista LER, quedó modificado por la Decisión de la Comisión 2014/955/UE. 

Por lo tanto, la determinación de si un residuo es o no peligroso, se llevará a cabo 

identificándolo mediante las debidas pruebas de caracterización de dicho residuo dentro, 

para luego intentar adscribirlo a una de las categorías de la Lista LER que figura en la 

Decisión de la Comisión 2014/955/UE. Con posterioridad, a nivel nacional el Anexo III de 

la LRSC quedó modificado por el Reglamento 1357/2014/UE, al verse alterada la 

nomenclatura de las características de los residuos que permiten calificarlos como 

peligrosos, al pasar estas de denominarse H a citarse por HP, suponiendo también la 

inclusión de una nueva categoría dentro del listado LER, coincidentes con el nombre 

genérico de “Lodos rojos”. 

Por tanto, las características de los residuos de la minería metálica que permiten 

calificarlos como peligrosos, conforme a lo recogido en el Anexo III de la LRSC, y de 

acuerdo a la modificación del Reglamento 1357/2014/UE, quedaría de esta forma: 

• HP 5 «Nocivo»: Se aplica a las sustancias y los preparados que por inhalación, 

ingestión o penetración cutánea pueden entrañar riesgos de gravedad limitada para la 

salud. 

                                                           
3Reglamento (UE) no 1357/2014 de la Comisión de 18 de diciembre de 2014 por el que se sustituye el anexo 
III de la Directiva 2008/98/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre los residuos y por la que se 
derogan determinadas Directivas. 
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• HP 6 «Tóxico»: Se aplica a las sustancias y los preparados (incluidos las sustancias y 

los preparados muy tóxicos) que por inhalación, ingestión o penetración cutánea pueden 

entrañar riesgos graves, agudos o crónicos e incluso la muerte. 

• HP 7 «Cancerígeno»: Se aplica a las sustancias y los preparados que por inhalación, 

ingestión o penetración cutánea pueden producir cáncer o aumentar su frecuencia. 

• HP 14 «Ecotóxico»: Se aplica a los residuos que presentan o pueden presentar riesgos 

inmediatos o diferidos para uno o más compartimentos del medio ambiente. 

• HP 15 Residuos susceptibles, después de su eliminación, de dar lugar a otra sustancia 

por un medio cualquiera, por ejemplo, un lixiviado que posee alguna de las 

características antes enumeradas. 

Conforme a la LRSC, las características de peligrosidad «tóxico» (y «muy tóxico»), 

«nocivo», «corrosivo», «irritante», «cancerígeno», «tóxico para la reproducción», 

«mutagénico» y «ecotóxico» de los residuos se asignarán con arreglo a los criterios 

establecidos en el anexo VI de la Directiva 67/548/CEE del Consejo, de 27 de junio de 

1967, relativa a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y 

administrativas en materia de clasificación, embalaje y etiquetado de las sustancias 

peligrosas, vigente hasta el 1 de diciembre de 2010 y de acuerdo con el Reglamento (CE) 

nº 1272/2008, de 16 de diciembre de 2008, sobre clasificación, etiquetado y envasado de 

sustancias y mezclas, y por el que se modifican y derogan las Directivas 67/548/CEE y 

1999/45/CE y se modifica el Reglamento (CE) nº 1907/2006, cuya entrada en vigor se fije 

en sus artículos 61 y 62. 

Respecto del Reglamento (CE) nº 1272/2008, indicar que el objetivo del mismo es 

el de determinar qué propiedades de las sustancias y las mezclas deben conducir a su 

clasificación como peligrosas, para que sus peligros se identifiquen y comuniquen 

adecuadamente. Entre dichas propiedades se cuentan los peligros físicos, los peligros para 

la salud humana y los peligros para el medio ambiente, entre otros. Si bien este Reglamento 

no aplicaría, en principio, a los residuos mineros, en la medida en la que la Ley 22/2011 se 

remite al mismo para establecer las características de peligrosidad de los residuos 

peligrosos, y a su vez debido a la supletoriedad que el RD 975/2009 establece con esta Ley 

respecto de los residuos peligrosos, habría que concluir que el mismo aplicaría, por tanto, 

de forma supletoria también para los residuos mineros peligrosos. 
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Por su parte, los métodos de ensayo a aplicar vienen recogidos en el anexo V de la 

Directiva 67/548/CEE, anexo derogado por la Directiva 2006/121/CE del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 18 de diciembre de 2006, por la que se modifica la Directiva 

67/548/CEE del Consejo, relativa a la aproximación de las disposiciones legales, 

reglamentarias y administrativas en materia de clasificación, embalaje y etiquetado de las 

sustancias peligrosas, para adaptarla al Reglamento (CE) nº 1907/2006, relativo al registro, 

la evaluación, la autorización y la restricción de las sustancias y preparados químicos 

(REACH), y por el que se crea la Agencia Europea de Sustancias y Preparados Químicos 

con efecto a partir del 1 de junio de 2008 e incorporado en el Reglamento (CE) nº 440/2008 

de la Comisión, de 30 de mayo de 2008, por el que se establecen métodos de ensayo de 

acuerdo con el Reglamento (CE) nº 1907/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, 

relativo al registro, la evaluación, la autorización y la restricción de las sustancias y 

preparados químicos (REACH) y en otras notas pertinentes del CEN. 

Hay que tener en cuenta que, conforme al Reglamento (CE) nº 1272/2008, aunque 

la clasificación de cualquier sustancia o mezcla puede realizarse basándose en la 

información disponible, es preferible que la que se use a efectos del presente Reglamento 

se haya obtenido de acuerdo con los métodos de ensayo a que se refiere el Reglamento 

(CE) nº 1907/2006. A su vez, los métodos de ensayo que figuran en el Reglamento (CE) nº 

440/2008 de la Comisión, de 30 de mayo de 2008, por el que se establecen métodos de 

ensayo de acuerdo con el Reglamento (CE) nº 1907/2006 del Parlamento Europeo y del 

Consejo relativo al registro, la evaluación, la autorización y la restricción de las sustancias 

y preparados químicos (REACH), se revisan y mejoran regularmente con miras a reducir 

los ensayos con animales vertebrados y el número de animales implicados. A este respecto, 

indicar que se dispone a nivel europeo del Centro Europeo para la Validación de Métodos 

Alternativos (ECVAM), incluido en el Centro Común de Investigación de la Comisión, y 

que tiene un papel importante en la evaluación y validación científicas de métodos de 

ensayo alternativos. 

Una consideración de interés, que aparece reflejada en el Reglamento (CE) nº 

1272/2008, es que a efectos de clasificación de la peligrosidad de los residuos, deben 

tenerse en cuenta los datos epidemiológicos disponibles y fiables, así como la experiencia 

en cuanto a los efectos de las sustancias y mezclas en seres humanos, considerándose 

siempre como necesaria la generación de nueva información relativa a los peligros físicos 



  114 

o a la preocupación que suscitan desde el punto de vista de la salud humana y el medio 

ambiente. 

El Reglamento (CE) nº 1272/2008, incluye en su Anexo I los “Requisitos de 

clasificación y etiquetado de sustancias y mezclas peligrosas”, estableciendo los criterios 

de clasificación en clases de peligro y sus diferenciaciones, y disposiciones adicionales 

sobre cómo cumplirlos. No obstante, y si bien en este Reglamento se tienen en cuenta los 

límites de concentración específicos, los valores de corte genéricos, los estudios 

epidemiológicos y de salud, etc., incluso se establecen niveles y/o tramos de toxicidad, no 

obstante, nada de esto se está aplicando a los residuos procedentes de la minería metálica, 

que parecen vivir en un limbo, jurídico y técnico, propio. 

Tampoco el Reglamento (CE) nº 1907/2006 (REACH), incluye regulación 

específica alguna a los residuos mineros peligrosos, ni métodos para su evaluación 

toxicológica o de riesgo, remitiendo en su Anexo XI a la realización de pruebas in vitro y 

test toxicológicos conforme a las indicaciones del Centro Europeo de Validación de 

Métodos Alternativos (CEVMA), pero no llega a concretar tampoco un tratamiento 

profundo de la problemática asociada a estos residuos de la minería metálica. Situación 

similar es la del Reglamento (UE) 2015/1221 de la Comisión de 24 de julio de 2015 por el 

que se modifica el Reglamento (CE) no 1272/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo 

sobre clasificación, etiquetado y envasado de sustancias y mezclas, a efectos de su 

adaptación al progreso técnico y científico, que no incluye tampoco ninguna regulación 

específica a los residuos mineros peligrosos, ni métodos para su evaluación toxicológica o 

de riesgo. 

Por tanto, y a modo de conclusión, la normativa reguladora de los residuos mineros 

(RD 975/2009 y su modificación posterior RD 777/2012, y toda la normativa relacionada 

de la Unión Europea), aclaran hasta cierto punto en el aspecto de caracterizar los residuos 

mineros, y su adscripción a la categoría de inertes o peligrosos, si bien adolece de establecer 

una serie de usos permitidos y/o de restricciones de estos residuos en función de sus 

características, no resultando, por tanto, una norma muy práctica y efectiva desde el punto 

de vista la adecuada gestión y manejo de los residuos mineros, en particular de los de la 

minería metálica. 

En otro orden de cosas, el Real Decreto 183/2015, de 13 de marzo, por el que se 

modifica el Reglamento de desarrollo parcial de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de 
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Responsabilidad Medioambiental,  que aprobó el Real Decreto 2090/20084, y su posterior 

modificación a través de la Ley 11/20145, obliga a constituir la garantía financiera, y por 

tanto a efectuar la comunicación a la autoridad competente prevista en el artículo 24.3 de 

la Ley 26/2007, y en el artículo 33 de este reglamento, entre otros a los operadores que 

cuenten con instalaciones de residuos mineros clasificadas como de categoría A de acuerdo 

a lo establecido en el Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos 

de las industrias extractivas y de protección y rehabilitación del espacio afectado por 

actividades mineras. 

Otra vertiente de estos residuos es la contaminación de las masas de agua por efecto 

de los residuos mineros. A este respecto, la Directiva 2000/60/CE6, en adelante Directiva 

Marco del Agua, respecto a la protección de las masas de agua superficiales, contempla la 

evaluación y clasificación del estado ecológico de las mismas. Este concepto difiere 

sensiblemente del de calidad del agua que se ha venido utilizando tradicionalmente, y que 

expresa la mayor o menor potencialidad o aptitud del agua para dedicarla a un uso 

determinado (bebida, baño, riego, etc.), mientras que el estado ecológico es una expresión 

de la calidad de la estructura y el funcionamiento de los ecosistemas acuáticos asociados a 

dichas masas de agua. Basándose en indicadores biológicos (flora acuática, fauna bentónica 

de invertebrados e ictiofauna), hidromorfológicos (régimen hidrológico y conexión con 

masas de agua subterránea; continuidad del río, y condiciones morfológicas) y físico-

químicos (Directiva 2000/60/CE, Anexo V de la Directiva), y la aplicación de medidas e 

índices biológicos y de otro tipo, esta norma propone una evaluación y clasificación de las 

masas de agua superficiales en cinco clases, en función del grado de alteración con respecto 

a condiciones naturales inalteradas por la actividad antrópica: muy buen estado (zonas 

inalteradas o con escasa alteración), buen estado, aceptable, deficiente y malo (presenta 

alteraciones graves de los indicadores biológicos). 

Las leyes, decretos y demás normativa que regula el campo de la contaminación, 

gestión y manejo de los suelos y residuos contaminados, incluidos los mineros, en el ámbito 

español, se basan en estimaciones que consideran casi en exclusiva solo fracciones 

                                                           
4Real Decreto 2090/2008, de 22 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo parcial de 
la Ley 26/2007, de 23 de octubre de responsabilidad medioambiental 
5Ley 11/2014, de 3 de julio, por la que se modifica la ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad 
Medioambiental. 
6Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2000, por la que se 
establece un marco comunitario de actuación en el ámbito de la política de aguas. 
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concretas de un determinado elemento o grupo de elementos. A este respecto, se suele 

hablar generalmente del contenido total de tal o cual elemento contaminante o con carácter 

tóxico. Esta opción, contrasta fuertemente con la seguida con el mundo científico que cada 

vez de forma más mayoritaria utiliza para estos casos de valoración de la contaminación y 

el riesgo no fracciones totales, sino la especiación de ese elemento, o elementos, 

potencialmente contaminante o tóxico en diferentes fracciones, para posteriormente basar 

sus conclusiones en función de las proporciones o relaciones entre las mismas. 

A los suelos se les puede someter estudios de caracterización físico-química, 

mineralógicos y de propiedades edáficas para evaluar su grado de contaminación, mientras 

que a los residuos se pasa a evaluar directamente su grado de toxicidad, o peligrosidad 

mediante estudios mineralógicos y de caracterización físico-química, para finalmente 

coincidir en una estimación, diferente en cada caso, pero conducente a establecer los riesgos 

asociados a estos suelos o estos residuos. Estos estudios de riesgos se centran en la 

proporción de fracciones móviles de elementos traza existentes en el total del suelo, 

mientras que en los residuos, además de estos estudios específicos, se consideran también 

los estudios de estabilidad y posible lixiviación que se genere a partir de estos residuos 

(Alberruche del Campo et al., 2014). 

No obstante, a nivel internacional, las diferentes leyes y normativas que rigen la 

determinación y evaluación de la contaminación, toxicidad y riesgo ambiental, muestran 

una cierta diversidad y diferencias a la hora de abordar estas cuestiones (Pérez et al., 2000). 

Así, en el caso de Polonia la evaluación de la contaminación se hace estableciendo cinco 

clases de polución en suelos y evaluando los contenidos medios "background" de estos 

elementos, y sus intervalos, conforme a los principios establecidos por autores como 

Kabata Pendias y Pendias (1992):  

1) Ligera  

2) Moderada  

3) Considerable  

4) Muy contaminados  

5) Extremadamente contaminados. 

En cada una de estas clases se diferencian tres grupos de suelos según su textura y 

pH. La clase 3, suelos considerablemente contaminados, presentará riesgo de 
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contaminación para cosechas. La clase 4 corresponde a suelos que no deben usarse para la 

producción de plantas utilizadas en alimentación, sobre todo si se trata de suelos ácidos y 

de textura ligera. La clase 5 debería excluirse de cualquier uso agrícola y proceder, dentro 

de lo posible, a su limpieza. 

Por su parte, en Holanda se han desarrollado valores estándar para evaluar la calidad 

del suelo. El valor A se considera de referencia, significa que es desdeñable el nivel de 

riesgo, por debajo del cual es posible cualquier uso del suelo. Entre los niveles A y C está 

afectada la calidad del suelo, aunque este no pierde su multifuncionalidad, representa el 

nivel máximo permitido y hay que considerar su limpieza. Por encima del valor C o valor 

de intervención se hace necesaria la limpieza de contaminantes. Los valores de referencia 

propuestos para elementos traza (Cd=0,8; Cu=36; Pb=85; Zn=140) se establecen en 

función de la fracción arcilla y/o contenido en materia orgánica, y se calculan mediante 

fórmulas en las que se considera un suelo estándar con 25% de arcilla y 10% de materia 

orgánica (Vegter, 1995). 

En un posterior desarrollo normativo del país neerlandés, se propusieron valores C 

basados en criterios toxicológicos (niveles TDI o Ingestión Diaria Tolerable) de tal modo 

que se hace necesaria la limpieza del suelo si se sobrepasan estos valores C. La Ingestión 

Diaria Tolerable o TDI, está en relación con la toma de vegetales bioacumuladores de 

elementos traza. Las concentraciones de metales para suelos agrícolas deben ser las 

correspondientes a los valores de referencia con el fin de obtener vegetales no 

contaminados. Otros países, como es el caso de China, presenta también su listado de 

Valores límite máximos permisibles por el Ministerio de Protección Ambiental de ese país 

(Lei et al., 2010). 

 

2.3.  PROPUESTAS DE MEJORA EN EL CAMPO DEL CONTROL DE LA 

CONTAMINACIÓN, Y SUS EFECTOS, DE LOS SUELOS Y RESIDUOS 

MINEROS 

2.3.1.- Medidas y sistemas de control para la mejora del control de la contaminación y sus 

efectos 

El control de los efectos de la contaminación por elementos traza provenientes de 

áreas mineras, y en particular de la minería metálica, estén estas en explotación, con cese 

temporal o con cese definitivo de actividades, debe y debería ser una de las actividades 
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fundamentales entre las competencias de las administraciones de gestión ambiental y de la 

salud pública. 

Aunque hay un gran número de estudios y metodologías desarrolladas para el 

estudio de estos residuos, todavía hay una necesidad de investigar los procesos, productos 

y eficacia de la ejecución, así como la naturaleza de los propios residuos mineros (Hudson-

Edwards y Dold, 2015) y de los propios suelos mineros (Pellegrini et al., 2015). Para revisar 

el estado actual del conocimiento y el desarrollo de mejoras en este campo, se deben 

abordar innumerables mejoras en los métodos actuales de caracterización, manejo y gestión 

de estos residuos mineros, indicando a continuación solo algunos de ellos tal y como 

recomiendan Hudson-Edwards y Dold (2015): 

• Debido a la naturaleza a gran escala de residuos mineros, la caracterización se hace a 

menudo a escala regional; a este respecto los datos espaciales de alta resolución 

hiperespectrales se pueden utilizar para mapear los desechos de las minas abandonadas 

de sulfuros metálicos. Otro campo de interés es el de los efectos de la dispersión de 

estos elementos traza producidos por las inundaciones en zonas próximas a estas zonas 

mineras. Igualmente interesante resulta el estudio de los procesos y productos de la 

movilidad de estos contaminantes en zonas de transición redox, lo que lleva a la entrada 

de estos elementos tóxicos en los sistemas hídricos. 

• Por otro lado, la generación de ácidos por la oxidación de sulfuros como la pirita y la 

pirrotita, en los desechos de las minas es uno de los temas más importantes que enfrenta 

la industria minería. En este sentido, resulta de interés revisar los complejos procesos 

de disolución biogeoquímica y mineral en residuos mineros basados en sulfuros, y que 

dan lugar a la formación de los drenajes ácidos de minas (AMD). El potencial de 

generación de ácido depende de las concentraciones de sulfuro, de la temperatura, de 

las reacciones de neutralización con carbonatos y de la presencia de minerales ligados 

al Al. 

• Los oxyhidroxisulfatos secundarios de Fe, los hidróxidos y los minerales oxihidróxidos, 

juegan un papel importante en el secuestro de metales y metaloides de los residuos 

mineros. Por lo tanto, puede ser de interés el estudio más pormenorizado de la 

formación de jarosita y de los sulfatos de Fe solubles en los depósitos de residuos de 

distritos mineros basados en Zn-Pb-Ag. Por otro lado, podría ser de interés investigar 

el potencial para la retención de metales por parte de minerales como la jarosita 
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secundaria, schwertmanita, ferrihidrita y goetita, entre otros minerales, tanto en zonas 

terrestres como en áreas costeras bajo un escenario de inundación marina.  

• Por otro lado, anualmente, se producen volúmenes de escorias de fundición que superan 

los 100 millones de toneladas anualmente en todo el mundo, conteniendo estas 

concentraciones muy altas de metales como Al, Cr, Cu, Fe, Mn, Pb, Zn. Por tanto, otro 

campo de gran interés es el del estudio de las fases primarias y productos de 

meteorización secundarios de estas escorias de fundición en los enclaves mineros 

abandonados. Hay que tener en cuenta las altas concentraciones de elementos tóxicos 

que aparecen ligados a diferentes fases minerales, que tras ser expuestas a procesos de 

meteorización pueden generar liberaciones más o menos locales de metales y 

metaloides a ambientes acuosos y edáficos. 

• Debido a la creciente cantidad de residuos mineros generados anualmente, y las 

cuestiones ambientales y sociales que rodean la eliminación de estos residuos en 

depósitos localizados en tierra firme, algunas compañías mineras están buscando 

métodos alternativos de eliminación. En este sentido, una revisión de los temas 

mineralógicos y geoquímicos derivados de los vertidos submarinos podría ser de 

interés. Por tanto, una nueva preocupación dentro del campo de la investigación sería 

el de la aplicación de las células de remediación basadas en humedales artificiales en 

los que se estudien los procesos de oxidación que se generarían en los fondos marinos. 

La implementación de humedales es más eficaz y rápida en aquellos sistemas saturados 

en agua, y con valores de pH y redox favorables a los procesos de precipitación y de 

inmovilización. 

• Otras técnicas para el manejo y gestión de los residuos mineros implican el uso de calor, 

o de otros productos de desecho, planteándose los investigadores hoy día, incluso, la 

aplicación de los recientes avances en las biotecnologías que permitirían el uso de 

microorganismos con capacidad para reducir la reactividad de los residuos mineros 

potencialmente peligrosos, para así eliminar selectivamente metales y otros 

contaminantes de las aguas de drenaje de mina. Por último, el aspecto más novedoso y, 

posiblemente de mayor futuro, dentro de este campo biotecnológico, sería el de la 

mitigación in situ a través de aplicaciones nanotecnológicas, algo que combinaría sus 

bajos impactos ambientales y sus importantes beneficios económicos.  
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En cualquier caso, el futuro de la reducción de los impactos generados por los 

residuos de la minería metálica va a depender del tipo de conocimiento, que se vaya  a 

generar, a escala tanto regional como atómica, sobre las características y el comportamiento 

a corto y largo plazo de estos residuos mineros. 

Por otro lado, y en lo que se refiere a la salud pública, durante las últimas décadas 

se ha vivido en España un proceso de transferencia de determinadas competencias por parte 

de las autoridades autonómicas, sin que este hecho se acompañara de una redefinición 

efectiva del papel de la salud pública en dicho ámbito, lo que en ocasiones se ha traducido 

en una menor tutela efectiva de estas cuestiones. En este tiempo, se han planteado diversas 

propuestas de seguimiento, desde el punto de vista epidemiológico, para implantar sistemas 

de vigilancia epidemiológica ambiental incorporados al Sistema de Vigilancia 

Epidemiológica (Martínez Navarro y De Miguel, 1991; Taller, 2002), si bien sin mucho 

éxito. En este sentido, se puede afirmar que desde mediados de los años 90, tanto en el 

ámbito nacional como en el autonómico, el seguimiento e implicación de los servicios de 

salud pública en temas como la vigilancia de la contaminación ambiental del país se podría 

definir como residual o anecdótica (Ballester, 2005). 

En este sentido, resultaría de interés el plantear, desde el punto de vista de la Salud 

Ambiental, aspectos que puedan ser de utilidad a la hora de diseñar un sistema de vigilancia 

ambiental y epidemiológica de la contaminación en torno a las zonas de minería metálica, 

similares a las planteadas en otros ámbitos (Ballester, 2005). Así, este sistema de vigilancia 

debería incluir los elementos básicos de vigilancia en salud ambiental y medio ambiente, 

las características relevantes en relación con su impacto en salud de cada riesgo específico 

y, por último, conocer experiencias que puedan ser de utilidad. 

Este proceso de vigilancia se podría plantear desde tres vertientes, no excluyentes y 

sí complementarias (Thacker et al., 1996). La primera de estas vertientes debería incluir la 

vigilancia de los riesgos existentes para la salud ambiental, siendo esta la que generaría 

información sobre los elementos traza tóxicos existentes en el ambiente). La segunda sería 

la vigilancia de la exposición de la población y los ecosistemas, lo que nos permitiría 

evaluar la magnitud de la exposición a dichos riesgos. Por último, estaría la vigilancia de 

los efectos en salud humana de forma directa, apoyándose para ello en estudios 

epidemiológicos. 
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De forma paralela a este sistema de vigilancia, resultaría de interés el abordar 

estudios fundamentales sobre la toxicidad de los distintos elementos traza, la relación dosis-

respuesta entre contaminantes y salud ambiental, la significación de los efectos a largo 

plazo frente a los efectos agudos, la evaluación del impacto de las acciones concretas que 

se llevasen a cabo. En este sentido, durante las últimas décadas se ha producido un gran 

impulso en el conocimiento de los contaminantes y sus efectos, siendo muy numerosos los 

trabajos científicos y técnicos llevados a cabo en este sentido. Así, son cada vez más 

numerosos los trabajos que ponen de manifiesto la relación directa existente entre la 

disminución de la exposición a los contaminantes de la población y la disminución de sus 

efectos perniciosos sobre la misma (Pope, 1996; Clancy et al., 2002) 

Estos trabajos nos indican que la contaminación ambiental por elementos traza de 

estas zonas de minería metálica representan un riesgo cierto para la salud de la población 

de nuestros ecosistemas y poblaciones y que, por tanto, las medidas encaminadas a reducir 

la magnitud de la contaminación ambiental generada por estos elementos liberados desde 

los suelos y residuos mineros tendrían un efecto beneficioso sobre la salud de la población 

de los ecosistemas y núcleos de población de estas zonas mineras y su entorno (Gómez-

Ros et al., 2013; García y Gómez-Ros, 2016). 

Una cuestión de gran trascendencia desde el punto de vista de la gestión de estas 

cuestiones es el hecho del efecto acumulativo que se produce en el caso de la contaminación 

por elementos traza, metales pesados fundamentalmente. En este sentido, se ha visto desde 

el punto de vista científico que la relación entre la exposición a contaminantes y el riesgo 

de morir es lineal, es decir, no hay un valor umbral por debajo del cual podamos asumir 

que no haya efectos (Daniels et al., 2000; Schwartz et al., 2001). Esta linealidad supone 

que las alertas sanitarias en situaciones episódicas no constituyen el factor de riesgo 

preponderante para la salud ambiental, ya que no hay un umbral a partir del cual podamos 

considerar que comienza el daño en salud. Por otro lado, al unir a esto el hecho de que las 

exposiciones a medio y largo plazo representa un mayor impacto que las agudas, se podría 

concluir que las medidas encaminadas a reducir los niveles de contaminación por elementos 

traza, serían las únicas acciones eficientes a la hora de minimizar este problema. 

Pero para que todo esto fuese posible, sería necesaria una implementación de todos 

estos conocimientos científico-técnicos generados en relación al comportamiento de estos 

contaminantes, sus dinámicas de dispersión y medidas de contención en el marco normativo 

que regule estos ambientes. O dicho de otra manera, la no implementación de los 
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conocimientos actuales generados en este campo se está traduciendo es la permisividad del 

marco normativo actual de prácticas de gestión y manejo de los suelos y residuos mineros 

que están generando efectos de riesgo, o directamente peligrosos sobre las poblaciones 

humanas y naturales. 

Por lo tanto, en nuestra opinión resulta esencial e inaplazable una mejora del marco 

normativo actual que rige esta materia en el sentido de acompasarse con el estado actual 

del conocimiento científico, así como de su implementación a través de las redes de 

vigilancia y otras medidas de carácter práctico que coadyuven en el objetivo de minimizar 

los riesgos asociados a los suelos y residuos de la minería metálica. 

 

2.3.2.- Comparativa entre los campos científico y normativo: propuestas de mejora de la 

normativa 

La contaminación del medio natural por elementos traza es un problema mundial, 

teniendo en la mayor parte de los casos su origen en las actividades antropogénicas, como 

por ejemplo la actividad minera. A la hora de valorar el estado actual de confluencia entre 

el marco normativo y el campo científico-técnico, puede resultar de interés formular una 

serie de preguntas, para pasar a continuación a argumentar las respuestas sobre la base de 

los argumentos recogidos en los apartados anteriores. 

En este sentido, se podría empezar por plantearse la siguiente pregunta: ¿es el 

comportamiento y tratamiento científico-técnico de los suelos y residuos de la minería 

metálica el mismo?, y la respuesta es que no, al menos en gran parte. 

Desde el punto de vista científico-técnico, el tratamiento de los suelos y residuos de 

la minería presentan aspectos con similar tratamiento y otros en los que difieren claramente 

a la hora de evaluar la toxicidad y el riesgo ambiental asociado. Además de esto, en el 

campo normativo el grado de desarrollo normativo difiere ampliamente en ambos casos. 

La utilidad de diversas herramientas científico-técnicas para estimar el riesgo 

medioambiental real de los contaminantes, se manifiesta en tanto y en cuanto se trata de un 

enfoque innovador y útil para ser incorporado, no solo en la evaluación de riesgos de los 

ambientes afectados por la minería metálica, sino en la mejora del marco normativo 

correspondiente. Por tanto, fruto de todo este tipo de estudios se está generando un amplio 

conocimiento que podría, y debería, ser utilizado por los gestores y organismos 
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competentes para el establecimiento de leyes y reglamentos más adecuados y eficaces para 

la protección del medio ambiente y la salud ambiental. 

Entre los aspectos comunes, hay que tener en cuenta que al evaluar el grado de 

contaminación de un suelo, residuo o sedimento desde un punto de vista normativo, se 

suelen tener en cuenta parámetros relativos al contenido total de los elementos traza de que 

se trata. Sin embargo, diversos estudios sugieren que la disponibilidad de los metales, y por 

tanto su riesgo asociado desde el punto de vista de la salud pública, depende de la forma de 

los metales presentes y de las características químicas específicos de esos materiales. En 

este sentido hay que tener en cuenta que en la evaluación del riesgo de la contaminación 

por elementos traza sobre la salud humana, el término "biodisponibilidad" se utiliza 

específicamente en referencia a la absorción en la circulación sistémica, algo que es 

compatible con el uso toxicológico del término. Los métodos in vitro de extracción para 

simular la bioaccesibilidad humana van desde ensayos de extracción o lixiviación química 

muy simples, hasta las pruebas de varios pasos avanzados simulando el proceso de la 

digestión humana en detalle (Ruby, 2004; Ruby et al., 1996, 1999; Yang et al., 2003).  

Además del problema de la generación de lixiviados y partículas contaminantes de 

las aguas y suelos de su entorno, hay que tener en cuenta el efecto contaminador sobre el 

aire y la atmósfera que tienen los suelos y depósitos de residuos mineros. Elementos como 

Cu, Cr, Cd, Ni y Pb, pueden adherirse a las partículas atmosféricas, con el consiguiente 

problema de salud ambiental para la zona minera y su entorno. Así, el problema de las 

fracciones PM2.5 y PM10, y las fracciones de elementos traza asociados a las mismas, se 

está convirtiendo en uno de los temas más candentes desde el punto de vista toxicológico 

y del riesgo ambiental de estas zonas y sus áreas circundantes (Pope et al., 2002), 

suponiendo un mayor riesgo de aparición de cáncer y alergias en las poblaciones expuestas 

(Gavett et al., 2003; Massey et al., 2013). Son numerosos los estudios sobre la incidencia 

de esta contaminación atmosférica en otros ámbitos, siendo muy escasas las investigaciones 

que se han hecho acerca de la condición del aire de las zonas de minería metálica y sus 

entornos, por no hablar de los estudios sobre las concentraciones de elementos traza en las 

PM2.5. Por lo tanto, como futuras líneas de investigación que ayuden a abordar esta 

problemática de la contaminación atmosférica proveniente de zonas de minería metálica 

con unas mejores garantías, consideramos de gran interés el estudiar estas fracciones 

PM2.5y PM10, y su relación con el transporte de elementos traza potencialmente tóxicos. 
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Entre los aspectos diferenciales de los distintos materiales mineros (suelos y 

residuos), se observa que a los suelos se les puede someter a estudios de caracterización 

físico-química, mineralógicos y de propiedades edáficas para evaluar su grado de 

contaminación, mientras que a los residuos se pasa a evaluar directamente su grado de 

toxicidad, o peligrosidad mediante estudios mineralógicos y de caracterización físico-

química, para finalmente coincidir en una estimación, diferente en cada caso, pero 

conducente a establecer los riesgos asociados a estos suelos.  

Respecto de los estudios de riesgos asociados a los suelos, los mismos se centran 

en la proporción de fracciones móviles de elementos traza existentes en el total del suelo. 

Existen métodos basados en extracciones en un solo paso, si bien estos métodos han 

quedado ya desfasados por poco significativos desde el punto de vista ambiental. En este 

sentido, las investigaciones más actuales consideran como esencial la especiación, o 

fraccionamiento, de los elementos traza en las diversas fases que componen un suelo o 

sedimento. De esta forma, pueden evaluar la afección real que ese elemento puede tener 

sobre la cadena trófica, o el ecosistema en su conjunto, en función de los porcentajes de las 

distintas fracciones. A este respecto, lo habitual es comparar las fracciones disponibles, o 

biodisponibles según los casos, frente a las fracciones que no lo son. Por tanto, con vistas 

a evaluar su impacto medioambiental total, los estudios existentes de los contaminantes no 

son suficientes, ya que el estado químico en el que estos elementos están presentes en los 

suelos y sedimentos (como iones libres, ligados a carbonatos, como óxidos, como sulfuros, 

ligados a materia orgánica, como iones integrantes de las redes cristalinas de los minerales) 

resulta determinante para evaluar su movilidad, biodisponibilidad y toxicidad (Usero et al., 

1998; Weisz et al., 2000; Yu et al., 2001; Pérez-López et al., 2008).Desde el punto de vista 

ambiental, es fundamental la suma de las fracciones solubles en agua e intercambiables, 

como responsables del riesgo ambiental derivado de estos procesos de contaminación a 

partir de suelos y/o sedimentos, resultando irrelevantes a estos efectos el resto de 

fracciones, en particular la fracción residual (Lei et al., 2010). No obstante, en el caso 

concreto de los suelos, también resultan determinantes los valores de parámetros edáficos 

tales como pH, potencial redox, materia orgánica, arcillas, etc. (Otero et al., 1998; Thomson 

y Frederick, 2002). 

Numerosos métodos de extracción secuencial se utilizan en la actualidad, y difieren 

según el tipo de reactivo utilizado, las condiciones experimentales aplicadas, y el número 

de pasos necesarios (Tessier et al., 1979; Gibson y Farmer, 1986; Dold, 2003). En este 
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sentido, los datos obtenidos a partir de diferentes esquemas de extracción secuencial 

resultan difícilmente comparables, ya que los resultados dependen del procedimiento de 

extracción utilizado. Por este motivo, resulta básico armonizar los diferentes regímenes de 

extracción mediante la propuesta de una metodología de extracción secuencial común a las 

diferentes legislaciones y niveles, razón por la cual la Oficina Comunitaria de Referencia 

(Community Bureau of Reference –BCR-) ahora llamada Programa de Pruebas, Medidas 

y Normalización (Standards, Measurements and Testing Programme), propuso un 

procedimiento de extracción de tres pasos que ha sido considerado como uno de los 

métodos estandarizados de mayor aceptación, sobre todo tras las diferentes mejoras 

introducidas posteriormente por otros autores (Rauret et al., 1999; Ure et al., 1993; 

Sahuquillo et al., 1999; Arain et al., 2008). 

No obstante, a partir de las zonas mineras se generan otros problemas adicionales, 

como es la incorporación de estos elementos traza a las aguas y a la atmósfera. A este 

respecto, la evaluación de la calidad de los sedimentos desempeña un papel importante en 

el buen estado ecológico y químico de las aguas (Borja y Heinrich, 2005), siendo este el 

objetivo principal de la Directiva Europea Marco del Agua (DMA) (ECC, 2000). No 

obstante, hay que tener en cuenta que aunque este documento legal no menciona los 

sedimentos como un compartimento que debiera ser específicamente investigado, esta 

matriz constituye una de las fuentes más importantes de contaminación del agua por parte 

de los metales y metaloides con carácter tóxico, así como, un importante portador de 

sustancias peligrosas en las masas de agua (Sekabira et al., 2010; Yuan et al., 2014). 

Por otro lado, los aspectos e implicaciones metodológicas asociadas a los residuos 

mineros resultan más complejos y diversos que los considerados para los suelos. Así, desde 

un punto de vista científico, son abundantes los trabajos llevados a cabo sobre la 

caracterización físico-química, así como de la toxicidad de estos residuos mineros (Margui 

et al., 2004). En el sentido toxicológico, si bien la medición de las concentraciones totales 

de los elementos traza es una herramienta útil para evaluar su carga en residuos, su 

movilidad depende fuertemente de sus formas o modos de unión químicos específicos. En 

este sentido, al igual que para los suelos una de las metodologías más utilizadas ha sido la 

propuesta por la Oficina Comunitaria de Referencia (Community Bureau of Reference –

BCR-), si bien diversos autores especializados en residuos de minería metálica han 

propuesto otro tipo de metodologías mucho más específicas y que proporcionan una mejor 

y más completa información acerca del fraccionamiento de los elementos traza asociado a 
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estos residuos, y por lo tanto acerca de su dinámica, geoquímica y toxicidad. Entre estos, 

destaca el protocolo propuesto por Dold (2003), consistente en una extracción de 7 pasos 

en la que secuencialmente va extrayendo los metales ligados a la fracción soluble en agua, 

la fracción intercambiable, la fracción lixiviable de los oxihidróxidos de Fe(III), la fracción 

lixiviable de los óxidos de Fe(III), la fracción ligada a los sulfuros metálicos secundarios y 

compuestos orgánicos, la fracción ligada a los sulfuros primarios y, por último, la fracción 

ligada a los silicatos residuales. La información derivada de la aplicación de estos 

procedimientos de extracción secuencial, en combinación con los estudios de toxicidad de 

los productos de lixiviación de estos residuos, permiten evaluar la movilidad, y por tanto el 

riesgo asociado, a los residuos mineros estudiados. 

A su vez, en relación a la consideración técnica de los residuos mineros, hay que 

indicar conforme a la Directiva 2006/21/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre 

la gestión de los residuos de industrias extractivas, estas metodologías deberán permitir, 

por tanto, que se establezcan los métodos o procedimientos de evaluación del riesgo para 

reconocer aquellas instalaciones de residuos mineros que tengan un impacto ambiental 

grave o que puedan convertirse a medio o corto plazo en una amenaza grave para la salud 

de las personas o para el medio ambiente. Esta Directiva se traspuso al derecho nacional a 

través del Real Decreto 975/2009, sobre gestión de los residuos de las industrias extractivas 

y de protección y rehabilitación del espacio afectado por actividades mineras, recogiendo 

dicho Real Decreto que en el plazo de cuatro años se elaboraría un inventario de las 

instalaciones de residuos mineros clausuradas, con la finalidad de proceder a su control, 

evaluación y minimización de riesgos, algo que aún no ha sucedido pasados ya 6 años, lo 

cual es una carencia que la Administración debería abordar con carácter urgente. 

A su vez, en relación a la evaluación de la contaminación, toxicidad y riesgo 

asociado a los residuos mineros, se persigue el objetivo final de poder fijar prioridades de 

actuación y gestión, basado en el riesgo que presentan las instalaciones abandonadas o 

depósitos de residuos mineros(Alberruche del Campo et al., 2014). En el caso de estos 

residuos, los riesgos se podrían derivar de la generación de efluentes contaminantes con 

afección a las aguas superficiales, la generación de  efluentes  contaminantes  con  afección  

a los recursos hídricos subterráneos, la movilización de material particulado por acción del 

viento, la emisión de sedimentos contaminantes por erosión hídrica y los riesgos asociados 

a los posibles fallos de los depósitos de almacenamiento de estos residuos. A su vez, la 

toxicidad de los residuos se estima a partir de datos analíticos obtenidos sobre muestras de 
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los mismos a partir de metodologías similares a las empleadas en los suelos (BCR) o 

específicas de residuos de minería metálica (Dold, 2003), tratándose sobre todo de 

extracciones secuenciales. 

En relación a los residuos, también hay que considerar la posible afección de las 

aguas, sobre todo a través de la generación de lixiviados ácidos que contienen metales, 

metaloides y sulfatos, y que constituyen el llamado drenaje ácido de minas (AMD) 

(Fernández-Caliani et al., 2009; Guillén et al., 2011; Nieto et al., 2007). Para ello se podrían 

aplicar metodologías como el Ensayo de Lixiviación en Campo (Field Leaching Test, FLT), 

o pruebas de lixiviación como pueden ser la TCLP o la DIN 38414-S4. Muchos de los 

métodos clásicos empleados para evaluar la contaminación de aguas subterráneas también 

incluyen una evaluación de las posibilidades de que se produzca la difusión o infiltración 

en el subsuelo. 

Otro de los grandes problemas asociados a zonas mineras, y en particular a los 

depósitos de residuos de flotación abandonados, es el arrastre de material particulado por 

la acción del viento o erosión eólica (Alberruche del Campo et al., 2014), que además puede 

también incrementar el riesgo de inestabilidad mecánica de dichas estructuras de 

almacenamiento (Espinace et al., 2006). A este respecto, los estudios a realizar deben 

incluir la caracterización de los residuos por su susceptibilidad a la erosión eólica, desde el 

punto de vista epidemiológico y toxicológico, además de su composición elemental y 

mineralógica, es determinante el tamaño de las partículas arrastradas por el viento y de las 

integradas en el polvo atmosférico, haciendo especial hincapié en el material particulado 

más fino y con efectos más deletéreos sobre los organismos, es decir las PM10 y las PM2,5. 

Junto a estos procesos, hay que considerar además los procesos de erosión hídrica y emisión 

de sedimentos contaminantes. A este respecto, una vez que estos sedimentos arrastrados 

por erosión hídrica, alcanzan cauces o sistemas de drenaje, pueden llegar a ser transportados 

a lo largo de kilómetros, con lo cual el efecto contaminante puede llegar a afectar a mayores 

extensiones de territorio. Por lo tanto, sobre estos depósitos se pueden hacer estudios de 

tasas de erosión y de erodibilidad, mientras que sobre los regolitos arrastrados se harán 

estudios de niveles de elementos traza. 

Una cuestión determinante en todo este proceso es el del comportamiento y 

evolución de los depósitos de residuos mineros a lo largo del tiempo, cuestión en la que 

resulta determinante la labor de restauración y/o estabilización que se haya llevado a cabo, 

sobre todo en superficie. A este respecto, hay que indicar que resulta habitual que los 
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depósitos de residuos mineros abandonados correspondientes a explotaciones en vigor 

desde antes de los años ochenta no hayan sido sometidos a ninguna clase de medida de 

rehabilitación o remediación, mientras que otros han sido recubiertos en algún momento 

recubiertos con otros materiales y, a veces, revegetados (Alberruche del Campo et al., 

2014). En este sentido, un serio problema que se ha detectado es la escasa, casi nula en 

algunos casos, eficacia de las medidas de “sellado”, minimización de riesgos y restauración 

ambiental de la superficie de estos depósitos (Gómez-Ros et al., 2013). A este respecto, 

hay que incidir una vez más en la alta movilidad de los elementos traza dentro de los suelos 

y residuos a los que se encuentra asociado, además de su carácter recalcitrante que implica 

que los mismos no se puedan degradar, de ninguna manera, pero tampoco eliminar del 

sistema de una forma fácil e inocua. 

La escasa eficacia que la mayor parte de las tecnologías de sellado y restauración 

aplicadas a los depósitos de residuos de minería metálica han tenido hasta el momento 

(Gómez-Ros et al., 2013), se ha traducido en una difusión a lo largo de los perfiles de los 

tecnosoles y materiales instalados en su superficie de una forma casi libre, lo que ha 

provocado, por un lado la contaminación de la cadena trófica y por otro la puesta a 

disposición de los agentes de erosión (atmósfera, viento y agua) de gran cantidad de 

elementos tóxicos que no hacen sino afectar a grandes superficies y poblaciones localizadas 

en los entornos de estas poblaciones mineras (García et al., 2008; Gómez-Ros et al., 2013). 

Es por ello que se hace cada vez más necesario el desarrollo e implementación de 

tecnologías más eficientes que ayuden a solucionar este problema, siguiendo criterios 

ecológicos y con unos costes asumibles (García y Gómez-Ros, 2016), conforme a lo 

contemplado en la disposición adicional tercera del RD 975/2009. 

En la medida en la que esta inmovilización a medio y largo plazo de los 

contaminantes asociados a estos depósitos de residuos mineros no es efectiva, se disparan 

aspectos tales como la distancia a la que llegan los efectos de estos agentes tóxicos, por 

dispersión, así como la afección directa de las personas por el desarrollo de actividades 

culturales y/o deportivas en estos entornos 

Además de todos los riesgos anteriormente descritos, hay un escenario más que es 

el que surge del contacto directo de las personas, o demás organismos del ecosistema, con 

los residuos mineros, con posibilidad de inhalación, ingestión accidental o contacto 

dérmico. A este respecto, muchas zonas mineras abandonadas son utilizadas de forma más 

o menos intensa para el desarrollo de actividades recreativas, deportivas, etc., sobre todo a 
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raíz de la declaración de muchos de estos ambientes como Bienes de Interés Cultural (BIC), 

lo que fomenta las visitas a estas zonas y, por tanto, el riesgo asociado al posible contacto 

directo con materiales potencialmente dañinos para la salud de las personas. 

Todas estas cuestiones deberían ser tenidas en cuenta por el legislador, conforme a 

lo contemplado en la disposición adicional tercera del RD 975/2009, al objeto de minimizar 

los riesgos para la población mediante unas prácticas adecuadas y específicas de gestión y 

manejo de estas zonas y de estas actividades. Estas prácticas podrían incluir desde el 

vallado y/o señalización a estos espacios, a la limitación del acceso en épocas secas y 

ventosas en las que se ven incrementadas la intensidad y cantidad de nubes de polvo tóxico 

generadas en estos espacios, pero sobre todo la implementación de nuevas tecnologías más 

activas y eficientes a la hora de disminuir la movilidad de los elementos traza en el perfil 

de estos depósitos de los residuos mineros (García y Gómez-Ros, 2016). 

La siguiente pregunta que nos podríamos plantear sería: ¿recoge el marco 

normativo los avances científicos y técnicos, y las especificidades propias, en cada 

caso, de los suelos y residuos de la minería metálica?, y la respuesta nuevamente es que 

no, al menos en gran parte. 

Así, en relación a la evaluación de la contaminación, toxicidad y riesgo ambiental 

de los suelos y residuos mineros de zonas de minería metálica las normas aplicables serán 

muy diversas y provenientes de distintos ámbitos. 

Para el caso de los suelos mineros, la normativa minera no recoge nada en tanto y 

en cuanto no lo considera como un recurso minero. De este modo, la única norma que 

aplicaría para estos suelos sería la LRSC. En cualquier caso, en lo referido a los criterios 

técnicos para declarar un suelo como contaminado, se remite a la regulación ya existente 

en el régimen jurídico en vigor, básicamente el RDSC, conforme a lo recogido en el Anexo 

VII del RDSC, relativo a los criterios para el cálculo de niveles genéricos de referencia. 

Este hecho, aun suponiendo un avance, queda muy distante de los conocimientos científico-

técnicos actuales que consideran, no los valores totales de un elemento o grupo de 

elementos, sino la especiación o fraccionamiento de estos elementos entre las distintas fases 

minerales de ese suelo como indicador de la posible toxicidad, o riesgo, derivado de los 

mismos. 

Por su parte, en lo relativo a los residuos mineros, la normativa es más amplia y 

variada. En el marco europeo, la interpretación de esta legislación varía de un Estado 
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miembro a otro, con interpretaciones aparentemente divergentes respecto de la legislación 

en materia de aguas y residuos de la minería (COM, 2014). En relación a la consideración 

de inerte o peligroso, hay que indicar que la Decisión de la Comisión de 30 de abril de 2009 

(2009/359/CE), por la que se completa la definición de residuos inertes de la Directiva 

2006/21/CE, los residuos únicamente se considerarán inertes a tenor de los mencionados 

artículos 3.7.e) del Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, y el artículo 3.3 de la Directiva 

2006/21/CE, si reúnen una serie de criterios siguientes, que incluyen aspectos 

mineralógicos, toxicológicos y geoquímicos, entre otros, lo cual ha supuesto un gran avance 

en la dirección de adecuar estas normas al conocimiento científico-técnico. 

No obstante, al igual que se hace para los suelos, los niveles admisibles en los 

residuos mineros de elementos traza como As, Cd, Co, Cr, Cu, Hg, Mo, Ni, Pb, V y Zn, 

estarían fijados por los Niveles Genéricos de Referencia para suelos, establecidos por las 

diferentes administraciones (Ministerio o Comunidades Autónomas). Este hecho, al igual 

que se ha comentado para el caso de los suelos, aun suponiendo un avance, resulta obsoleto 

y poco funcional desde el punto de vista de evaluar la posible toxicidad, o riesgo, derivado 

de estos residuos, ya que estas características deberían establecerse sobre la base del estudio 

y consideración de la especiación o fraccionamiento de estos elementos entre las distintas 

fases minerales de ese residuo. 

Otra pregunta a plantear sería: ¿aparece claramente indicado en las normas 

vigentes la distinción entre suelos y residuos peligrosos e inertes?, y la respuesta es que 

sí, en términos generales. 

En primer lugar, en relación a los suelos, nuevamente decir que la normativa no dice 

nada al respecto, ya que la LRSC nos remite al RDSC, y a su vez este Real Decreto lo único 

que comenta sobre temas con relación con esta pregunta es lo recogido en el Anexo VII del 

RDSC, relativo a los criterios para el cálculo de niveles genéricos de referencia. Luego, 

asimilando suelos contaminados con peligrosos, este punto sí que estaría recogido en la 

normativa, si bien con las limitaciones y desajustes, sobre todo en el ámbito metodológico, 

con el conocimiento científico actual ya comentadas en párrafos anteriores. 

Por su parte, respecto de los residuos, un aspecto a aclarar en relación al Anexo I 

del Real Decreto 975/2009 (texto consolidado), es el de la consideración de un residuo 

como inerte o peligroso. En este sentido, consideramos de interés aclarar que las tablas 

relativas a la identificación de dichos residuos mineros considerados inertes recogidas en 
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dicho Anexo I, con sus códigos LER, recogen solo categorías, de tal forma que como paso 

previo para determinar el carácter de inerte o peligroso no es tanto el de ver si el tipo de 

residuo se corresponde con alguna de las categorías recogidas en el Cuadro 1º de este 

Anexo I, sino ver si cumple las características recogidas en el apartado 1.1.2 del citado 

Anexo I. En consecuencia, si cumpliese con todas estas características, estaríamos hablando 

de residuos inertes, pudiendo afirmarse que su probabilidad de generar problemas de 

contaminación es nula o despreciable. 

Además, en relación a la caracterización de los residuos de las industrias extractivas 

no incluidos en la lista de residuos inertes y de los residuos «no inertes no peligrosos» o 

«peligrosos» (punto 2.4 del Anexo I del Real Decreto 975/2009 -texto consolidado-), 

indicar que incluye el punto 2.4.3 relativo a la “Identificación y clasificación de los residuos 

según la Lista Europea de Residuos publicada mediante la Orden MAM/304/2002, de 8 de 

febrero, incluidas sus características peligrosas, tal y como se establece en dicha orden 

ministerial y en el anexo III de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y suelos 

contaminados“. Por tanto, y de forma supletoria, parece claro que el RD 975/2009 recurre 

a la LRSC a la hora de caracterizar los residuos peligrosos. 

En relación a las características y comportamientos geoquímicos de estos residuos 

(punto 2.4.5 de este Anexo I del RD 975/2009), se deben especificar las características 

químicas y mineralógicas de los residuos, así como de cualquier aditivo o producto residual 

que quede en los residuos. Igualmente, se debe realizar una predicción de la composición 

química de los drenajes, con el paso del tiempo, para cada tipo de residuo, teniendo en 

cuenta su manipulación prevista, además de llevar a cabo una serie de pruebas de 

lixiviación. Junto a esto, se han de llevar a cabo una serie de valoraciones sobre la toxicidad 

o potencial contaminante de los sedimentos emitidos desde depósitos de residuos mineros 

a del estudio de los contenidos de sustancias potencialmente dañinas para el medio 

ambiente o la salud humana (As, Cd, Co, Cr, Cu, Hg, Mo, Ni, Pb, Se, V y Zn), que forman 

el conjunto de metales y metaloides contemplados en la Decisión de la Comisión 

2009/359/CE de 30 de abril de 2009. 

Por otro lado, a efectos de la presente Lista LER, «sustancia peligrosa » designa 

cualquier sustancia que haya sido o vaya a ser clasificada como peligrosa en la Directiva 

67/548/CEE. Igualmente, esta normativa indica que cualquier residuo clasificado como 

peligroso a través de una referencia específica o general a sustancias peligrosas sólo se 

considerará peligroso si las concentraciones de estas sustancias (es decir, el porcentaje en 
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peso) son suficientes para que el residuo presente una o más de las características 

enumeradas en el anexo III de la Directiva 91/689/CEE del Consejo. Los residuos que 

aparecen en la lista señalados con un asterisco (*) se consideran residuos peligrosos de 

conformidad con lo recogido en la Directiva 91/689/CEE sobre residuos peligrosos a cuyas 

disposiciones están sujetos, siempre y cuando cumplan los requisitos toxicológicos que, 

entre otros, se piden para este tipo de residuos. Por otro lado, resaltar que a la hora de 

determinar las características de los residuos que permiten calificarlos como peligrosos, o 

no, se recurre siempre al Anexo III de la Ley 22/2011 en cuanto a su caracterización, 

teniendo en cuenta las modificaciones incluidas por el Reglamento 1357/2014/UE. Así, en 

el art. 6.2 de la Ley 22/2011 se observa que se podrá considerar un residuo como peligroso 

cuando, aunque no figure en la lista LER como tal, presente una o más de las características 

indicadas en el Anexo III. 

A este respecto hay que tener en cuenta que el Anejo 2 de la Orden MAM 304/2002  

que establece la lista LER, quedó modificado por la Decisión de la Comisión 2014/955/UE. 

Por lo tanto, la determinación de si un residuo es o no peligroso, se llevará a cabo 

identificándolo mediante las debidas pruebas de caracterización de dicho residuo dentro, 

para luego intentar adscribirlo a una de las categorías de la Lista LER que figura en la 

Decisión de la Comisión 2014/955/UE. Con posterioridad, a nivel nacional el Anexo III de 

la LRSC quedó modificado por el Reglamento 1357/2014/UE, al verse alterada la 

nomenclatura de las características de los residuos que permiten calificarlos como 

peligrosos, al pasar estas de denominarse H a citarse por HP, suponiendo también la 

inclusión de una nueva categoría dentro del listado LER, coincidentes con el nombre 

genérico de “Lodos rojos” (HP 5 «Nocivo», HP 6 «Tóxico», HP 7 «Cancerígeno», HP 14 

«Ecotóxico», HP 15). 

Por tanto, y a modo de conclusión en el caso de los residuos mineros, esta distinción 

aparece claramente delimitada en el marco normativo vigente, si bien en muchos casos hay 

dudas sobre la aplicabilidad de determinadas normas a este tipo de residuos. 

Otra pregunta a plantear sería: ¿desde un punto de vista metodológico están 

descritas y normalizadas las metodologías o protocolos a aplicar para hacer la 

distinción entre suelos y residuos peligrosos e inertes?, y la respuesta es que no, en 

términos generales. 
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En relación a los suelos, estas metodologías, muy descritas desde el punto de vista 

científico, no están en absoluto normalizadas desde el punto de vista normativo. 

En relación a los residuos, en general, gran parte de los métodos de ensayo a aplicar 

en este tipo de estudios vienen recogidos la Directiva 2006/121/CE del Parlamento Europeo 

y del Consejo, de 18 de diciembre de 2006, por la que se modifica la Directiva 67/548/CEE 

para adaptarla al Reglamento (CE) nº 1907/2006 (REACH), y todo ello incorporado en el 

Reglamento (CE) nº 440/2008 de la Comisión, por el que se establecen métodos de ensayo 

de acuerdo con el Reglamento (CE) nº 1907/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo. 

Además, indicar que se dispone a nivel europeo del Centro Europeo para la Validación de 

Métodos Alternativos (ECVAM), incluido en el Centro Común de Investigación de la 

Comisión, y que tiene un papel importante en la evaluación y validación científicas de 

métodos de ensayo alternativos. El Reglamento (CE) nº 1272/2008, incluye en su Anexo I 

los “Requisitos de clasificación y etiquetado de sustancias y mezclas peligrosas”, 

estableciendo los criterios de clasificación en clases de peligro y sus diferenciaciones, y 

disposiciones adicionales sobre cómo cumplirlos. No obstante, y si bien en este Reglamento 

se tienen en cuenta los límites de concentración específicos, los valores de corte genéricos, 

los estudios epidemiológicos y de salud, etc., incluso se establecen niveles y/o tramos de 

toxicidad, no obstante, nada de esto se está aplicando a los residuos procedentes de la 

minería metálica, que parecen vivir en un limbo, jurídico y técnico, propio. Esta situación 

se sigue manteniendo en normativas posteriores, como el Reglamento (UE) 2015/1221 de 

la Comisión de 24 de julio de 2015 por el que se modifica el Reglamento (CE) no 

1272/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, que no incluye tampoco ninguna 

regulación específica a los residuos mineros peligrosos, ni métodos para su evaluación 

toxicológica o de riesgo. 

Por tanto, en relación a los residuos, si bien existen protocolos bien delimitados para 

el establecimiento del carácter de peligroso de los mismos, en nuestra opinión, lo que no 

está tan claro es que esta normativa resulte aplicable a los residuos procedentes de la 

minería metálica. Por lo tanto, este punto, entendemos que debería ser, o bien aclarado, o 

bien corregido dentro del marco normativo aplicable a los residuos mineros. 

Por consiguiente, y a modo de conclusión, la normativa reguladora de los residuos 

mineros (RD 975/2009 y su modificación posterior RD 777/2012, y toda la normativa 

relacionada de la Unión Europea), aclaran hasta cierto punto, el aspecto de caracterizar los 
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residuos mineros, y su adscripción a la categoría de inertes o peligrosos, si bien adolecen 

de una serie de cuestiones, como son: 

• resolver en estos campos la ambigüedad con la que este tema de la contaminación por 

elementos traza, es tratada en la legislación específica sobre suelos contaminados, 

residuos y minería, basada únicamente en datos numéricos de concentración total 

elemental. En este sentido, la legislación debería incluir, en nuestra opinión, toda la 

carga teórica y metodológica que suponen conceptos como son la disponibilidad y/o 

movilidad en función del fraccionamiento de los elementos traza, así como tener en 

cuenta aspectos intrínsecos a los materiales, como por ejemplo las propiedades edáficas 

básicas que podrían estar modulando el efecto contaminante de ese elemento (pH, 

potencial redox, materia orgánica, capacidad de intercambio catiónico). Igualmente, 

esta normativa debería establecer rangos o niveles de contaminación, que a su vez 

pudiesen determinar la prohibición o permiso para hacer determinados usos en ese 

territorio o con esos suelos o residuos. 

• establecer, de forma clara, una serie de metodologías, acordes al estado actual del 

conocimiento científico-técnico, que nos permitan delimitar los riegos y toxicidad 

asociados a estos suelos y residuos de la minería metálica. 

• fijar una serie de riesgos, y escenarios, sobre los que debe actuar la gestión y manejo 

de los ambientes mineros, que incluyan desde los riesgos asociados a la dispersión de 

los elementos traza tóxicos por drenaje ácido de mina, lixiviación, dispersión eólica, 

erosión hídrica, etc., así como la estabilidad de los depósitos mineros y las actuaciones 

que se han de ejercer sobre los mismos para asegurar la inmovilización de los elementos 

contaminantes y su seguimiento y monitorización a medio y largo plazo con el objetivo 

de minimizar los impactos y riesgos para la salud ambiental de su entorno.  

• establecer una serie de usos permitidos y/o de restricciones de estos espacios mineros 

y residuos en función de sus características, que le confieran a estas normas un carácter 

más práctico y efectivo a la hora de ejercer una adecuada gestión y manejo de los 

ambientes y residuos mineros, en particular de los de la minería metálica. Es decir, que 

tanto para suelos y residuos mineros, como para los espacios que los acogen, se 

deberían establecer una serie de usos posibles, y otros que no, en función de sus niveles 

de riesgo asociados. 
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• desarrollar y actualizar normativamente este campo mediante la inclusión de los 

conceptos de toxicidad y riesgo ambiental, o el de salud pública, en la elaboración de 

estas normas regulatorias. Hay que resaltar el hecho de que estos parámetros e 

indicadores resultan hoy día indispensables para la evaluación del carácter de 

contaminado o contaminante de cualquier material que se ponga en contacto con el 

medio ambiente, algo que por supuesto atañería de forma directa a los suelos y residuos 

de la minería metálica. 

Estas innovaciones, a nuestro entender, se deberían traducir en una clara mejora de 

la evaluación de la contaminación, toxicidad y riesgo asociado a los suelos y residuos 

mineros, lo que en la práctica significaría una gestión de estos materiales más adecuada y 

conforme sus características y peligros asociados, evitando así muchas malas prácticas que 

se han venido haciendo hasta ahora en estas zonas de minería metálica y en su entorno 

(García y Muñoz-Vera, 2015). 
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CAPÍTULO III. RÉGIMEN JURÍDICO DE LOS RESIDUOS 

MINEROS 

 

3.1. INTRODUCCIÓN: DISPOSICIONES RELATIVAS A LA MINERÍA.  

La característica principal de las materias primas minerales es su carácter no 

renovable, por lo que su existencia en el territorio nacional ha sido considerada siempre 

una riqueza y ha motivado que se les denomine recursos. Ha sido, sin duda, esa 

consideración de "riqueza nacional" lo que ha dado lugar a que en el Derecho minero 

español, desde mediados del siglo XIX con la Ley de 11 de abril de 1849 hasta nuestros 

días, se hayan considerado los recursos minerales de titularidad del Estado, según el 

principio de regalía, que limita la propiedad a la superficie del terreno, dando al subsuelo 

la condición de dominio público. 

El antiguo derecho español en materia de recursos minerales establecía el dominio 

eminente del príncipe sobre el subsuelo y sus riquezas, al objeto de crear una fuente 

importante de ingresos para el monarca que evitase el establecimiento de impuestos que 

gravasen al pueblo. Sobre esta regla común se van a presentar algunas excepciones de tipo 

fundiario que darán lugar, en algunos momentos, a un sistema mixto como así quedó 

reflejado en la normativa (desde el año 1138 hasta el año 1793)7.  

Ya en el Siglo XIX la minería ha estado regulada con normas de manera histórica 

desde las Ordenanzas Castellanas, o recopilaciones Castellanas, que ponen el punto final 

con la Novísima Recopilación de 18058 . Esta última es un cuerpo de leyes que, además de 

no presentar la homogeneidad y uniformidad de un Código, no innovan el régimen jurídico 

minero en aspecto alguno. Todas ellas fueron derogadas por la Ley 22/1973 de 21 de julio, 

de Minas, en adelante Ley de Minas, que en la actualidad está aún en vigor. 

                                                           
7Fuero Viejo de Castilla (año 1138), Código de las Partidas (aprobado en 1265), En 1348-1358 se aprueba el 
Ordenamiento de Alcalá de Henares, ordenanzas 22 de agosto de 1584, El 15 de agosto de 1780, con la idea de fomentar 
la minería del carbón, Real Orden de 28 de noviembre de 1789. Finalmente, el 18 de agosto de 1790 fue dictado un Real 
Decreto sobre la observancia de la Real Orden de 1789, así como dos resoluciones (24 de agosto de 1792 y 5 de agosto 
de 1793), aclarando que la Corona conservaba `la suprema regalía sobre las minas y la posibilidad de incorporar a la 
misma algunas de ellas. 

 
8Ley de minas de 4 de julio de 1825, Ley de 11 de abril de 1849de minas, Ley de minas de 6 de julio de 1859, Ley de 4 
de marzo de 1868 de minas, Decreto Ley de 29 de diciembre de 1868 de minas, Reglamento General de la minería de 
1905, Ley de minas de 23 de septiembre de 1939, Ley de minas de 19 de julio de 1944. Decreto de 9 de agosto de 1946 
de Reglamento General para el Régimen de la Minería. 
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En definitiva, el término técnico-jurídico que informa el orden normativo minero 

tiene importancia capital en nuestra legislación, donde la norma legal no puede ni debe 

prescindir de los principios científicos en la regulación del sector minero, pues en las 

ciencias del derecho, al igual que ocurre en otras disciplinas, aparece de forma manifiesta 

esta coalición técnico-jurídica. 

 

3.2.  RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS ACTIVIDADES MINERAS EN FASE DE 

EXPLOTACIÓN 

A continuación se enumeran las principales disposiciones normativas relativas a la 

minería en fase de explotación, es decir cuando una explotación minera se encuentra activa, 

o con suspensión temporal de actividades, pero con la concesión en vigor. 

 

3.2.1. LAS NORMAS JURÍDICAS DE CARÁCTER MINERO. 

Se va a dar cuenta, fundamentalmente, de la normativa que actualmente es de 

aplicación y se encuentra en vigor. 

La legislación básica estatal en materia de minería, está regulada en la Ley 22/1973, 

de 21 de julio, de Minas, en adelante Ley de Minas, a su vez, en la misma se establecen el 

régimen jurídico de la investigación y aprovechamiento de los yacimientos minerales y 

demás recursos geológicos. El concepto de aprovechamiento engloba el conjunto de 

actividades destinadas a la explotación, preparación, concentración o beneficio de un 

recurso natural, incluyendo las labores de rehabilitación del espacio natural afectado por 

las actividades mineras9.  

En esta ley, se recogen el conjunto de actividades destinadas a la explotación, 

preparación, concentración o beneficio de un recurso minero, considerando a esta norma 

como protectora del medio ambiente, cuyos thelos son la obtención y el beneficio de un 

recurso natural, así como la consideración de los recursos mineros. 

                                                           
9  Art 2.1 del Real Decreto 975/2009. 
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Esta Ley de Minas se encuentra desarrollada por Real Decreto 2857/197810, y 

posteriormente modificada por Ley 54/198011. Además, siguen en vigor la Ley 6/1977, de 

4 de enero de fomento de la minería12 y el Real Decreto 863/1985, de 2 de abril de 

Reglamento General de Normas Básicas de Seguridad Minera. 

Con posterioridad, se introdujo el concepto de industrias extractivas, que se define 

como aquella industria que extrae los recursos mineros con fines comerciales conforme a 

la Directiva 2006/21/CE de 15 de marzo de 2006, sobre gestión de los residuos de industrias 

extractivas (en adelante Directiva Minera). Fruto de la trasposición de la Directiva 

2006/21/CE relativa a la minería al derecho español, surgió el Real Decreto 975/2009 de 

12 de junio, sobre gestión de los residuos de industrias extractivas y de protección y 

rehabilitación del espacio afectado por actividades mineras, en adelante RD 975/2009, 

como norma de carácter básico y que se dicta al amparo de la competencia exclusiva del 

Estado sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las referencias a la regulación 

puramente minera, dictada sobre la base de la competencia estatal exclusiva sobre las bases 

del régimen minero y energético; así como a las referencias a la regulación sobre seguros, 

relativa a su vez a la competencia estatal sobre la legislación básica en este sector. La plena 

aplicación de todas las disposiciones de este Real Decreto se realizó en fecha 1 de mayo de 

2014. 

El Real Decreto español tiene por objeto «el establecimiento de medidas, 

procedimientos y orientaciones para prevenir o reducir en la medida de lo posible los 

efectos adversos que sobre el medio ambiente, en particular sobre las aguas, el aire, el suelo, 

la fauna, la flora y el paisaje, y los riesgos para la salud humana que puedan producir la 

investigación y aprovechamiento de los yacimientos minerales y demás recursos 

geológicos, y, fundamentalmente, la gestión de los residuos mineros». Tanto la norma 

comunitaria, como la norma española  se centran, en sus respectivos artículos primeros,  en 

el rendimiento minero y la protección de la salud humana y del medio ambiente13. Ambas 

normas ponen el énfasis la reducción de riesgos asociados a la gestión de los residuos 

                                                           
10Real Decreto 2857/197810, de 25 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General para el régimen de 
la minería. 
11Ley 54/198011, de 5 de noviembre que modifica la Ley de Minas  

12Ordenes de 21 de junio de 1977, de 9 de julio de 1980, de 30 de junio de 1982 y Resolución de la Dirección General de 
Minas de 9 de julio de 1980. Desarrollo parcial de la Ley de Fomento de la Minería. 
13  Art 1 del Directiva 2006/21 y art 1 del RD 975/2009. 
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mineros (Quintana López, 1987). La Exposición de Motivos de la norma española reconoce 

que no se ha limitado a transponer la norma comunitaria, sino que ha optado por completar 

las disposiciones comunitarias con otras normas españolas vigentes y, en algunos casos, 

más restrictivas. 

La finalidad del Real Decreto 975/2009 supera con creces el objetivo de la Directiva 

2006/21/CE, situando como eje para la aplicación de la norma española un nivel de 

protección más amplio, que no sólo atiende a la gestión de los residuos mineros sino que 

también comprende la investigación y aprovechamiento de los yacimientos minerales y 

demás recursos geológicos. El análisis de este Real Decreto exige la remisión previa a la 

Ley de Minas española, puesto que es deudor de esta norma en buena parte de sus principios 

básicos.  

El análisis de este Real Decreto exige la remisión previa a la Ley de Minas española, 

puesto que es deudor de esta norma en buena parte de sus principios básicos. El objeto de 

la Ley de Minas comprende el régimen jurídico de la investigación y aprovechamiento de 

los yacimientos minerales y demás recursos geológicos cualesquiera que fueren su origen 

y estado físico. En la Exposición de Motivos del Real Decreto se afirma que el concepto de 

aprovechamiento comprende las actividades de explotación, preparación, concentración o 

beneficio de un recurso mineral, incluyendo las labores de rehabilitación del espacio natural 

afectado, sobre la base del desarrollo sostenible y con el fin último de reducir los impactos 

causados por la actividad minera. En este sentido conviene recordar que las referencias 

ambientales de la Ley española son escasas; en concreto, existe una obligación genérica 

para la planificación estatal y otra mención en cuanto a la concepción ambiental vinculada 

a la concesión de las autorizaciones. La referencia al ámbito estatal se materializa en una 

obligación impuesta al Ministerio de Industria para que realice los estudios oportunos que 

permitan determinar las condiciones de protección del ambiente, debiendo resaltar aquí la 

Ley de Minas considera que estas condiciones son de carácter imperativo en lo relativo al 

aprovechamiento de los recursos mineros. La concesión de autorizaciones para ejercitar el 

derecho al aprovechamiento también hace referencia al componente ambiental. La norma 

afirma expresamente que, el Delegado Provincial se encuentra facultado para imponer, 

siempre que proceda, «las condiciones oportunas en orden a la protección del medio 

ambiente». Esta ley es preconstitucional y, por lo tanto, se debe interpretar conforme a la 

constitución, así como no debemos dejar de hacer la consideración de que varios sectores 

doctrinales han reclamado la aprobación de una nueva norma más actualizada. 
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Estos antecedentes directos de la protección ambiental ponen de relieve la evolución 

de esta materia hasta la elaboración del Real Decreto objeto de estudio, en lo que se 

convierte en un principio inspirador de todo el articulado; además de confirmar que la 

tendencia a la protección ambiental en los residuos mineros no sólo es heredera de las 

disposiciones de la Unión europea, sino que también es el resultado de una evolución 

constante en la regulación nacional influenciada por la Unión Europea. 

El Real Decreto 975/2009 realiza una mención amplia a la responsabilidad de las 

entidades explotadoras que lleven a cabo actividades de investigación y aprovechamiento, 

imponiéndoles la obligación de asumir los trabajos de rehabilitación del espacio natural 

afectado y la gestión de los residuos mineros generados. Por su parte, la autoridad 

competente está obligada a realizar un seguimiento, al menos anualmente, de las 

actividades de laboreo, explotación, preparación, concentración y beneficio de los recursos 

minerales, así como de las instalaciones de residuos mineros. Estas inspecciones tienen por 

objeto asegurar el cumplimiento de las condiciones de la autorización del plan de 

restauración, y también pueden ser realizadas por un organismo de control, a requerimiento 

de la autoridad competente. A su vez, el control de la Comisión Europea se garantiza con 

la remisión cada tres años de un informe sobre la aplicación del Real Decreto, que tomará 

como referencia los criterios de estudio que indique la propia Comisión y se basará en los 

datos aportados por las Comunidades Autónomas. Sin perjuicio de esta supervisión, cada 

año la Administración General del Estado informará a la Comisión Europea, y al público 

interesado que lo solicite, sobre cualquier suceso que haya podido afectar a la estabilidad 

de las instalaciones de residuos mineros y cualesquiera efectos medioambientales adversos 

significativos, con origen en las instalaciones en funcionamiento o ya clausuradas. 

A mediados de 2011 se presentó un proyecto para la modificación del RD 975/2009, 

mediante el que se trataba de incorporar las últimas propuestas de la Comisión Europea y 

una modificación respecto al carácter no básico del anexo V. Las novedades de origen en 

la Unión europea tenían fundamento en la Decisión de 30 de abril de 2009, por la que se 

completa la definición de residuos inertes y en un estudio de la Comisión Europea en el 

que tras analizar el Real Decreto 975/2009, se insta a las autoridades españolas a introducir 

una serie de modificaciones, la mayoría de las cuales consisten en incluir un conjunto de 

definiciones contenidas en la Directiva 2006/21/CE y que no se citaron en la norma 

española. Finalmente, este proyecto fue aprobado, prácticamente un año después de su 

presentación, mediante el Real Decreto 777/2012, de 4 de mayo de 2012, por el que se 
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modifica el Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos de las 

industrias extractivas y de protección y rehabilitación del espacio afectado por las 

actividades mineras. Esta nueva disposición también permitió actualizar las remisiones 

normativas a la nueva regulación sobre residuos. 

 

3.2.2 RÉGIMEN JURÍDICO APLICABLE A LOS RESIDUOS MINEROS: 

SUPLETORIEDAD DE LA LEY DE RESIDUOS 

La Ley 22/2011 de 21 de julio, de residuos y suelos contaminados (en adelante 

LRSC), en su artículo 2, distingue tres clases de exclusiones del ámbito de aplicación de la 

ley: totales, parciales y aquellas exclusiones sin perjuicio de la obligaciones impuestas por 

la legislación comunitaria que les sea de aplicación. 

En este sentido, la LRSC expone en su artículo 2 (Ámbito de aplicación), y más 

concretamente en el punto 2 de este artículo, que “Esta Ley no será de aplicación a los 

residuos que se citan a continuación …”, entre los que se encuentran los siguientes: “d) Los 

residuos resultantes de la prospección, de la extracción, del tratamiento o del 

almacenamiento de recursos minerales, así como de la explotación de canteras cubiertos 

por el Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos de industrias 

extractivas y de protección y rehabilitación del espacio afectado por actividades mineras”.  

Por otro lado, hay que tener en cuenta que en el año 2012, con la modificación del 

RD 975/2009, queda explicitado que aquellos asuntos que no queden regulados por el RD 

777/2012, se aplicará la LRSC de manera supletoria, como así viene recogido en el apartado 

3 de su artículo único. Este apartado indica que se modifican los apartados 3 y 4 del RD 

975/2009, por lo que en el texto consolidado quedaría con la siguiente redacción: “3. En 

aquello no regulado en la presente disposición en relación a los residuos mineros será de 

aplicación la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados…”. Por tanto, 

y según nuestro criterio, se puede aplicar de manera supletoria tanto la LRSC, como el RD 

9/2005, en lo relativo a residuos mineros en todo aquello que no esté regulado por el RD 

975/2009, como ocurre con diversos aspectos jurídicos y técnicos concernientes a la gestión 

de los residuos peligrosos mineros. 

Esta supletoriedad respecto de la LRSC también aparece reflejada en el Anexo I del 

RD 975/2009, que en su apartado 2.4.3 letra a, dice lo siguiente: “Identificación y 

clasificación de los residuos según la Lista Europea de Residuos publicada mediante la 
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Orden MAM/304/2002, de 8 de febrero, incluidas sus características peligrosas tal como se 

establece en dicha orden ministerial y en el anexo III de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de 

Residuos y suelos contaminados”. 

Otra normativa sobre la que también manifiesta supletoriedad es el RD 9/2005, que 

aparece claramente recogida en el apartado 1.3 del Anexo I del RD 975/2009 relativo a la 

clasificación y caracterización de los residuos de las industrias extractivas. En el mismo, se 

indica literalmente que “…En particular en lo que se refiere al cumplimiento de lo 

establecido en el subapartado 1.1.2.d) se deberá demostrar que el contenido de las 

sustancias mencionadas en el mismo no supera los niveles genéricos de referencia 

establecidos por cada Comunidad Autónoma para tales sustancias, de acuerdo con la 

metodología establecida en el Real Decreto 9/2005, de 14 de enero, por el que se establece 

la relación de actividades potencialmente contaminantes del suelo y los criterios y 

estándares para la declaración de suelos contaminados…”. 

Por tanto, en nuestra opinión, esta supletoriedad de la normativa minera, y en 

particular del RD 975/2009, respecto de la normativa general de residuos y suelos 

contaminados, es decir la LRSC y el RDSC, se centra sobre todo en aspectos técnicos 

relativos a la evaluación de las características y peligrosidad de los distintos tipos de 

residuos, lo que supone, por extensión, que este RD 975/2009 presenta las mismas 

limitaciones y desfases respecto del conocimiento científico-técnico actual que presentan 

sus normativas supletorias que ya  han sido discutidas en otros apartados. 

 

3.2.3. RÉGIMEN JURÍDICO DEL RESIDUO  

3.2.3.1. Concepto de residuo 

Una sustancia puede a lo largo del ciclo de vida, ser alternativamente, un producto, 

un subproducto, un residuo o una materia prima secundaria, según la utilización que se 

haga de ella o según las normas en vigor (Sadeleer, 2005). 

La noción de residuo es difícil establecerla desde un punto de vista técnico. Los 

residuos son múltiples. Las numerosas reglamentaciones que los definen reflejan por otra 

parte esta diversidad por lo que se encuentran enunciados en reglamentaciones internas, a 

menudo en normas dispersas, como son los “residuos industriales”, los “residuos 

domiciliarios”, los “residuos hospitalarios”, los “residuos agrícolas”, los “residuos inertes” 

y los “residuos mineros”. 
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Por otra parte, los residuos son inestables por el hecho de que su evolución no es 

homogénea. Los procesos de tratamiento y eliminación pueden así jugar un papel 

determinante en el destino que les está reservado. En cuanto a la eliminación hay residuos 

biodegradables, otros como los domésticos desaparecen rápidamente; otros en cambio, los 

nucleares especialmente, perdurarán durante milenios. No es preciso señalar que la elección 

de cualquiera de estos procedimientos tiene unas consecuencias muy importantes sobre la 

protección del medio. 

También los residuos se caracterizan por su relatividad, ya que el objeto que parece 

“inutilizable” en un momento dado, en un ámbito determinado y para una persona no lo es 

necesariamente en otro lugar, en otro momento y para otra persona. 

También habría que resaltar que el concepto de residuo está sujeto a un régimen 

jurídico caracterizado por un elevado grado de intervencionismo (autorizaciones, registros, 

notificaciones, limitaciones, prohibiciones de exportación e importación, documentos de 

control y seguimiento, declaraciones, etc.) por parte de la administración pública (Serrano 

Paredes, 2008). 

El término residuo tiene acepciones diferentes tanto en el lenguaje corriente como 

en la literatura científica, aunque haya acuerdo en decir que el término evoca la pérdida del 

valor de uso; las definiciones dadas en los diccionarios no clarifican el alcance exacto de 

este término. 

Por tanto, el concepto de residuo que maneja la nueva Ley 22/2011, lo define en su 

artículo 3.a) como “cualquier sustancia u objeto que su poseedor deseche o tenga la 

intención o la obligación de desechar”, nótese el cambio en la terminología empleada por 

el legislador que emplea el verbo “desechar” frente al anterior “desprender” que empleaba 

la LR 10/1998 y que la propia Directiva Marco de Residuos 2008/98/ CE , en adelante 

DMR 2008/98/CE, sigue empleando. Pero la definición de residuo no es clara. 

Según la definición, para ser residuo puede serlo “…cualquier sustancia u 

objeto”. La sustancia u objeto que se encuentra recogida en la lista Lista Europea de 

Residuos (LER) no significaba por sí, su condición de residuo, sino que además era 

necesario que se ajustase a la definición de residuo de la Directiva, es decir, que su poseedor 

se desprendiese o tuviera la intención, o la obligación de desprenderse de ella. Esta lista 

“pese a ofrecer una nomenclatura de referencia común, no tiene un carácter exhaustivo” 

(Serrano Paredes, 2008). 
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En consecuencia, la LER no tiene más que un valor indicativo a la vista de los datos 

objetivos que están en el origen del paso de la calificación de producto a la noción de 

residuo. El hecho de que una materia o una sustancia no figuren en ella no significa que no 

pueda ser calificada de residuo (Sadeleer, 2005). 

Continuando con la definición, el término “poseedor” está definido por la Directiva 

en el art 3.6. Según la acepción usual, la posesión corresponde al control efectivo, pero 

presupone la propiedad o un poder jurídico de disponer de la cosa. La noción de “poseedor” 

parece mucho más amplia que la de “propietario” ya que permite incluir a todas las personas 

que pueden desembarazarse de residuos. Es más, acudir a este concepto subraya la 

autonomía de la definición de residuo en relación a la noción de abandono tal y como la 

entiende el Derecho civil, que es una forma de disposición jurídica sobre una cosa, que 

forma parte del derecho de propiedad. 

Si tenemos en cuenta el término “desechar o desprenderse”, se aprecia que en la 

definición de residuo siguen significando lo mismo, razón por la que la DMR 2008/98/CE, 

como ya hemos comentado, lo define como “cualquier sustancia u objeto del cual su 

poseedor se desprenda o tenga intención o la obligación de desprenderse”. No obstante, la 

LRSC utiliza el término desechar porque parece que para el legislador “desechar” conlleva 

una voluntad del poseedor más clara respecto al objeto. Según el Diccionario de la RAE, 

por desechar se entiende: renunciar, arrojar, dejar una cosa de uso para no volver a 

servirse de ello y en un sentido casi idéntico, “desprender” se define como: desatar, echar 

de sí algo, apartarse o desapropiarse de algo. El cambio introducido carece de relevancia 

jurídica alguna, como así lo apostillan varios autores (Ruiz de Apodaca, 2013; Prieto, 

2015), porque las dos definiciones al final significan lo mismo. 

Pero volviendo al término “desprenderse”, con el que definir lo que constituye un 

residuo, el legislador comunitario ha querido no solamente prevenir el abandono de 

deshechos en el medio natural sino también controlar los procesos de eliminación y 

valorización de los residuos a fin de garantizar una gestión óptima de los recursos naturales. 

Si se analiza la definición, el primer requisito que “se desprende…”, es el elemento 

subjetivo porque deja a la autonomía de la voluntad la consideración de esa sustancia, si es 

mercancía o residuo. Martin Mateo (1991) en aplicación de la definición de la anterior 
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Directiva 91/156/CE14, expone que en cuanto a “que se desprende”, esa acción de 

desprender ha sido perfeccionada en el tiempo, ya que el sujeto ya ha considerado que se 

someterá a un proceso de valorización, luego es residuo. 

Por otro lado que “…o que tenga intención de desprenderse” aquí se refiere a 

que el poseedor tiene la intención de convertir en residuo la sustancia por voluntad propia. 

En la misma línea nos encontramos con Krämer (1996), ya que a su juicio esa intención 

de desprenderse de un objeto no se hace por un acto visible, sino que se desarrolla en la 

mente del poseedor del objeto. En efecto, el poseedor de un residuo busca desprenderse 

de él porque la substancia que tiene no presenta para él ningún valor económico y resulta 

de circunstancias concretas que él no espera utilizarlo como producto o materia prima. 

Se decide que residuo es todo aquello que el legislador no ha calificado con 

anterioridad como tal, y elimina y valoriza según la norma, por lo que la autonomía empieza 

cuando acaba la regulación comunitaria. Así, tal y como también señala Santamaría Arinas 

(2010), para determinar ese momento se hace necesario combinar un aspecto subjetivo, es 

decir la voluntad del poseedor, con un aspecto objetivo, que permite a las autoridades 

públicas prescindir de esa voluntad. 

La posibilidad de que esta valorización o eliminación se lleven a cabo por un tercero 

o por el propio poseedor, se conciben como opciones alternativas, no jerarquizadas, de tal 

modo que ni siquiera el residuo tiene que salir de la esfera patrimonial del poseedor, ya que 

su salida o su permanencia inciden en el régimen jurídico de esas operaciones, pero no en 

el concepto de residuo. No parece, por tanto, que sea necesaria la salida de la esfera 

patrimonial de su poseedor, para proceder al desprendimiento de estos materiales. Una vez 

que el productor se desprende del residuo, este material puede someterse a un proceso de 

recuperación o reciclado que lo acabe por convertir en materia prima secundaria o 

reutilizable o comercializable una vez que la valorización ha terminado. En consecuencia, 

la sustancia u objeto es considerado como residuo cuando la entrega se hace con el fin de 

valorizarlo o eliminarlo, mientras el resto de los casos es simplemente una mercancía. 

Por lo tanto, no se deja a la voluntad particular su consideración de residuo, sino 

que esta consideración se hace sobre la base de los requisitos de la definición “se desprende, 

                                                           
14 Directiva 1991/156/CEE del Consejo, de 18 de marzo de 1991, por la que se modifica la Directiva 
75/442/CEE del Consejo, de 15 de julio de 1975, relativa a los residuos. DOCE L nº 78, de 26.3.1991. 
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tenga intención o la obligación de desprenderse”15, pero sobre todo el tercer requisito es el 

que va a delimitar cuando una sustancia es mercancía o residuo. Es decir, que tenga la 

“obligación de desprenderse”, constituye, por tanto el elemento objetivo, que limita la 

autonomía de la voluntad de las partes, que se queda sin contenido porque es el sujeto quien 

decide qué es residuo, pero dentro del margen permitido por el legislador. Por lo que nadie 

podría pretender que en tanto que los residuos no están desposeídos o en tanto que no están 

obligados a desprenderse de sus substancias o de sus objetos, estos últimos no pueden en 

ningún caso ser cualificados residuos, aún en el caso en que ellos presentan todas estas 

características. 

Es importante indicar que la STJUE de 7 de septiembre de 2004, Asunto C-1/03 

Van der Walle constata la importancia de la obligación de desprenderse de los residuos, 

analizando si el suelo contaminado, como resultado de un vertido de hidrocarburos, debía 

considerarse como residuo. El Tribunal va más allá indicando que la consideración como 

residuo, en el caso de tratarse de suelo contaminado por hidrocarburos, depende de la 

obligación que pesa sobre aquél, que ocasiona el vertido de dichas sustancias, de 

desprenderse de ellas. El Tribunal llega a esta conclusión sobre la base de que los 

hidrocarburos no podrían separarse del suelo contaminado como consecuencia del vertido. 

De ello se deriva que los suelos contaminados, que no pueden separarse de los 

hidrocarburos, han de “desprenderse” a los efectos de cumplir con la finalidad de proteger 

el ambiente y prohibir el abandono de los residuos que persigue la Directiva. En otras 

palabras, el suelo contaminado se considera residuo por el mero hecho de estar 

contaminado por hidrocarburos. 

El Tribunal sugiere que la existencia de un residuo puede inferirse del hecho de que 

hay una obligación de desprenderse de las sustancias vertidas separándolas del suelo 

contaminado. El núcleo de la cuestión es si hay una obligación por parte de aquél que 

ocasiona el vertido accidental de desprenderse de esas sustancias. Por supuesto, la respuesta 

es afirmativa. De acuerdo con el art. 4 de la Directiva, los residuos no pueden ser 

                                                           
15Históricamente, la definición dada por las Directivas 75/442 de 15 de julio y 2006/12 de 5 de abril, recoge 
que “cualquier sustancia u objeto perteneciente a una de las categorías que se recogen en el Anexo I y de la cual 
su poseedor se desprenda o tenga la intención o la obligación de desprenderse” será considerado como residuo. 
En este sentido, el Tribunal de Justicia europeo ha ido creando una doctrina jurisprudencial en torno al concepto 
jurídico de residuo y subproducto, que ha quedado plasmada en la DMR de 2008. 
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abandonados ni vertidos. Por tanto, el criterio principal es la obligación de gestionar los 

residuos para evitar su abandono. 

En cuanto al valor económico que tienen los residuos, en línea con la Jurisprudencia 

del Tribunal de Justicia europeo, resaltar la STJCE de 25 de junio de 199716 que viene a 

tratar la definición de residuo desde el punto de vista de una sustancia con valor económico. 

Esta vez la interpretación se hace a la luz del concepto de residuo y de las modificaciones 

que en relación con el mismo, fueron introducidas por la Directiva 91/156/CEE sobre 

residuos. 

La STJCE 28 de marzo 199017, planteó si dentro del concepto jurídico de residuo 

deben de estar comprendidas también las cosas de las que se ha deshecho el poseedor, 

aunque pueda ser objeto de reutilización económica. La línea seguida por el Tribunal fue 

que por el mero hecho de que una substancia u objeto vaya a destinarse a la recuperación, 

no es condición suficiente para que no quede dentro del concepto residuo18. 

En otra sentencia, STJCE de 10 de mayo de 199519, el Tribunal de Justicia no 

aceptó el argumento del gobierno alemán, y se remitió a sus Sentencias anteriores del 

asunto Vessoso y Zanetti, en las que se había puesto de manifiesto que una normativa 

nacional que adopte una definición del concepto de residuo que excluya las sustancias y 

objetos susceptibles de reutilización económica no es compatible con las Directivas sobre 

residuos.Este criterio no es por tanto determinante, pues un residuo puede continuar 

formando parte de la reglamentación relativa a residuos a pesar de que tenga un valor 

económico positivo. 

                                                           
16STJ de 25 de junio de 1997 (C–304/94, C–330/94, C–342/94 y C–224/95), Tombessi y otros; el concepto 
de residuo no excluye la reutilización económica, aunque los materiales de que se trate puedan ser objeto de 
transacción o de cotización en listas comerciales públicas o privadas. 
17STJCE 28 de marzo 1990 asuntos acumulados C-206/88 y C-207/88 Vessoso y Zanetti, ECR 1990.STJ de 
28 de marzo de 1990 (C-359/88); Zanetti y otros: prejudicial: concepto de residuo: definición nacional que 
excluya sustancias y objetos susceptibles de reutilización económica no es compatible con las Directivas. 
18Según M. CAMPINS ERITJA, “aún cuando la noción de residuo tiende a identificarse con la res derelictae, 
procedente del Derecho civil en tanto que son bienes que carecen de dueño la posibilidad de apropiación por 
parte de un tercero independientemente de la naturaleza de la cosa o de su valor económico, no excluye la 
consideración como residuos de aquellas materias primas o materias secundarias que se destinan a la 
reutilización o al reciclaje”. Vid. M. CAMPINSERITJA, La Gestión de los residuos en la Comunidad Europea, 
José Mº Bosch, Barcelona, 1994, págs. 30-31. 
19STJCE de 10 de mayo de 1995 asunto C-442/92 Comisión contra Alemania. incumplimiento por Alemania 
Directiva–marco (concepto de residuo) y Directiva tóxicos (programas) pero no de Directiva traslados. 
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En definitiva la Jurisprudencia de la Unión Europea hace un amplio tratamiento del 

concepto de residuo20, no solo en relación con el valor económico, sino también desde la 

                                                           
20STJ de 25 de junio de 1998 (C–192/96); Beside BV: concepto de residuos municipales en Reglamento de 
traslados. Concepto de almacenamiento en Directiva–marco. Devolución de residuos al Estado de expedición. 

STJ de 11 de noviembre de 2004 (C-457/02), Niselli: conceptos de residuo y residuo de producción o de 
consumo que puede ser reutilizado. Criterios generales de distinción (chatarra). 

ATJ de 28 de enero de 2005 (C-208/04), Inter-Environnement II: concepto de residuo. El artículo 1.a) DM 
“se opone a que los Estados creen una nueva categoría de materias no comprendidas ni en la categoría de 
residuos ni en la de productos, cuando esta nueva categoría de materias pueda contener sustancias u objetos 
que puedan responder a la definición del concepto de «residuo» establecida en dicha disposición”. 

STJ de 8 de septiembre de 2005 (C-416/02), Comisión contra España. Instalación porcina en Almería. 
Concepto de residuo: el estiércol no es residuo.  

STJ de 18 de diciembre de 2007 (asunto C-194/05), concepto de residuo: incumplimiento por Italia de la DM 
porque sus normas internas “excluyeron del ámbito de aplicación de la normativa nacional sobre residuos la 
tierra y las piedras procedentes de excavaciones y destinadas a ser efectivamente reutilizadas en operaciones 
de explanación, terraplenado, relleno y como áridos, a excepción de las procedentes de sitios contaminados 
o en rehabilitación con una concentración de contaminantes superior a los límites admisibles establecidos en 
la normativa vigente”. 

STJ de 18 de diciembre de 2007 (asunto C-263/05), concepto de residuo: incumplimiento por Italia de la DM 
al haber excluido, “por un lado, las sustancias, materiales o bienes destinados a las operaciones de eliminación 
o de valorización no mencionadas expresamente en los anexos B y C” de cierto Decreto y, “por otro lado, las 
sustancias o materiales que son residuos de producción y de los que el poseedor tenga la intención o la 
obligación de desprenderse cuando puedan ser y sean reutilizados en un ciclo de producción o de consumo 
sin ser sometidos a tratamiento previo y sin causar daños al medio ambiente, o tras haber sido sometidos a un 
tratamiento previo cuando no se trata de una de las operaciones de valorización enumeradas en el anexo C de 
ese mismo Decreto”. 

STJ de 24 de junio de 2008 (C-188/07), Commune de Mesquer: concepto de residuo en relación con daños 
causados por naufragio del petrolero Erika. El fuelóleo pesado vendido como combustible, no es un residuo 
toda vez que se explota o se comercializa en condiciones económicamente ventajoso y que puede ser 
efectivamente utilizada como combustible sin necesidad de una operación previa de transformación. Pero 
“los hidrocarburos vertidos accidentalmente en el mar a raíz de un naufragio, mezclados con agua y con 
sedimentos, y que se desplazan a la deriva a lo largo de las costas de un Estado miembro hasta quedar 
depositados en éstas, constituyen residuos, toda vez que ya no pueden ser explotados ni comercializados sin 
una operación previa de transformación”. A efectos de la aplicación del artículo 15 DM, se puede considerar 
que el vendedor de los hidrocarburos y fletador del buque es el productor de dichos residuos si “ha contribuido 
al riesgo de que se produzca la contaminación ocasionada por el naufragio, en particular si no adoptó las 
medidas adecuadas para evitar tales hechos, como las relativas a la elección del buque”. Y ello con 
independencia de las limitaciones que establecen los Convenios internacionales sobre responsabilidad por 
hidrocarburos. 

STJ (Sala Segunda) de 4 de diciembre de 2008 (C-317/07), Lahti Energia Oy, concepto de residuo en DI: 
sólido y líquido, no gaseoso. Complejo térmico: fábrica de gas mediante pirolisis de residuos, es 
coincineración; central eléctrica (carbón y gas), no es incineración. 

STJ de 22 de diciembre de 2008 (C-283/07), concepto de residuo: incumplimiento por Italia de la DM por 
excluir del ámbito de aplicación de la normativa de residuos determinados desechos destinados a ser 
utilizados en actividades siderúrgicas y metalúrgicas y el combustible derivado de residuos de alta calidad 
(CDR-Q) 



  149 

mezcla de una sustancia con otros productos21para dejar de ser considerado residuo, o como 

la no consideración de residuo del coque de petróleo22. 

 

3.2.3.2. Concepto de residuo peligroso  

Conforme a la DMR 2008/98/CE, se considera como residuo peligroso, según su 

artículo 3.2), a aquel “residuo que presenta una o varias de las características peligrosas 

enumeradas en el anexo III”. A su vez, para la LRSC es peligroso, conforme al apartado 

“e” de su artículo 3º: e) «Residuo peligroso»: residuo que presenta una o varias de las 

características peligrosas enumeradas en el anexo III, y aquél que pueda aprobar el 

Gobierno de conformidad con lo establecido en la normativa europea o en los convenios 

internacionales de los que España sea parte, así como los recipientes y envases que los 

hayan contenido”. En este sentido, Prieto (2015) indica al hablar de “residuo (...) que pueda 

aprobar el Gobierno de conformidad...”, que lo que en realidad aprueba el Gobierno es la 

condición de peligroso, por lo tanto debería decir: “aquel cuya condición de peligroso 

apruebe el Gobierno de conformidad (...)”. 

Esta definición ha de complementarse con lo establecido en el artículo 6 de la 

LRSC: “la determinación de los residuos que han de considerarse como residuos peligrosos 

y no peligrosos se hará de conformidad con la lista establecida en la Decisión 2000/532/CE 

de la Comisión, de 3 de mayo de 2000”. A esto añade el número 2º del mismo artículo 6: 

“Por Orden del Ministro de Medio Ambiente, y del Medio Rural y Marino, previa 

consulta a la Comisión de coordinación en materia de residuos, se podrá reclasificar un 

residuo en los siguientes términos, conforme, en su caso, a los procedimientos previstos en 

el artículo 7 dela DMR 2008/98/CE: 

a) Se podrá considerar un residuo como peligroso cuando, aunque no figure como 

tal en la lista de residuos, presente una o más de las características indicadas en el anexo 

III. 

                                                           
21STJUE, de 12 de diciembre de 2013, en asuntos acumulados C-241/12 y C-242/12. En la misma se recoge 
una mercancía que es mezclada 
22ATJ de 15 de enero de 2004 (C-235/02) Saetti y Frediani: concepto de residuo. El coque del petróleo no es 
residuo. 
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b) Se podrá considerar un residuo como no peligroso cuando se tengan pruebas de 

que un determinado residuo que figure en la lista como peligroso, no presenta ninguna de 

las características indicadas en el anexo III. 

Cuando se den los supuestos de los dos apartados anteriores, el Ministerio (...) lo 

notificará sin demora a la Comisión Europea y le presentará toda la información relevante”. 

El legislador acoge de esta manera la equívoca norma plasmada en el artículo 7 de 

la DMR 2008/98/CE: este sienta inicialmente que “la lista de residuos será vinculante para 

la determinación de los residuos que han de considerarse residuos peligrosos”, para luego 

establecer la posibilidad de inclusión en la lista, o exclusión de ella, de ciertas sustancias, 

justificadamente, siendo así que, en realidad, la lista no es vinculante sino orientativa. 

Finalmente, y sobre esta operación de reclasificación de residuos peligrosos en no 

peligrosos, el artículo 6.3 de la LRSC, reproducción del 7.4 de la Directiva, prohíbe que 

aquella se realice “por medio de una dilución o mezcla cuyo objeto sea la disminución de 

las concentraciones iniciales de sustancias peligrosas por debajo de los límites que definen 

el carácter peligroso de un residuo”. 

La nueva normativa en materia de clasificación de la peligrosidad de los residuos 

aprobada a nivel comunitario son: el Reglamento 1357/2014/UE23 y la Decisión de la 

Comisión 2014/955/UE24. Esta normativa deroga las siguientes normas que quedaron fuera 

de aplicación con fecha 1 de junio de 2015. Con la aprobación del Reglamento 

1357/2014/UE por el que se modifica el anexo III de la Directiva 2008/98/CE, queda 

determinado cuando un residuo es considerado residuo peligroso. 

En el caso de que un residuo este codificado en la LER con la categoría de residuo, 

el que se considere como peligroso, inerte o como no peligroso, lo determinara si se trata 

de uno o de otro, comprobando si debido a su composición reúne una o más de las 

características de peligrosidad enumeradas en el Reglamento 1357/2014/UE, por el que se 

modifica el anexo III de la Directiva 2008/98/CE. A nivel nacional queda modificado el 

Anexo III de la LRSC por el Reglamento 1357/2014/UE. El Anexo I del Real Decreto 

                                                           
23Reglamento 1357/2014 UE de la Comisión de 18 de diciembre de 2014por el que se sustituye el anexo III 
de la Directiva 2008/98/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre los residuos y por la que se derogan 
determinadas Directivas. 
24Decisión de la Comisión 2014/955/UE por la que se modifica la Decisión 2000/532/CE, sobre la lista de 
residuos, de conformidad con la Directiva 2008/98/CE del Parlamento Europeo y del Consejo. 
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833/8825 y los Anejos 1 y 2 del Real Decreto 952/199726 quedan modificados por el 

Reglamento 1357/2014/UE y la Decisión de la Comisión 2014/955/UE. A su vez, el Anejo 

2 de la Orden MAM 304/200227 quedó modificado por la Decisión de la Comisión 

2014/955/UE. Por lo tanto, una vez hecha la determinación de si un residuo es o no 

peligroso, determinado según las pruebas de caracterización de dicho residuo que figura en 

la Decisión de la Comisión 2014/955/UE a modo orientativo, ese residuo formará parte de 

la Lista LER. 

Una vez hecha esta adscripción dentro de la lista LER, para distinguir aquellas 

categorías de residuos consideradas como peligrosos se les coloca un asterisco (*), si bien 

esta condición de peligroso le vendrá dada sobre la base de las características de 

peligrosidad, que se evaluarán sobre cada una de las sustancias contenidas en el residuo, 

teniendo en cuenta sus códigos de clase y categoría de peligro, así como los códigos de las 

indicaciones de peligro. Por lo tanto, en este caso será necesario conocer la concentración 

de cada sustancia clasificada en el residuo para aplicar los criterios del Reglamento 

1357/2014/UE en la determinación de las características de peligrosidad. Esas 

características son, entre otras, la forma de determinar si un residuo posee dicha propiedad 

en función de la clasificación de las sustancias contenidas en el residuo y de su 

concentración, estableciendo para algunas características un valor de corte y un límite de 

concentración, así como un cuadro donde se indica cada código de clase y categoría de 

peligro, y una indicación de peligro a considerar en la determinación. 

El Reglamento 1357/2014/UE incorpora a nuestra normativa lo relativo a las 

sustancias peligrosas como es el CLP y el método de ensayo del Reglamento REACH. 

En el ámbito europeo y en relación al tratamiento en materia de residuos peligrosos, 

se pueden resaltar varias sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. En 

relación a la STJ de 22 de junio de 2000 (C-318/98) sobre el asunto Fornasar y otros, 

se trató el concepto de residuo peligroso, así como de los residuos que figuran en la lista 

elaborada, conforme al concepto de residuo peligroso recogido en definiciones fuera de 

uso, recogido en la Directiva 75/442/CEE, artículo 18, así como en la Directiva 91/689, 

                                                           
25Real Decreto 833/88 de 20 de julio por el que se aprueba el Reglamento para la ejecución de la Ley 
20/1986 básica de Residuos Tóxicos y Peligrosos. 
26Real Decreto 952/1997, de 20 de junio por el que se modifica el Reglamento, para la ejecución de la Ley 
20/1986 básica de Residuos Tóxicos y Peligrosos, aprobado mediante Real Decreto 833/88, de 20 de junio. 
27Orden MAM 304/2002 de 8 de febrero por la que se publican las operaciones de valorización y eliminación 
de residuos y la lista europea de residuos. 
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relativa a residuos peligrosos en su artículo 1 apartado 4, ambas Directivas ya derogadas. 

A este respecto hay que indicar dos aspectos; por un lado hay que aclarar que estas 

Directivas no impiden a los Estados miembros calificar como peligrosos a otros residuos 

distintos de los recogidos por las mismas, y por otra parte que la determinación del origen 

de un residuo no constituye un requisito necesario para clasificarlo como peligroso. Esta 

Sentencia expone que “el criterio determinante por lo que se considera al concepto de 

residuo peligroso es si el residuo tiene una o más propiedades de las enumeradas en el 

anexo III de la Directiva. Si bien la inclusión en la lista de residuos peligrosos se basa 

efectivamente en el origen del residuo, este no es el único criterio de calificación de su 

carácter peligroso, sino que constituye uno de los factores que se limita a “tener en cuenta” 

la lista de residuos peligrosos”. 

A su vez, la Sentencia STJUE 7 de marzo de 2013 se plantea si un residuo 

peligroso, que es considerado como tal, puede dejar de ser considerado como residuo, 

llegando a esa conclusión porque un producto mezclado con otra sustancia, al no tener 

intención de desprenderse de él sino de volver a comercializarlo, no puede ser considerado 

como residuo. El objeto de la sentencia es la interpretación de la DMR 2008/98/CE, es 

decir del concepto actual de residuo y de residuo peligroso, y del Reglamento REACH28. 

Esta sentencia, lejos de entrar en aspectos técnicos, se centra en otros de índole jurídica y 

que se resumen en el hecho de que al comercializar con  el residuo, el mismo deja de ser 

considerado residuo, sin tener en cuenta su peligrosidad o no. En definitiva, el TJUE, de 

acuerdo con su doctrina sobre el concepto de residuo peligroso no excluye, por principio, 

que un determinado residuo considerado como peligroso pueda dejar de ser residuo a 

efectos de la DMR 2008/98/CE como consecuencia de su simple comercialización.  

Resaltar, también, que el régimen de ordenación de sustancias peligrosas del 

Reglamento REACH es relevante y puede servir de referencia para poder determinar la 

condición de un determinado material como residuo. En particular, el Anexo XVII de este 

Reglamento REACH resulta relevante para determinar si un residuo peligroso puede dejar 

de ser residuo en función de las restricciones recogidas en este anexo, en el sentido de que 

si no estuviese afectado por las citadas restricciones, su poseedor no estará obligado a 

desprenderse de él, en el sentido del art.3.1 DMR 2008/98/ CE (Pernas García, 2013), 

pudiendo ser entonces considerado como recurso. No obstante, y para el caso concreto de 

                                                           
28Reglamento (CE) nº 1907/2006 del Parlamento y del Consejo, de 18 de diciembre de 2006, relativo al 
registro, la evaluación, la autorización y la restricción de las sustancias y mezclas químicas. 
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los residuos mineros, dado el carácter tóxico, carcinogénico, etc. de gran parte de los 

mismos, entendemos que esta interpretación jurídica no tendría mucho sentido, salvo para 

la reutilización y procesamiento de estos residuos como recursos mineros en sentido 

estricto. 

El interés de esta Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión europea de 7 de 

marzo de 2013, radica, en nuestra opinión, en el hecho de que clarifica la relación entre la 

normativa sectorial de residuos y la normativa de sustancias peligrosas, de tal forma que el 

concepto de residuo peligroso quede vinculado a las exigencias normativas de sustancias 

peligrosas. Así, esta Sentencia que interpreta la relación entre la DMR 2008/98/CE y el 

Reglamento REACH, cobra importancia ya que autoriza la utilización con condiciones de 

determinadas sustancias, determinando si esa sustancia puede, o no, dejar de ser residuo. 

Esta Sentencia parece entrar, según nuestra opinión, en contradicción por lo exigido en el 

artículo 6.1.d) de la DMR 2008/98/CE, en el que se determina que para que un residuo deje 

de serlo mediante una operación de valorización o de reciclado, su uso no debe generar 

impactos adversos globales para el medio ambiente o la salud humana.  

Además, consideramos que hay un aspecto de esta Sentencia que, según nuestro 

criterio, no es correcto; en concreto, nos referimos al carácter de peligroso de un material 

(suelo, residuo, etc.) que esta Sentencia parece supeditar a la consideración jurídica de 

residuo o de recurso. A este respecto, consideramos que el carácter de peligrosidad, 

toxicidad, etc. es algo intrínseco e inherente a la naturaleza del material, con independencia 

de su consideración jurídica como residuo, subproducto, recurso, etc. Queremos con ello 

decir que si un material determinado, o mezcla de ellos, resulta peligroso bien sea por su 

propica toxicidad o bien sea por ser posible fuente de contaminación para su entorno, o 

bien por ambas cuestiones, esta condición no va cambiar desde un punto de vista técnico y 

ambiental por un simple cambio en su denominación jurídica, siendo por tanto peligroso 

en todos los casos. Dicho esto, también es verdad, que las implicaciones jurídicas que de 

esto se derivan podrán ser diferentes dependiendo de que se trate de un residuo o un recurso. 

Así, por ejemplo, entendemos que la legislación debería regular aspectos relativos a su 

deposición y/o almacenamiento en vertederos o depósitos, así como a todas las medidas 

que se consideren necesarias para minimizar sus posibles impactos, cuando se tratase de 

residuos, mientras que para el caso de los recursos de lo que se trataría es de regular más 

bien sus posibles usos y prevenciones a la hora de su manipulación o almacenamiento 

temporal. 
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La Jurisprudencia de nuestros tribunales ha llevado a cabo una aplicación del 

concepto de residuo, tal y como viene definido en la normativa española de residuos, que 

en este punto, como en muchos otros, no es más que una fiel reproducción de las Directivas 

comunitarias (91/156 relativa a los residuos, y 91/689 relativa a los residuos peligrosos, 

ambas ya derogadas), a cuya incorporación obedece la aprobación de la legislación sobre 

esta materia. 

 

3.2.3.3. Concepto de subproducto  

Se ha considerado la introducción del concepto de subproducto como una de las 

principales novedades de la nueva LRSC, ausente como estaba la noción en la DMR 

1998/98/CE y en la LR. 

Consciente también la Comisión Europea de la incertidumbre definitoria del 

subproducto, y tomando como base la jurisprudencia europea emitida hasta el momento, se 

publicó en febrero de 2007 una “Comunicación interpretativa sobre residuos y 

subproductos”29. En la misma se reconoció que “no existe una distinción clara (entre 

residuo y subproducto), sino una variedad bastante amplia de situaciones técnicas con 

diferentes riesgos y repercusiones para el medio ambiente”. Este documento opera, pues, 

como adecuada guía conceptual, condensatoria además de lo sentado por el TJCE. Estos 

parámetros conceptuales que la jurisprudencia fue consolidando y la Comisión reunió en la 

comunicación referida se han traspasado, a los textos normativos europeo y español, y ello 

por más que la propia Comisión se mostrara inicialmente contraria a la legalización del 

concepto. 

Pues bien, el artículo 4.1 de la LRSC, con una redacción prácticamente idéntica al 

artículo 5 de la Directiva, define así el subproducto: 

“Una sustancia u objeto, resultante de un proceso de producción, cuya finalidad 

primaria no sea la producción de esa sustancia u objeto, puede ser considerada como 

subproducto y no como residuo definido en el artículo 3, apartado a), cuando se cumplan 

las siguientes condiciones: 

                                                           
29COM. 2007. Comunicación de la Comisión de 21 de febrero de 2007 relativa a la Comunicación 
interpretativa sobre residuos y subproductos (59 final). 
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a) que se tenga la seguridad de que la sustancia u objeto va a ser utilizado ulteriormente,  

b) que la sustancia u objeto se pueda utilizar directamente sin tener que someterse a una 

transformación ulterior distinta de la práctica industrial habitual,  

c) que la sustancia u objeto se produzca como parte integrante de un proceso de 

producción, y  

d) que el uso ulterior cumpla todos los requisitos pertinentes relativos a los productos así 

como a la protección de la salud humana y del medio ambiente, sin que produzca 

impactos generales adversos para la salud humana o el medio ambiente». 

A su vez, cuando en el artículo 5 apartado b) de la DMR 2008/98/CE manifiesta 

en relación a los subproductos “…sin tener que someterse a una transformación 

posterior…”, nos está indicando que si las actuaciones llevadas a cabo con este material 

forman parte del proceso productivo sin solución de continuidad, la sustancia será 

considerada como subproducto, y si no fuera así estaríamos ante operaciones de 

valorización de un residuo que lo excluirían como subproducto y, por tanto, pasaría a ser 

considerados como recurso (Vázquez García, 2011). 

Con el término subproducto distinguimos dos concepciones:  

• una concepción subjetiva que defiende que se considera subproducto si por ausencia 

de una utilidad efectiva por parte del poseedor, y ante la necesidad de recurrir a 

operaciones de valorización o de eliminación esa substancia entonces adquiriese esa 

condición. El residuo “valorizado” no es solamente la substancia que ha sido 

transformada en materia prima secundaria. Comprende también toda substancia, todo 

resto, todo subproducto del que el poseedor industrial se desprende, también en el caso 

en que estos últimos sean susceptibles de ser reutilizados (Sadeleer, 1995), y 

• una concepción objetiva, cuando una sustancia o un objeto (como residuo de 

producción) no debería ser calificada de residuo desde que su poseedor encuentra una 

utilización admisible como producto o materia prima secundaria, siempre que esta 

utilización sea integral, directa, efectiva y distinta de los métodos de eliminación de 

residuos. De esta manera, se limita el alcance del concepto de residuo. En los Asuntos 

Palin Granit Oy y Avesta Polarit Chrome Oy, el Tribunal de Justicia parece haber 

avalado, de manera un poco confusa, esta segunda tesis. 
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Respecto de la consideración de una sustancia como subproducto, en la normativa 

española interviene la Comisión de coordinación en materia de residuos, que elaborará su 

propuesta al respecto “teniendo en cuenta lo establecido en su caso al respecto para el 

ámbito de la Unión Europea”, de tal forma que se establece una especie de procedimiento 

administrativo a nivel estatal, previa evaluación por parte de la Comisión de coordinación 

y posterior elevación al Ministerio de Medio Ambiente, en el cual mediante Orden 

Ministerial se determinará si tal sustancia u objeto puede ser considerada como subproducto 

en función de su destino (Art 4.2. LRSC), que en último término, la aprobación de esta 

condición corresponde al Ministerio competente (hoy el Ministerio de Agricultura, 

Alimentación y Medio Ambiente; MAGRAMA, procedimiento aprobado por dicho 

Ministerio en Julio de 2015). 

Pensamos que en ese sentido, ha de interpretarse el papel que la Comisión europea 

había atribuido a estas reglas: “orientar a las autoridades competentes al decidir, caso por 

caso, si un material determinado es o no un residuo”, e “informar a los operadores 

económicos sobre la manera en que deben adoptarse estas decisiones”. Parece evidente 

también que estos operadores no deben esperar necesariamente a que se produzcan estas 

decisiones de la autoridad administrativa para dar a los residuos de producción la salida 

que estimen conforme a los criterios. Obsérvese que la ley ya aporta las pautas con el 

auxilio de las interpretaciones del TJCE: solo queda, pues, aplicarlas caso a caso.  

Está claro, por tanto, que ni unos ni otros aportes tanto jurisprudenciales como 

legales resultan definitivos, ni se pretende que lo sean. Hay quien los ha calificado como 

“poco concretos, casi etéreos”, sin dejar de aclarar que han de valorarse de forma conjunta, 

a la luz de las circunstancias del caso concreto (Vázquez García, 2011). 

El TJCE ha señalado los siguientes elementos para que concurran las características 

por los que se pueda hablar de subproducto o residuo de producción, así se debe de producir 

la (re)utilización segura, sin transformación previa y sin solución de continuidad en el 

proceso de producción, como ya se ha mencionado anteriormente y que pasamos a 

desarrollar a continuación: 

• Respecto al primer elemento, la (re)utilización segura, habrá que estar al interés 

económico del poseedor en hacerlo, eso es el valor económico de los residuos y siempre 

que éste dé garantías suficientes de la identificación y de la utilización efectiva de las 

sustancias en el proceso de producción. 
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o En este sentido, comienza sentando que las características del material en 

términos de idoneidad para una reutilización económica “puede implicar” que 

no debería considerarse residuo, sino subproducto. Así, para valorar su 

(re)utilización segura, habrá que tener en cuenta el interés económico del 

poseedor en hacerlo, tal y como viene recogido en el asunto Palin 

Granit30cuando expone que“…Si va más allá de la mera posibilidad de 

reutilizar la sustancia, existe un interés económico para el poseedor en 

hacerlo… Si así sucede ya no puede considerarse una carga…sino un auténtico 

producto”. Sobre este particular, no ha existido uniformidad en la 

jurisprudencia al tratar el tema, ya que en el asunto Avesta Polarit31 se habla de 

la existencia de garantías de suficientes en la identificación y utilización efectiva 

de las sustancias en el proceso de producción, indicando que el poseedor de la 

ganga o arena residual debe calificar a estos materiales como residuos, salvo 

que el poseedor la utilice legalmente para el relleno necesario de las galerías de 

la mina, calificación que también dependerá del tiempo de almacenamiento 

previo a la reutilización. 

o Habrá que tener en cuenta el periodo de almacenamiento previo a la 

reutilización, de tal forma que se dé o no la continuidad en el proceso. Así, 

existen casos en los que el almacenamiento ha sido decisivo a estos efectos, tal 

y como ha ocurrido en el asunto de Palin Granit. A este respecto, el TJCE no 

se ha pronunciado de forma clara en el citado asunto, ya que considera que si el 

plazo de almacenaje es indefinido o no da garantías sobre su futura reutilización 

en un plazo más o menos aceptable, esto conduce a la consideración final de 

estos materiales como residuos, en vez de como subproductos, tal y como quedó 

                                                           
30STJ de 18 de abril de 2002, (C–9/00); PalinGranitOy: concepto de residuo. El propio Tribunal comienza a 
aplicar la “doctrina de los indicios”: la ganga minera es residuo. Rec.p.I-3533, ap. 33. 
31STJ de 11 de septiembre de 2003 (C-1146/01), Avesta Polarit Chrome Oy: concepto de residuo y ámbito 
de aplicación (art. 2.1.b DM). La ganga minera puede no ser considerada residuo en determinadas 
circunstancias.Rep. 2003, relativa a la ganga resultante de las extracciones de mineral y arena resultantes del 
tratamiento del mineral originadas en actividades mineras. Avesta Polarit presento al Centro Regional una 
solicitud de autorización ambiental con el fin de poder continuar su actividad de extracción de minerales y 
del enriquecimiento del lugar, explotado desde hace 30 años. Su actividad consiste en extraer el producto 
bruto mediante perforación y dinamitado y en transformarlo mediante trituración, desbaste y refinado. En 
1999 el Centro Regional concedió la autorización aunque supeditándola a determinados requisitos en cuanto 
consideraba la ganga y la arena residual como residuos a los que se aplican los procedimientos fijados por su 
Ley 1072/1993, que incorpora la directiva marco. 
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regulado en el asunto Palin Granit en el que se consideró la ganga como 

“residuos de extracción”. 

o En otros casos, y en el otro sentido, bastó que estuviera vinculado a la posterior 

(re)utilización, como ocurrió en asunto Comisión/Reino de España, donde los 

purines fueron considerados como subproductos siempre que se utilizasen como 

abono en una explotación agrícola y su almacenamiento estuviese vinculado a 

las operaciones de abonado, en dónde se limitó el tiempo de almacenamiento 

del estiércol a las necesidades de las operaciones de abonado. 

o Finalmente, en el asunto Avesta Polarit la TJCE no se pronunció sobre este 

asunto, dejando la decisión final en manos de la autoridad competente. Ya que 

el TJCE se quedó a medio camino, en el que la reutilización de los materiales 

era segura, sin transformación previa, y aun así determinó que correspondía a la 

autoridad competente apreciar si la duración del almacenamiento de los residuos 

con anterioridad a su reinyección en una mina podría suponer que esta 

reutilización fuese o no segura. 

• El segundo elemento, que es el que hace referencia a que el residuo de producción no 

se someta a ninguna operación de tratamiento previo, se trata de un concepto muy 

amplio que incluye incluso la trituración del residuo de producción. Si la substancia 

puede ser directamente utilizada en otro proceso de producción, adquiere entonces la 

cualidad de subproducto y escapa al campo de aplicación de la reglamentación de los 

residuos. El Tribunal exige, en efecto, que se produzca la explotación o la 

comercialización de subproductos en el cuadro de un proceso ulterior, a condición de 

que no sea precedida de una transformación previa. El cumplimiento de “sin 

transformación previa” exige que el residuo de producción no haya sufrido ninguna 

operación de tratamiento o valorización, ni siquiera una simple clasificación o 

trituración, tal y como quedó recogido en el asunto Avesta Polarit. Este mismo caso, 

incluye consideraciones en relación a que se utilice este material en el mismo proceso 

productivo, o en un proceso perteneciente a la misma actividad económica, con 

independencia de que se haga con el mismo operador económico o por un tercero “…sin 

tener que someterse a una transformación ulterior distinta de la práctica industrial 

normal…”. 

En todo caso, este segundo criterio no impone que la substancia o el objeto sean 

reutilizados por el mismo productor. Es suficiente que una reutilización se produzca 
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efectivamente “en la continuidad del proceso de producción” y esto cualquiera que sea el 

operador económico que la reutilice. 

En muchos casos, esta exigencia no se respetará por los operadores económicos en 

la medida en que es generalmente indispensable seleccionar los deshechos de producción 

(es el caso para el papel viejo, el vidrio,...) y tratarlos (por medio de técnicas de trituración, 

de recuperación...), antes de poder reutilizarlos. El cumplimiento de estas diferentes 

operaciones no permite cualificar los residuos tratados de subproductos. 

• Finalmente, el tercer elemento, indica que la utilización debe ser sin solución de 

continuidad del proceso de producción. En este sentido, el TJCE ha manifestado que 

el concepto de subproducto solo abarca aquellos residuos de producción que tienen su 

origen en un proceso de fabricación o extracción, pero no a los residuos de consumo ni 

a los bienes de ocasión, ya que los primeros pueden ser reutilizados sin solución de 

continuidad del proceso de producción. Por otro lado, y a modo de ejemplo, citar el 

caso de la ganga o la arena residual acumuladas procedentes de una explotación minera, 

que no tienen la consideración de subproducto en tanto no se utilicen en el proceso de 

producción. En relación a lo anterior, hay que poner de manifiesto que el TJCE 

estableció que la reutilización se puede producir tanto por el operador económico que 

la produjo, como por cualquier otro. Así, la combinación de ambos criterios, que se 

utilicen en el proceso de producción y que dicha reutilización la pueda llevar a cabo 

tanto el sujeto que lo produjo como cualquier otro operador económico, nos sugiere que 

el TJCE se está refiriendo a que se reutilice en el mismo proceso productivo o en un 

proceso perteneciente a la misma actividad económica, con independencia del operador 

que lo gestione. 

Visto lo cual se sienta el criterio de residuo de producción y va más allá, ya no 

considera si una sustancia es o no un subproducto, si puede tener un destino distinto del de 

la eliminación, como apuntó el TJCE, sino que esa sustancia pueda ser reutilizada, de un 

modo seguro, sin transformación previa y sin solución de continuidad en el proceso de 

producción. Además, lo que debe de hacerse sin ningún género de duda, es la reutilización 

de la sustancia sin transformación previa y para que eso sea llevado a cabo debe tener un 

interés económico, es decir la rentabilidad. 

En relación a todo esto, llama la atención lo del “criterio de rentabilidad” del 

subproducto, cuando la Jurisprudencia del TJCE también lo tiene en cuenta para el término 
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residuo, siendo algo común, por tanto, para los dos términos. En definitiva, el valor 

económico de los residuos, su rentabilidad, es algo común de los tres conceptos, en la que 

ni el concepto de residuo, ni el de subproducto, ni el de materia prima secundaria, excluye 

las sustancias susceptibles de reutilización económica. Por consiguiente, determinar si el 

resultado de un proceso productivo es o no residuo tiene importantes consecuencias, por 

las exigencias aparejadas a ello, y por las consecuencias económicas. Baste ver los 

contenciosos habidos al respecto, que sirvieron para perfilarla noción de subproducto, o 

dicho de otra manera, para establecer su frontera con la de residuo (Serrano Paredes, 2008). 

Para acabar con este apartado de la jurisprudencia, citar que el TJCE se refiere a su 

“utilización legal” sin dar mayores explicaciones, lo cual parece dar a entender que todo 

este proceso se hará de acuerdo con el ordenamiento comunitario e interno. 

 

 

3.3. CONCEPTO DE RESIDUO MINERO 

El concepto de residuo minero se encuentra recogido en el RD 975/2009, bajo la 

denominación de “residuos mineros”, común a la normativa española. Se entiende por 

residuos mineros a aquellos que se encuentran definidos en el artículo 3.7c): 

• “Residuos mineros: aquellos residuos sólidos o aquellos lodos que quedan tras la 

investigación y aprovechamiento de un recurso geológico, tales como son los estériles 

de mina, gangas del todo uno, rechazos, subproductos abandonados y las colas de 

proceso e incluso la tierra vegetal y cobertera en determinadas condiciones, siempre 

que constituyan residuos tal y como se definen en la Ley 22/2011, de 28 de julio, de 

residuos y suelos contaminados”. 

En un distrito minero encontramos las escombreras y las balsas que están formadas 

por residuos mineros, y que están definidas de la siguiente manera en el artículo 3.7 j) y k), 

respectivamente: 

• “Escombrera: una instalación de residuos mineros construida para el depósito de 

residuos mineros sólidos en superficie”. 

• “Balsa: una instalación de residuos mineros natural o construida para la eliminación de 

residuos mineros de grano fino junto con cantidades diversas de agua libre, resultantes 

del tratamiento y beneficio de recursos minerales y del aclarado y reciclado del agua 

usada para dicho tratamiento y beneficio”. 
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Estos residuos de la prospección, extracción de minas y canteras y tratamientos 

físicos y químicos de mineral se encuentran recogidos con la denominación de código 01, 

en la llamada Lista Europea de Residuos (LER)32. 

A este respecto, se distinguen estos tipos de residuos mineros definidos en el RD 

975/2009: residuos “inertes”, y residuos “peligrosos” y “no inertes no peligrosos”:  

• Residuo minero inerte aquel que no experimente ninguna transformación física, 

química o biológica significativa. Los residuos inertes no son solubles ni combustibles, 

ni reaccionan física ni químicamente de ninguna otra manera, ni son biodegradables, ni 

afectan negativamente a otras materias con las cuales entran en contacto, de forma que 

puedan provocar la contaminación del medio ambiente o perjudicar la salud humana. 

La lixiviabilidad total, el contenido de contaminantes en ellos y la ecotoxicidad del 

lixiviado deberán ser insignificantes y, en particular, no deberán suponer riesgo para la 

calidad de las aguas superficiales ni subterráneas. Las características específicas de los 

residuos mineros inertes se desarrollan en el anexo I (artículo 3.7.e). 

• Por su parte, en relación a los “residuos no inertes no peligrosos” y los “residuos 

mineros peligrosos” el apartado 1.4 del Anexo I del RD 975/2009 dice lo siguiente: 

“Los residuos de industrias extractivas, procedentes de la prospección, extracción de 

minas y canteras y tratamientos físicos y químicos de minerales que no cumplan con 

todas las características detalladas en alguna de las tablas A, B, C, D, E, F y G recogidas 

en el presente anexo y respecto de los cuales no pueda demostrarse mediante la 

realización de pruebas específicas, ante la autoridad competente, que cumplen lo 

establecido en los apartados 1.1.2 y 1.2.2 de este anexo, se clasificarán, en función de 

los resultados de las pruebas específicas, como residuos «no inertes no peligrosos» o 

como «peligrosos» a efectos de lo dispuesto en el Real Decreto 975/2009, de 12 de 

junio. La caracterización de estos residuos «no inertes no peligrosos» o «peligrosos» 

incluirá toda la información que se indica en el apartado 2.4 de este anexo”. 

El RD 975/2009 en el apartado 1.2 expone que “los residuos únicamente se 

considerarán inertes a tenor de los mencionados artículos 3.7.e) del Real Decreto 975/2009, 

de 12 de junio, y 3.3 de la Directiva 2006/21/CE, si reúnen todos los criterios siguientes, 

tanto a corto como a largo plazo: 

                                                           
32Decisión de la Comisión 2014/955/UE por la que se modifica la Decisión 2000/532/CE, sobre la lista de 
residuos, de conformidad con la Directiva 2008/98/CE del Parlamento Europeo y del Consejo. 
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a) Los residuos no sufrirán ninguna desintegración o disolución importantes ni ningún 

otro cambio significativo susceptible de provocar efectos ambientales negativos o de 

dañar la salud humana. 

b) Los residuos tendrán un contenido máximo de azufre en forma de sulfuro del 0,1 por 

ciento, o tendrán un contenido máximo de azufre en forma de sulfuro del 1 por ciento 

y un cociente de potencial de neutralización, definido como el cociente entre el 

potencial de neutralización y el potencial de acidez y determinado mediante una prueba 

estática según el prEN 15875, superior a 3. 

c) Los residuos no presentarán riesgos de combustión espontánea y no arderán. 

d) El contenido de sustancias potencialmente dañinas para el medio ambiente o la salud 

humana en los residuos y, en especial, de As, Cd, Co, Cr, Cu, Hg, Mo, Ni, Pb, V y Zn, 

incluidas las partículas finas aisladas en los residuos, es lo suficientemente bajo como 

para que sus riesgos humanos y ecológicos sean insignificantes, tanto a corto como a 

largo plazo. Para poder ser considerados lo suficientemente bajos como para presentar 

riesgos humanos y ecológicos insignificantes, el contenido de esas sustancias no 

superará los valores mínimos nacionales para los emplazamientos definidos como no 

contaminados o los niveles naturales nacionales pertinentes. 

e) Los residuos deben estar sustancialmente libres de productos utilizados en la extracción 

o el tratamiento que puedan dañar el medio ambiente o la salud humana”. 

Por otro lado, el apartado 1.2 del anexo I del RD 975/2009 recoge la lista de residuos 

inertes de las industrias extractivas. Dicha lista califica como “Lista de residuos inertes” a 

los residuos de prospección, extracción de minas y canteras y tratamientos físicos y 

químicos de minerales con el código LER 01. A continuación, se incluyen, entre otros, a 

los siguientes residuos según el cuadro 1º de la citada norma:  

- 01 01 Residuos de la extracción de minerales. 

- 01 01 02 Residuos de la extracción de minerales no metálicos. 

- 01 04 Residuos de la transformación física y química de minerales no 

metálicos. 

- 01 04 08 Residuos de grava y rocas trituradas distintos de los mencionados en el 

código 01 04 07. 

- 01 04 09 Residuos de arena y arcillas. 
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- 01 04 10 Residuos de polvo y arenilla distintos de los mencionados en el código 01 

04 07. 

- 01 04 12 Estériles y otros residuos del lavado y limpieza de minerales, distintos de 

los mencionados en los códigos 01 04 07 y 01 04 11. 

- 01 04 13 Residuos del corte y serrado de piedra distintos de los mencionados en el 

código 01 04 07. 

- 01 05 Lodos y otros residuos de perforaciones. 

- 01 05 04 Lodos y residuos de perforaciones que contienen agua dulce. 

Las características que deben tener este tipo de residuos para poder ser calificado 

como inerte se encuentran recogidas en unas tablas explicativas (A, B, C, D, E, F, G, H) 

que recogen el tipo de residuo, el Código LER, la naturaleza del residuo, el proceso o 

actividad donde se produce y el tipo de materiales. 

Por lo tanto, para adscribir un residuo a cualquiera de las categorías de residuos 

inertes, tienen que cumplir con los criterios definidos en los apartados 1.1.1 y 1.1.2, es 

decir con la definición de residuo inerte y los criterios para ser considerados residuos inertes 

como ya hemos citado anteriormente. La clasificación de estos residuos como inertes no 

estará sometida a la realización de pruebas adicionales. 

A todo esto, se le acompaña un procedimiento para la caracterización de dichos 

residuos. Ese contenido específico de la caracterización de los residuos incluidos en la 

lista de residuos inertes, incluido en el apartado 2.3, recoge el contenido específico que 

consta de una información general con los objetivos de las operaciones de extracción, 

información geológica, comportamiento geoquímico de los residuos, y características y 

comportamiento geotécnico de los residuos. Igualmente, para determinar si un residuo 

relativo a las industrias extractivas es inerte, conforme al anexo I y en aplicación de la 

metodología (apartado 1.5 RD 975/2009), se han de realizar una serie de pruebas con la 

finalidad de poder comparar los resultados de dichas pruebas con los niveles genéricos de 

referencia establecidos por cada Comunidad Autónoma, o por el Gobierno de la Nación en 

su caso, así como la determinación del contenido de sustancias potencialmente dañinas para 

el medio ambiente o la salud humana. 

El RD 975/2009 argumenta que hay residuos inertes (que lo son si reúnen todas 

las características recogidas a tal fin en el Anexo I de esta norma) de las industrias 

extractivas no incluidos en la lista de residuos inertes (en realidad categorías de residuos 
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inertes) de las industrias extractivas. Por lo que detalla que estos residuos que no están en 

la lista de residuos inertes anteriormente citada, pero que si cumplen todos los requisitos 

anteriormente citados se les considera también como categoría de residuos mineros inertes, 

quedando todo esto explicado en el apartado 1.3. 

Continuando con la consideración jurídica del residuo minero, hay que abordar 

aquellos considerados como “no inertes no peligrosos” y “peligrosos” en el RD 975/2009. 

Los residuos que pueden ser considerados dentro de la categoría de “no inertes no 

peligrosos” aparecen citados como tales por primera y única vez en el ordenamiento 

jurídico español en el RD 975/2009. En función de los resultados de estas pruebas 

específicas, finalmente estos residuos se podrán definir, o no, como residuos “no inertes no 

peligrosos” o como “peligrosos” a efectos de lo dispuesto en este RD. La caracterización 

de estos residuos aparece regulada en el apartado 2.4 del RD 975/2009, y consta de una 

información general, con los objetivos de las operaciones de extracción, de una información 

geológica y del comportamiento geotécnico de los residuos, así como de características y 

comportamiento geotécnico de estos residuos 

Por lo tanto, en relación a la caracterización de los residuos que pueden ser 

considerados dentro de la categoría de “peligrosos”, estos se deberán identificar y clasificar 

según la LER, incluidas las características peligrosas que se incluyen en el anexo III de la 

LRSC, modificado por el Reglamento 1357/2014/UE, así como el origen de los residuos, 

la cantidad, la descripción del transporte, la descripción de las sustancias químicas, el tipo 

de instalación, forma final y método de vertido. En la LER se entienden como residuos que 

pueden alcanzar la categoría de peligrosos aquellos que llevan un asterisco (*) tras el 

código, pero no quiere decir que los que no llevan un asterisco (*) no sean peligrosos, ni 

los que llevan (*) no puedan ser considerados dentro de la categoría de residuos inerte; todo 

ello dependerá de sus características.  

La Decisión 2000/532/CE33, que es la que estableció la LER, fue modificada por la 

Decisión 2014/995/CE. En la lista de la Decisión 2014/995/CE, que clarifica y 

                                                           
33 Decisión 2000/532/CE, de 3 de mayo de 2000, que sustituye a la Decisión 94/3/CE por la que se establece 
una lista de residuos de conformidad con la letra a) del artículo 1 de la Directiva 75/442/CEE del Consejo 
relativa a los residuos y a la Decisión 94/904/CE del Consejo por la que se establece una lista de residuos 
peligrosos en virtud del apartado 4 del artículo 1 de la Directiva 91/689/CEE del Consejo relativa a los 
residuos peligrosos (DO L 226 de 6.9.2000, p. 3).; Decisión modificada por la Decisión 2001/119/CE (DO L 
47 de 16.2.2001, p. 32).  
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complementa el Reglamento 1357/2014/UE que sustituye al anexo III de la Directiva 

2008/98/CE por el cual se relacionan las características que permiten clasificar a los 

residuos como peligrosos, estos “Residuos de Industrias Extractivas”, en adelante RIE, ya 

son considerados, en algunos casos, con la categoría de peligrosos. Como ejemplo de 

evolución, vemos que este cambio de consideración respecto del carácter peligroso o no de 

los diferentes tipos de residuos ha experimentado una evolución a lo largo del tiempo. Así, 

a la vista de todo lo anteriormente expuesto, se observa este cambio relativo a la 

consideración como residuo peligroso de algunos tipos de RIE que aparecen en el listado 

LER de la Decisión 2000/532 CE, y en particular los recogidos con los códigos  

- 01 03 04* “estériles que generan ácido procedentes de la transformación de sulfuros”, 

y  

- 01 03 05* “Otros estériles que contienen substancias peligrosas ha evolucionado hasta 

ser reconocidos como peligrosos”.  

Con anterioridad, antes de la última modificación del listado LER, estos residuos 

eran recogidos con el código 01 03 01 (“Estériles”), es decir como residuos inertes. A modo 

de ejemplo, la última modificación de la LER incluida en la Decisión 2014/995/CE, ha 

incorporado a este listado de residuos con (*) al siguiente residuo:  

- 010310* Lodos rojos procedentes de la producción de alúmina que contienen sustancias 

peligrosas distintas de los residuos mencionados en el código 01 03 07. 

Además, estas nuevas normativas (el Reglamento 1357/2014/UE y la Decisión 

2014/995/CE), provocan cambios como son, en primer lugar, la denominación y definición 

de las características de peligrosidad, y modificando, además, en el Anexo III de la LRSC 

el término “sustancia” por el de “residuo”. 

La determinación de la peligrosidad de un residuo se llevará a cabo, por un lado, 

por medio de la búsqueda de la clasificación toxicológica de las sustancias presentes en el 

residuo, y por otro determinando la característica de peligrosidad del residuo en el caso de 

que contenga sustancias clasificadas con un código de clase y categorías de peligro y código 

de indicación de peligro. Resaltar, también, que en el art. 6.2 de la LRSC se observa que se 

podrá considerar un residuo con la categoría de peligroso cuando, aunque no figure en la 

lista como tal, presente una o más de las características indicadas en el Anexo III34. Entre 

                                                           
34Modificado por Reglamento 1357/2014 UE. 



  166 

estas características, conforme a la nomenclatura del Reglamento 1357/2014/UE, se 

destaca el HP6 (Toxicidad aguda) y el HP7 (Cancerígeno), en relación a los residuos 

relativos a las industrias extractivas. 

No obstante todo lo anterior, se debe poner de relieve que el sector de la minería y 

en particular de sus residuos, continúa siendo un sector escasa e inadecuadamente regulado, 

al tener que aplicar de manera supletoria la LRSC en lo no tratado por el RD 975/2009, ya 

que no recoge los requerimientos ni obligaciones que se deben cumplir cuando se está en 

posesión de un residuo peligroso. En cualquier caso, esta misma supletoriedad antes citada 

asegura que se pueda regular de una directa el manejo y gestión de estos residuos 

peligrosos. En cualquier caso, consideramos que el tratamiento que se hace de estos 

residuos mineros, bien sea por la normativa minera (RD 975/2009) o, de forma supletoria, 

por la LRSC, resulta poco adecuada dadas las características propias de estos residuos 

mineros en relación, por ejemplo, a los residuos industriales. Entre estas características de 

los residuos mineros se podrían destacar su alta toxicidad, su algo riesgo de dispersión a 

los diferentes compartimentos del entorno (atmósfera, aire, agua, suelo, flora, fauna, 

población), su gran dispersión en el entorno, su gran volumen, su escaso valor económico 

por unidad de peso o de volumen, etc. 

Otro aspecto a tener en cuenta, es que la LRSC expone las restricciones que se 

exigen para los residuos peligrosos, y son entre otros:  

- Los residuos peligrosos deberán estar envasados y etiquetados según las normas 

internacionales (art. 20.2.b). 

- La duración del almacenaje de los residuos peligrosos será de seis meses cuando se 

destine a valorización y a eliminación (art.20.4.a). 

- Se deberá constituir una fianza (art.20.4.b) y suscribir un seguro o una garantía 

financiera si se realizan operaciones de tratamiento de residuos peligrosos (art.20.4.c). 

De este modo, en la aplicación de la determinación de los residuos mineros 

peligrosos, la gestión no se aplica de manera completa porque solo es de aplicación la 

deposición, pero no dice nada de la gestión en vertedero, ni la reutilización de estos residuos 

en rellenos de obra civil como cimentaciones o carreteras (García y Muñoz-Vera, 2015), lo 

que es una gran carencia de la normativa que no regule debidamente el carácter tóxico de 

estos residuos. A este respecto, únicamente citar lo contemplado en la disposición adicional 

tercera del RD 975/2009 “Mejores técnicas disponibles”, en el que se indica que “la 
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autoridad competente realizará el seguimiento de la evolución de las mejores técnicas 

disponibles para la gestión de los residuos mineros y de las instalaciones en las que se 

depositan, incluso después de su cierre”. No obstante, y lamentablemente, esto no parece 

llevarse a la práctica, al menos de un modo efectivo, tal y como se puede constatar, por 

ejemplo, en el Distrito Minero de Cartagena-La Unión (Murcia), en donde se observa la 

existencia de un riesgo permanente asociado a la existencia de estos residuos mineros y sus 

depósitos, o en el Distrito Minero de Mazarrón (Murcia), en donde se ha llegado a 

interponer inclusive denuncia por parte de la fiscalía medioambiental por delitos 

ambientales por estos riesgos asociados a los residuos mineros. 

En relación a los niveles de los contaminantes máximos generados por las 

actividades productivas, a nivel comunitario, la Directiva 2006/21/CE relativa a industrias 

extractivas no expone nada de niveles. Por su parte, el Reglamento 166/2006 relativo al 

establecimiento de un registro europeo de emisiones y transferencias de contaminantes y 

por el que se modifican las Directivas 91/689/CEE y 96/61/CE del Consejo, sí que recoge 

límites. Estos límites, son en todo caso, burdos tanto por las cantidades máximas de emisión 

al suelo (cuantificados en kg/año), como por las fracciones metálicas consideradas (metal 

total en este caso, sin considerar especiación). 

En el ámbito nacional, al igual que ocurre para los suelos, existen carencias, según 

nuestro criterio, a la hora de establecer los niveles máximos de contaminantes metálicos en 

los residuos, en el sentido de no considerar ni los procesos de especiación ni de fijar 

tampoco los protocolos estandarizados que nos permitan establecer con criterios 

técnicamente solventes los valores reales de contaminantes metálicos capaces de generar 

riesgo. Así, los elementos traza pueden aparecer ligados a diversas fracciones que se 

encuentran en los residuos, tales como los carbonatos, los óxidos, los sulfuros, ser 

estructurales en los minerales o bien estar solubles, siendo la suma de todas estas fracciones 

la cantidad total de metal presente en ese residuo. Desde el punto de vista toxicológico, y 

por tanto de riesgo, solo algunas de estas fracciones (soluble, ligada a carbonatos, etc.) 

presentan elementos traza que están en disposición de pasar al medio de una forma más o 

menos rápida, produciendo así riesgo y contaminación; son las llamadas fracciones 

biodisponibles.  

Pues bien, las diferentes normativas reguladoras de residuos de ámbito nacional 

(LRSC y RD 975/2009), así como las autonómicas, no tienen estos aspectos en 

consideración. La mayor parte de la normativa española referida a estos temas está, por 
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tanto, obsoleta desde el punto de vista técnico y del estado de conocimiento actual, al estar 

basada en interpretaciones del comportamiento y toxicidad de los elementos traza 

superados hoy día. Así, por ejemplo, el Anexo I del RD 975/2009 dice lo siguiente en 

relación a la consideración de inerte o peligroso de los residuos: “El contenido de sustancias 

potencialmente dañinas para el medio ambiente o la salud humana en los residuos y, en 

especial, de As, Cd, Co, Cr, Cu, Hg, Mo, Ni, Pb, V y Zn, incluidas las partículas finas 

aisladas en los residuos, es lo suficientemente bajo como para que sus riesgos humanos y 

ecológicos sean insignificantes, tanto a corto como a largo plazo. Para poder ser 

considerados lo suficientemente bajos como para presentar riesgos humanos y ecológicos 

insignificantes, el contenido de esas sustancias no superará los valores mínimos nacionales 

para los emplazamientos definidos como no contaminados o los niveles naturales 

nacionales pertinentes.”  Es decir, nos remiten a los Niveles Genéricos de Referencia 

utilizados por los suelos, es decir la RD 9/2005 de suelos contaminados, niveles estos, para 

los elementos traza, o no existentes para muchas Comunidades Autónomas, y en todos los 

casos muy deficientes en su estimación y valoración de riesgos, cuando se compara con el 

actual estado del conocimiento científico en esta materia. 

Por su parte, la Orden AAA/661/2013, de 18 de abril, por la que se modifican los 

anexos I, II y III del Real Decreto 1481/2001, de 27 de diciembre, por el que se regula la 

eliminación de residuos mediante depósito en vertedero, regula únicamente los valores 

máximos de lixiviación procedentes de los residuos, a efectos de su tipificación como 

residuo peligroso, refiriéndose en este caso a valores solubles, lixiviables, si bien con 

cantidades en este caso bastante moderadas.  

Vista la normativa que en diferentes ámbitos regulan los niveles máximos de 

contaminantes metálicos en los residuos, se puede concluir que se trata de normativa que 

hace una estimación del riesgo y problemas derivados del contenido metálico, tanto a nivel 

europeo como nacional, que adolece de rigurosidad en el sentido de no distinguir 

claramente entre las “fracciones” peligrosas de las que no lo son. Este hecho, disminuye 

enormemente la significación y valor de los criterios técnicos de las normas vigentes, algo 

que, en nuestra opinión, debería ser seriamente revisado y actualizado al grado de 

conocimiento científico y técnico existente hoy día. Este hecho, resulta obsoleto y poco 

funcional desde el punto de vista de la gestión adecuada de estos residuos, ya que estas 

características deberían establecerse sobre la base del estudio y consideración de la 
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especiación o fraccionamiento de estos elementos entre las distintas fases minerales de ese 

residuo, es decir sobre bases científico-técnicas bastante más sólidas. 

 

3.4. UTILIZACION DE LOS RESIDUOS Y SUBPRODUCTOS MINEROS COMO 

RECURSO 

3.4.1 LOS RESIDUOS/SUBPRODUCTOS MINEROS COMO RECURSO 

Para comenzar ¿se debe considerar el residuo minero como tal, es decir, como 

residuo/subproducto en todos los casos, o bien puede ser, en ocasiones, considerado como 

un recurso y, por tanto, presentar una consideración legal diferente? 

Los residuos mineros que se extraen en una explotación minera pueden ser, 

técnicamente, considerados como producto (como sinónimo de recurso strictu sensu), 

residuo o subproducto minero, siendo lo mismo, sin que ello excluya la clasificación de los 

mismos como tóxicos o peligrosos. No obstante, la introducción en el ámbito legal de estas 

diferentes consideraciones técnicas de los residuos mineros no resulta tan sencilla. 

El Real Decreto 975/2009, introdujo por primera vez el término recurso en una 

norma relativa a la minería. Así, en el apartado “v) Recurso mineral o mineral”, describe 

como recurso a “…un yacimiento, de origen natural, presente en la corteza terrestre de una 

sustancia orgánica o inorgánica, como combustibles energéticos, minerales metálicos…”. 

Por tanto, se define el recurso minero como un yacimiento de mineral que puede ser de 

cobre, níquel, titanio, oro, plata, petróleo, hierro o simplemente aguas medicinales. Puede 

ser metálico o no metálico, incluyendo, por tanto, las menas metálicas, que son minerales 

de los que pueden extraer los elementos químicos, y los recursos energéticos como petróleo, 

gas natural, elementos de interés y rocas industriales. 

Por otro lado, para que un residuo minero se convierta en recurso conforme a la Ley 

de Minas, es decir que se trate de un producto susceptible de ser explotado, debe seguir un 

procedimiento propio. Para el aprovechamiento de esos materiales mineros, los mismos 

deberán pasar a ser considerados como un yacimiento de origen no natural. Para solicitar 

la consideración de recurso proveniente de yacimientos de origen no natural, lo podrá hacer 

cualquier persona física o jurídica teniendo prioridad el titular del derecho minero que haya 

producido el yacimiento. El objeto sería autorizar el aprovechamiento de yacimientos de 
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origen no natural como recursos de la Sección B35 de la Ley de Minas, como así lo recoge 

el Art. 46. 136, regulado por Real Decreto 2857/1978 (Artículos 46 al 50). 

Para ello, se deberá solicitar la autorización minera mediante concurso público, pero 

antes se debe haber conseguido la recalificación de ese yacimiento como recurso de la 

Sección B). Una vez conseguida esta recalificación, y con posterioridad, se deberá solicitar 

la explotación del mismo para el aprovechamiento de los minerales, es decir para la 

revalorización económica de los minerales contenidos en estos “residuos”. Una vez 

calificado como recurso de la Sección B) un determinado yacimiento, y si no hubieren sido 

ejercitados los derechos preferentes sobre el mismo, se concederá su aprovechamiento a 

quien hubiese incoado el expediente de calificación y solicitada autorización para el 

aprovechamiento, siempre que se cumplan los requisitos. 

Y cuando el expediente para la calificación de un yacimiento dentro de la Sección 

B) se hubiese iniciado de oficio y no hubiesen sido ejercitados los derechos preferentes 

sobre el mismo, la Dirección General de Minas e Industrias de la Construcción podrá sacar 

a concurso público su explotación (Art.49). De este modo, los trabajos de aprovechamiento 

de los residuos, ahora considerados recursos, deberán comenzar en el plazo máximo de un 

año a contar desde la notificación de otorgamiento, salvo prórroga, previa petición 

justificada e informada por la Delegación Provincial, y habrán de continuarse sin 

interrupción ni alteración del proyecto aprobado (Art 50.1). 

En relación con todo esto, indicar que en el año 2014 se elaboró una propuesta de 

nueva Ley de Minas que finalmente no se plasmó en ningún documento oficial, al haber 

sido retirado este borrador debido a las numerosas críticas recibidas por las asociaciones 

sectoriales al no estar de acuerdo con la nueva fiscalidad, como tampoco con la reducción 

de plazos concesionales, entre otros aspectos. Como consecuencia de esta retirada, se sigue 

aplicando la ya obsoleta normativa de minas de 1973, Ley de Minas, si bien con la 

incorporación del RD 975/2009 se ha intentado adecuar, al menos en parte, de forma 

práctica a la normativa comunitaria vigente. En este sentido, en aquellos ámbitos en los que 

se producen vacíos legales, el Tribunal Supremo ha ido sentando jurisprudencia, si bien el 

                                                           
35Ley de Minas clasifica el recurso minero en tres grupos: A. Yacimientos minerales sin valor económico. B. 
Aguas minerales, termales, estructuras subterráneas y yacimientos. C. Yacimientos minerales y recursos 
energéticos.  
36“Quienes pretendan el aprovechamiento de residuos que puedan constituir un yacimiento de origen no 
natural, deberán obtener la previa declaración de que ese yacimiento ha sido calificado como recurso de la 
Sección B)”. 
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resultado ha sido el disponer, hoy día, de una regulación muy dispersa, con ámbitos 

concretos en los que cada Comunidad Autónoma ha ido estableciendo los requisitos y 

plazos que han considerado oportunos para otorgar las autorizaciones. A modo de caso 

práctico sobre la “recalificación” de un residuo minero como recurso, citar el caso de la 

controvertida “Bahía de Portmán”, en Murcia, que se detallará más adelante37. De forma 

complementaria, y en relación a la utilización de los subproductos mineros como recurso, 

se va a analizar esta reutilización conforme a la normativa específica que regula la 

“construcción” de suelos técnicos especiales, conocidos como tecnosuelos o tecnosoles, 

cada vez más utilizados para la solución de problemas ambientales. 

De este modo, se puede comprobar, tras lo expuesto, cómo aunque técnicamente 

residuo, recurso o subproducto sea lo mismo a la hora de la extracción, y cómo un residuo 

o subproducto minero pueda ser considerado como un recurso natural en aplicación de un 

procedimiento administrativo que la normativa regula tal y como hemos visto 

anteriormente, la consideración legal de un determinado material (residuo o recurso) 

depende básicamente del interés económico que se pudiera derivar de su explotación. Este 

interés suele deberse, básicamente, a la aplicación de nuevas técnicas de explotación que 

permiten una mayor eficiencia en la extracción de los productos de beneficio comercial, así 

como del valor de mercado de los mismos, por lo que es en este término cuando debemos 

de diferenciar ambos conceptos. Ya que cuando se considera recurso natural es cuando se 

obtiene un valor económico de ese recurso, algo que no ocurre cuando es residuo, si bien 

insistimos en que, técnicamente, son lo mismo. 

 

3.4.2. EJEMPLOS PRÁCTICOS 

• VISIÓN CRÍTICA DELA BAHÍA DE PORTMÁN 

Un caso reciente de gestión de residuos mineros es el de la Bahía de Portmán, 

término municipal de La Unión (Murcia). En este emplazamiento, en donde antaño había 

una bahía de gran calado e interés, se vertieron grandes cantidades de residuos mineros 

durante más de 30 años, que la fueron anegando. En el año 2014, estos “residuos” 

                                                           
37 Epigrafe 3.4.2 Vision crítica de la Bahía de Portmán 
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depositados en la bahía cambiaron de consideración, de tal forma que se declararon como 

recursos en mayo de 201438. 

En total, se llegaron a verter a la bahía más de 50MTm de residuos provenientes del 

tratamiento del mineral en las explotaciones mineras adyacentes a este enclave, siendo 

abordados, en fechas recientes, algunos estudios para la re-explotación de estos materiales, 

algo que devino, finalmente, en el cambio de consideración de los mismos para pasar de 

residuos a recurso. 

Desde el momento en el que estos materiales de desecho de los lavaderos mineros 

fueron vertidos a la bahía, recibieron la consideración de residuos. El primer Proyecto de 

regeneración y adecuación ambiental de la Bahía de Portmán fue sometido a evaluación de 

impacto ambiental, de conformidad con el apartado 9º del Anexo I y art. 3. 1 del Real 

Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, que aprueba el Texto Refundido de la Ley de 

Evaluación de Impacto Ambiental (TRLEIA). Finalmente, la Declaración de Impacto 

ambiental (DIA)39 de este proyecto inicial fue aprobada en febrero de 2011. 

Acto seguido, el Consejo de Ministros autorizó la celebración del contrato para la 

ejecución del proyecto de "Regeneración y adecuación ambiental de la Bahía de Portmán, 

en el término municipal de La Unión (Murcia)"40, por un importe de 80.053.142 euros para 

el periodo 2012-2015.A continuación se abrió la fase de licitación de las obras por el 

procedimiento abierto, mediante Resolución de la Dirección General de Sostenibilidad de 

la Costa y del Mar, de 20 de septiembre de 2011, por la que se anuncia licitación, con un 

presupuesto base de 67.290.088,49 euros y un importe total de 79.402.304,42 euros. Las 

obras fueron licitadas, si bien el proceso de licitación no fue nunca finalizado. Así, después 

                                                           
38Resolución de la Dirección General de Industria, Energía y Minas por la que se declara como recursos de 
la Sección B) de la Ley de Minas, el yacimiento de origen no natural formado por los residuos depositados 
en la Bahía de Portmán (Murcia).BORM. núm 11 de 16 de mayo de 2014. 
39Resolución de 10 de febrero de 2011, de la Secretaría de Estado de Cambio Climático por el que se formula 
declaración de impacto ambiental del Proyecto de Regeneración y adecuación ambiental de la Bahía de 
Portmán, término municipal de La Unión. Murcia. 

40 Resolución de 22 de septiembre de 2011  de la Direccion General de Sostenibilidad de la Costa y el Mar 
por el que se anuncia la licitación de obra de "Regeneración y adecuación ambiental de la Bahía de Portmán, 
en el término municipal de La Unión (Murcia)".BOE núm 228. Y posterior rectificación del anuncio el 24 de 
septiembre de 2011.BOE núm 230. 
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de once meses de tramitación, en agosto de 2012, se anuló la licitación41 por 

desistimiento.  

Tras este primer proyecto, se inició un segundo proyecto, si bien hay que destacar que 

este nuevo proyecto supuso una modificación sustancial del proyecto de regeneración 

de la Bahía (Soro et al., 2013) consistente en un cambio en la tecnología del dragado de 

los estériles, una división del proyecto en dos fases y una ampliación cronológica de los 

trabajos a desarrollar. Estas modificaciones sustanciales planteadas con respecto al 

proyecto de regeneración aprobado en origen, y el cual dispone de las respectivas 

autorizaciones ambientales, comportarían por tanto la realización de un nuevo 

procedimiento de evaluación de impacto ambiental (Soro et al., 2013). En este nuevo 

proyecto, a la hora de ver cómo se trataban estos residuos, según la Declaración de impacto 

ambiental42, estos materiales se clasificarían, de acuerdo con su destino proyectado, como:  

• residuos que permanecerán depositados, bien en su localización actual o bien siendo 

reubicados dentro del emplazamiento afectado por los mismos, 

• residuos que no permanecerán en dicho emplazamiento y que serán depositados en el 

interior de una corta minera, 

• y residuos que pueden perder la condición de residuo (arenas negras de la playa). 

Los informes manejados para este proyecto contienen también un análisis de la 

normativa existente en materia de residuos, concluyendo que para la gestión de los materiales 

de la bahía de Portmán se deberá aplicar únicamente la normativa específica en materia 

de residuos mineros y en ningún caso la normativa general de residuos, dado que el destino 

final de los residuos mineros es su actual emplazamiento o bien su depósito en la corta San 

José (dentro de la zona minera adyacente). Conforme a estos informes, los materiales 

susceptibles de ser transportados hasta la corta se pueden englobar dentro de la categoría de 

                                                           
41 Anuncio de 3 de noviembre de 2012 de la Direccion General de Sostenibilidad de Costas y del Mar por el 
que se publica el desistimiento del procedimiento de contratacion“Regeneración y adecuación ambiental de 
la Bahía de Portmán, en el término municipal de La Unión (Murcia)".Expediente 30-1320. BOE  núm 265. 
42 Resolución de 10 de febrero de 2011, de la Secretaría de Estado de Cambio Climático por el que se formula 
declaración de impacto ambiental del Proyecto de Regeneración y adecuación ambiental de la Bahía de 
Portmán, término municipal de La Unión. Murcia. BOE núm  
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arenas negras, conforme a la caracterización realizada, siendo considerados, por tanto, como 

residuos inertes. 

A todo esto habría que sumar los aspectos toxicológicos. Así, de acuerdo con la 

caracterización efectuada de los sedimentos en la bahía de Portmán por diversos autores, se 

ha constatado la existencia de una fuerte contaminación por elementos traza, 

principalmente plomo, cadmio, zinc, cobre y hierro (García et al., 2008; García Lorenzo  et 

al., 2012; Martínez Sánchez  et al., 2008; Martínez Sánchez  et al., 2013). De hecho, mediante 

estudios de bioacumulación de metales pesados realizados en la década de los 90 (CEDEX, 

1996), se concluyó que los organismos cercanos al punto de vertido tenían en sus tejidos 

concentraciones de metales pesados (Cd, Zn y Pb) del orden de un 40% superiores a las que 

se encuentran en el otro extremo de la bahía. 

A partir de estos resultados se concluyó que en todas las situaciones posibles se producía 

un riesgo por ingesta inaceptable de As y el Pb, mientras que para el resto de contaminantes 

estudiados (Cu, Cd y Zn) el peligro por ingesta sería aceptable en todos los sondeos y 

profundidades. A la vista de lo anterior, se concluyó que la existencia de estos sedimentos 

provocaba un riesgo tanto para la salud, como para los ecosistemas. En este sentido, se 

llevaron a cabo diversas propuestas de gestión del riesgo en la restauración de la bahía, 

mediante la transformación de los productos tóxicos, a través de técnicas de tratamiento in 

situ, en otras sustancias menos peligrosas para el hombre y los ecosistemas de modo que se 

consigan unos riesgos tolerables43. Para los materiales tratados in situ resultaría de aplicación 

la normativa de suelos contaminados, en especial resultaría necesario realizar una valoración 

específica de riesgos para la salud humana, la avifauna y los ecosistemas en general, de 

acuerdo con los requisitos establecidos en el anexo VIII del Real Decreto 9/2005 (RDSC). 

Finalmente, se llegó a la solicitar que los citados residuos de la Bahía de Portmán 

fuesen declarados recurso de la Sección B) “…como yacimiento de origen no natural…”, 

según la Ley de Minas. De este modo, en mayo de 2014 se resolvió que los residuos mineros 

fuesen considerados como recurso natural44, exponiendo que por los sondeos realizados 

                                                           
43BOE 22 febrero de 2011, Declaración de Impacto Ambiental, pág. 23. 

44 Resolución de 16 de mayo de 2014de la Dirección General de Industria, Energía y Minas por la que se 
declara como recurso de la Sección B) de la Ley de Minas, el yacimiento de origen no natural formado por 
los residuos depositados en la Bahía de Portmán (Murcia).BORM. núm 11. 
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acreditaron suficientemente el interés minero de los materiales depositados, siendo 

susceptibles de declaración como recurso mineral. 

Por otro lado, todo este procedimiento resolvió sobre cuestiones tales como la no 

aplicación de la LRSC, dado que los residuos depositados en la Bahía de Portmán son 

residuos resultantes del tratamiento de recursos minerales, siendo únicamente de aplicación 

las disposiciones normativas relativas a la minería (RD 975/2009 que es complementaria a 

la Ley de Minas). De este modo, quedó confirmada la consideración de recurso, pero dejando 

de ser considerado residuo minero. 

¿Pero podría seguir siendo residuo minero aunque tenga la consideración de 

recurso natural? 

Entendemos, según nuestro criterio que, debido a la existencia de estudios que 

pusieron de manifiesto el interés económico de estos residuos (Oyarzun et al., 2013), hubo 

interés empresarial en reactivar la re-explotación de estos materiales desde un punto de vista 

industrial. No obstante, pese a su consideración como recurso natural, estos materiales no 

dejarían por ello de ser considerados como residuos, ya que como hemos comentado en el 

apartado anterior residuo/subproducto y recurso serian lo mismo, como así lo recoge la 

jurisprudencia del TJUE que expone que los residuos pueden tener valor económico. 

A este respecto, no nos deja indiferentes la respuesta a la alegación segunda recogida 

en la Declaracion de Impacto Ambiental (DIA) presentada a este proyecto45. En la alegación 

presentada se cuestionaba el hecho de considerar a residuo y recurso como una misma cosa, 

de tal forma que en su argumentario esta alegación decía que no dejando de ser residuo no 

debería ser considerado como subproducto o recurso. Ante esto,  la DIA resolvió 

manifestando que la norma aplicable a este caso era la Ley de Minas de 1973, de tal forma 

que en relación a esta disquisición, la DIA no entró en ningún momento a dirimir sobre si se 

trataba de un recurso o de un residuo, dando este tema por zanjado sin aplicar la normativa 

de residuos. En nuestra opinión, se trata de un residuo minero, por lo cual claramente es un 

residuo sin diferencia técnica con el recurso, pero que conforme a la normativa de minas debe 

                                                           
45 Resolución de 10 de febrero de 2011, de la Secretaría de Estado de Cambio Climático por el que se formula 
declaración de impacto ambiental del Proyecto de Regeneración y adecuación ambiental de la Bahía de 
Portmán, término municipal de La Unión. Murcia. 
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seguir un procedimiento legal para cambiar su denominación jurídica de residuo a recurso 

natural. 

Conforme a lo establecido en el artículo 23.4 de la Ley de Minas y correspondiente 

artículo 38.4 del Reglamento General para el Régimen de la Minería, “se consideran 

yacimientos incluidos en la sección B) las acumulaciones constituidas por residuos de 

actividades reguladas por la Ley de Minas, o derivadas del tratamiento de sustancias que 

se hallen incluidas dentro de su ámbito, que resulten útiles para el aprovechamiento de 

alguno de sus componentes.” Los residuos depositados en la Bahía de Portmán proceden 

del aprovechamiento de los minerales extraídos en la Sierra de Cartagena y La Unión, y 

tratados mediante técnicas de flotación en un establecimiento de beneficio de minerales 

situado en la propia Bahía de Portmán, por lo que, los residuos depositados en la Bahía son 

residuos procedentes de actividades reguladas por la Ley de Minas.  

Los establecimientos de beneficio que han originado estos residuos también están 

regulados tanto por la Ley de Minas, como por el Reglamento General para el Régimen de 

la Minería. Conforme lo establecido en el artículo 112 de la Ley de Minas y el 

correspondiente artículo 138.2.b, “se consideran establecimientos de beneficio, las plantas 

de concentración cuyo objeto sea tratar de separar en el todo-uno, la mena de la ganga, así 

como eliminar los elementos que puedan ser susceptibles de penalización en la 

comercialización o tratamiento posterior del producto”. 

A la vista de lo anterior, los residuos depositados en la Bahía de Portmán son 

residuos mineros, y por tanto afectados por la legislación minera, que prevé la posibilidad 

de su aprovechamiento conforme a sus previsiones. 

Por otro lado, en cuanto a la consideración de que dichos residuos eran residuos 

peligrosos por su alta toxicidad, tal y como ya se aprobó con la Declaración de Impacto 

Ambiental, se resolvió afirmando que estos “residuos” se tratan de una mena de hierro 

susceptible de ser declarada como yacimiento de origen no natural al tener concentraciones 

de estos minerales de hierro muy superiores a los valores medios. Esta afirmación se 

sustentaba en el hecho de que su composición química mostraba un elevado contenido en 

hierro con fases de Fe como pirita, siderita y magnetita (García Lorenzo  et al., 2012), y en 

cuanto a que las características físico-químicas de estos materiales permiten deducir un alto 

grado de estabilidad química, con muy baja reactividad (Martínez Sánchez  et al., 2008).Así, 

a la luz de estos estudios, la Bahía de Portmán se mostró como un emplazamiento con un 
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elevado contenido en metales pesados, que han sido calificados como residuos inertes o no 

peligrosos, en ocasiones y con un alto contenido en mineral de hierro, lo que le confiere el 

carácter de mena de hierro (Martínez Sánchez et al., 2013). 

De esta manera, la empresa explotadora una vez seguido el procedimiento expuesto 

anteriormente, estaría en disposición de obtener el título concesional durante al menos 6 

meses una vez adjudicado el proyecto de regeneración de la Bahía de Portmán, y a 

continuación una autorización administrativa minera para el resto de la Bahía por un tiempo 

de concesión de no más de 10 años46. 

El 31 de julio de 2014 la Dirección General de Sostenibilidad de la Costa y el Mar 

designó a la empresa adjudicataria para iniciar la tramitación de la concesión administrativa 

o pre-adjudicación, cuyo plazo expiraba el 5 de noviembre del mismo año. Si el concurso 

quedara desierto, según expone la Ley de Minas, la empresa adjudicataria podría ejercitar sus 

derechos mineros sobre los residuos como resultado de la declaración de la bahía como 

recurso minero. Y esto sería así puesto que, al no ejercer la administración del Estado el 

derecho preferente sobre el mismo en seis meses, como marca la Ley de Minas (art.47.5), se 

traspasaría automáticamente a la empresa que instó la declaración. A partir de este momento, 

la empresa dispondría de 6 meses para la presentación del proyecto de laboreo minero. Según 

el artículo 33.3 de la Ley de Minas aquellos trabajos de aprovechamiento deberían comenzar 

en un año, desde la notificación del otorgamiento y no podrían paralizarse sin previa 

autorización, pudiendo acordarse la caducidad por incumplimiento de la obligación. 

Posteriormente, y una vez transcurrido el plazo legal para que se aportara la 

documentación, que regula el Reglamento General para el Régimen de la Minería, que 

acreditase el derecho de aprovechamiento como yacimiento minero y aportar la memoria 

razonada que contuviese los trabajos que se pretendían realizar, se dio la situación de que no 

se obtuvo respuesta alguna. Por tanto, y a la luz de este resultado se procedió a la terminación 

del expediente y la cancelación de la solicitud en aplicación del Reglamento General para el 

Régimen de la Minería. En este sentido, hay que aclarar que la empresa PORTMAN ARIA 

S.L. llegó a disponer de la pre-adjudicación del concurso, si bien por problemas propios de 

la empresa (quiebra económica), finalmente el concurso quedó desierto. 

                                                           
46 Resolucion de 4 de abril de 2014 de la Direccion General de Sostenibilidad de la Costa y del Mar, por la 
que se anuncia  la convocatoria para la adjudicación mediante concurso, de una concesión administrativa  
para la ocupación del dominio público marítimo terrestre necesario para el aprovechamiento minero de la 
Bahia de Portmán, término municipal de La Union (Murcia).BOE num 82. 
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Con posterioridad, y una vez desestimado el procedimiento para la re-explotación 

de los residuos mineros de la bahía, el Consejo de Ministros, en reunión del día 19 de junio 

de 201547, autorizó la celebración del contrato destinado a la ejecución del proyecto de 

regeneración y adecuación ambiental de la bahía de Portmán, en el término municipal de 

La Unión (Murcia). Por este motivo, el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 

Ambiente, a través de la Dirección General de Sostenibilidad de la Costa y del Mar, sacó a 

licitación este proyecto con fecha 23 de julio de 201548, de manera inmediata para que las 

obras pudieran dar comienzo antes de finalizar este año, por un importe de 59.536.680 

euros, distribuidos en cinco anualidades. El plazo de ejecución de la obra sería de 46 meses. 

El último dato disponible hasta la fecha sobre este procedimiento, ha sido la inclusión en 

“Los Presupuestos Generales del Estado para el año 2016”49 presentados el 4 de agosto de 

2015, de una partida de unos 6 millones de euros destinados a este proyecto de 

regeneración. 

La adjudicación de este contrato se deberá realizar por procedimiento abierto con 

varios criterios, entre los que se valorará la presentación de mejoras ambientales tendentes 

a reducir la cantidad de residuos de la obra, mediante su aprovechamiento o valorización. 

Al proyecto se le incorporaron las medidas correctoras ambientales y las complementarias 

del correspondiente Plan de Vigilancia Ambiental, de acuerdo con la Declaración de 

Impacto Ambiental positiva publicada en el Boletín Oficial del Estado el 22 de febrero de 

2011. Dicho proyecto según la DIA, consistía en el dragado de estériles depositados en la 

bahía hasta retrasar la línea de orilla actual en 250 metros. Para ello se retirarían de la bahía 

unos 2 millones de metros cúbicos de estériles, los cuales se trasladarían a la corta minera 

de San José, en la misma provincia y comunidad autónoma. También estaba previsto 

regenerar la nueva línea de playa reutilizando materiales de la actual y aportar arena caliza 

de machaqueo para mejorar su granulometría. 

El ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, a través de la 

Dirección General de Sostenibilidad de la Costa y del Mar, adjudicó el proyecto de 

                                                           
47 ACUERDO por el que se autoriza la celebración del contrato destinado a la ejecución del proyecto de 
regeneración y adecuación ambiental de la Bahía de Portmán, en el término municipal de La Unión 
(Murcia). Consejo de Ministros, 19 de junio de 2015 
48 Resolucion de 23 de julio de 2015 de la Direccion General de Sostenibilidad de Costas y del Mar, por la 
que se anuncia licitación de obra,” regeneración y adecuación ambiental de la bahía de portman, termino 
municipal de La Unión (Murcia). BOE núm 175. 
49 Ley 48/2015, de 29 de octubre, de Presupuestos Genetales del Estado para el año 2016. BOE octubre 
2015 



  179 

regeneración y adecuación ambiental de la bahía de Portmán, por un importe de 33,4 

millones de euros. La adjudicación se ha realizó a la U.T.E. formada por ACCIONA, SATO 

y CONTINENTAL en fecha de14 de diciembre de 201550. No obstante,  

Pero a fecha de 10 de enero de 2016, apareció tanto en prensa51 como en la página 

web de organismos oficiales como la CROEM52, que la sociedad que quedó en segundo 

lugar en el concurso de adjudicación, MARCO-CIOMAR presentó un recurso ante el 

Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, si bien hay que indicar que el 

citado recurso a fecha de cierre de esta memoria no se ha encontrado aun en el Observatorio 

de Contratación Pública. Debido a este recurso, la concesión de los trabajos del proyecto 

de regeneración de la Bahía de Portmán a la Unión Temporal de Empresas formada por 

ACCIONA, SATO Y CONTINENTAL quedó en punto muerto en espera de que se 

resolviese el recurso presentado por la sociedad MARCO-CIOMAR. Dicho recurso se 

resolvió en fecha 10 de febrero de 2016, a favor de la sociedad recurrente. 

Visto todo esto, en nuestra opinión esta Declaración de Impacto Ambiental o DIA 

aprobada en el año 2011, se encontraría afectada por la Ley 21/2013, de evaluación 

ambiental, que en su Disposición transitoria primera dice: “3. Las declaraciones de 

impacto ambiental publicadas con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley perderán su 

vigencia y cesarán en la producción de los efectos que le son propios si no se hubiera 

comenzado la ejecución de los proyectos o actividades en el plazo máximo de seis años 

desde la entrada en vigor de esta Ley. En tales casos, el promotor deberá iniciar 

nuevamente el trámite de evaluación de impacto ambiental del proyecto conforme a lo 

establecido en esta Ley”. Por tanto, entendemos que la vigencia de esta DIA será de 6 años 

desde la publicación de la Ley 21/2013, por lo que este régimen transitorio en el que estará 

vigente la DIA se prolongará hasta 2019, siempre y cuando el proyecto no tenga 

modificaciones sustanciales respecto al proyecto original de 2011. Como nota aclaratoria, 

                                                           
50 El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente adjudica el proyecto para la regeneración 
ambiental de la bahía de Portmán por un importe de 33,4 millones de euros. Nota del Gabinete de Presna 
del Ministerio de  Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, 14 de diciembre de 2015. 
http://www.magrama.gob.es/es/prensa/151214adjudicacionproyectoregeneracionbahiadeportmanmurcia_tc
m7-405493_noticia.pdf 
51 Un recurso paraliza la adjudicación de las obras de Portmán a Acciona. 
http://www.laverdad.es/murcia/comarcas/201601/10/recurso-paraliza-adjudicacion-obras-20160110015321-
v.html 
52 El inicio de las obras de regeneración en Portmán se retrasa a marzo o abril. 
http://www.croem.es/Web20/CROEMMedioAmbiente.nsf/xPage.xsp?documentId=769569C938118DD9C
1257F4500374C2E&action=OpenDocument&SessionID=F79EC025A1ED9C2D947BFB4973350A931CC
700BA 
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indicar en relación a las Declaraciones de Impacto Ambiental, o DIA, que la competencia 

para concederlas la ostenta el estado, y en este caso el Ministerio de Medio Ambiente, o 

MAGRAMA, al igual que ocurre con las licitaciones de otros proyectos de estas 

caracterisiticas. Hay que aclarar, a este respecto, que el derecho de aprovechamiento es 

ostentado por el Estado. Por el contrario, las Comunidades Autonomas, y en este caso en 

particular la Direccion General de Minas de la Region de Murcia, es la que ostenta la 

competencia para resolver si un residuo minero es considerado o no como recurso natural, 

en aplicación de la Sección B de la Ley de Minas. 

En torno a este tema, queremos incidir en la siguiente consideración. El artículo 7º 

de la Ley 21/2013 dice que la DIA seguirá siendo válida siempre y cuando no se varíe el 

proyecto original en algún elemento esencial. A nuestro entender, habría que considerar en 

este caso si el nuevo proyecto incluye una modificación sustancial del proyecto, en un 

elemento esencial como la línea de mar, al modificar la distancia de regeneración. Así, 

mientras en el proyecto original la regeneración incluía la recuperación de la bahía desde 

unos 250 metros hacia el mar desde la línea de costa, que como dice la DIA, en el nuevo 

proyecto algún medio de comunicación53 ha citado que esta regeneración se llevaría a cabo 

hasta los 250 metros de la línea de costa actual y con una profundidad de unos cuatro 

metros, por lo que habría un cambio substancial del proyecto inicial (hay que tener en 

cuenta que la bahía tiene una distancia aproximada entre la línea de costa actual y la original 

de aproximadamente 550 metros, por lo que ambas líneas no coinciden en unos 50 metros 

de diferencia. De todas formas, en la medida en la que no hemos tenido acceso al proyecto 

final de regeneración, hay que indicar que esta cuestión habría que dejarla en cuarentena. 

No obstante, la aplicación de criterios diferentes entre el proyecto de 2015 y el de 2011 

debe ser una cuestión sobre la que habría que estar vigilante, ya que en caso de variar 

substancialmente ambos proyectos, la DIA de 2011 quedaría invalidada, lo que a su vez 

invalidaría todo el proceso. 

En cuanto al tema de que esos residuos sean considerados como recurso natural 

según la Resolución de 201454, y que sin embargo el proyecto que actualmente está en 

proceso los vaya a tratar como residuos, hay algunas consideraciones de interés. Así, en 

                                                           
53 Diario.es 19/06/2015; 20minutos.es  20/10/2015 
54 Resolución de 16 de mayo de 2014de la Dirección General de Industria, Energía y Minas por la que se 
declara como recurso de la Sección B) de la Ley de Minas, el yacimiento de origen no natural formado por 
los residuos depositados en la Bahía de Portmán (Murcia).BORM. núm 11. 
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nuestra opinión, en este caso el aspecto relativo al valor económico de estos materiales 

depositados en la bahía no afecta para nada al tratamiento que los mismos vayan a sufrir, 

ya que aún teniendo este interés, la Ley de Minas vigente no dice nada sobre si estos 

materiales pueden o no ser acumulados en depósitos diseñados a tal efecto. Pero al margen 

de que si se consideran recursos o residuos mineros en aplicación de la distinta normativa 

ya citada anteriormente, lo que verdaderamente es importante es como se gestionan esos 

residuos si se hace adecuadamente y cuál es el plan de vigilancia ambiental, para que sean 

mínimas las afecciones ambientales al entorno y a la salud. 

A la vista de este proceso descrito, se puede concluir que cuando un residuo minero 

quiere ser considerado como recurso o subproducto, el régimen jurídico que le afecta y al 

que debe ceñirse se caracteriza por un elevado intervencionismo administrativo que incluye 

autorizaciones, registros, limitación de exportación e importación, etc. Recientemente, 

algunos nuevos criterios afines al concepto de residuo (Serrano Paredes, 2008), tal y como 

son los subproductos y la materia prima secundaria, están surgiendo como realidades que 

escapan al intervencionismo citado anteriormente, algo que se ha suscitado a través de la 

jurisprudencia del TJCE, que a través sus los pronunciamientos está promoviendo nuevos 

criterios a adoptar. 

 

• VISIÓN CRÍTICA LA CREACIÓN DE TECNOSOLES 

Cuando en un entorno determinado los suelos han desaparecido, se han 

contaminado o han perdido su fertilidad y demás funciones, una opción es la de hacer suelos 

“artificiales” que los sustituyan y corrijan los problemas existentes. Estos suelos hechos a 

medida, están constituidos por más de un 30% de artefactos y son denominados 

técnicamente como tecnosoles (Macías et al., 2007). En este sentido, los suelos naturales, 

debido a su elevada heterogeneidad, pueden servirnos como diferentes modelos a imitar 

para hacer suelos con propiedades adecuadas para la resolución de diferentes problemas 

ambientales o funcionales. De hecho, esta tecnología se ha aplicado de forma tradicional 

por diversas culturas a lo largo y ancho del planeta (Brasil, Papúa Nueva Guinea, etc.). 

Un residuo/subproducto minero puede ser utilizado como recurso para la creación 

de un tecnosol, o suelo técnico. Por medio de la valorización biogeoquímica de algunos 

residuos orgánicos e inorgánicos no peligrosos (Macías et al., 2007) y la aplicación de los 

conocimientos técnicos de la Ciencia del Suelo, o Edafología, se permite obtener suelos 
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que cumplen con las funciones productivas y ambientales de los suelos naturales. El caso 

particular de los tecnosoles, o suelos técnicos (WRB, 2006), constituye otra vía para la 

reutilización y revalorización de los residuos/subproductos mineros. 

Si bien en el ámbito nacional no existe legislación al respecto, en el autonómico sí 

que existe alguna regulación normativa al respecto de estos temas. Así, desde la entrada en 

vigor de la ITR/01/0855, en la Comunidad Autónoma de Galicia, los suelos derivados de 

residuos o subproductos, entre ellos los mineros, se están ensayando en diferentes procesos 

de recuperación, de tal manera que se está incrementando el conocimiento sobre su 

comportamiento, así como el de los materiales que pueden ser utilizados en su elaboración. 

La finalidad de esta norma es la regulación de la producción de los tecnosoles 

derivados de residuos que tienen la categoría de no peligrosos, según la caracterización de 

los mismos para llegar a esta consideración, que cumplan las principales funciones de los 

suelos, que sean susceptibles de evolucionar por procesos de formación edáfica y que 

realicen una estabilización eficiente del carbono en el suelo y en la biomasa, partiendo de 

un residuo que está dentro de la categoría de no peligroso o de un subproducto. 

La utilización de los materiales residuales para la creación de los tecnosoles debe 

cumplir con la legislación vigente. De este modo, los tecnosoles derivados de residuos o 

subproductos deberán estar, en todo caso, libres de ecotoxicidad y poseer características 

estructurales y nutricionales que garanticen su calidad como substrato edáfico y minimicen 

los riesgos ambientales e higiénico-sanitarios derivados de su aplicación. Las 

características de los residuos o subproductos admisibles para llegar a ser tecnosoles deben 

de estar por debajo de los valores límite de concentración de metales pesados y metaloides 

en los residuos afectados, establecidos en el RDSC. 

Una vez tenidas en cuentas todas las precauciones y medidas de control 

anteriormente citadas, y en la medida en la que esta tecnología se desarrolle e implante en 

el campo de la restauración ambiental y de la minimización de riesgos, es de esperar que 

determinados materiales que hoy día se tratan como residuos susceptibles de ser 

depositados en vertedero, pasen a tener una posibilidad de reutilización como nuevas 

materias primas para otros usos. Así, en la medida en la que los proyectos de explotación 

                                                           
55Resolución de 8 de enero de 2008, de la Dirección General de Calidad y Evaluación Ambiental de la Xunta 
de Galicia, por lo que se da publicidad a la instrucción técnica de residuos ITR/01/08, de 8 de enero de 2008, 
de la Dirección General de Calidad y Evaluación Ambiental, referente a la elaboración de suelos (tecnosoles) 
derivados de residuos”. 
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y restauración final de zonas mineras consideren a determinados materiales surgidos en el 

proceso minero-metalúrgico como de interés para el desarrollo de tecnosoles, estos 

materiales cambiarán su consideración, para dejar de ser residuos sin valor e interés alguno 

y así pasar a ser materiales con interés económico y práctico. 

Hay que tener en cuenta que un subproducto es un producto que no han sido buscado 

como tal, con origen en un proceso de fabricación o de extracción, cuya utilización sea 

legal, segura, sin transformación previa y sin solución de continuidad en el proceso de 

producción, de tal forma que pueda llegar, por ejemplo, a formar parte de un suelo técnico, 

o tecnosol. 

En la actualidad, y a modo de conclusión de los dos ejemplos citados anteriormente, 

la realidad se está imponiendo desde el punto de vista de la demanda creciente, que al 

coincidir con la cada vez menor oferta de los recursos (energéticos, materias primas, etc.), 

está obligando, una vez más, a la búsqueda de nuevas tecnologías que nos permitan la re-

explotación, reutilización o reaprovechamiento, de lo que hasta ahora se consideraban 

como residuos (p.e. los residuos mineros, los residuos urbanos, los suelos contaminados, 

etc.). Por tanto, estos materiales pasan en ese momento a ser considerados como recursos, 

o en el peor de los casos como subproductos, susceptibles de ser incorporados al sistema 

productivo. Este hecho que, simplemente por cuestiones reales de demanda y oferta, se está 

convirtiendo cada vez más en una realidad, desde el punto de vista técnico y económico 

habrá de encontrar su reflejo de una forma cada vez más clara en el marco normativo que 

regula estos aspectos. Por tanto, en los próximos años y décadas las fronteras entre residuo 

y recurso, o subproducto, habrán de ser cada vez más estrechas pero a la vez más claras, 

tanto en el ámbito técnico como legislativo. 

 

3.5.  REGULACIÓN JURÍDICA DE LOS RESIDUOS DE LAS EXPLOTACIONES 

MINERAS EN FASE DE EXPLOTACIÓN, ASÍ COMO FUERA DE USO 

Hasta ahora, hemos visto los distintos aspectos jurídicos, técnicos y 

jurisprudenciales relativos a los residuos mineros dentro de las concesiones mineras en fase 

de explotación. Pero, hay que tener en cuenta que esta fase de actividad es relativamente 

corta, por lo que hay que considerar estos mismos aspectos en relación a los residuos 

mineros localizados en explotaciones que en ese momento no se encuentran activas. A este 
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respecto, en nuestra opinión, las condiciones y riesgos existentes en cada una de estas fases 

no son los mismos, por lo que consideramos de interés abordar estos casos por separado. 

¿Qué se entiende por explotación minera en fase de explotación? Por tal se entiende 

a aquellas explotaciones que están siendo explotadas y trabajadas de una forma continuada 

en el tiempo, sin grandes períodos de receso. Por el contrario, a veces, se da el caso de que 

explotaciones que tienen su concesión y permisos en vigor deciden, por motivos varios, 

cesar su actividad temporalmente, por períodos que pueden ser de varios años, e incluso 

décadas. Por último, nos encontramos el caso de las concesiones que han cesado totalmente 

su actividad, con caducidad inclusive de sus permisos y licencias de explotación. 

Una vez que la explotación minera cesa su actividad, en la fase de abandono, 

muchos de los problemas continúan afectando al medio. Entre estos problemas destacan la 

liberación al medio superficial (terrestre y atmosférico) de cantidad de elementos traza en 

forma de sales metálicas, el drenaje ácido de minas, la acidificación producida en el suelo, 

la contaminación por elementos traza y cambios en los sistemas de drenajes de las aguas, 

con sus respectivas consecuencias sobre la población y ecosistemas del entorno. Esto ha de 

suponer, la adopción de medidas de gestión y manejo de estos espacios, encaminadas a 

disminuir estos riesgos. A este respecto, hay que distinguir entre las explotaciones 

totalmente clausuradas y las que están sometidas a ceses temporales, más o menos largos, 

de su actividad. 

Al igual que se ha comentado en las explotaciones con concesión en vigor y activa, 

la normativa vigente presenta una poco acertada regulación específica sobre la 

consideración de los residuos mineros, y más concretamente en el caso de los residuos de 

minería metálica en explotaciones no activas. Los residuos mineros que se extraen en una 

explotación minera son, en gran parte, tóxicos y peligrosos. No obstante, la trasposición al 

ámbito legal de estas diferentes consideraciones de los residuos mineros no resulta tan 

sencilla. 

En nuestra opinión, la normativa sobre residuos mineros (RD 975/2009) resulta 

aplicable a las explotaciones con concesiones en vigor, pero con suspensión temporal de 

actividades, pero por el contrario no resulta aplicable a las explotaciones clausuradas con 

concesiones caducadas.  

En términos generales, se puede afirmar que esta normativa minera  recoge unos 

requerimientos y obligaciones que se deben cumplir cuando se está en posesión de un 
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residuo peligroso con ciertas carencias, por lo que se genera un vacío legal que se traduce 

en la ausencia de una adecuación efectiva de las prácticas de manejo y gestión que de estos 

residuos peligrosos se hacen en las explotaciones mineras. Esta ambigüedad contrasta con 

la claridad con la que la normativa de residuos (LRSC) regula la gestión de los residuos 

peligrosos de origen no minero como ya comentamos en apartados anteriores en relación 

al artículo 20 de la LRSC. Estamos, en nuestra opinión, por tanto ante una discriminación 

negativa y no justificada de los residuos mineros peligrosos frente al resto de residuos 

peligrosos que no reciben un tratamiento adecuado, si bien esta cuestión puede ser 

subsanada mediante al aplicación de forma supletoria de la LRSC a este tipo de materiales. 

En cuanto a las obligaciones que impone el RD 975/2009 y que no siempre se 

cumplen son, que la entidad explotadora está obligada a constituir dos garantías 

financieras, o equivalentes, para asegurar el cumplimiento de lo dispuesto en el plan de 

restauración autorizado. Entendemos, nuevamente, que estas garantías se deben aplicar a 

las explotaciones con concesiones en vigor, pero con suspensión temporal de actividades, 

pero por el contrario no resulta aplicable a las explotaciones clausuradas con concesiones 

caducadas. 

La primera garantía financiera, o equivalente, está destinada a asegurar que la 

entidad explotadora pueda hacer frente a las obligaciones derivadas de la autorización del 

plan de restauración en lo que respecta a la explotación y a las instalaciones de preparación, 

concentración y beneficio de los recursos minerales. Esta garantía financiera, o equivalente, 

debe ser suficiente para cubrir el coste de rehabilitación por un tercero independiente y 

convenientemente cualificado, de los terrenos afectados por la explotación y las 

instalaciones de preparación, concentración y beneficio asociadas.  

La segunda garantía financiera, o equivalente, está destinada a asegurar que la 

entidad explotadora puede hacer frente a todas las obligaciones derivadas del cumplimiento 

de las condiciones impuestas en la autorización del plan de restauración para la gestión y 

la rehabilitación del espacio natural afectado por las instalaciones de residuos mineros, 

incluidas las relacionadas con el cierre y clausura de las mismas. Esta garantía financiera o 

equivalente debe ser suficiente para cubrir el coste de rehabilitación, por un tercero 

independiente y convenientemente cualificado, de los terrenos afectados por las 

instalaciones de residuos, incluidas las instalaciones de residuos en sí mismas, tal y como 

se describe en el plan de gestión de residuos. Esta garantía se establecerá antes del inicio 
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de las operaciones de vertido en las instalaciones de residuos mineros y se ajustará 

periódicamente. 

Por su parte, también las autoridades competentes pueden organizar un sistema 

eficaz de inspecciones o medidas de control equivalentes respecto a la investigación y el 

aprovechamiento de los recursos minerales y, en concreto, a las instalaciones de residuos 

mineros. Sin perjuicio de las obligaciones impuestas en la autorización del plan de 

restauración a la entidad explotadora, antes del inicio de los vertidos en las instalaciones, 

debe haber una inspección para comprobar que se cumplen las condiciones de la 

autorización. Además, se asegura que las entidades explotadoras y sus sucesores lleven un 

Libro Registro actualizado de dichas instalaciones de residuos y que las entidades 

explotadoras transmitan a sus sucesores información relativa al estado de la instalación de 

residuos, datos de control y a las actividades efectuadas en la misma. 

Hay que considerar también que, según el artículo 44.1del RD 975/2009, la 

autoridad competente inspeccionará, al menos con periodicidad anual desde el comienzo 

de las actividades de laboreo, la explotación, preparación, concentración y beneficio de los 

recursos minerales, para asegurarse de que se cumplen las condiciones de la autorización 

del plan de restauración a este respecto. A este respecto, sería oportuno determinar no solo 

la periodicidad de estas inspecciones, sino también los criterios científico-técnicos seguidos 

en las mismas. 

 

3.5.1 EXPLOTACIONES CON CONCESIONES EN FASE DE EXPLOTACIÓN 

En relación a estas explotaciones, se puede aplicar todo lo recogido en los puntos 

anteriores de este capítulo. Es decir, en este caso la normativa a aplicar es la estrictamente 

minera, es decir, tanto la Ley de Minas de 1973, como el RD 975/2009 para el caso de los 

residuos mineros, con todas las limitaciones, supletoriedades y defectos que se han visto en 

los puntos anteriores. 

 

3.5.2  EXPLOTACIONES CON CONCESIONES EN VIGOR PERO CON SUSPENSIÓN 

TEMPORAL DE LABORES 

En muchos casos, tras un periodo de explotación, la concesionaria solicita una 

suspensión temporal de labores, lo que implica un cese de la actividad pero manteniendo 
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el carácter minero del área geográfica afectada por la concesión, lo cual tiene sus 

implicaciones respecto del marco normativo regulatorio de esta zona y de sus materiales 

(suelos, residuos, etc.). En este caso, la normativa a aplicar sería la Ley de Minas, el Real 

Decreto 2857/1978, la Ley 54/1980, de modificación de la Ley de Minas, Real Decreto 

863/1985, el Real Decreto 975/2009ysu posterior modificación con el Real Decreto 

777/2012. Y en cuanto a los residuos de minería metálica que se consideran con la categoría 

de residuos peligrosos, debería de aplicarse la LRSC de manera supletoria. 

La Ley de Minas reafirma la naturaleza jurídica de los yacimientos minerales de 

origen natural y demás recursos geológicos como bienes de dominio público. Mantiene 

además, como lo haría la Ley de Minas de 19 de julio de 1944, la concesión administrativa 

como principio básico del ordenamiento minero. El derecho de minas ha sometido a 

término la vigencia de los títulos habilitantes para la explotación de los recursos mineros 

como consecuencia de la imprescriptibilidad del dominio público, y según el art. 62.1 de la 

Ley de Minas (30 años, prorrogables por plazos iguales hasta un máximo de 90 años).En 

la actualidad dicho límite general se encuentra contemplado por el art. 93.3 de la Ley 

33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas (LPAP) y se 

sitúa en 75 años, incluidas las prórrogas. 

Por tanto, si la concesión sigue en vigor, para que no se caduque, aunque la actividad 

este fuera de uso, se solicita periódicamente la suspensión de las labores para evitar dicha 

caducidad mientras no se cumplan los plazos a que están sometidas. Así, aunque un espacio 

minero parezca que está abandonado, la actividad minera continúa operando 

administrativamente mientras año a año se presenten los correspondientes planes de 

suspensión de labores mineras. De esta manera, se debe solicitar la autorización de 

suspensión temporal de labores y de aprobación del correspondiente proyecto de 

suspensión, según modelo normalizado, indicando el plazo por el que se solicita la 

suspensión y los motivos de la misma. De este modo, se obtiene la autorización de 

suspensión temporal de labores durante un plazo no superior a 1 año, así como la 

correspondiente aprobación del proyecto de suspensión temporal. 

En cualquier caso, esta legislación no está abordando, desde nuestra óptica, de una 

forma efectiva el problema de contaminación y salud pública que existe asociado a este 

tipo de explotaciones activas pero con suspensión temporal de actividades. Este aspecto, 

tal y como se ha indicado con anterioridad, viene reflejado en la normativa actualmente 

vigente en el art. 167 del RD 863/1985. Este artículo indica que el concesionario o 
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explotador de una mina que se proponga abandonar su laboreo total o parcialmente, 

solicitará del órgano competente la preceptiva autorización, estando obligado a tomar 

cuantas medidas sean necesarias para garantizar la seguridad de personas y bienes. En este 

sentido, y tomando como ejemplo las minas de Sierra Minera Cartagena- La Unión 

(Murcia), se ve cómo periódicamente desde 1991 se está solicitando la suspensión de 

labores, no aplicando sobre estas concesiones el art. 35 del RD 975/2009 relativo al 

seguimiento y control del residuo minero, por ser este artículo aplicable únicamente con 

posterioridad a la clausura de una instalación de residuos mineros, mientras que las 

inspecciones anuales recogidas en el art. 44 de este RD 975/2009 consideramos que 

tampoco se están aplicando. 

Por otro lado, según la Disposición transitoria primera del RD 975/2009, que refleja 

las instalaciones de residuos mineros en funcionamiento, en su apartado1 dice que “las 

instalaciones de residuos mineros que vinieran siendo explotadas el 1 de mayo de 2008 

dispondrán hasta el 1 de mayo de 2012 para adecuarse a las disposiciones del presente real 

decreto, salvo en lo que se refiere a lo dispuesto en el artículo 43.1, que se refiere a la 

garantía financiera o equivalente para el cumplimiento de las condiciones impuestas en la 

autorización del plan de restauración para la gestión y la rehabilitación del espacio natural 

afectado por las instalaciones de residuos mineros, en cuyo caso el plazo será hasta el 1 de 

mayo de 2014 (…)”. Pero no siempre se cumple este supuesto, ya que las minas con 

concesión en vigor, pero con suspensión temporal de actividades del Distrito Sierra Minera 

Cartagena–La Unión, así como las minas de Mazarrón (Murcia), no aplican en su plan de 

gestión de residuos estos criterios dentro del plazo estipulado, por lo que se quedan en un 

limbo jurídico, según nuestro entender. 

A este respecto, hay que poner de manifiesto que el papel de los residuos mineros 

afectados por elementos traza como fuente de contaminación para el entorno, con afección 

de la salud de las poblaciones y ecosistemas circundantes, no cesa durante todo el proceso 

de suspensión temporal. Por tanto, la legislación aplicable en estos casos debería recoger 

de forma explícita la obligación de aplicar de forma eficiente, y conforme a los avances 

técnicos disponibles, las medidas correctoras oportunas que contribuyan a la minimización 

de riesgos, algo que a fecha de hoy no está ocurriendo al estar las superficies potencialmente 

contaminantes (superficies de los pantanos y demás depósitos de residuos) totalmente 

expuestas a la acción meteorizante y erosiva de los agentes externos, que acaban por 

dispersar y, por tanto, contaminar a los entornos de estas zonas de minería metálica. Todo 
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este proceso de aplicación de medidas correctoras podría ser evaluado mediante su 

correspondiente DIA. 

 

3.5.3 EXPLOTACIONES CLAUSURADAS, CON AUTORIZACIONES DE 

EXPLOTACIÓN DE RECURSOS CADUCADAS. 

El art. 68 de la Ley de Minas condicionaba el otorgamiento de la concesión al 

aprovechamiento racional del recurso, y en este sentido el art. 70.2 obligaba desde este 

momento y anualmente al concesionario a presentar un Plan de Labores ante la Dirección 

General de Minas. La falta de presentación de dicho plan sería sancionada con multa, 

pudiendo llegar a acordarse la caducidad de la concesión. El anteproyecto de cierre y 

clausura de las instalaciones de residuos mineros, incluido en el proyecto constructivo, 

contiene las disposiciones que corresponden al mantenimiento y control posterior a la 

clausura, de acuerdo con los artículos 33, 34 y 35. 

El cierre de una instalación, consistente en el cese definitivo de la explotación (art 

33.1), se presenta un “Estudio Básico”, o anteproyecto de cierre y clausura, en donde se 

descubrirán las medidas necesarias para la rehabilitación del terreno (art. 33.2). Si se 

cumplen las condiciones que se expusieron en el plan de restauración, se aprueba el 

proyecto definitivo de cierre y clausura (art 33.3). A este respecto, no se considerará que 

una explotación está clausurada hasta que la autoridad competente en el plazo de un año, 

haga una inspección final in situ y considere que se encuentra oficialmente clausurada (art 

33.4). Llegados a este momento, la entidad explotadora será responsable del 

mantenimiento, control y medidas correctoras en la fase posterior al cierre y clausura 

durante todo el tiempo que exija la autoridad competente, que debe ser de, al menos, treinta 

años para las instalaciones de categoría A o de menos de 5 años sin no son instalaciones de 

categoría A. (art.35). Todo lo anteriormente expuesto se debe de aplicar a los residuos 

mineros peligrosos y a los suelos contaminados en aplicación a sensu contrario del art 33.3 

párrafo 2. 

Por otro lado, conforme al RD975/2009, en el plazo de cuatro años, es decir en 

2013, se debería haber elaborado un inventario de las instalaciones de residuos mineros 

clausuradas, incluidas las instalaciones abandonadas, situadas en territorio español, a fin de 

determinar aquéllas que tengan un impacto medioambiental negativo grave o que puedan 

convertirse a medio o corto plazo en una amenaza para la salud de las personas o para el 
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medio ambiente. Este inventario serviría de base a un programa de medidas adecuado en el 

ámbito de las competencias estatales y de las comunidades autónomas. No obstante, esto 

no se ha llevado a cabo (Alberruche del Campo et al., 2014) de una forma integral. A este 

respecto, la Comisión Europea prevé un intercambio apropiado de información científica y 

técnica sobre la forma de elaborar el inventario de las instalaciones de residuos mineros 

clausuradas en cada Estado miembro y sobre el desarrollo de metodologías para asistir a 

los Estados miembros en el cumplimiento de la Directiva de gestión de residuos de las 

industrias extractivas en lo que se refiere a la rehabilitación de instalaciones de residuos 

clausuradas. 

En esa zona minera clausurada, se distinguen los depósitos de “residuos”, stricto 

sensu, y los suelos originales (recurso) afectados en mayor o menor medida por procesos 

de contaminación proveniente de los residuos suprayacentes o circundantes. En una 

explotación minera no resulta admisible el hecho de que esos residuos mineros se pueden 

abandonar, sin mayores tratamientos y/o minimización de riesgos, en las explotaciones 

clausuradas.  

A este respecto, una de los posibles situaciones que se podrían dar, llegados el caso, 

sería el de plantear la reutilización de estos residuos. Para ello, se recurriría a la aplicación 

del art 36.1 de la Ley de Minas, que dice que si durante el proceso de clausura o después 

de clausurada una instalación de residuos mineros se deseara efectuar la reutilización de 

los residuos, el interesado presentará a la autoridad competente un proyecto de dicha 

actuación, previa solicitud de la declaración de la instalación como recurso de la sección 

B) de la Ley de Minas. Este supuesto ha sido el que ha ocurrido recientemente en el caso 

de la Bahía de Portmán, Murcia, cuando se pretendía proceder a la explotación de los 

residuos allí depositados, caso ya detallado anteriormente en esta memoria. 

Pero la otra situación, sería el “abandono” de estos depósitos de residuos mineros 

al carecer de intención alguna de volver a plantear uso alguno para los mismos. En este 

caso, la contaminación derivada de los residuos mineros que se genera una vez que la 

explotación ha sido clausurada, se debería regular por la legislación estatal relativa a 

residuos y suelos contaminados, LRSC, ya que al dejar de ser un distrito minero en uso, 

entendemos que debería aplicar esta normativa general. En nuestra opinión, por tanto, en 

este caso, los residuos, que pueden ser tanto de la categoría de inertes como peligrosos, 

deberían ser gestionados conforme a la LRSC una vez que la explotación haya sido 

clausurada. Igualmente, para el caso de los suelos, tanto existentes como neoformados en 
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estos ambientes mineros, una vez clausurada esta explotación, entendemos que debería ser 

también la legislación estatal de suelos contaminados (LRSC, RDSC), el marco normativo 

que regulase estos suelos. Esta gestión se podría hacer in situ, o bien mediante su transporte 

y acumulación a depósitos específicos, pero en cualquier caso teniendo en cuenta la 

especifidades de estos materiales, tanto en sus aspectos geoquímicos, como de volumen, 

escaso valor económico y gran dispersión en el territorio. 

En cuanto a la cuestión económica del tratamiento de las instalaciones de residuos 

mineros cerradas y abandonadas, deberían regirse por tres consideraciones: 

• por un lado si estas instalaciones suponen un riesgo para la salud o pueden contaminar 

el medio ambiente, y tienen un valor económico, deberían tener prioridad para la 

concesión de licencias y así estimular la inversión contando con los operadores 

anteriores y sus responsabilidades,  

• si por el contrario, no suponen un riesgo para la salud y el medio ambiente pero tienen 

valor económico, se puede solicitar financiación pública, siempre teniendo en cuenta 

que no identificamos al operador responsable, y  

• por último, si no suponen un riesgo para la salud y el medio ambiente, y además no 

pero tienen ningún valor económico, se deberían solicitar a los operadores la 

implantación de un plan minimización de riesgos en estas zonas, conforme a lo recogido 

en las normativas aplicables en cada caso. 

  

3.6  NORMATIVA RELATIVA A LA EVALUACIÓN Y MINIMIZACIÓN DE 

RIESGOS ASOCIADOS A LOS RESIDUOS MINEROS: APLICACIÓN Y 

CARENCIAS. CONCLUSIONES 

Los residuos mineros se encuentran regulados, como ya hemos citado 

anteriormente, por la Directiva 2006/21/CE sobre la gestión de los residuos de industrias 

extractivas, y por el RD 975/2009 y su modificación posterior RD 777/2012. En nuestra 

opinión, se puede aplicar de manera supletoria la LRSC en lo relativo a residuos mineros, 

en todo aquello que no esté regulado por el RD 975/2009, como ocurre con diversos aspectos 

relativos a jurídicos y técnicos relativos la gestión de los residuos mineros peligrosos.  

A este respecto, indicar, que si bien el Anexo XVII del Reglamento (CE) nº 

1907/2006 (REACH), resulta relevante para determinar si un residuo peligroso puede dejar 
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de ser residuo en función de las restricciones recogidas en este anexo, para pasar a ser 

entonces considerado como recurso, para el caso concreto de los residuos mineros, dado el 

carácter tóxico, carcinogénico, etc. de gran parte de los mismos, entendemos que esta 

interpretación jurídica no tendría mucho sentido, salvo para la reutilización y 

procesamiento de estos residuos como recursos mineros en sentido estricto. Además de 

esto, consideramos importante aclarar un aspecto que, al menos a primera vista, contrasta 

con lo recogido por la Sentencia STJUE 7 de marzo de 2013, en la que se indica que un 

residuo pierde su condición de peligroso cuando, por cuestions jurídico-administrativas, 

pasa a ser considerado como recurso, bien sea al ser mezclado con otras substancias o bien 

sea por una revalorización del mismo. Esta consideración, según nuestro criterio, no es 

correcta en tanto y en cuanto consideramos que el carácter de peligrosidad, toxicidad, etc. 

es algo intrínseco e inherente a la naturaleza del material, con independencia de su 

consideración jurídica como residuo, subproducto, recurso, etc. Queremos con ello decir 

que si un material determinado, o mezcla de ellos, resulta peligroso bien sea por su propica 

toxicidad o bien sea por ser posible fuente de contaminación para su entorno, o bien por 

ambas cuestiones, esta condición no va cambiar desde un punto de vista técnico y ambiental 

por un simple cambio en su denominación jurídica, siendo por tanto peligroso en todos los 

casos, si bien entendemos que las implicaciones jurídicas que de esto se derivan podrán ser 

diferentes dependiendo de que se trate de un residuo o un recurso. 

Un aspecto determinante y relevante en toda esta cuestión es, según nuestro criterio, 

la supletoriedad tanto de la LRSC como el RD 9/2005 en lo relativo a residuos mineros, en 

todo aquello que no esté regulado por el RD 975/2009. La supletoriedad de la LRSC 

aparece directamente citada en el artículo 2 del RD 975/2009, que se refiere a su ámbito de 

aplicación, así como en el apartado 2.4.3 del Anexo I del RD 975/2009. A su vez, la 

supletoriedad respecto del RD 9/2005 aparece claramente recogida en el apartado 1.3 del 

Anexo I del RD 975/2009 relativo a la clasificación y caracterización de los residuos de las 

industrias extractivas. En nuestra opinión, esta supletoriedad de la normativa minera, y en 

particular del RD 975/2009, respecto de la normativa general de residuos y suelos 

contaminados, es decir la LRSC y el RD 9/2005, se centra sobre todo en aspectos técnicos 

relativos a la evaluación de las características y peligrosidad de los distintos tipos de 

residuos, lo que supone, por extensión, que este RD 975/2009 presenta las mismas 

limitaciones y desfases respecto del conocimiento científico-técnico actual que presentan 

sus normativas supletorias, limitaciones ya discutidas en otros apartados. 
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A la luz de las indicaciones recogidas en el RD 975/2009, se puede inferir que las 

exigencias recogidas en estas normas se establecen en términos de impacto medio ambiental 

grave o de amenaza, sin que existan directrices sobre la forma de medir los tipos de riesgos 

asociados a los residuos mineros, ni de los niveles de reducción que deben ser alcanzados 

(Alberruche del Campo et al., 2014).  

En este sentido, y con la intención de suplir estas carencias, en julio de 2009, la 

Dirección General de Calidad y Evaluación Ambiental encomendó al Instituto Geológico y 

Minero de España (IGME) una serie de trabajos de asistencia técnica entre los que se incluía 

la realización de actividades tales como: 

• la asistencia técnica en la implementación de la Directiva 2006/21/CE, sobre gestión de 

residuos de industrias extractivas (RIE), incluyendo la elaboración de un manual para la 

gestión de los RIE, 

• el desarrollo de un procedimiento y metodologías para la realización de un inventario de 

emplazamientos e instalaciones de RIE en el que se incluya, entre otros aspectos, el 

impacto ambiental de dichas instalaciones y los residuos tóxicos o ecotóxicos existentes 

en ellas, 

• la elaboración de un procedimiento para realizar un inventario de suelos contaminados 

por el desarrollo de actividades extractivas, 

• la elaboración de criterios técnicos para la priorización, según el riesgo, de los 

emplazamientos y de las instalaciones de residuos de industrias extractivas que se hayan 

incluido en el inventario, y por último, 

• la asistencia técnica para el análisis de riesgos inducidos por las instalaciones de RIE 

sobre el medio ambiente, la salud humana y los bienes. 

A la luz de lo reflejado en este último párrafo, se concluye que la finalidad de esta 

encomienda abordada por el IGME (Alberruche del Campo et al., 2014), es “…el obtener 

un procedimiento para fijar prioridades de actuación, basado en el riesgo que presentan las 

instalaciones abandonadas o depósitos de residuos mineros, o cuando menos un 

reconocimiento, basado en el análisis de riesgos, de todos aquellos casos sobre los que 

puede resultar necesario tomar medidas y la urgencia de las mismas”. En consecuencia, una 

vez llevado a cabo esta encomienda resultaría esperable el tener la metodología necesaria, 

debidamente homologada y contrastada, para poder abordar la elaboración de planes o 
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proyectos de restauración, rehabilitación o remediación que aborden las situaciones más 

urgentes, en un contexto de medios económicos y materiales normalmente limitados.  

Iniciativas de este tipo son, aún, muy escasas en el contexto internacional (Nahir et 

al., 2006; Johnston et al., 2007; Jarvis et al., 2007; SERNAGEOMIN-BGR, 2008). Si bien 

los pocos casos conocidos han puesto de manifiesto el interés de los métodos basados en la 

evaluación del riesgo por escenarios, haciendo uso de matrices de riesgo, lo que ha 

permitido establecer prioridades de actuación sobre territorios con abundante minería 

abandonada(Alberruche del Campo et al., 2014). 

A este respecto, resulta fundamental indicar lo siguiente: 

• Hay que tener en cuenta, que en el contexto nacional de lo que se dispone, a fecha de 

hoy, es básicamente de un “Manual para la evaluación de riesgos de instalaciones de 

residuos de industrias extractiva cerradas o abandonadas” (Alberruche del Campo et 

al., 2014), que estandariza y propone metodologías para establecer y priorizar los 

niveles de riesgo ambiental de la antiguas explotaciones de minería, sobre todo de las 

clausuradas. 

• Por su parte, lo recogido en el título previo del Real Decreto 975/2009, decía que tras 

cuatro años, es decir en 2013, estaría elaborado un inventario de las instalaciones de 

residuos mineros clausuradas, incluidas las instalaciones abandonadas, y que dicho 

inventario serviría de base a un programa de medidas adecuado en el ámbito de las 

competencias estatales y de las CC.AA. 

• Por tanto, lejos de estar hecho este inventario, lo único, aunque importante, que se ha 

abordado ha sido la elaboración de un documento técnico metodológico, lo cual se 

aleja del mandato recogido en el título previo del Real Decreto 975/2009. En este 

sentido, es de gran importancia, desde el punto de vista de la salud ambiental de los 

entornos de las zonas mineras, y obligatorio desde el punto de vista legal, que las 

distintas Administraciones Competentes aborden con carácter urgente la elaboración 

de este inventario tomando como base, por ejemplo, el manual técnico anteriormente 

citado (Alberruche del Campo et al., 2014). 

En cualquier caso, el marco técnico delimitado por el manual de referencia 

(Alberruche del Campo et al., 2014), no haría sino establecer una tipificación de las distintas 

instalaciones de residuos mineros en función de sus riesgos asociados. En este sentido, y 

sin menoscabo del citado manual, esta evaluación debería ser complementada, en nuestra 
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opinión, con la aplicación de las técnicas más efectivas y novedosas dentro del campo de 

la regeneración ambiental y minimización de riesgos (Gómez-Ros et al., 2013; García y 

Gómez-Ros, 2016), de acuerdo a lo ya contemplado en la disposición adicional tercera del 

RD 975/2009, algo que debería estar complementado con acciones de evaluación y 

seguimiento a lo largo del tiempo de los niveles de emisión de elementos contaminantes 

por parte de las superficies sobre las que se ha actuado con la finalidad de llevar a cabo una 

minimización de riesgos. 

Como apoyo de esto, indicar estos dos puntos: 

• Es de resaltar la dudosa efectividad que desde el punto de vista técnico, de la cadena 

trófica y de la salud ambiental de las zonas de minería metálica y su entorno, han 

tenido muchas de las tecnologías de restauración aplicadas hasta la actualidad 

(Gómez-Ros et al., 2013), lo cual nos ha de obligar a mejorar en la efectividad de 

estas técnicas de restauración y minimización de riesgos (García y Gómez-Ros, 

2016). 

• Al igual que ocurre con otros emplazamientos contaminados o fuentes de 

contaminación, sería necesario una evaluación en continuo de los niveles de emisión 

de los contaminantes, tanto al medio atmosférico, como edáfico e hídrico 

(superficial y subterráneo), lo cual requeriría de la inclusión en la legislación de 

niveles máximos admisibles, así como medidas de seguimiento y control extendidas 

en el tiempo durante periodos, en principio, indefinidos. Para ello, o bien se pueden 

adoptar los niveles de referencia adoptados por normativas con las que podrían 

interrelacionar, como por ejemplo el Real Decreto  678/2014, de 1 de agosto, por el 

que se modifica el Real Decreto 102/2011, de 28 de enero, relativo a la mejora de 

la calidad del aire, o bien la elaboración de valores genéricos propios. 

En cualquier caso, toda esta aplicación de la normativa actual, afectaría básicamente 

a las explotaciones cerradas o abandonadas, pero ¿se incluirían aquí las explotaciones que 

mantienen aún su concesión pero con suspensión temporal de actividades? Y en relación a 

las explotaciones en vigor, ¿no se aplicaría ningún tipo de medida específica análoga para 

la minimización de riesgos? Por tanto, en relación a la existencia misma de normas relativas 

a la minimización de riesgos, así como a la aplicación y/o aplicabilidad de la misma, son 

muchas las dudas o puntos no abordados o clarificados que deberían ser abordados de 

manera urgente desde un punto de vista normativo con la finalidad, por un lado, de 
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minimizar los riesgos en todas las fases de una explotación minera, pero también en 

relación a la gestión y posibles usos de los distintos tipos de residuos mineros existentes. 

Un aspecto positivo del Real Decreto 975/2009, es que supera con creces el objetivo 

de la Directiva 2006/21/CE, en el sentido de otorgar un sentido de protección más amplio, 

que no sólo atiende a la gestión de los residuos mineros sino que también comprende la 

investigación y aprovechamiento de los recursos, no limitándose a transponer la norma 

europea, sino que ha optado por completar las disposiciones comunitarias con otras normas 

españolas vigentes y, en algunos casos, más restrictivas. 

Entre los avances que ha supuesto este real decreto, está el control de la Comisión 

Europea al garantizar la remisión cada tres años de un informe sobre la aplicación del Real 

Decreto, que tomará como referencia los criterios de estudio que indique la propia 

Comisión y se basará en los datos aportados por las Comunidades Autónomas. Además de 

obligar, con carácter anual, a la Administración General del Estado a informar la 

Comisión Europea, y al público interesado que lo solicite, sobre cualquier suceso que haya 

podido afectar a la estabilidad de las instalaciones de residuos mineros y cualesquiera 

efectos medioambientales adversos significativos, con origen en las instalaciones en 

funcionamiento o ya clausuradas. A este respecto, esta norma supone un avance, si bien 

con escasa traslación práctica, razón por la cual entendemos que estas medidas se 

deberían aplicar de una forma más continuada y visible. 

A modo de conclusión, debemos de resaltar que para el caso de la industria 

extractiva de minerales, el volumen de residuos de diverso tipo que se generan resulta 

enorme en relación al beneficio económico asociado, mientras que las actividades de tipo 

industrial generan, por lo general, grandes beneficios económicos en relación a la cantidad 

de residuo generado. Por consiguiente, estamos ante dos realidades, desde el punto de vista 

técnico y económico, totalmente diferentes. Además de su gran volumen, hay que tener en 

cuenta que los RIE se suelen encontrar diseminados dentro de grandes distritos mineros, 

que además se suelen ubicar en zonas de escasa población e interés económico.  

Precisamente, debido a estas peculiaridades de los residuos de la minería, cuando 

estos presentan el carácter de peligroso, difícilmente les resultará aplicable desde un punto 

de vista técnico-práctico las normas de control a las que se ven sometidos los residuos 

industriales peligrosos con carácter general, o llegados al caso habría que tener en cuenta 

estas peculiaridades a la hora de poder aplicar los residuos con carácter general. Hay que 
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tener en cuenta que estas medidas se suelen basar en aspectos tales como la inertización o 

el confinamiento en bidones o recintos de aislamiento (vertederos específicos), algo que 

resulta inviable para las explotaciones mineras desde el punto de vista económico y técnico. 

A este respecto, hay que resaltar un vez más el vacío legal en el que se mueven estos 

residuos mineros peligrosos, algo que se traduce en la ausencia de una adecuación efectiva 

de las prácticas de manejo y gestión que de estos residuos peligrosos se hacen en las 

explotaciones mineras. Por otro lado, y al igual que ocurre para los suelos, existen 

carencias, según nuestro criterio, a la hora de establecer los niveles máximos de 

contaminantes metálicos en los residuos, en el sentido de no considerar ni los procesos de 

especiación ni de fijar tampoco los protocolos estandarizados que nos permitan establecer 

con criterios técnicamente solventes los valores reales de contaminantes metálicos capaces 

de generar riesgo. Así, tal y como se indicó en el capítulo II de esta T.D, los metales pueden 

aparecer ligados a diversas fracciones que se encuentran en los residuos, tales como los 

carbonatos, los óxidos, los sulfuros, ser estructurales en los minerales o bien estar solubles, 

siendo la suma de todas estas fracciones la cantidad total de metal presente en ese residuo.  

Desde el punto de vista toxicológico, y por tanto de riesgo, solo algunas de estas 

fracciones (soluble, ligada a carbonatos, etc.) presentan elementos traza que están en 

disposición de pasar al medio de una forma más o menos rápida, produciendo así riesgo y 

contaminación; son las llamadas fracciones biodisponibles. Pues bien, las diferentes 

normativas reguladoras de residuos de ámbito nacional (LRSC y RD 975/2009), así como 

las autonómicas y la mayor parte de las europeas, no tienen estos aspectos en consideración. 

La mayor parte de la normativa española referida a estos temas está, por tanto, obsoleta 

desde el punto de vista técnico y del estado de conocimiento actual, al estar basada en 

interpretaciones del comportamiento y toxicidad de los elementos traza superados hoy día. 

Así, por ejemplo, el que esta normativa actual utilice como valores de referencia a las 

fracciones solubles, o totales, surge de la suposición fundamentada hace más de 35 años 

por Lindsay (1979), de que existe un equilibrio entre la fase soluble de un elemento y la 

cantidad total presente en el suelo, de tal forma que se estimó que el 10% del contenido 

metálico total de un suelo se encuentra en fase soluble. Hoy día, son numerosos los trabajos 

que han puesto de manifiesto el comportamiento de los elementos traza en distintos tipos 

de residuos, como son los residuos de las industrias extractivas, lo que hace que hoy día, 

desde un punto de vista científico-técnico, se considere necesario el llevar a cabo un estudio 

de fraccionamiento o especiación específico para determinar las distintas fracciones en las 
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que se divide el metal total presente en un residuo, y por tanto así poder evaluar el riesgo 

real sobre la base de la consideración de las fases solubles y disponibles. Así, se hace 

necesario la adopción de una metodología basada en los estudios de fraccionamiento y 

especiación de los elementos traza en los residuos mineros, que haga posible lo indicado 

anteriormente. 

En relación a esto resulta determinante la supletoriedad que la normativa específica 

de residuos mineros tiene respecto de las normativas generales de residuos y suelos 

contaminados, es decir tanto de la LRSC como del RD 9/2005. En nuestra opinión, esta 

supletoriedad de la normativa minera, se centra sobre todo en aspectos técnicos relativos a 

la evaluación de las características y peligrosidad de los distintos tipos de residuos, lo que 

supone, por extensión, que este RD 975/2009 presenta las mismas limitaciones y desfases 

respecto del conocimiento científico-técnico actual que presentan sus normativas 

supletorias y ya discutidas en otros apartados. Si a esto le unimos el hecho de que las 

peculiaridades de los residuos mineros, es decir si se tiene en cuenta la disposición 

geográfica y orográfica de estos terrenos mineros, conjuntamente con el escaso valor de 

estos residuos y su gran volumen, esto hace que la normativa actualmente aplicada a estos 

residuos mineros, incluidas sus normas supletorias, son poco adecuadas para este tipo de 

materiales. A este respecto, hay que tener en cuenta que estos factores determinan como 

tratamiento más viable el tratamiento in situ de estos residuos, si bien para ello se hace 

necesaria la adopción de tecnologías efectivas, de bajo impacto ambiental y de poco coste 

económico. Este hecho, resulta ser un factor diferenciador de estos residuos mineros en 

relación a los residuos peligrosos industriales más convencionales. 

Por tanto, y a modo de resumen, en nuestra opinión es mucho en lo que la normativa 

relativa a residuos, a los residuos considerados en la categoría de peligrosos y a los residuos 

mineros debe avanzar en pos de una adaptación al conocimiento disponible hoy día, y por 

tanto de una mejor y más adecuada gestión de los residuos afectados por elementos traza, 

en otras palabras, consideramos como básica la elaboración de una normativa propia, 

actualizada al conocimiento científico-técnico actual y a las peculiaridades de estos 

residuos. En este sentido, consideramos como básico que esta nueva normativa tenga clara 

la consideración de la peligrosidad, o toxicidad, de cualquier material como una 

propiedad intrínseca e inherente a la naturaleza del material, con independencia de su 

consideración jurídica como residuo, subproducto, recurso, etc. de tal forma que nunca se 

regule sobre esta característica, la peligrosidad, teniéndola o no en cuenta dependiendo de 
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que se trate de un residuo o un recurso. En nuestra opinión, si un material tiene 

peligrosidad, esto siempre debe figurar y deber ser tenido en cualquier norma que 

regule su uso o gestión. En cualquier caso, un primer cambio, casi de tipo anecdótico pero 

no trivial desde el punto de vista de la terminología científica, sería el la adaptación de la 

nueva normativa que se elabore en este campo mediante la substitución del término “metal 

pesado” por el de “elemento traza”, por ser este último útil más apropiado y genérico de 

todos estos elementos contaminantes (metales y metaloides), conforme a lo recomendado 

desde el campo científico (Ward, 1995; Duffus, 2002; Kabata-Pendias, 2010). 
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CAPÍTULO IV. RÉGIMEN JURÍDICO DEL SUELO 

 

4.1. INTRODUCCIÓN: DISPOSICIONES RELATIVAS A LOS SUELOS  

4.1.1. INTRODUCCIÓN 

El suelo es definido, tanto por los textos jurídicos como por la doctrina, como la 

capa superior de la corteza terrestre, o la delgada película que recubre una parte de las 

superficies del continente. Está compuesta por partículas minerales, materia orgánica, agua, 

aire y organismos vivos (De la Varga Pastor, 2012). Está en constante evolución en el 

tiempo, porque es un recurso dinámico y se debe de tener en cuenta que aunque se forma 

lentamente, su destrucción es muy rápida y su recuperación muy costosa, por lo que se 

considera que es un recurso natural no renovable y finito. En definitiva, las definiciones 

científica y jurídica de suelo deberán ser similares, si no iguales, para una correcta 

protección del bien ambiental en cuestión.  

El suelo es calificado como cuerpo cuatridimensional precisamente por la 

importancia que adquiere en el tiempo en la protección del suelo, ya que con el trascurso 

del tiempo en el suelo se están produciendo cambios. Así viene recogido en trabajos previos 

como son la Carta Europea de los Suelos (1972), la Carta Mundial de los Suelos de la FAO 

(1981), Política Mundial del Suelo del PNUMA (1982), así como en la estrategia temática 

del suelo y la propuesta de Directiva hacia la protección del suelo, hablando en todos estos 

documentos de este calificativo. 

El suelo se considera actualmente un elemento ambiental digno de protección, un 

recurso natural que forma parte del medioambiente y que debe de ser protegido (Ávila 

Orive, 1998). Y la protección se lleva a cabo por medio de la normativa sectorial regulada 

por la Unión Europea como son la Directiva de vertidos de residuos, la Directiva de lodos 

de depuradoras, etc.  

En cualquier caso, y aunque actualmente la doctrina considera el suelo como un 

elemento ambiental digno de protección, un recurso natural que forma parte del medio 

ambiente y que, como tal, debe ser protegido, esto no siempre fue así. Así, hasta no hace 

mucho existían discrepancias, como las expuestas por el profesor Martín Mateo (2003, pág. 

253) que reconoció la necesidad de proteger el suelo ambientalmente, a pesar de su 

resistencia a admitir totalmente su condición de elemento ambiental al no considerar al 
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suelo como un sistema completamente equiparado al aire y al agua. En este sentido, en la 

actualidad y desde el punto de vista legal, este argumento se encuentra superado totalmente, 

ya que el suelo está considerado hoy día como un elemento ambiental. A diferencia de otros 

bienes naturales como el agua o el aire, la protección jurídica del suelo en la UE no se ha 

llevado a cabo mediante una normativa directa. Esto ha supuesto una falta de definición del 

concepto jurídico de suelo en la normativa europea. Eso hace que, de manera tradicional, 

el suelo haya sido considerado como un recurso con atribución de propiedad privada. El 

carácter de propiedad privada derivado del Código Civil se muestra insuficiente y de ahí 

que se haya comenzado a regular la contaminación de este recurso y las afecciones hacia 

el interés general (Sanz Rubiales, 2013), mientras que el aire y el agua son bienes de 

dominio público. 

La primera referencia jurídica a los suelos la encontramos en la Carta Europea de 

los Suelos, aprobada por el Consejo de Europa en 1972, y en la Conferencia de las Naciones 

Unidas sobre el Medio Humano (1ª Conferencia del PNUMA, Estocolmo 1972). Estas 

primeras referencias empiezan a poner de manifiesto la preocupación por la degradación y 

contaminación del suelo como consecuencia del desarrollo humano. Seguidamente, la 

Carta Mundial de los Suelos, de la FAO (1981), y la Política Mundial del Suelo del 

PNUMA (1982) se centraron en el fomento de la cooperación internacional para el uso 

racional del recurso suelo, reflejando la preocupación por su degradación. En todas estas 

referencias se establecieron los principios de actuación para la explotación de los suelos de 

forma sostenible, así como las directrices para la formulación de políticas nacionales, 

incidiendo todas ellas en la finidad del recurso suelo. 

Alenza García (1997) entiende que el suelo es efectivamente uno de los elementos 

naturales que componen el sistema ambiental y lo fundamenta en la afirmación de la Carta 

Europea del Suelo de 1972, adoptada por el Consejo de Europa, que destaca que es un 

soporte de vida. De esta manera, en la actualidad el suelo está considerado como un recurso 

tanto desde el punto de vista de la edafología, como desde el punto de vista jurídico. No 

obstante, la Unión Europea no se había planteado la protección del suelo como recurso 

natural, o como elemento ambiental, hasta la aprobación del Sexto Programa de Acción 

Comunitario en Materia de Medio Ambiente (Decisión 1600/2002/CEE). En este 

programa, dada la importancia de los suelos y la necesidad de frenar su degradación, se 

instó a la elaboración de una estrategia temática sobre la protección de los suelos («la 

estrategia»), la cual hizo especial hincapié en la prevención de la contaminación, la erosión, 
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la desertización, la degradación del suelo, la ocupación de terrenos y los riesgos 

hidrogeológicos.  

La Unión Europea bajo el amparo de unos principios, entre los que se encuentra el 

principio de subsidiariedad, elaboró las Directivas que desarrollan la política 

medioambiental. El ámbito de aplicación del principio de subsidiariedad será el de las 

competencias compartidas entre la Unión y los Estados miembros.  

Las Instituciones de la Unión deberán comprobar previamente si la normativa que 

se pretende elaborar respeta las exigencias que se exigen en aplicación de este principio 

para ejercer una competencia compartida. Es decir, el respeto del principio de 

subsidiariedad supone que la Comisión debe justificar en las competencias compartidas que 

la actuación comunitaria es pertinente, y que además aporta un plus en términos de eficacia 

y de adecuación a lo que los Estados miembros podrían lograr si dictasen sus propias 

normativas internas. 

Es por ello que, cuando la Unión elabore una normativa bajo el principio de 

subsidiariedad, ésta deberá dejar un margen amplio para que las decisiones concretas se 

tomen a nivel nacional. Por ello, la Directiva se muestra como un instrumento jurídico 

óptimo para la regulación de materias compartidas dictadas al amparo del principio de 

subsidiariedad dado que es un instrumento obligatorio y, a su vez, flexible. 

Así, la Comunicación de la Comisión Europea COM (2002) 179, “Hacia una 

estrategia temática para la protección del suelo”, es la primera que abordó de forma 

específica esta cuestión. En este documento la Comisión señalaba las ocho amenazas 

principales que afectan a los suelos de la Unión Europea: la erosión, la pérdida de materia 

orgánica, la contaminación, la salinización, la compactación, la pérdida de la biodiversidad 

del suelo, el sellado, los deslizamientos de tierras y las inundaciones. También aborda el 

asunto de la contaminación puntual que va unida generalmente a la minería, tanto en el 

funcionamiento como en el cierre. Esta contaminación supone un riesgo tanto para el suelo 

como para el agua. En el caso de la minería los principales riesgos están relacionados con 

el almacenamiento de lodos, la generación de aguas ácidas de minas, y el uso de ciertos 

reactivos químicos. Estos riesgos se dan especialmente en la minería del carbón y de los 

elementos traza (minería metálica). 

El Sexto Programa de Acción Comunitario en Materia de Medio Ambiente 

(Decisión 1600/2002/CEE) instó a elaborar la Comunicación de la Comisión Europea 
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COM (2006) 231, “Estrategia temática para la protección del suelo”, con el objetivo de 

promover la protección y la utilización sostenible de los suelos, en función de los siguientes 

principios rectores:  

• prevención de la degradación del suelo,  

• conservación de sus funciones y  

• restauración del suelo degradado para devolverle un nivel de funcionalidad 

que corresponda al menos a su utilización actual y prevista, considerando asimismo las 

repercusiones financieras de la restauración del suelo. 

Esta “estrategia” se plasmó posteriormente en la Propuesta de Directiva del 

Parlamento Europeo y del Consejo, COM (2006) 232, por la que se establecía un marco 

para la protección del suelo y que iba a modificar la Directiva 2004/35/CE. En cualquier 

caso, en el Consejo de Ministros de medio ambiente de la Unión Europea celebrado el 20 

de diciembre de 2007, no se llegó a un acuerdo sobre la nueva Directiva, posponiéndose 

los debates con futuras presidencias, lo que de facto supuso el abandono hasta el día de hoy 

de esta iniciativa. La Propuesta de Directiva Marco para la protección de los suelos se 

encuentra anclada en la fase de primera lectura. A día de hoy el Consejo, por el bloqueo de 

algunos Estados, no ha llegado a un acuerdo para remitirle al Parlamento Europeo la 

posición común sobre la propuesta normativa.  

El Séptimo Programa de Acción Comunitario en Materia de Medio Ambiente hasta 

2020 “Vivir bien, respetando los límites de nuestro planeta” (Decisión 

1368/2013/CEE)56en relación con a la protección del suelo, instó a por un lado que “la 

Unión ha acordado esforzarse por lograr un mundo con una degradación neutra del suelo 

en el contexto del desarrollo sostenible” y continúa con que “la tierra se gestione de una 

forma sostenible en la Unión, el suelo se proteja adecuadamente y sigan saneándose los 

lugares contaminados”. Por otro vuelve a reiterar, como ya solicitó en el Sexto Programa 

de Acción Comunitario en Materia de Medio Ambiente (Decisión 1600/2002/CEE), que 

“la Comisión ha presentado una propuesta de Directiva por la que se establece un marco 

para la protección del suelo y se modifica la Directiva 2004/35/CE”. Por último, resaltar 

que el Séptimo Programa Marco de Investigación y Desarrollo Tecnológico (2007-2013) 

                                                           
56Decisión núm. 1386/2013/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de noviembre de 2013 relativa 
al Programa General de Acción de la Unión en materia de Medio Ambiente (DOUE L 254/171, de 28 de 
diciembre de 2013) 
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(Decisión 1982/2006/CE) incluyó un capítulo que permitía apoyar las actuaciones de 

investigación sobre la protección y las funciones del suelo. 

Llegados a este punto, conviene aclarar que la Directiva 2004/35/CE del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, sobre responsabilidad medioambiental en 

relación con la prevención y reparación de daños medioambientales, estableció un marco 

de responsabilidad medioambiental basado en el principio de «quien contamina paga» para 

la prevención y la reparación de los daños medioambientales, especificando los daños al 

suelo, es decir, cualquier contaminación del suelo que suponga un riesgo significativo de 

que se produzcan efectos adversos para la salud humana debidos a la introducción directa 

o indirecta de sustancias, preparados, organismos o microorganismos en el suelo o el 

subsuelo. En este sentido, esta Directiva obliga a realizar una acción preventiva, así como 

una acción reparadora de los daños al suelo. A nivel comunitario, en esta Directiva 

2004/35/CE sobre responsabilidad ambiental, se calificaba al suelo como recurso natural 

en su artículo 2.12, siendo el objeto de esta regulación el daño al suelo (Gomis Catalá, 

2008). Esta Directiva iba a ser modificada por la Propuesta de Directiva del Parlamento 

Europeo y del Consejo, COM (2006) 232, por la que se establecía un marco para la 

protección del suelo, modificación que finalmente no sucedió debido al abandono, aunque 

sea temporal, de la citada Propuesta de Directiva del año 2006. 

En el ámbito nacional, la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de responsabilidad 

medioambiental desarrollada por el Real Decreto 2090/2008, de 22 de diciembre, en su 

artículo 2.17 define el recurso natural, dejando meridianamente claro que el suelo debe ser 

considerado como tal (Esteve Pardo, 2008; Orteu Berrocal, 2008). En este sentido, se debe 

resaltar que la Ley 11/2014, de 3 de julio, de responsabilidad ambiental ha modificado la 

Ley 26/2007, si bien esta modificación no afecta para nada a la consideración de recurso. 

Y en relación a otras normas jurídicas vigentes, indicar que el término recurso no aparece 

definido ni en la LRSC 22/2011, ni en el RD 9/2005 de suelos contaminados. 

El carácter del suelo como recurso fue tratado por la Jurisprudencia por primera vez 

en una Sentencia del Tribunal Constitucional, concretamente en la STC nº 102 de 26/06/95, 

en la que se recoge que el suelo es un recurso no renovable como parte consustancial del 

espacio natural, algo que la citada sentencia recoge de la siguiente manera: “… es de 

naturaleza apropiable y estática, como dimensión espacial y por su función de soporte de 

la vida humana…”. FJ6. Y también resaltar que el carácter del suelo contaminado como 

residuo fue tratado de manera pionera por la STUE de 7 de septiembre de 2004. 
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Vista esta cuestión, el suelo puede ser considerado un recurso dinámico ante la 

contaminación. De este modo, Sanz Rubiales (2003) apunta que la inclusión del recurso 

suelo en el concepto de medio ambiente no ha sido pacífica, pero considera que el suelo, 

aparte de la dimensión territorial, tiene una indudable dimensión espacial vinculada a su 

función de soporte natural, sin perjuicio de su naturaleza apropiable y estática.  

Ahora bien, el tratamiento que recibe el suelo en la Ley 22/2011, en adelante LRSC, 

es el de un elemento físico donde se desarrolla la actividad humana, citando entre sus 

afecciones posibles la contaminación que puede sufrir convirtiéndose en un suelo 

contaminado57. Así, teniendo en cuenta el contenido de la Ley, el tratamiento que realiza 

del suelo contaminado es el de un recurso que está contaminado por actuar como agente 

receptor de contaminación, pero teniendo también en cuenta el sentido dinámico del suelo 

como agente contaminante. En este sentido, con las medidas de contención lo que se 

pretende evitar es ese esparcimiento de la contaminación, por ser un medio sensible y 

vulnerable. Por tanto, la contaminación de un suelo no solo supone una afección ambiental 

para él mismo, sino que también hay un riesgo para las aguas, tanto subterráneas como 

superficiales, así como para las plantas y demás organismos que, a través de la cadena 

alimentaria, pueden afectar tanto a los animales, como al ser humano. 

Tanto la Sentencia citada anteriormente, como el autor Sanz Rubiales (2003), 

defienden la naturaleza del suelo contaminado como un elemento medioambiental estático, 

si bien desde nuestro punto de vista el carácter del suelo, lejos de ser estático e inamovible, 

es eminentemente dinámico, actuando en consecuencia no solo como agente receptor de 

contaminación, sino también como agente trasmisor y dinámico, lo cual tiene unas 

implicaciones muy importantes que deberían ser recogidas en la normativa vigente sobre 

este tema. 

En cualquier caso, visto tanto desde el punto de vista dinámico como estático, de lo 

que no cabe duda es que el suelo contaminado se debe considerar como un recurso 

contaminado con posibilidades de apropiación. Sobre esta cuestión, Betancor (2001) 

entiende que el suelo es un bien inmueble y, como tal, susceptible de propiedad privada 

porque, en palabras de este autor, “el Derecho si está preparado para comprender bienes, 

                                                           
57Suelo contaminado: aquel cuyas características han sido alteradas negativamente por la presencia de 
componentes químicos de carácter peligroso procedentes de la actividad humana, en concentración tal que 
comporte un riesgo inaceptable para la salud o el medio ambiente, de acuerdo con los criterios y estándares 
que se determinen por el Gobierno, y así se haya declarado mediante resolución expresa (Art.3x LRSC) 
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en sentido civil, como el suelo”. Y sigue argumentando que el suelo es un recurso natural 

que en su misma naturaleza contribuye a la vida, e interesa determinar su estatus jurídico, 

debiendo estar, por lo tanto, protegido.  

En la misma línea, defendiendo el derecho de apropiación privada del suelo, destaca 

López Ramón (2012) diciendo que el nexo de unión lo proporcionan las potestades públicas 

de regulación, cuyo alcance deriva del equilibrio entre el límite negativo que conforman 

las exigencias del derecho de propiedad y el límite positivo centrado en las especiales 

utilidades públicas que proporcionan los bienes. Todo esto condiciona el hecho de que el 

suelo tiene derecho de propiedad y puede ser adquirido por un propietario, y al pasar a ser 

asunto privado parece que todo tipo de perjuicios y responsabilidades pasan al ámbito de 

ese propietario. Y por último, citar también a Alonso Ibáñez (2005) que incide en este 

aspecto y manifiesta que “…su misma consideración como recurso natural aún hoy no es 

una cuestión pacífica entre nuestra doctrina…” pero que, finalmente, se debe considerar 

como recurso natural. 

De la Varga (2012) aborda el derecho de propiedad y comenta que en consecuencia, 

el contenido de este derecho estará limitado por la función social del propio derecho y que 

ese contenido lo conforman las leyes. Pero a pesar de ese límite, el derecho a la propiedad 

tiene un contenido esencial que no debe ser rebasado en modo alguno, siendo ese contenido 

esencial el que limita cualquier cesión que deba producirse del propio derecho. Como 

manifiesta Parada (2008) “el TC en la STC 37/1987 parece rechazar la posibilidad de un 

vaciamiento total de los contenidos del derecho de propiedad”. Así el artículo 33 de la CE 

es el que limita el derecho de propiedad y es el que obligaría a tomar las medidas de 

limpieza y recuperación del suelo del propietario del suelo contaminado. Y también se 

impone en la STC 37/1987: “Deberes y obligaciones y de acuerdo con las Leyes en atención 

a valores o intereses de la colectividad, es decir, a la finalidad o utilidad social que cada 

categoría de bienes objeto de dominio esté llamado a cumplir”. Por lo que parece justificado 

el límite impuesto por el artículo 36 de la LRSC sobre la base del artículo 45 de la CE. 

De Miguel Perales (2007) estudia el caso concreto de los suelos contaminados, en 

el que explica que “el coste de la obligación de recuperación se imponga al propietario 

supera el valor del suelo estaremos ante un caso de vaciamiento del contenido esencial del 

derecho de propiedad privada resultando ser inconstitucional”. Así el límite de ese valor 

deberá estar por debajo del precio del terreno. De acuerdo con la Jurisprudencia (SSTC 

37/1987,11/1981 y 89/1994) el cese del derecho de propiedad por la función social que 
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deba ejercer no debería llegar a impedir garantizar el disfrute individual de ese derecho y 

por lo tanto deberá asumir los costes hasta cierto límite. El TC no ha tenido ocasión de 

pronunciarse, hasta el momento, en relación a la problemática del derecho de propiedad y 

las obligaciones surgidas por la declaración de suelos contaminados. 

El suelo, como hemos visto, está sometido al derecho de propiedad a diferencia del 

agua y del aire que son bienes de dominio público y además les diferencia que estos dos 

últimos son considerados recursos, recursos naturales. Pero el suelo por un lado lo podemos 

considerar como recurso, un recurso contaminado, ya que ese suelo, que permanece en el 

lugar, es un bien inmueble que recibe la consideración de recurso. Pero también puede 

recibir la consideración de residuo, porque ese suelo se remueve y extrae de su 

emplazamiento original y pierde sus propiedades edáficas, por lo que se convierte en un 

residuo o en un subproducto, en función de su grado de contaminación y/o posible 

revalorización y reutilización, algo en lo que coinciden en este último punto tanto nuestra 

defensa como el autor De Miguel Perales (2011). 

El suelo es uno de los recursos naturales que soporta más causas de degradación. 

Dichas causas de degradación tienen origen natural, pero en su mayoría son consecuencia 

de la actividad humana. Es por ello que debemos resaltar que la contaminación edáfica de 

origen antrópico por sustancias químicas es un problema para la salud y el medio ambiente, 

de manera que se solicita que exista una actuación normativa inmediata para que no se 

expanda esa contaminación y llegue a contaminar, por ejemplo, las aguas superficiales y 

subterráneas o afecten a la salud humana, la biodiversidad e incluso a la seguridad 

alimentaria. 

La doctrina ha manifestado las agresiones a las que ha estado sometido el suelo, y 

entre los problemas con los que enfrenta ese recurso natural se encuentra la contaminación. 

Entre los años 1995 y el 2005 se puso en marcha en el ámbito estatal el llamado “Plan 

Nacional de Restauración de Suelos Contaminados” con el fin de recuperar aquellos suelos 

que mostraban cualquier contaminación química. En este período, se aprueba la ley de 

residuos de 1998. Recientemente ha finalizado el llamado “II Plan Nacional de 

Recuperación de Suelos Contaminados” que comprende los años 2007 a 2015, que incluía 

objetivos específicos como el diseño y puesta en práctica de medidas e instrumentos que 

eviten o reduzcan la contaminación del suelo, cualquiera que sea su naturaleza o uso.  
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El tratamiento de la protección del suelo a nivel jurídico es complejo, debido a la 

dispersión que existe en el ordenamiento jurídico español en relación al suelo. Además, la 

Unión Europea lo expone bajo una propuesta Directiva del Parlamento Europeo y del 

Consejo (2006), mientras que en nuestro país, el suelo se trata de manera sectorial, 

centrándose en una problemática o amenaza concreta. La evolución hacia una protección 

del suelo en el caso del Estado español, al tener éste la competencia en el establecimiento 

de la normativa básica en materia medioambiental, parece que sería éste el que debería 

proceder a la implementación de una Directiva en esa materia como normativa básica y 

quedar traspuesta a derecho interno. La Ley 10/1998 de residuos, en su título V llamado 

“suelos contaminados”, recogía ex novo la gestión y recuperación de suelos que hubieran 

sido contaminados por actividades industriales. Fue en el año 2005, cuando esa ley adquirió 

sentido pleno con la aprobación y aplicación del RDSC. La actual LRSC 22/2011, supuso 

un gran avance al incluir a los suelos contaminados en el título de la ley, dándole, una 

entidad propia y autónoma a los suelos contaminados. Esta protección al suelo en nuestro 

país es, en cualquier caso, mucho más tardía que en otros países y de modo sectorial, ya 

que cada afección tendrá una normativa de forma independiente, como ya había ocurrido 

con la normativa que protegía los suelos contaminados por nitratos, por ejemplo. 

Ya que el suelo es un recurso natural no renovable de extraordinaria importancia y 

que la contaminación constituye una de las causas fundamentales de la alteración de la 

calidad del suelo, se debe intentar minimizar la contaminación industrial de los suelos, así 

como la recuperación de aquellos que ya hayan sido contaminados, a la par que evitar la 

contaminación de nuevos emplazamientos. Ello hace necesario el dotarse de instrumentos 

jurídicos adecuados, que sean capaces de encontrar el equilibrio entre la protección del 

recurso y el crecimiento económico, teniendo siempre en cuenta la utilización racional de 

los recursos naturales. 

Así, tanto a nivel jurídico como doctrinal, hoy día no hay duda sobre la rapidez con 

la que se puede destruir un suelo, así como de lo costoso, tanto de manera temporal como 

económica, que es recuperar un suelo degradado. En este sentido, se ha llegado a exponer 

que el suelo es un recurso no eternamente renovable (Calvo Charro, 1999). 
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4.1.2. NORMATIVA VIGENTE RELATIVA A LA PROTECCIÓN DEL SUELO 

Una vez que ya ha quedado claro que el suelo tiene la condición de recurso, se debe 

tratar el tema de la protección de la calidad de los suelos. Hasta el momento, la protección 

ambiental de los suelos en el ámbito de la UE se ha venido realizando de manera indirecta. 

Al suelo se le ha otorgado una protección secundaria mediante políticas sectoriales. Entre 

esas políticas, habrá que tener en cuenta la normativa relativa a la minería, ya que son los 

suelos mineros los que son objeto de nuestro trabajo. 

La Directiva2008/98/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de 

noviembre de 2008, sobre los residuos y por la que se derogan determinadas Directivas, 

excluye de su aplicación a: 

• b) La tierra (in situ)” incluido el suelo no excavado contaminado y los edificios en 

contacto permanente con la tierra. Esto es, el terreno que no sea extraído del lugar está 

excluido de la aplicación de la Directiva de Residuos, de lo que se deriva la 

interpretación de que no es considerado un residuo como tal. Entendemos que la 

Directiva, en este supuesto, está pensando en la Propuesta de Directiva para la 

protección del suelo como normativa europea aplicable. Sin embargo, a día de hoy, en 

tanto que no está en vigor, no sería posible su aplicación.  

• c) Suelo no contaminado y demás material en estado natural excavado durante las 

actividades de construcción cuando se tiene la certeza de que el material se utilizará a 

efectos de construcción en su estado natural en el sitio del que se extrajo”. 

Comentadas estas exclusiones incorporadas a la DMR 2008/98/CE, y antes de la 

LRSC, la autora Serrano Paredes (2008) consideraba que la descripción legal parece 

responder al concepto jurisprudencial de subproducto, ya analizado. Esto es así, en la 

medida en que parece tratarse de un residuo de extracción, de reutilización segura y sin 

solución de continuidad (Prieto, 2015). La duda se plantea en la medida en que al referirse 

la norma a “su estado natural” se está refiriendo a la necesidad de que no se produzca 

“transformación previa”. Recuerda esta autora, a este respecto, la sentencia Avesta 

Polarit58en la que el TJCE consideró que la ganga y las arenas residuales de reutilización 

segura para el relleno de galerías, no eran subproductos por el solo hecho de que 

necesitaban someterse a una operación de transformación, como era el simple triturado. 

                                                           
58Sentencia AvestaPolarit Chorme Oy, de 11 de septiembre de 2003, asunto C-114/01. 
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A juicio de Serrano Paredes, no era necesario plasmar expresamente esta exclusión 

del ámbito de aplicación de la Directiva: “…con el trato que da a los subproductos 

bastaba…”. Además, la exigencia de que se utilice dicha tierra “en el sitio en el que se 

extrajo “no le parece definitiva, toda vez que su utilización en el marco de otra actividad 

también será posible. La única diferencia es que, en el primer caso, la utilización en el sitio 

en el que se extrajo, se excluirá del ámbito de aplicación de la LRSC y, en el segundo, la 

utilización en otro sitio, no se le aplicará la norma por su condición de subproducto, en el 

mismo sentido que se manifiesta Sanz Rubiales (2013). 

A este respecto, hay que poner de manifiesto la falta de regulación específica directa 

sobre la protección del suelo propiamente dicha y en términos genéricos. Más 

concretamente, en relación a los suelos contaminados, hay numerosas directivas que tratan 

indirectamente la protección de este bien jurídico. En este sentido, tan solo una única 

Directiva, hasta el momento, es la que trata la protección del suelo contra la contaminación. 

Se trata de la Directiva 86/278/CE, sobre la protección del medio ambiente y especialmente 

del suelo por el uso de lodos de depuradora en la agricultura, en donde se establecen 

umbrales para la concentración de metales pesados en los lodos de depuradora a añadir a 

los suelos agrícolas y que fue traspuesta a derecho interno mediante el Real Decreto 

1310/1990, de 29 de octubre, por el que se normaliza la utilización de los lodos de 

depuración en el sector agrario (Ruiz de Apodaca, 2001) 

En el ámbito del estado español, ya se introdujo de forma novedosa en la ley 

10/1998, de 21 de abril, de residuos un título, el V, dedicado a los suelos contaminados, 

aprovechando la transposición de la entonces vigente directiva de residuos 75/442/CEE, 

modificada por la Directiva 91/156/CEE, aunque esta no lo exigiese, así como con el RDSC 

que desarrolla dicho título. Con la transposición de la nueva DMR 98/2008/CE a través de 

la LRSC, se conserva este título y se amplía la regulación del régimen jurídico de los suelos 

contaminados, incluso se les da autonomía propia en cuanto que el título de la ley pasa a 

denominarse de residuos y suelos contaminados (Alcázar Avellaneda, 2012). 

No obstante, a pesar de que la última normativa aprobada en relación a los suelos 

contaminados le dé un mayor protagonismo a los suelos contaminados, junto con el RDSC 

no es suficiente ya que entendemos que el suelo debería tener entidad propia como recurso, 

como se ha comentado con anterioridad. 
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Por otro lado, se debe resaltar que la regulación de la protección del suelo, como 

recurso natural, se ha ido conformando de forma tímida y sectorial, de tal modo que se ha 

aprobado una normativa protectora ambiental con la Directiva 2004/35/CE del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, sobre responsabilidad medioambiental, 

traspuesta a derecho interno con la Ley LRM 26/2007 de responsabilidad medioambiental 

y el RD 2090/2009 como desarrollo de la LRM citada anteriormente, que por un lado busca 

la reparación de los daños que se hayan podido producir en los suelos, y por otro intenta 

evitar que se produzcan nuevas alteraciones de este recurso.  

La Ley 10/1998 de 23 de abril, de Residuos (LR), como ya citamos, estableció por 

primera vez en el Estado español las bases del régimen jurídico de los suelos contaminados 

en los artículos 27 y 28 (Junceda Moreno, 2002; Nuñez Valls, 2001). En la LR se 

encomendó al Gobierno español establecer las actividades potencialmente contaminantes 

del suelo, así como los criterios y estándares que se debieran tener en cuenta para declarar 

un suelo como contaminado. En su desarrollo se dictó el Real Decreto 9/2005, de 14 de 

enero, por el que se establece la relación de actividades potencialmente contaminantes del 

suelo y los criterios y estándares para la declaración de suelos contaminados. Este RDSC 

procede a la determinación de los parámetros de calidad ambiental del suelo y los niveles 

de riesgo según los cuales deberán declararse los suelos contaminados. Asimismo, 

desarrolla otros contenidos de la LR referentes a los suelos contaminados: la definición de 

los conceptos básicos, los informes de calidad del suelo, la recuperación de los suelos 

contaminados y extremos sobre la publicidad registral de los suelos contaminados 

(Blázquez Alonso y Bosque Argachal, 2012; Blázquez Alonso y Pico Barandiarán, 2013). 

Teniendo en cuenta que la LR fue aprobada en 1998, ha de destacarse la tardanza del 

Gobierno español en la promulgación del decreto de desarrollo.  

A efectos prácticos, este hecho supuso una importante demora en el tiempo en la 

efectiva aplicación de la LR a los preceptos referidos a los suelos contaminados. Ante la 

inactividad del Gobierno, algunas CCAA en el uso de sus competencias, recogidas en el 

artículo 149.1. 23º CE y en sus respectivos Estatutos de Autonomía, dictaron normas 

adicionales en relación con los suelos contaminados, como fueron País Vasco, Madrid y 

Galicia59, entre otras. 

                                                           
59 
País Vasco: Ley General del medio ambiente vasco 1998. 
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Posteriormente, se aprobó la Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y Suelos 

Contaminados (LRSC). De nuevo, se procede a la transposición de una Directiva europea, 

en concreto de la Directiva 2008/98/CE. En este sentido, puede decirse que en lo relativo a 

la regulación de los suelos contaminados, el impulso o iniciativa normativa viene a ser 

propio del legislador interno (Sanz Rubiales, 2013). La regulación normativa actual de la 

gestión de suelos contaminados viene recogida en la LRSC, que regula dos materias: el 

marco general de los residuos y su gestión, y los suelos contaminados. Esta doble 

regulación no viene impuesta por exigencias comunitarias, al no estar regulados los suelos 

contaminados de forma conjunta con los residuos en la normativa europea. Es cierto que 

una de las principales causas de contaminación de los suelos es la inadecuada disposición 

de los residuos, no obstante, esto no exige ni justifica una regulación conjunta, siendo 

perfectamente posible una regulación independiente de ambos sectores. De hecho, así 

ocurre en la práctica, ya que aunque su regulación se encuentre recogida en el mismo texto 

legal, no hay conexión alguna entre la regulación de los residuos y la de los suelos 

contaminados. A su vez, la legislación básica en materia de protección de suelos, LRSC, 

se encuentra desarrollada por el RDSC para el caso concreto de los suelos contaminados. 

La LRSC mantiene vigente el RDSC, por lo que se encuentra desarrollada por el 

mismo reglamento que la anterior normativa, LR, derogada por la LRSC. Esta Ley 22/2011 

encomienda al Gobierno nuevamente la publicación de una lista de actividades 

potencialmente contaminantes del suelo mediante desarrollo reglamentario (Art.33.1). En 

este reglamento, entre otros aspectos, se desarrolla y determina el procedimiento para 

declarar un suelo contaminado. De momento, sigue pendiente este nuevo desarrollo 

reglamentario, por lo que supletoriamente, y en lo que no contradiga la LRSC, se seguirá 

aplicando el RDSC. Este nuevo reglamento debería estar ya en proceso de elaboración por 

la comisión de coordinación en materia de residuos, según lo expuesto por la disposición 

final tercera de la ley mencionada. Además, según la disposición adicional octava, que 

expone la habilitación para el desarrollo reglamentario y lo relativo a la adecuación de la 

normativa a esta ley, en el plazo de tres años, es decir antes de finales de 2014, se debería 

haber producido la adaptación de las disposiciones de desarrollo en materia de residuos, 

cosa que no ha sucedido hasta el momento. 

                                                           
 Madrid: Decreto 326/1999,18 de noviembre, por el que se regula el régimen jurídico de los suelos  
contaminados por la Comunidad de Madrid. 
Galicia: Decreto 60/2009,de 26 de febrero, sobre suelos contaminados y procedimientos para la declaración 
de suelos contaminados. 
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En el Preámbulo de la LRSC se dice que el régimen jurídico anterior se mantiene 

en vigor, si bien con la nueva Ley se viene a sistematizar la regulación, a matizar algunas 

cuestiones y a completar algunos extremos que anteriormente no se preveían. En este 

sentido, la actual normativa evita la referencia a los informes de situación del suelo 

denominándolos simplemente “informes”. Esto no supone ninguna alteración en la 

práctica, ya que el RDSC sigue manteniendo las denominaciones anteriores. Mientras el 

RDSC no se derogue mediante la aprobación de otro nuevo, tanto los Informes Preliminares 

de Situación, como los Informes de Situación del suelo seguirán con el mismo régimen 

(Colomer Blanco, 2005).En general, las novedades previstas en la LRSC respecto de la LR 

son variaciones de pequeña entidad que no varían de forma sustancial el régimen jurídico 

anterior. Se ha señalado la previsión de la posibilidad de llevar a cabo la descontaminación 

de los suelos de forma voluntaria, como la novedad de mayor entidad de la LRSC (Poveda 

Gomez, 2011). 

Debe destacarse que, mediante esta reforma se ha incluido la referencia a los “suelos 

contaminados” en el título de la Ley. Como es sabido, la anterior Ley sólo hacía referencia 

a los “Residuos”, lo que podía crear confusión. Y es que de esa forma puede parecer que el 

suelo contaminado no venga a ser sino un tipo de residuo. Este debate se ha suscitado en el 

ámbito jurisdiccional europeo y tiene importantes consecuencias jurídicas. Si el suelo 

contaminado se califica como residuo, el régimen jurídico aplicable será el de residuos. Si 

el suelo contaminado se entiende como un bien jurídico diferenciado, le será aplicable su 

propia normativa. En el Estado español, se ha optado por su calificación jurídica individual 

y diferenciada de residuos. Por ello, llamaba la atención que en la LR no se hiciera 

referencia a ambos conceptos. En cualquier caso, también es criticable que residuos y 

suelos contaminados se regulen en la misma normativa, siendo como son cuestiones 

diferentes.  

La LRSC dedica más preceptos a los suelos contaminados que la anterior. En 

concreto, se reservan seis artículos para la regulación de los suelos contaminados (art.33-

38), frente a los dos de la LR. Algunas de las cuestiones que se incluyen ahora en la Ley, 

antes se habían establecido exclusivamente por reglamento. Esto también tiene sus 

implicaciones, porque no es lo mismo una norma con rango de ley, que una norma con 

rango reglamentario. 

Debemos destacar el hecho de que, cuando la LRSC trata el suelo contaminado, 

empieza con la definición en el artículo 3 x) “…que para ser considerado como tal, será 
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declarado contaminado cuando se…determinen riesgos inaceptables para la protección de 

la salud humana o de los ecosistemas”. Como la LRSC no expone nada más, porque se 

encomienda a desarrollo reglamentario, se aplica el desarrollo de la ley, el RDSC, que en 

su artículo 4 considera cuando está contaminado o no, teniendo en consideración que un 

suelo se declarara como contaminado para determinados usos atendiendo a los criterios del 

anexo III (Criterios para la consideración de un suelo como contaminado). El citado anexo 

III regula los criterios para la consideración de un suelo como contaminado y expone que 

un suelo es declarado como contaminado cuando se determinan riesgos inaceptables para 

la protección de la salud humana o de los ecosistemas debido a la presencia en este de 

alguna de las sustancias contaminantes recogidas en el anexo V (Listado de contaminantes 

y niveles genéricos de referencia para protección de la salud humana en función del uso del 

suelo. Protección de la salud humana) y en el anexo VI (Listado de contaminantes y niveles 

genéricos de referencia para protección de los ecosistemas. Protección de los ecosistemas), 

o de cualquier otro contaminante químico. En el apartado 1.b explica que “… la 

concentración en el suelo de cualquier contaminante químico no recogido en el anexo V 

para ese suelo, que exceda 100 o más veces el nivel genérico de referencia calculado de 

acuerdo con los criterios establecidos en el anexo VII” dará lugar a que se considere ese 

suelo como contaminado. 

Por otro lado, al consultar dicho anexo VII en lo concerniente a los criterios para el 

cálculo de los niveles genéricos de referencia, se ve que dice que en lo “… relativo a los 

niveles genéricos de referencia para metales”, disponiendo en su apartado 3que cuando 

“…la Comunidad Autónoma no disponga de niveles genéricos de referencia para metales 

pesados…”, ni sea posible la realización de análisis de riesgos, el cálculo de los NGRs se 

haga mediante la adición de dos veces la desviación estándar a la media aritmética, obtenida 

con el análisis de contenidos totales de metales en suelos no contaminados, 

independientemente de la distribución de la población que se utilice. Y continua 

resolviendo que a los efectos de evaluación de la contaminación del suelo, los valores así 

calculados para metales serán únicos y, por tanto, aplicables a cualquier uso del suelo 

atendiendo tanto a la protección de la salud humana, como a la protección de los 

ecosistemas. De este modo, cuando se sobrepasen en la cantidad, se entenderá que existe 

un riesgo inaceptable y, por lo tanto, que el suelo está contaminado. Lo determinante será 

la concentración total de la sustancia que exista en el suelo en cuestión.  
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En relación a lo anterior y a los suelos mineros, hay que indicar que los suelos 

contaminados por minería metálica, y por tanto afectados por la explotación de minerales 

de sulfuro, son especialmente ricos en, y por tanto están contaminados por, elementos traza 

como son Pb, Zn, Cd, As, Al, Ni, Cr, Mn, Fe, Cu, Se, Ag y Hg, entre otros. 

Otra normativa aplicable en cuanto a los daños del suelo sería, tras la aprobación de 

la Directiva 2013/30/UE sobre responsabilidad medio ambiental, su transposición al 

ordenamiento jurídico interno mediante la Ley 11/2014, de 3 de julio, por la que se modifica 

la ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental. Dicha norma regula 

las medidas de prevención, evitación y reparación de daños ambientales, entre los que se 

incluyen los daños vinculados a los suelos contaminados. Sin embargo, si consultamos la 

exposición de motivos del Real Decreto 183/2015, de 13 de marzo, por el que se modifica 

el Reglamento de desarrollo parcial de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de 

Responsabilidad Medioambiental, aprobado por el Real Decreto 2090/2008, de 22 de 

diciembre, se ve como entre estos motivos se expone que “… los daños ocasionados al 

suelo serán significativos si el receptor experimenta un efecto adverso que genere riesgos 

para la salud humana o para el medio ambiente, de manera que aquél pueda ser calificado 

como suelo contaminado en los términos establecidos en el Real Decreto 9/2005, de 14 de 

enero, por el que se establece la relación de actividades potencialmente contaminantes del 

suelo y los criterios y estándares para la declaración de suelos contaminados…”. Por tanto, 

esta norma, se remite nuevamente al RDSC, para su gestión. 

 

4.1.3. EL CONCEPTO DE SUELO EN LA JURISPRUDENCIA 

En relación al suelo y su tratamiento jurisprudencial, es interesante hacer una 

referencia a la STJCE de 7 de septiembre 2004, conocida como asunto «Van der 

Walle»60.En este caso se planteaba la cuestión de si la tierra contaminada por hidrocarburos 

vertidos accidentalmente podía ser calificada, o no, como residuo en el sentido de la 

Directiva 75/442/CEE. La respuesta del TJCE fue afirmativa, al entender que la tierra y el 

vertido de hidrocarburos no son separables, salvo que fueran objeto de operaciones 

                                                           
60 Los fundamentos de hecho fueron, de manera resumida, los relativos a un inmueble que se vio afectado 
por infiltraciones de agua saturada de hidrocarburos procedentes de una pared que separaba este del 
inmueble vecino en el que está instalada una estación de carburantes con el resultado de contaminar el 
suelo. 
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necesarias para la descontaminación. El TJCE optó así por identificar el suelo contaminado 

como residuo para así poder recuperarlo. 

La consideración del suelo contaminado como residuo conlleva la aplicación sobre 

éste de la normativa de residuos, en vez de la específica de suelos contaminados ya que no 

existe en el marco europeo en su conjunto. Como anteriormente se ha comentado, en el 

ámbito de la UE aún no existe una normativa aprobada respecto a la protección de los 

suelos, ni tampoco en concreto para los suelos contaminados. 

Siguiendo el razonamiento de la sentencia del TJCE, el régimen jurídico aplicable 

a un suelo contaminado sería la normativa comunitaria sobre residuos, es decir mediante 

Directiva, y no la normativa estatal específica sobre suelos, en aplicación del principio de 

primacía del Derecho Comunitario. El principio de primacía es válido para todos los actos 

europeos de aplicación obligatoria. El Derecho europeo tiene un valor superior a los 

Derechos nacionales de los Estados miembros. Por lo tanto, los Estados miembros no 

pueden aplicar una norma nacional contraria al Derecho europeo. El principio de primacía 

garantiza la superioridad del Derecho europeo sobre los Derechos nacionales, siendo este 

un principio fundamental del Derecho europeo. Por tanto, cuando una norma de la Unión 

vaya a ser dictada al amparo de estos principios (subsidiariedad y proporcionalidad), deberá 

hacerse preferentemente mediante Directivas. El principio de subsidiariedad sólo será 

aplicable en el ámbito de las competencias compartidas entre los Estados y la UE. 

Así, por un lado, se concluye que conforme a la mencionada Sentencia merece la 

misma calificación tanto el residuo, en el sentido de la Directiva, como el suelo 

contaminado generado por el vertido accidental de hidrocarburos. Según el Tribunal, ésta 

es la única interpretación que garantiza el cumplimiento de los objetivos de protección del 

medio ambiente y de la prohibición de abandono que la Directiva pretende. La Sentencia 

recoge, igualmente, que la interpretación es conforme con el objetivo de la Directiva. 

En nuestra opinión, el tratamiento de residuo como garantía de recuperación del 

suelo no es totalmente cierto, ya que ese suelo puede ser considerado como un recurso 

contaminado susceptible, igualmente, de ser sometido a recuperación, o más propiamente 

dicho en este caso de restauración, a su estado inicial o a que no suponga un riesgo. A este 

respecto, resulta relevante el hecho de considerar al suelo como recurso natural, es decir 

como una materia prima que en su estado natural es útil para determinadas actividades o 

procesos humanos. Al contrario, si lo tratásemos como residuo, esta consideración no sería 
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la misma ya que el residuo, por definición, proviene de la transformación de un recurso, 

materia prima o subproducto, algo que no ocurre con el suelo contaminado. En este sentido, 

un suelo contaminado no es sino un recurso afectado por procesos de contaminación, lo 

cual no supone una transformación en sí misma, sino que simplemente se trata de un recurso 

natural contaminado. 

En contraposición a esto, según una de las primeras interpretaciones de la doctrina 

alemana y de acuerdo con el derecho alemán, en el caso concreto de la tierra contaminada 

se podría hablar de residuo después de haberse convertido en un bien mueble, o sea, después 

de la excavación de esta tierra contaminada, pero no antes. Esto es así, porque a diferencia 

del marco normativo español, en la legislación teutona los residuos solo pueden ser bienes 

muebles, mientras que los suelos están, regulados de forma integral en una ley federal de 

protección del suelo, como bien inmueble. O sea, que siguiendo con la interpretación 

anterior, en la cual la ley de residuos es tan solo aplicable a los residuos que sean, en todo 

caso, bienes muebles, sólo se puede considerar residuo la tierra contaminada cuando la 

convirtamos en un bien mueble. Diversos autores defienden que esta Sentencia debería 

reducirse al caso concreto por el que se ha resuelto y, por lo tanto, que no debe tener efecto 

erga omnes (De la Varga, 2006). En consecuencia, la interpretación más sensata podría ser, 

que esta Sentencia sólo fuese aplicable al caso concreto para el que se ha planteado, sin 

alterar los regímenes vigentes en los distintos estados europeos, si bien nosotros no 

compartimos esta posición.  

Así pues, sería conveniente, como comenta De la Varga Pastor (2006), que en la 

Directiva de residuos constase expresamente que el concepto de residuo hace referencia 

única y exclusivamente a los bienes muebles. En este sentido, la DMR2008/98/CE, 

contempla esa solicitud y da un paso más ya que aquel suelo contaminado  que haya sido 

excavado, es decir, que pase a ser un bien mueble, será tratado por la legislación de 

residuos. El hecho de que esta Directiva Marco de Residuos recogiese esta interpretación 

de los residuos como bienes muebles, resulta de extrema relevancia, en la medida de que 

al tratarse de una Directiva Marco los conceptos aquí fijados marcarán y regularán al resto 

de Directivas europeas que pudiesen estar afectadas por esta temática. También aquellos 

suelos contaminados que no hayan sido excavados están excluidos de la aplicación de esta 

Directiva, al no ser considerados como residuos, es decir, que son bienes inmuebles, por lo 

que se apoya el que sean considerados como recurso. 
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La doctrina española expone el asunto desde el siguiente punto de vista, por un lado 

el autor De Miguel Perales (2011) defiende que en la definición de residuo, recogida tanto 

en las Directivas correspondientes, como en la Ley de Residuos, no se está pensando en un 

bien inmueble, como puede ser el suelo, sino en un bien mueble. Así, si se ha excavado el 

suelo, la tierra excavada sí puede considerarse como residuo porque es un bien mueble, 

pero el suelo mientras sea tal y se encuentre en su emplazamiento original, no cabe 

calificarlo como residuo. Este argumento está ampliamente aceptado en la actualidad. Así, 

ese suelo cuando no haya sido excavado, como bien inmueble que es, debe ser considerado 

como un recurso natural, pudiendo tener necesidad de transformación en función de su 

nivel de conservación/riesgo o de peligrosidad para la salud ambiental de su entorno.  

En cambio, para el tratamiento del suelo, De la Varga (2012) expone que tanto si 

un suelo ha sido excavado o no, tendrá la consideración siempre suelo, en aplicación del 

art 2.4 de la LRSC, que confirma que se aplicará a los suelos contaminados el título V de 

la ley que se refiere a los suelos contaminados. Es, por tanto, a la hora de la tenencia de un 

suelo contaminado cuando se gestiona como residuo o como suelos contaminado.  

El resumen de las normativas que abordan este tema es el siguiente: 

• La Directiva 75/442/CEE y su posterior modificación, Directiva 91/156/CE, no 

distingue entre bien mueble y bien inmueble, por lo que todo es considerado residuo. 

De este modo, la conocida Sentencia STJCE de 7 de septiembre de 2004 expone, 

apoyándose en estos criterios, que el suelo contaminado sea excavado o no excavado 

debemos considerarlo como RESIDUO. 

• Con la aprobación de la Directiva Marco de residuos 2008/98/CE, se clarifican las ideas 

y se expone que: 

o Hay que tener en cuenta que al ser un suelo excavado y/o procesado, su 

consideración jurídica ya pasaría de ser recurso a tener la categoría de residuo, 

o subproducto, según los casos. O incluso, al aplicar la definición de 

rehabilitación, podríamos considerarlo como un terreno tratado. 

A modo de resumen de todo este tema del tratamiento legal del suelo como recurso 

o como residuo, se puede indicar lo siguiente: 

 Al suelo contaminado excavado como bien mueble, en nuestra opinión se le debería 

considerar como RESIDUO O SUBPRODUCTO, en función de la posible utilidad 

secundaria de estos materiales. Por este motivo, planteamos que si ¿cabría entender que 
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los suelos contaminados que no se emplean en el lugar u obra del que fueron extraídos 

deben tener obligatoriamente la consideración de residuo? En respuesta a esto, y 

coincidiendo con Ruiz de Apodaca (2010), podemos concluir que estos materiales 

podrían incardinarse perfectamente también dentro del concepto de subproductos. 

Opinión algo divergente es la mostrada por De la Varga (2012), que expone que tanto 

si un suelo ha sido excavado o no, tendrá siempre la consideración de suelo, en 

aplicación del art 2.4 de la LRSC que confirma que se aplicará a los suelos 

contaminados el título V de la ley que se refiere a los suelos contaminados. Es a la hora 

de la tenencia de un suelo contaminado cuando se gestiona como residuo o como suelo 

contaminado (De la Varga, 2012). 

 En cuanto al suelo no contaminado excavado, la Directiva Marco de Residuos 

2008/98/CE, en su artículo 2, lo expone como una exclusión, de la misma manera que 

la excluye el artículo.2.b de la LRSC, por lo que queda clarificado que no es residuo. 

La opinión de Serrano Paredes (2008), que consideraba que la descripción legal parece 

responder al concepto jurisprudencial de subproducto, algo en lo que coincide con 

Prieto (2015) que indica que en la medida en que parece tratarse de un residuo de 

extracción, de reutilización segura y sin solución de continuidad cumple con las 

condiciones para ser subproducto. En nuestra opinión, un suelo, para ser considerado 

como tal, debe tener una estructura, propiedades y funciones que son tales en la medida 

en la que el suelo se conserva más o menos inalterado en su ubicación natural. En este 

sentido, según nuestro criterio, al ser excavado, ese suelo pierde sus características 

edáficas (estructura, horizonación, propiedades diversas), por lo que resulta claro que 

no debería en ningún caso ser considerado como suelo, sino como materiales de origen 

edáfico y por lo tanto debería ser considerado más bien como RESIDUO O 

SUBPRODUCTO, dependiendo de su reutilización, o no, posterior.  

 Por otro lado, al suelo contaminado no excavado considerado como tierra in situ, 

según el artículo 2 de la citada Directiva es una exclusión a la misma, por lo que se le 

debe considerar como SUELO, es decir como recurso, en este caso RECURSO 

CONTAMINADO. A este respecto, la LRSC no dice nada pero a sensu contrario 

deberíamos aplicar su art.2.4 para considerarlos como suelos contaminados a los suelos 

no removidos y contaminados. En este sentido, autores como De la Varga (2012) 

expone que tanto si un suelo ha sido excavado o no, tendrá siempre la consideración de 

suelo, siempre que esté contaminado. Así, cuando la tierra o el suelo permanece 
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localizado en su emplazamiento original, sin ser sometido a labores de remoción, 

mezclado u otro tipo de manipulación artificial que afecte a su ubicación, organización 

interna y/o funciones, debe tener la consideración de suelo, tanto desde el punto de vista 

de la edafología, como desde el punto de vista jurídico.  

 Por último, un suelo no contaminado no excavado no viene, como tal, recogido en la 

DMR 2008/98/CE y tampoco en la LRSC, si bien está claro que debe ser considerado 

como SUELO y por tanto como un RECURSO NATURAL.  

En cuanto a la jurisprudencia a nivel español resaltamos dos sentencias, por un lado 

en relación al tratamiento que recibe el término “tierra”, en la que se trata el asunto relativo 

al enterramiento de residuos tóxicos, y por el otro la descontaminación de un suelo, 

gestionado como suelo contaminado. 

Así, en la Sentencia del Juzgado de 1ª instancia (30 de septiembre de 1999), se cita 

que se debe hacer la regeneración de la “tierra” afectada por el depósito de residuos, al que 

describe como “auténtico cementerio de residuos enterrados bajo el solar”. En este caso, el 

Tribunal insta como obligación que la empresa contaminante retire los residuos. 

Posteriormente, se recurre en apelación, lo que da lugar a la Sentencia de la Audiencia 

Provincial de Sevilla (30 de junio de 2001) y posterior recurso de casación, finalizando con 

la Sentencia del Tribunal Supremo (22 de diciembre de 2008), en la que se indica que la 

retirada de los residuos enterrados y la regeneración de la tierra afectada, por ser unos 

residuos altamente peligrosos, se debe gestionar como residuo. A la luz de todo esto, se 

concluyó que la tierra afectada por la contaminación fue considerada como residuo, porque 

era un residuo que ya estaba enterrado y contaminado y considerado como residuo 

peligroso. Este razonamiento no nos parece acertado, ya que cuando la tierra o el suelo 

permanece localizado en su emplazamiento original, sin ser sometido a labores de 

remoción, mezclado u otro tipo de manipulación artificial que afecte a su ubicación, 

organización interna y/o funciones, debe tener la consideración de suelo contaminado, tanto 

desde el punto de vista de la edafología como desde el punto de vista jurídico.  

Por otra parte, la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad Valenciana 

(STJCV 2437/2011), de 2 de noviembre, en aplicación de la Ley valenciana de residuos 

(Ley 10/2000), concluyó que en la medida en la que un emplazamiento haya de ser 

sometido a labores de descontaminación, se tratará de un suelo considerado como 

contaminado. En este sentido, hay que resaltar la promulgación del Decreto 92/2008 de 27 
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de junio, de declaración de suelo contaminado. Por tanto, esta Sentencia además de la 

consideración del suelo afectado por contaminantes como suelo contaminado, pone el 

énfasis en la necesidad de llevar a cabo las labores necesarias para su descontaminación, 

desarrollando el título V de la LR. 

 Por tanto, resulta evidente que el marco normativo a aplicar para los suelos y 

residuos debe fijar de forma meridianamente clara los supuestos en los que un suelo se 

considera como tal, con la aplicación del título V “suelos contaminados “de la LRSC. 

 

4.2.  RÉGIMEN JURÍDICO DE LOS SUELOS DE LAS ACTIVIDADES MINERAS 

EN FASE DE EXPLOTACIÓN.  

4.2.1. TRATAMIENTO JURÍDICO DE LOS SUELOS MINEROS 

Las zonas mineras incluyen suelos naturales, escombreras y depósitos, o balsas, de 

residuos o lodos mineros, que conforman finalmente el suelo minero que jurídicamente 

tendrá la consideración de residuo minero, a nuestro parecer. Pero la exclusión de los suelos 

mineros contaminados, en la normativa relativa a suelos, supone una carencia legislativa.  

Para ser más claros con este término, se podría definir al suelo minero tanto como 

aquel suelo natural que se encuentra dentro de un distrito minero, con un mayor o menor 

grado de afección por los residuos mineros cercanos, como aquellos suelos que mezclados 

conjuntamente con residuos mineros y no excavados, se ubican en estos distritos mineros 

sometidos a las leyes de evolución edafogenéticas que afectan a los suelos naturales de su 

entorno. Igualmente, se deberían considerar los suelos de nueva formación y específicos de 

estos ambientes mineros, surgidos a partir de la acción de los factores y procesos 

edafogenéticos sobre la superficie de los depósitos de los residuos mineros, en donde 

incluso la FAO (1998), y más recientemente la World Reference Base (WRB, 2015), en su 

reciente edición de 2014 actualizada a 2015, ha considerado a estos suelos mineros dentro 

del Grupo de Suelos de los Tecnosoles. En nuestra opinión, al tratarse de un recurso, el 

suelo, afectado en mayor o menor medida por los residuos mineros, sean estos inertes o 

tóxicos, debería ser considerado como un objeto jurídico diferenciado de los propios 

residuos mineros, debiendo recibir, en consecuencia, un tratamiento totalmente diferente 

(recurso, subproducto o suelo), algo que no ocurre en la actualidad con la normativa vigente 

que regula este tema. 

La LRSC, en su artículo 2 expone que “esta Ley no será de aplicación a los residuos 
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que se citan a continuación, en los aspectos ya regulados por otra norma comunitaria o 

nacional que incorpore a nuestro ordenamiento normas comunitarias: “d) Los residuos 

resultantes de la prospección, de la extracción, del tratamiento o del almacenamiento de 

recursos minerales, así como de la explotación de canteras cubiertos por el Real Decreto 

975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos de industrias extractivas y de 

protección y rehabilitación del espacio afectado por actividades mineras”. Por lo tanto, y al 

menos a primera vista, parece que esta Ley no aplicaría, al menos de forma de directa, sobre 

los suelos mineros. 

Así, a priori, la normativa a aplicar sería la propiamente minera. En ese sentido, la 

aplicación jurídica en el marco de la Unión Europea, viene avalada por la Directiva 

2006/21/CE de 15 de marzo de 2006, sobre gestión de los residuos de industrias extractivas. 

Esta Directiva, a su vez, se traspuso al derecho interno nacional, a través del Real Decreto 

975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos de las industrias extractivas y de 

protección y rehabilitación del espacio afectado por las actividades mineras. Esta es la 

normativa aplicable a un distrito minero que como se ha comentado anteriormente está 

formada por los residuos mineros y suelos naturales que darán lugar a un suelo 

evolucionado edáficamente. 

Con posterioridad, el Real Decreto del año 2012 modificó al anterior, a través del 

denominado Real Decreto 777/2012, de 4 de mayo de 2012, por el que se modifica el Real 

Decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos de las industrias extractivas 

y de protección y rehabilitación del espacio afectado por las actividades mineras. Esta 

modificación consistió, entre otros aspectos, en la inclusión en la lista de residuos de las 

industrias extractivas que se pueden considerar inertes, a aquellos recogidos en el anexo I 

del Real Decreto 777/2012, en sustitución de los anexos I.A y I.B del Real Decreto 

975/2009, además de modificar también aquello que no estaba regulado en el anterior real 

decreto en relación a los residuos mineros indicando que será de aplicación la LRSC. 

El texto refundido de estos reales decretos habla expresamente de “f) Suelo no 

contaminado: aquel que se retira de la capa superior del terreno durante la investigación y 

aprovechamiento y que, con arreglo a la legislación vigente, se considera que no está 

contaminado. Generalmente comprende la tierra vegetal y la cobertera previa al estéril de 

mina”. La exposición de motivos de este RD se refiere por ejemplo a: “Conviene resaltar, 

antes de nada, que se ha mantenido el concepto de “plan de restauración” de acuerdo con 

la terminología tradicional derivada del artículo 45.2 de la Constitución, si bien en el texto 
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se utiliza el concepto de rehabilitación, más exacto y acertado, pues rehabilitación se define 

como el tratamiento del terreno afectado por las actividades mineras de forma que se 

devuelva el terreno a un estado satisfactorio, en particular en lo que se refiere, según los 

casos, a la calidad del suelo, la fauna, los hábitats naturales, los sistemas de agua dulce, el 

paisaje y los usos beneficiosos apropiados”. A los efectos normativos, se entenderá por 

rehabilitación al tratamiento del terreno afectado por las actividades mineras de forma que 

se devuelva el terreno a un estado satisfactorio, en particular en lo que se refiere, según los 

casos, a la calidad del suelo, la fauna, los hábitats naturales, los sistemas de agua dulce, el 

paisaje y los usos beneficiosos apropiados. 

Esta normativa minera, también incluye lo siguiente: 

• “Es necesario señalar claramente los requisitos que deben exigirse a las instalaciones 

de residuos mineros en cuanto a su ubicación, explotación, seguimiento, cierre, clausura 

y medidas de prevención y de protección que deben tomarse contra todo daño al medio 

ambiente, desde una perspectiva a corto y a largo plazo, y más especialmente contra la 

contaminación de las aguas subterráneas por la infiltración de lixiviados en el suelo 

(...)” 

• “Las entidades explotadoras de las industrias extractivas deberán aplicar las mejores 

técnicas disponibles de seguimiento y control de la gestión para prevenir la 

contaminación del agua y el suelo e identificar cualquier efecto adverso que sus 

instalaciones de residuos mineros puedan tener sobre el medio ambiente y la salud de 

las personas. Además, con el fin de reducir al mínimo la contaminación del agua, el 

vertido de residuos en cualquier masa de agua debe efectuarse de acuerdo con las 

disposiciones de la Ley de Aguas. Además, a la vista de sus efectos nocivos y tóxicos, 

es necesario reducir las concentraciones de cianuro y de compuestos de cianuro 

procedentes de determinadas industrias extractivas a los niveles más bajos posibles 

mediante las mejores técnicas disponibles. Deben establecerse en consecuencia 

umbrales máximos de concentración para prevenir esos efectos, en cualquier caso, 

siguiendo los requisitos específicos del presente real decreto (...)” 

A este respecto, la Comisión Europea prevé un intercambio apropiado de 

información científica y técnica sobre la forma de elaborar el inventario de las instalaciones 

de residuos mineros clausuradas en cada Estado miembro, así como sobre el desarrollo de 

metodologías para asistir a los Estados miembros en el cumplimiento de la Directiva de 
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gestión de residuos de las industrias extractivas en lo que se refiere a la rehabilitación de 

instalaciones de residuos clausuradas. Además, prevé un intercambio de información en los 

Estados miembros y la Comisión sobre las mejores técnicas disponibles. 

Por otro lado, entendemos que también resulta aplicable la Ley 22/1973 de 21 de 

julio, de Minas, modificada por la Ley 54/1980, de 5 de noviembre, y el Real Decreto 

2857/1978, de 25 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General para el Régimen 

de la Minería, que desarrolla la Ley 22/1973, ya que su objeto es la investigación y el 

aprovechamiento de los yacimientos minerales y demás recursos geológicos de una zona 

minera. 

Llegados a este punto, hay que poner de manifiesto que en relación a la normativa 

aplicable sobre suelos mineros contaminados, fue en su momento de aplicación la 

denominada Directiva Seveso II, Directiva 96/82/CE, la que cubría entonces las 

operaciones de tratamiento químico y térmico en las minas e instalaciones de gestión de 

residuos extractivos donde haya sustancias peligrosas. La Directiva Seveso II, Directiva 

96/82/CE, traspuesta a derecho interno por el RD 1254/1999, de 16 de julio, y sus 

modificaciones (RD 119/2005, de 4 de febrero y RD 948/2005, de 29 de julio), abordó el 

problema asociado a los suelos mineros contaminados. No obstante, con la aprobación de 

Seveso III (Directiva 2012/18/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de julio, 

relativa al control de los riesgos inherentes a los accidentes graves en los que intervengan 

sustancias peligrosas y por la que se modifica y ulteriormente deroga la Directiva 

96/82/CE), se excluyeron directamente a estos suelos y residuos mineros contaminados. 

Por tanto, y en relación a los suelos y residuos mineros contaminados por elementos traza 

de explotaciones clausuradas, se vive en la actualidad en una situación de vacío legal desde 

el Marco Normativo Europeo, al encontrarse derogada la Directiva Seveso II, mientras que 

la vigente Seveso III excluye directamente a estos suelos y residuos mineros contaminados 

al dejar fuera de su ámbito de aplicación “La explotación, en concreto la exploración, la 

extracción y el tratamiento, de minerales en minas y canteras, también mediante 

perforación”, en la medida en la que intervengan sustancias peligrosas tal como se definen 

en el anexo I. 

Por tanto, a la luz de todo lo visto en este apartado, concluimos que se puede aplicar 

de manera supletoria tanto la LRSC como el RD 9/2005 en lo relativo a suelos mineros, en 

todo aquello que no esté regulado por el RD 975/2009, como ocurre en relación a diversos 

aspectos jurídicos y técnicos que tienen que ver con la gestión de los residuos peligrosos 
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mineros. En este sentido, si había alguna duda, esta supletoriedad de la LRSC aparece 

directamente citada en el artículo 2 del RD 975/2009, que se refiere al ámbito de aplicación 

de este Real Decreto, que en su apartado 3 dice lo siguiente: “En aquello no regulado en la 

presente disposición en relación a los residuos mineros será de aplicación la Ley 22/2011, 

de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados”. Además, hay que tener en cuenta que 

para la caracterización de los suelos contaminados, la LRSC remite al RD 9/2005 como 

normativa de referencia, por lo que entendemos que esta norma también actúa de forma 

supletoria respecto del RD 975/2009. Y para abundar en este argumento hay que indicar, 

además que el apartado 1.3 del Anexo I del RD 975/2009 relativo a la clasificación y 

caracterización de los residuos de las industrias extractivas recoge literalmente que “…En 

particular en lo que se refiere al cumplimiento de lo establecido en el subapartado 1.1.2.d) 

se deberá demostrar que el contenido de las sustancias mencionadas en el mismo no supera 

los niveles genéricos de referencia establecidos por cada Comunidad Autónoma para tales 

sustancias, de acuerdo con la metodología establecida en el Real Decreto 9/2005, de 14 de 

enero, por el que se establece la relación de actividades potencialmente contaminantes del 

suelo y los criterios y estándares para la declaración de suelos contaminados…”.  

Por tanto, en nuestra opinión, esta supletoriedad de la normativa minera, y en 

particular del RD 975/2009, respecto de la normativa general de residuos y suelos 

contaminados, es decir la LRSC y el RD 9/2005, se centra sobre todo en aspectos técnicos 

relativos a la evaluación de las características y peligrosidad de los suelos mineros 

afectados básicamente por elementos traza, lo que supone, por extensión, que este RD 

975/2009 presenta las mismas limitaciones y desfases respecto del conocimiento científico-

técnico actual que presentan sus normativas supletorias, algo ya discutido en otros 

apartados. 

 

4.2.2. LOS SUELOS DE LAS ACTIVIDADES MINERAS EN FASE DE 

EXPLOTACIÓN: INTRODUCCIÓN 

En las industrias extractivas distinguimos por un lado la fase de explotación y por 

otra la fase en la que esa explotación se encuentra fuera de uso. Antes de comenzar a 

analizarla fase de explotación, es necesario que se haga una consideración: el suelo se puede 

considerar como tal, siempre y cuando esté localizado en su emplazamiento original, sin 

ser sometido a labores de remoción, mezclado u otro tipo de manipulación artificial que 
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afecte a su ubicación, organización interna o funciones. En caso contrario, es decir cuando 

el suelo sea excavado o manipulado de tal forma que pierda su ubicación, estructura y/o 

funciones, ya estaríamos hablando de un material que, aun siendo de origen edáfico, no 

podría considerarse como suelo per se, entrando estos materiales ya en el campo de los 

residuos y/o subproductos, con todas las implicaciones normativas y jurídicas que esto 

supone. 

Por tanto, en función de la consideración de los materiales edáficos, estos se podrán 

considerar como suelos, residuo o subproducto, estando afectado cada uno de ellos por una 

normativa diferente, normativa que además podrá variar en función de que estos materiales 

se encuentren o no contaminados. 

En cualquier caso, y para ser claros en este aspecto, en términos generales el suelo 

minero no se suele considerar un recurso desde el punto de vista minero-metalúrgico por 

su falta de concentración del mineral o elemento de interés, así como por factores 

extrínsecos al propio suelo. Por otro lado, hay que tener en cuenta que al ser un suelo 

excavado y/o procesado, su consideración jurídica ya pasaría de ser recurso a tener la 

categoría de residuo, o subproducto, según los casos. O incluso al aplicar la definición de 

rehabilitación, podríamos considerarlo como un terreno tratado. 

La consideración de un suelo que no es excavado y que mantiene todas sus 

condiciones edáficas, podemos estudiarla desde tres casos que suceden dentro de las 

explotaciones de las industrias extractivas, a saber: por un lado los suelos localizados en 

explotaciones con concesión en vigor y activas, por otro los suelos localizados en 

explotaciones con concesión en vigor y con suspensión temporal de actividad, y finalmente 

los suelos localizados en explotaciones clausuradas. 

 

4.2.3. SUELOS MINEROS LOCALIZADOS EN FASE DE EXPLOTACIÓN CON 

CONCESIÓN EN VIGOR Y ACTIVAS 

En relación a los suelos localizados en explotaciones mineras con concesión en 

vigor y activas, tanto si nos encontramos con suelos no contaminados, como aquellos que 

están contaminados, entendemos que se aplica de manera rotunda toda la normativa relativa 

a la minería y a las industrias extractivas61, en tanto y en cuanto en esa fase todo los recursos 

                                                           
61Ley 22/1973, de 21 de julio de minas. (BOE nº 176, de 24/07/1973) 

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-1973-1018
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disponibles en el ámbito de la concesión minera debe ser considerado como recurso minero, 

y por tanto debe estar supeditado en exclusividad a la normativa minera. 

Por otro lado, una vez que este suelo haya sido contaminado y excavado, conforme 

a la normativa minera, se podría considerar como residuo, o mantener la condición de 

recurso contaminado sino ha sido excavado, estando en cualquier caso regulado por la 

normativa minera en exclusividad. 

Así, queda claro que en las concesiones en vigor y activas, no se puede aplicar la 

LRSC de forma subsidiaria, por lo que la gestión de estos residuos se llevará a cabo, por 

tanto, mediante el RD 975/2009 relativo a la gestión de las industrias extractivas, tanto si 

consideramos un residuo minero contaminado o no. 

 

4.3. REGULACIÓN JURIDICA DE SUELOS MINEROS DE LAS 

EXPLOTACIONES FUERA DE USO 

En una explotación minera que cesa su actividad, ya sea en fase de cese temporal o 

en fase de abandono definitivo, el suelo se encuentra sometido a afecciones ambientales 

importantes, para el entorno del área minera. Entre las mismas habría que citar la 

contaminación de los suelos naturales, aguas y atmósfera, así como la formación de suelos 

contaminados de origen antrópico (antrosoles o tecnosoles) por la acción de los procesos 

edafogenéticos que actúan sobre las mezclas de suelos y residuos mineros a lo largo del 

tiempo (Pellegrini et al., 2015). Estos suelos contaminados, a medio y largo plazo, acabarán 

por afectar a las poblaciones y ecosistemas del entorno, lo que requiere de la adopción de 

medidas efectivas que conduzcan a la minimización de sus impactos. 

En este sentido, hay que distinguir entre las explotaciones totalmente clausuradas y 

las que están sometidas a ceses temporales, más o menos largos de su actividad. En este 

                                                           
Real Decreto 2857/1978, de 25 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General para el Régimen de 
la Minería. (BOE nº 295, de 11/12/1978). 
Ley 54/1980, de 5 de noviembre de modificación de la Ley de Minas (BOE nº 280, de 21/11/1980) 
Real Decreto 863/1985, de 2 de abril, por el que se aprueba el Reglamento General de Normas Básicas de 
Seguridad Minera. (BOE nº 140, de 12/06/1985) 

Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos de las industrias extractivas y de 
protección y rehabilitación del espacio afectado por actividades mineras. (BOE nº 143, de 13/06/2009) 
Real Decreto 777/2012, de 4 de mayo, por el que se modifica el Real decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre 
gestión de los residuos de las industrias extractivas y de protección y rehabilitación del espacio afectado por 
actividades mineras. (BOE nº 118, de 17/05/2012) 
 

http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-1978-29905
http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-1978-29905
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1980-25462
http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2009-9841
http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2009-9841
http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2012-6500
http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2012-6500
http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2012-6500
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sentido, entendemos que su tratamiento normativo será diferente dependiendo de que la 

concesión esté o no en vigor, como ya se ha apuntado en el apartado anterior, 

diferenciándose para este último caso entre los suelos localizados en explotaciones con 

ceses temporales de explotación y los suelos ubicados en antiguas explotaciones ya 

clausuradas. 

Un primer aspecto a considerar es el momento histórico en el que se produjo la 

afección y/o contaminación de ese suelo minero. En este sentido, la normativa actual 62 no 

tiene en cuenta el momento en el que la contaminación por sustancias tóxicas fue 

provocada, sino el momento en el que tal contaminación afloró o el momento de su 

descubrimiento. Así, de este modo, actualmente la doctrina y la mayor parte de la 

jurisprudencia están de acuerdo en que tal retroactividad no existe, ya que el peligro y el 

daño ambiental son considerados como daños actuales. Por consiguiente, la recuperación 

de esos suelos se convierte en un objetivo importante, ante ese daño que es considerado 

como un problema que no ha prescrito. De este modo, en estas contaminaciones históricas 

se aplicaría la legislación vigente según corresponda.  

Estos suelos mineros en explotaciones fuera de uso no encuentran, aparentemente, 

aplicación en la normativa referida a la gestión de las industrias extractivas (RD 975/2009) 

en cuanto a la consideración de suelos mineros. Por este motivo, que se podría considerar 

como más adecuada la regulación de estos suelos mineros conforme a la normativa básica 

de suelos contaminados (LRSC). No obstante, hay que tener en cuenta que aunque el suelo 

minero no queda regulado en el RD 975/2009, per sé, sí que hay que considerarlo dentro 

del plan de restauración (art. 3) de ese distrito minero al contemplar la rehabilitación del 

entorno (art. 3.7) para que las afecciones ambientales vuelvan a un estado satisfactorio, 

encontrándose dentro de esta rehabilitación la calidad  del suelo, ya que de lo contrario 

estos suelos se quedarían en una situación alegal. Por tanto, se podrían concluir que la 

normativa minera RD 975/2009 sí que da cabida a los suelos mineros, aunque sea a través 

del plan de rehabilitación, pero en cualquier caso para todo esto, entendemos, que ha de 

recurrir de forma supletoria a la normativa sectorial de residuos y suelos contaminados. 

                                                           
62Ley 22/2011 y RD 9/2005.  
   Ley 11/2014 de 3 de julio de responsabilidad ambiental ha modificado la Ley 26/2007. 

Real Decreto 183/2015, de 13 de marzo, por el que se modifica el Reglamento de desarrollo parcial de la 
Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental, aprobado por el Real Decreto 
2090/2008, de 22 de diciembre. 
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Por tanto, en relación a la consideración y gestión de los suelos mineros consideramos 

básica la supletoriedad de la LRSC, así como el RDSC. 

Por consiguiente, cuando ese suelo minero contaminado se declara como suelo 

contaminado al reunir las condiciones recogidas en los artículos 33 al 38 de la LRSC, 

relativos a los suelos contaminados, y por tanto superar los NGR de los metales relativos a 

la minería metálica y en consecuencia considerar que existe un riesgo inaceptable, se debe 

de aplicar la rehabilitación tal y como así viene recogido en el artículo 3 apartado 7 del RD 

975/2009: “A los efectos de este real decreto se entenderá por:  

• Rehabilitación: el tratamiento del terreno afectado por las actividades mineras de 

forma que se devuelva el terreno a un estado satisfactorio, en particular en lo que se 

refiere, según los casos, a la calidad del suelo, la fauna, los hábitats naturales, los 

sistemas de agua dulce, el paisaje y los usos beneficiosos apropiados.” 

Por tanto, queda constatado que el suelo minero contaminado debe ser 

complementado con la legislación  sectorial de suelos contaminados, aún a pesar que esta 

normativa de suelos (LRSC, RDSC) se queda corta a la hora de la valoración de estos suelos 

específicos. 

 

4.3.1  EXPLOTACIONES CON CONCESIONES EN VIGOR PERO CON 

SUSPENSIÓN TEMPORAL DE LABORES 

En muchos casos, tras un periodo de explotación, la concesionaria solicita una 

suspensión temporal de labores, lo que implica un cese de la actividad pero manteniendo 

el carácter minero del área geográfica afectada por la concesión, lo cual tiene sus 

implicaciones respecto del marco normativo regulatorio de esta zona y de sus materiales 

(suelos, residuos, etc.). En este caso, la normativa a aplicar, tanto si consideramos que el 

suelo está contaminado como si no lo está, sería la siguiente63: Ley de Minas y su posterior 

                                                           
63Ley 22/1973, de 21 de julio de minas. (BOE nº 176, de 24/07/1973) 

Real Decreto 2857/1978, de 25 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General para el Régimen de 
la Minería. (BOE nº 295, de 11/12/1978) 

Ley 54/1980, de 5 de noviembre de modificación de la Ley de Minas, con especial atención a los recursos 
minerales energéticos (BOE nº 280, de 21/11/1980) 

Real Decreto 863/1985, de 2 de abril, por el que se aprueba el Reglamento General de Normas Básicas de 
Seguridad Minera. (BOE nº 140, de 12/06/1985) 

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-1973-1018
http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-1978-29905
http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-1978-29905
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1980-25462
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1980-25462
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modificación, Reglamento relativo al régimen de la minería y a su seguridad, Real Decreto 

975/2009 y su modificación Real Decreto 777/2012. 

En las zonas mineras se encuentran tanto suelos naturales, como escombreras y 

depósitos, o balsas, de residuos o lodos mineros que acaban por conformar el suelo minero. 

Los depósitos de residuos mineros están formados por los residuos mineros, strictu sensu, 

que surgen de la excavación y procesado del mineral original, y que al tratarse de material 

excavado se trata de un bien mueble, por lo que se considera como residuo, de pleno 

derecho. Una vez que estos residuos se mezclan con materiales edáficos propiamente 

dichos, estarán sometidos a los procesos y normas edafogenéticos que rigen para los suelos 

de su entorno. 

Estos materiales mezcla de suelos excavados con residuos, como bienes muebles 

contaminados que son, se podrían considerar como residuos, frente a los terrenos que 

rodean esos depósitos mineros en los que se ubican suelos naturales con mayor o menor 

grado de contaminación pero que no han sido, en ningún caso, removidos, por lo que como 

bienes inmuebles podrían ser considerados como recurso, en el sentido amplio del término, 

o recurso contaminado cuando el suelo esté afectado por los residuos mineros. 

La Ley de Minas, reafirma la naturaleza jurídica de los yacimientos minerales de 

origen natural y demás recursos geológicos como bienes de dominio público, y mantiene, 

como lo hizo la Ley de Minas de 19 de julio de 1944, la concesión administrativa como 

principio básico del ordenamiento minero. El derecho de minas somete a 30 años, 

prorrogables por plazos iguales hasta un máximo de 90 años, la vigencia de los títulos 

habilitantes para la explotación de los recursos mineros como consecuencia de la 

imprescriptibilidad del dominio público, y según el art. 62.1 de la Ley de Minas. En la 

actualidad, dicho límite general se encuentra contemplado por el art. 93.3 de la Ley 

33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas (LPAP) y se 

sitúa en 75 años, incluidas las prórrogas. 

Así, cuando la concesión está en vigor, y para que no caduque, aunque la actividad 

esté fuera de uso, se deberá solicitar periódicamente la suspensión de las labores para evitar 

                                                           
Real decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de los residuos de las industrias extractivas y de 
protección y rehabilitación del espacio afectado por actividades mineras. (BOE nº 143, de 13/06/2009) 
 
Real decreto 777/2012, de 4 de mayo, por el que se modifica el Real decreto 975/2009, de 12 de junio, 
sobre gestión de los residuos de las industrias extractivas y de protección y rehabilitación del espacio 
afectado por actividades mineras. (BOE nº 118, de 17/05/2012) 

http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2009-9841
http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2009-9841
http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2012-6500
http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2012-6500
http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2012-6500
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dicha caducidad mientras no se cumplan los plazos a que está sometida (art 71.2 de la Ley 

de Minas). De este modo, se obtiene la autorización de suspensión temporal de labores 

durante un plazo no superior a 1 año, así como la correspondiente aprobación del proyecto 

de suspensión temporal. Por tanto, aunque un espacio minero parezca que está abandonado, 

la actividad minera continúa operando administrativamente mientras año a año se presenten 

los correspondientes planes de suspensión de labores mineras.  

De este modo, queda corroborado que el distrito minero sigue activo por lo que se 

aplicaría la legislación minera en todos sus dominios, lo cual en relación a los suelos 

contaminados resulta, en nuestra opinión, una carencia o laguna normativa ya que 

entendemos que durante estos periodos más o menos largos de inactividad, se deberían 

aplicar medidas correctoras o atenuantes de estos suelos contaminados, para evitar su 

expansión y los daños que pudiera causar en la salud de las personas o en el medio 

ambiente.  

La pregunta sería qué normativa sería de aplicación y si en este caso cabría la 

aplicación de la LRSC o por lo menos las medidas que esta normativa prevé. En nuestra 

opinión, dadas las limitaciones de la normativa minera en relación a la gestión y manejo de 

los residuos y suelos contaminados, entendemos que sí debería aplicar la normativa de 

suelos (LRSC, RDSC), aun teniendo en cuenta las especificidades de estos materiales y de 

la situación administrativa concreta de esta explotación, pero que en cualquier caso 

deberían asegurar el control de la contaminación y de la minimización de los impactos 

ambientales sobre las zonas mineras y sus zonas aledañas. 

 

 

4.3.2. EXPLOTACIONES CLAUSURADAS, CON AUTORIZACIONES DE 

EXPLOTACIÓN DE RECURSOS CADUCADAS 

Una de las actividades con mayor riesgo ambiental es la actividad minera debido a 

su poder modificador del paisaje y a sus descargas de residuos tóxicos. Esas extracciones 

de materiales pueden llegar a tener un volumen y un grado de toxicidad o peligrosidad 

elevado que viene determinada por el tipo de material y la cantidad obtenida de residuo. En 

los últimos tiempos, la actividad minera ha alcanzado su mayor auge pero evidentemente 

tuvo su contrapunto ambiental debido a las fuertes repercusiones sobre el medio como 

consecuencia de grandes movimientos de tierra, apilamientos o residuos contaminados. Por 
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lo tanto, no resulta admisible el hecho de que esos residuos mineros se puedan abandonar, 

sin mayores tratamientos y/o minimización de riesgos, en las explotaciones clausuradas. 

En esa zona minera clausurada, se distinguen los depósitos de “residuos”, stricto sensu, y 

los suelos originales (recurso) afectados en mayor o menor medida por procesos de 

contaminación proveniente de los residuos suprayacentes o circundantes. 

A la hora de intentar buscar alternativas al cierre de una actividad minera, son muy 

diversas las posibilidades de uso de ese territorio. Este abandono requiere de la presentación 

de un proyecto de cierre y clausura que debe incorporar un certificado o aprobación de la 

autoridad minera competente (García y Rodríguez, 2006). En cualquier caso, al plantear la 

clausura de una explotación extractiva se han de mirar, además de las cuestiones 

medioambientales y paisajísticas, también los aspectos socioeconómicos de las 

comunidades del entorno (Carvajal y González, 2003). 

En nuestra opinión, una vez que la explotación ha sido clausurada la misma deja de 

ser considerada como concesión minera y por ello se debería regular por la legislación 

relativa a residuos y suelos contaminados (LRSC, RDSC). Por tanto, si al someterse a 

evaluación de riesgo y declararse como tal, ese suelo se declarase como contaminado, y 

además su manejo y gestión se produjese en su mismo emplazamiento, sin remoción ni 

extracción, es decir in situ, esto conllevará la consideración de este material como un bien 

“inmueble”, y en consecuencia como recurso, tal y como se deriva de la DMR de 2008. 

 

 

4.4. NORMATIVA RELATIVA A LA EVALUACIÓN Y MINIMIZACIÓN DE 

RIESGOS ASOCIADOS A LOS SUELOS: APLICACIÓN Y CARENCIAS 

La normativa relativa al suelo contaminado se incluye en el ámbito español de forma 

conjunta con los residuos, aunque con un título propio y un régimen jurídico propio, por lo 

tanto con autonomía respecto de los residuos en lo que a su declaración, responsabilidades, 

gestión etc., concierne (LRSC). En este sentido, y dada la entidad de este recurso, se 

recomendaría que al igual que la legislación alemana reguló en su momento la protección 

del suelo con una ley federal exclusiva, la legislación nacional debería desarrollar algo 

parecido. 

En cualquier caso, entendemos que para el caso de los suelos mineros, en la medida 

en que están regulados por el RD 975/2009, se debe aplicar de forma supletoria tanto la 
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LRSC como el RD 9/2005 en lo relativo a suelos mineros, en todo aquello que no esté 

regulado por la normativa minera. Reforzando esta idea, hay que recordar que esta 

supletoriedad de la LRSC aparece directamente citada en el artículo 2 del RD 975/2009, 

que se refiere al ámbito de aplicación de este Real Decreto. Además, hay que tener en 

cuenta que para la caracterización de los suelos contaminados, la LRSC remite al RD 

9/2005 como normativa de referencia, por lo que entendemos que esta norma también actúa 

de forma supletoria, y también hay que indicar que el apartado 1.3 del Anexo I del propio 

RD 975/2009 relativo a la clasificación y caracterización de los residuos de las industrias 

extractivas recoge literalmente la supletoriedad de este RD 9/2005 a efectos de evaluar la 

toxicidad y/o riesgos de los materiales mineros. 

Por tanto, en nuestra opinión, esta supletoriedad de la normativa minera, y en 

particular del RD 975/2009, respecto de la normativa sectorial de residuos y suelos 

contaminados, es decir la LRSC y el RD 9/2005, se centra sobre todo en aspectos técnicos 

relativos a la evaluación de las características y peligrosidad de los suelos mineros 

afectados básicamente por elementos traza, lo que supone, por extensión, que este RD 

975/2009 presenta las mismas limitaciones y desfases respecto del conocimiento científico-

técnico actual que presentan sus normativas supletorias, ya discutidas en otros apartados. 

De la confrontación de los conocimientos científico-técnicos actuales con las 

normas que regulan tanto los suelos en general, como los suelos contaminados en particular, 

surgen una serie de carencias normativas que merecen nuestra consideración. Así, se han 

detectado diversas disparidades entre las consideraciones jurídicas y las implicaciones 

técnicas y medioambientales (toxicológicas) de los suelos afectados por residuos de la 

minería metálica. De este modo, la consideración actual supone: 

• La no aplicación, de facto, de la LRSC y demás normativa relativa a los suelos en el 

dominio de la concesión minera mientras la misma está en vigor, con independencia de 

que se encuentre en activo o bajo suspensión temporal, ya que la norma excluye el 

sector minero de forma expresa. 

• La existencia de un cierto limbo jurídico de los suelos y residuos de minería metálica 

de las explotaciones clausuradas, en tanto y en cuanto queda un cierto vacío legal desde 

el marco normativo español con la LRSC y desde el Marco Normativo Europeo, al 

encontrarse derogada la Directiva Seveso II, mientras que la vigente Seveso III excluye 

directamente a estos suelos y residuos mineros contaminados.  
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El tratamiento que recibe el suelo en la LRSC es el de un recurso dinámico que está 

contaminado. Así, se le considera como un agente receptor de contaminación, considerando 

el sentido dinámico del suelo, al poder actuar de forma prácticamente simultánea como 

recurso contaminado y como agente contaminante ya que esa contaminación puede 

moverse y contaminar más suelos u otros compartimentos ambientales, y es por eso que se 

aplican las medidas de contención. Quiere esto decir que el suelo contaminado puede ser, 

también, fuente de transmisión de los contaminantes a las aguas, tanto subterráneas como 

superficiales, a la atmósfera, a otros suelos, así como a las plantas y demás organismos que, 

a través de la cadena alimentaria, pueden acabar contaminando a las poblaciones 

circundantes. Así, y en la medida en la que se trata de un recurso natural, es de gran 

importancia que este suelo reciba un tratamiento diferente al de los residuos mineros, algo 

que no ocurre en la actualidad con la normativa minera vigente. 

A este respecto, resulta relevante el hecho de considerar al suelo como recurso 

natural, es decir como una materia prima que en su estado natural es útil para determinadas 

actividades naturales o procesos humanos. Al contrario, si lo tratásemos como residuo, esta 

consideración no sería la misma ya que el residuo, por definición, proviene de la 

transformación de un recurso, materia prima o subproducto, algo que no ocurre con el suelo 

contaminado. En este sentido, un suelo contaminado no es sino un recurso afectado por 

procesos de contaminación, lo cual no supone una transformación en sí misma, sino que 

simplemente se trata de un recurso natural contaminado. 

La regulación normativa actual de la gestión de suelos contaminados viene recogida 

en la ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados (LRSC), que regula 

dos materias: el marco general de los residuos y su gestión, y los suelos contaminados. Esta 

doble regulación no viene impuesta por exigencias comunitarias, al no estar regulados los 

suelos contaminados de forma conjunta con los residuos en la normativa europea, siendo 

más bien debida al impulso o iniciativa normativa del propio del legislador interno (Sanz 

Rubiales, 2013). Es cierto que una de las principales causas de contaminación de los suelos 

es la inadecuada disposición de los residuos, no obstante, esto no exige ni justifica una 

regulación conjunta, siendo perfectamente posible una regulación independiente de ambos 

sectores. De hecho, así ocurre en la práctica, ya que aunque su regulación se encuentre 

recogida en el mismo texto legal, no hay conexión alguna entre la regulación de los residuos 

y la de los suelos contaminados. A su vez, la legislación básica en materia de protección de 

suelos, LRSC, se encuentra desarrollada por el RD 9/2005 para el caso concreto de los 
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suelos contaminados. A este respecto, sería muy positiva la promulgación de una Ley o 

normativa propia del suelo, dada la gran trascendencia ambiental y humana que este 

recurso tiene, incluidos todos los aspectos relacionados con su contaminación y 

degradación. 

Se ha suscitado un debate en el ámbito jurisdiccional europeo, con importantes 

consecuencias jurídicas, sobre si un suelo contaminado se puede considerar o no residuo. 

Así, si el suelo contaminado se calificase como residuo, el régimen jurídico aplicable sería 

el de residuos, mientras que si el suelo contaminado se entendiese como un bien jurídico 

diferenciado, le será aplicable su propia normativa. En el ámbito español, se ha optado por 

su consideración jurídica individual y diferenciada de los residuos, por lo que no resulta 

muy justificado el hecho de que la norma vigente, la LRSC, considere dentro de su texto 

ambos elementos, es decir tanto a los suelos contaminados como a los residuos. Estos 

argumentos son una vez más, una motivación clara en el sentido de demandar la 

promulgación de una Ley o normativa propia del suelo. 

La LRSC mantiene vigente el RD 9/2005, por lo que se encuentra desarrollada por 

el mismo reglamento que la anterior normativa, LR, derogada por la LRSC. La Ley 22/2011 

encomienda al Gobierno nuevamente la publicación de una lista de actividades 

potencialmente contaminantes del suelo mediante desarrollo reglamentario (Art.33.1), 

estando aún pendiente este nuevo desarrollo reglamentario, por lo que supletoriamente, y 

en lo que no contradiga la LRSC, se seguirá aplicando el RD 9/2005. Este nuevo reglamento 

debería estar ya en proceso de elaboración por la comisión de coordinación en materia de 

residuos, según lo expuesto por la disposición final tercera de la ley mencionada, además 

de lo recogido en la disposición adicional octava, que expone que la habilitación para el 

desarrollo reglamentario y relativo a la adecuación de la normativa a LRSC dispondrá de 

un plazo de tres años, plazo que acabó hace más de un año y que sigue sin llevarse a cabo. 

Por tanto, sería necesario, igualmente, adaptar la LRSC al nuevo marco normativo 

vigente, de tal forma que su referencia en relación a los suelos contaminados no fuese el 

del RDSC sino una norma más actualizada. 

En la normativa actual, el carácter de un suelo como residuo o recurso, según los 

casos, no está tan claro. Así, son varias las consideraciones al respecto, con opiniones en 

muchos casos contradictorias. En este sentido, mientras la doctrina alemana solo considera 

a la tierra contaminada como residuo después de haberse convertido en un bien mueble, o 

sea, después de la excavación de esta tierra contaminada, pero no antes, diversos consideran 
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que el carácter de suelo no le viene conferido por su condición de haber sido o no excavado 

(mueble o inmueble). A este respecto, la DMR 2008/98/CE, contempla esta cuestión y da 

un paso más ya que aquel suelo contaminado que haya sido excavado, es decir, que pase a 

ser un bien mueble, será tratado por la legislación de residuos. El hecho de que esta DMR 

recogiese esta interpretación de los residuos como bienes muebles, resulta de extrema 

relevancia, en la medida de que al tratarse de una Directiva Marco los conceptos aquí 

fijados marcarán y regularán al resto de Directivas europeas que pudiesen estar afectadas 

por esta temática. También aquellos suelos contaminados que no hayan sido excavados 

están excluidos de la aplicación de esta Directiva, al no ser considerados como residuos, es 

decir, que son bienes inmuebles, por lo que se apoya el que sean considerados como 

recurso. Sin embargo, en la normativa nacional sobre este tema la cuestión no queda 

suficientemente clarificada, razón por la cual consideramos de gran interés el incluir esta 

interpretación sobre que los suelos excavados (bien mueble) deben ser considerados por 

la normativa de residuos, mientras que los no excavados (bien inmueble) deberían ser 

abordados por las leyes de suelos, en las normativas futuras que se deberán elaborar sobre 

estos temas. Por tanto, resulta evidente que el marco normativo a aplicar para los suelos y 

residuos debe fijar de forma meridianamente clara los supuestos en los que un suelo se 

considera como tal. 

En relación a lo anterior, la atención doctrinal que se ha dedicado hasta ahora a estos 

temas ha sido escasa entre los autores españoles, pudiendo citar entre ellos a juristas como 

Alonso Ibáñez(2002),Baños León (2002), con artículos sobre suelos históricamente 

contaminados desarrollados por Calvo Charro (1999), Colomer Blanco (2005), De Miguel 

Paredes (2007), con monográficos sobre dicho tema (Loste Madoz, 2005, 2006, 2007, 

2011, 2015), Sanz Rubiales (2003), Martín Mateo (2003) y De la Varga Pastor (2006, 

2007,2012, 2013, 2014 , 2015). 

Las zonas mineras incluyen suelos naturales, escombreras y depósitos, o balsas, de 

residuos o lodos mineros, que conforman finalmente el suelo minero que jurídicamente 

tendrá la consideración de residuo minero, a nuestro parecer. Pero la exclusión de los 

suelos mineros contaminados, en la normativa relativa a suelos, supone una carencia 

legislativa. Para ser más claros con este término, se podría definir al suelo minero tanto 

como aquel suelo natural que se encuentra dentro de un distrito minero, con un mayor o 

menor grado de afección por los residuos mineros cercanos, como aquellos suelos que 

mezclados conjuntamente con residuos mineros y no excavados, se ubican en estos distritos 
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mineros sometidos a las leyes de evolución edafogenéticas que afectan a los suelos 

naturales de su entorno. Igualmente, se deberían considerar los suelos de nueva formación 

y específicos de estos ambientes mineros, surgidos a partir de la acción de los factores y 

procesos edafogenéticos sobre la superficie de los depósitos de los residuos mineros, en 

donde incluso la FAO (1998), y más recientemente la World Reference Base (WRB, 2015), 

en su reciente edición de 2014 actualizada a 2015, ha considerado a estos suelos mineros 

dentro del Grupo de Suelos de los Tecnosoles. En nuestra opinión, al tratarse de un 

recurso, el suelo, afectado en mayor o menor medida por los residuos mineros, sean 

estos inertes o tóxicos, debería ser considerado como un objeto jurídico diferenciado 

de los propios residuos mineros, debiendo recibir, en consecuencia, un tratamiento 

totalmente diferente (recurso, subproducto o suelo), algo que no ocurre en la actualidad 

con la normativa vigente que regula este tema. 

En las industrias extractivas distinguimos por un lado la fase de explotación y por 

otra la fase en la que esa explotación se encuentra fuera de uso. Antes de comenzar a 

analizarla fase de explotación, es necesario que se haga una consideración: el suelo se puede 

considerar como tal, siempre y cuando esté localizado en su emplazamiento original, sin 

ser sometido a labores de remoción, mezclado u otro tipo de manipulación artificial que 

afecte a su ubicación, organización interna o funciones. En caso contrario, es decir cuando 

el suelo sea excavado o manipulado de tal forma que pierda su ubicación, estructura y/o 

funciones, ya estaríamos hablando de un material que, aun siendo de origen edáfico, no 

podría considerarse como suelo per se, entrando estos materiales ya en el campo de los 

residuos y/o subproductos, con todas las implicaciones normativas y jurídicas que esto 

supone. 

En relación a los suelos localizados en explotaciones mineras con concesión en 

vigor y activas, tanto si nos encontramos con suelos no contaminados, como aquellos que 

están contaminados, entendemos que se aplica de manera rotunda toda la normativa 

relativa a la minería y a las industrias extractivas, en tanto y en cuanto en esa fase todo 

los recursos disponibles en el ámbito de la concesión minera debe ser considerado como 

recurso minero, y por tanto debe estar supeditado en exclusividad a la normativa minera. 

Por su parte, en el caso de los suelos mineros en explotaciones fuera de uso, sean 

estas con concesión en vigor o con concesión caducada, no encuentran aplicación en la 

normativa referida a la gestión de las industrias extractivas (RD 975/2009) en cuanto a la 

consideración de suelos mineros. Es por ello, que se considera más adecuada la regulación 
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de estos suelos mineros conforme a la normativa básica de suelos contaminados 

(LRSC). Estaríamos hablando, por tanto, de aplicar el principio de supletoriedad en 

relación a la consideración y gestión de un suelo contaminado, aplicando por tanto de 

manera supletoria la LRSC, así como el Real Decreto en materia de suelos contaminados 

que lo desarrolla, es decir el RDSC. En la medida en la que el suelo minero no queda 

regulado en el RD 975/2009, pero si dentro del plan de restauración (art. 3) de ese distrito 

minero que contempla la rehabilitación (art. 3.7) para que las afecciones ambientales 

vuelvan a un estado satisfactorio, entre los que se encuentra la calidad  del suelo, estos 

suelos se quedarían en una situación “alegal” de la que se derivan riesgos graves para la 

salud humana y para el medio ambiente. Por esta razón, adquiere más sentido, si cabe, la 

aplicación de forma supletoria de la normativa de suelos contaminados a este tipo de 

materiales. Por tanto, en nuestra opinión, dadas las limitaciones de la normativa minera en 

relación a la gestión y manejo de los residuos y suelos contaminados, entendemos que sí 

debería aplicar la normativa de suelos (LRSC, RDSC), aun teniendo en cuenta las 

especificidades de estos materiales y de la situación administrativa concreta de esta 

explotación, pero que en cualquier caso deberían asegurar el control de la contaminación y 

de la minimización de los impactos ambientales sobre las zonas mineras y sus zonas 

aledañas. 

En nuestra opinión, en el caso concreto de la explotación clausurada, la misma 

debería dejar de ser considerada como concesión minera y por ello se debería regular por 

la legislación relativa a residuos y suelos contaminados (LRSC, RDSC). Por tanto, si al 

someterse a evaluación de riesgo, ese suelo se declarase como contaminado, y además su 

manejo y gestión se produjese en su mismo emplazamiento, sin remoción ni extracción, es 

decir in situ, esto conllevará la consideración de este material como un bien “inmueble”, y 

en consecuencia como recurso, tal y como se deriva de la DMR de 2008. 

Por otro lado, en relación a los niveles límite, o de referencia, utilizados por las 

distintas legislaciones para establecer los valores elementales de contaminación, o de 

intervención, en los suelos, son diversas las carencias, algunas de ellas de gran 

transcendencia, según nuestro criterio. 

Así, en primer lugar, la primera y principal carencia de estas normativas se detecta 

en relación con la especie, o fracción metálica, considerada. En este sentido, tal y como se 

indicado en varios apartados de esta memoria, los elementos traza pueden aparecer ligados 

a diversas fracciones del suelo, tales como los carbonatos, los óxidos, los sulfuros, ser 
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estructurales en los minerales o bien estar solubles, siendo la suma de todas estas fracciones 

cantidad total de metal presente en ese suelo. Desde el punto de vista toxicológico, y por 

tanto de riesgo, solo algunas de estas fracciones (soluble, ligada a carbonatos, etc.) 

presentan elementos traza que están en disposición de pasar al medio de una forma más o 

menos rápida, produciendo así riesgo y contaminación; son las llamadas fracciones 

biodisponibles. Pues bien, las diferentes normativas reguladoras de suelos contaminados 

de ámbito nacional RDSC64, así como las autonómicas y la mayor parte de las europeas no 

tienen estos aspectos en consideración, siendo esto una gran carencia. Por este motivo, se 

necesita una modernización de los criterios técnicos para declarar un suelo como 

contaminado, en particular respecto de los elementos traza, con la finalidad de adaptar el 

marco normativo al grado de conocimiento científico-técnico actual. 

Igualmente, dada la gran cantidad de metodologías y protocolos para la evaluación 

de la toxicidad y riesgo asociado a los suelos contaminados, en particular por elementos 

traza, se requiere de una estandarización, de una homogeneización de estos protocolos 

respecto de los requisitos técnicos, de tal forma que el marco normativo vigente 

recomiende metodologías y criterios de evaluación de la contaminación, toxicidad y 

riesgos, comunes que permitan comparar los resultados en diferentes ámbitos. Esta 

cuestión, sin duda, facilitaría el trabajo de control y manejos de los suelos contaminados al 

uniformizar metodologías y protocolos avanzados capaces de generar resultados 

comparables en diferentes ámbitos. En nuestra opinión, este debe ser otro de los puntos 

fundamentales en los que la norma debería avanzar en un futuro próximo. 

Como punto final, e incidiendo una vez más en este tema, según nuestra opinión, 

también la cuestión terminológica dentro del marco normativo debería ser adaptada a la 

evolución del conocimiento científico. En este sentido, puesto que se considera más 

adecuado el término de “elemento traza” que el de “metal” o “metal pesado”, por ser el 

primero más útil, apropiado y genérico al incluir a los elementos contaminantes (metales y 

metaloides) (Ward, 1995; Duffus, 2002; Kabata-Pendias, 2010), consideramos también 

adecuado el incorporar esta evolución terminológica a la nueva legislación que se 

prepare en esta materia. 

  

                                                           
64Niveles genéricos de referencia (NGR) para metales .Anexo VII. Apartado 3. 
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CAPÍTULO V.  IMPLICACIONES DE LA LEY 7/2007, 

DE 16 DE MARZO, DE PATRIMONIO CULTURAL DE LA 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA 

SOBRE LA GESTIÓN DE LAS ANTIGUAS ZONAS 

MINERAS 

Los dos tipos de patrimonios, Geológicos y Minero están tan estrechamente 

vinculados en áreas mineras que hace que sea imposible la separación de ambos. En estos 

casos se utiliza el término Patrimonio Geo -minero.  

Los elementos patrimoniales han sido declarados Bien de Interés Cultural pero no 

ha supuesto en la práctica una protección efectiva por el proceso de expolio y degradación 

continúa sino que su protección solo será posible si va de la mano de una actividad 

sostenible que implique a la base social como en el Turismo Minero. 

Todo esto hace que la sociedad considerara el Patrimonio Geo –minero como algo 

propio que afecta a la economía de la región, con lo que así comenzaría la implicación de 

esta protección de este patrimonio (Manteca 2013). 

 

5.1. EL PATRIMONIO COLECTIVO. 

Patrimonio es una palabra de origen latino que significa aquello que hemos 

heredado de nuestros ancestros y que más tarde nosotros traspasaremos a nuestros 

descendientes, pudiendo ser esta herencia de bienes tangibles (posesiones materiales) y/o 

intangibles (derechos, obligaciones y costumbres). El patrimonio es una herencia colectiva 

del pasado que conecta a las sociedades pretéritas con las sociedades actuales, siendo un 

derecho de las generaciones contemporáneas el poder recibir esta herencia, al mismo 

tiempo que es un deber de las citadas generaciones contemporáneas, el transmitir esta 

herencia a las generaciones futuras. Igualmente, se puede considerar la idea de patrimonio 

indisolublemente asociada a la idea de “paso del tiempo”, siendo los objetos (naturales o 

antrópico) el agente tangible transmisor del patrimonio y siendo la historia escrita el agente 

intangible transmisor del patrimonio. Sobre la base de todas estas consideraciones, se 

podría concluir que patrimonio es la historia materializada que nos sirve de puerta al pasado 

(Hernández Ortiz, 2003). 
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El concepto histórico de patrimonio ha ido evolucionando desde la prehistoria hasta 

nuestros días, en función de las valoraciones que, en cada momento, las poblaciones 

otorgaban a sus posesiones. El sentido actual de este concepto surge tras los diferentes foros 

internacionales que tuvieron lugar tras la Segunda Guerra Mundial con objeto de buscar 

soluciones conjuntas a los problemas que plantea la conservación y protección de este 

conjunto de posesiones conocidas como patrimonio (Puche Riart, 2000).  

El conjunto del patrimonio colectivo está formado por la unión de un patrimonio 

histórico monumental, de un patrimonio cultural y de un patrimonio natural. Así, desde la 

Convención de París de 1972, patrocinada por la UNESCO, el patrimonio se divide en 

Patrimonio Cultural y Patrimonio Natural. El primero se puede considerar como asimilado 

por la población, sin embargo el segundo, el Patrimonio Natural, se ha asimilado a nivel 

general solo como el referido a la flora y fauna, pero no a su componente abiótico que 

comprende básicamente el Patrimonio Geológico, es decir, la historia geológica de la Tierra 

y de los procesos que han intervenido en su formación y evolución. 

La gestión efectiva del patrimonio, ha de estar sustentada en un marco legislativo 

adecuado que se traduzca en políticas coherentes y que tengan un apoyo real de las 

administraciones públicas. A este respecto, hay que indicar que hasta el siglo XX no se ha 

roto claramente con las ideas clásicas de asimilar el patrimonio solo con aquello de origen 

fundamentalmente antrópico, lo que dejaba fuera a todo el patrimonio natural. Este cambio 

se plasmó, de forma definitiva en la Convención de Paris de la UNESCO del año 1972. 

Esta visión del patrimonio es especialmente singular para el caso del Patrimonio 

Minero, el cual se encuentra a caballo entre el Patrimonio Natural y el Patrimonio Cultural. 

Su vinculación con el Patrimonio Natural viene dada porque la minería explota los recursos 

minerales generados a lo largo de la historia geológica (legado geológico), mientras que su 

relación con el Patrimonio Cultural viene dada porque para obtener las sustancias 

minerales, la minería construye instalaciones (legado arquitectónico) y crea procedimientos 

(legado científico). También está la vida y costumbres de la sociedad minera, es decir, un 

patrimonio inmaterial (legado histórico y socio-cultural), ejemplo del cual sería por 

ejemplo, el Festival Internacional del Cante de Las Minas de La Unión (Murcia). 
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5.2. DISPOSICIONES NORMATIVAS EN MATERIA DE PATRIMONIO 

La gestión eficiente del patrimonio requiere, ante todo, de una gran coordinación y 

unión de esfuerzos entre instituciones gubernamentales, públicas, privadas y profesionales, 

en todos los ámbitos de actuación, es decir a nivel internacional, nacional y local. 

o En el ámbito internacional destaca la UNESCO como pieza clave en el estudio, 

recuperación, conservación y protección del Patrimonio de todo el planeta.  

o A nivel europeo, es la Unión Europea el organismo responsable de la gestión del 

Patrimonio.  

o A nivel nacional, es el Ministerio de Cultura, en coordinación con las Comunidades 

Autónomas, el responsable de la gestión patrimonial.  

o Por su parte, en el ámbito nivel local será el Ayuntamiento y la Diputación (u organismos 

equivalentes) los encargados de estas labores de gestión del Patrimonio. 

No obstante, centrados en el Patrimonio Natural, no hay que minusvalorar el papel 

que en este ámbito desempeñan: 

o las Universidades, y 

o las organizaciones no gubernamentales, de las que es un buen ejemplo la SEDPGYM 

(Sociedad Española de Defensa del Patrimonio Geológico y Minero), que está constituida 

por un colectivo de profesionales cualificados e instituciones sensibilizadas con la 

importancia de este tipo de patrimonio Geológico. 

 

5.2.1. LEGISLACIÓN INTERNACIONAL 

La legislación internacional para la conservación del patrimonio emana, 

principalmente, de la UNESCO quien juega un importante papel en la elaboración de 

legislación. Desde su creación en 1946, la UNESCO ha ido generando una legislación de 

carácter internacional que básicamente se divide en “recomendaciones” y en 

“convenciones”.  

Las “recomendaciones” de la UNESCO no son documentos jurídicamente 

vinculantes, si bien tienen un fuerte valor orientativo para la mayoría de los países. Por 

tanto, son los diferentes Estados los que deciden en cada caso en qué grado los incorporan 

a sus legislaciones. 
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Por su parte, las “convenciones”, son tratados multilaterales para reforzar la 

protección del Patrimonio de la Humanidad. Así, son documentos jurídicos vinculantes 

para los países que lo suscriben, afectando al domino de las relaciones internacionales entre 

los citados países firmantes, los cuales se comprometen a incorporar los acuerdos tomados 

en la convención a sus correspondientes legislaciones estatales (Ballart Hernández y 

Treseeras, 2001). Entre estas convecciones hay que resaltar la Convención sobre la 

protección del Patrimonio Cultural y Natural del mundo (Conferencia de París, 1972), al 

ser la que dio lugar a la lista de Bienes Patrimonio de la Humanidad, y la que estableció y 

definió la división del Patrimonio entre Cultural y Natural.  

La importancia de este convenio de París de 1972 es fundamental para comprender 

el actual concepto de Bienes Culturales, ya que en él se asocian, de forma indisoluble, las 

nociones de patrimonio cultural, natural y civilización. Así, se considera que la identidad 

cultural de las naciones se ha ido gestando en el medio en el que viven, donde desarrollan 

su civilización, y que los bienes culturales, productos de la misma, adquieren su mayor 

valor y significado en relación con el lugar en el que se encuentran ubicados. Esta 

concepción del Patrimonio de la Humanidad, como normalmente se le conoce, es una de 

las grandes aportaciones realizadas por la UNESCO y cuenta con una gran repercusión 

mundial. Su objetivo es la salvaguarda y protección de aquellos Bienes Culturales cuyo 

interés se considera excepcional y su valor es universal, siendo su pérdida o deterioro un 

hecho irreparable para el conjunto de la Humanidad (Hernández Ortiz, 2003). 

Esta convención de París en 1972, definió el concepto Patrimonio Cultural que 

incluía lo siguiente (Hernández Ortiz, 2003): 

o Monumentos: obras arquitectónicas, de escultura o de pinturas 

monumentales, elementos o estructuras de carácter arqueológico inscripciones, cavernas y 

grupos de elementos que tengan un valor universal excepcional desde el punto de vista de 

la historia del arte o de la ciencia. 

o Conjuntos: grupos de construcciones, aisladas o reunidas, cuya 

arquitectura, unidad e integración en el paisaje les da un valor universal excepcional desde 

el punto de vista de la historia del arte o de la ciencia. 

o Lugares: obras humanas u obras conjuntas del hombre y la naturaleza, así 

como las zonas, incluidos los lugares arqueológicos que tengan un valor universal 

excepcional desde el punto de vista histórico, estético, etnológico o antropológico. 
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A su vez, en esta convención de Paris se definió el concepto Patrimonio Natural 

como aquel que incluye los siguientes elementos (Puche Riart, 2000): 

o Los monumentos naturales: constituidos por formaciones físicas y/o 

biológicas, o por grupos de esas formaciones, que tengan un valor universal excepcional 

desde el punto de vista estético o científico. 

o Las formaciones geológicas y fisiográficas, así como las zonas 

estrictamente delimitadas que constituyen el hábitat de especies animales y vegetales 

amenazadas: que tengan un valor universal excepcional desde el punto de vista estético o 

científico. 

o Los lugares naturales o las zonas naturales estrictamente delimitadas: 

que tengan un valor universal excepcional desde el punto de vista de la ciencia, de la 

conservación o de la belleza natural. 

 

5.2.2. LEGISLACIÓN EUROPEA 

La Unión Europea instauró una política cultural europea en el tratado de Maastricht 

de 1992, momento desde el cual es el Consejo de Europa quien asume la labor de velar por 

el patrimonio europeo. Así, en el apartado 1 del artículo 151 del Tratado de Maastricht se 

prevé “la conservación del patrimonio europeo”, si bien ya desde el año 1986 con el 

Programa de Medio Ambiente, se comenzó la creación de lo que hoy día ya es un amplio 

marco legislativo de carácter patrimonial. En este sentido, tanto con carácter previo, como 

posterior, se aprobaron una serie de Convenios en el marco europeo, tales como: 

o Convenio cultural europeo (1954) 

o Convenio europeo para la protección del patrimonio arqueológico (Londres, 1969) 

o Carta europea del patrimonio arquitectónico (Ámsterdam, 1975) 

o Convenio europeo sobre las infracciones cometidas contra los Bienes Culturales 

(1985) 

o Convenio para la salvaguarda del patrimonio arquitectónico de Europa (1985) 

o Convenio europeo para la protección del patrimonio arqueológico (Malta, 1992) 

o Convenio europeo del paisaje, ratificado por España el 26 de noviembre de 2007, 

con entrada en vigor el 1 de marzo de 2008. 
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5.2.3. LEGISLACIÓN NACIONAL 

En el ámbito nacional, la primera norma que invoca a la protección del Patrimonio 

es la propia Constitución española de 1978, que en su artículo 46 obliga a los poderes 

públicos a garantizar la conservación del patrimonio histórico, cultural y artístico de la 

Nación. 

Para trasponer al marco jurídico este artículo constitucional se aprobó en 1985 la 

Ley 16/1985 del Patrimonio Histórico Español, que sustituye a la Ley de Patrimonio 

Histórico-Artístico Nacional, de fecha 13 de mayo de 1933 vigente hasta ese momento, y 

que hace recaer sobre el Estado la tutela del citado patrimonio. Por tanto, es la Ley 16/1985, 

de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español la que rige actualmente la protección del 

Patrimonio Cultural español. En la misma, el Patrimonio queda definido como “el principal 

testigo de la contribución histórica de los españoles a la civilización universal y de su 

capacidad creativa contemporánea”, estableciendo dos niveles de protección que se 

corresponden con diferentes categorías legales: 

o uno de carácter genérico, que es aplicado a todos aquellos bienes de valor histórico, 

artístico, científico o técnico que conforman la aportación de España a la cultura universal, 

y  

o otro que se corresponde con los bienes declarados como Bien de Interés Cultural y con 

aquellos incluidos en el Inventario General de Bienes Muebles. 

Por otra parte, en relación a la definición y protección del Patrimonio Natural 

español, el empuje definitivo vendrá marcado por La Ley de Espacios Naturales 15/1975, 

que establece hasta cuatro categorías dentro de los espacios naturales protegidos (Puche 

Riart, 2000). Posteriormente se promulgaría la Ley de Espacios Naturales y de la Flora y 

Fauna Silvestre 4/1989, de 27 de marzo, a la cual sucedió la Ley 42/2007, de 13 de 

diciembre, del Patrimonio Natural y la Biodiversidad como transposición de la Directiva 

de Hábitats y la Directiva de Aves. Todas estas normativas no hicieron sino profundizar en 

las diferentes figuras y aspectos de conservación del patrimonio natural español.  

No obstante, en el ámbito geológico, fue el Instituto Tecnológico Geominero de 

España el que abordó de una forma más directa la conservación del aspecto geológico del 

Patrimonio Natural a través del Inventario Nacional de Puntos de Interés Geológico (PIG) 

del año 1978. 
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5.2.4. LEGISLACIÓN AUTONÓMICA 

Las competencias de cultura han sido transferidas en España, en la mayoría de los 

casos, a las Comunidades Autónomas, las cuales han legislado de forma autónoma en la 

materia siguiendo las directrices de la Ley 16/1985. No obstante, el Estado interviene en 

estos asuntos culturales por medio de un órgano colegiado llamado Consejo del Patrimonio 

Histórico Español, en donde se coordinan las actuaciones del Estado y de los gobiernos 

autónomos. 

 

5.2.5. LEGISLACIÓN LOCAL 

A nivel local, han sido los municipios y las diputaciones quienes han adquirido 

protagonismo a la hora de legislar sobre estos aspectos. Hoy día, los ayuntamientos 

disfrutan de competencias en materia del patrimonio local, otorgadas por la Ley de Bases 

de Régimen Local, si bien su gran capacidad regulatoria en este aspecto le viene dada a 

través de la legislación urbanística que los mismos ayuntamientos elaboran. 

 

 

5.3. EL PATRIMONIO GEOLÓGICO Y MINERO 

El patrimonio geológico es el conjunto de recursos naturales, ya sean formaciones 

rocosas, estructuras geológicas, acumulaciones sedimentables, relieves y sus modelados, 

manantiales, paisajes, yacimientos minerales o paleontológicos…etc., cuyo contenido y 

exposición es especialmente adecuado para reconocer, estudiar e interpretar la historia 

geológica de nuestro planeta o de una parte de él. 

El patrimonio minero es un valor que surge tras el cese de la actividad minera, 

consistente en el conjunto de elementos, tanto inmuebles como muebles y paisajísticos, 

ligados a dicha actividad que permiten reconocer e interpretar la historia minera de una 

región, su evolución tecnológica, su desarrollo socioeconómicos y cultural, etc. Ambos 

tipos de patrimonios geológicos y mineros, están estrechamente ligados entre sí porque 

cuando existe un patrimonio minero, existe un patrimonio geológico asociado, que es la 

base de aquel. 
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Formando parte del patrimonio industrial, el patrimonio minero, es el que integra el 

conjunto de restos materiales e inmateriales heredados de las actividades mineras, que se 

han desarrollado en el pasado o que se desarrollan en la actualidad y que conforman la 

memoria colectiva de una determinada población. Tiene una vertiente geológica, 

patrimonio geológicos minero vinculado a la riqueza del yacimiento, y a otra propiamente 

minera relacionada con los espacios productivos (cuenca minera) y los sociales (hábitat, 

servicios, etc.), el valor histórico como fuente de información de anteriores etapas 

socioeconómicos y el valor material que conserva el patrimonio mueble e inmueble, el 

valor cultural y sentimental, el estético vinculado a la arquitectura industrial, el valor 

emocional relacionado con la trayectoria vital de los mineros (Cañizares 2011). 

Este patrimonio supone un valor cultural de gran transcendencia que ha de ser 

protegido, divulgado y puesto en valor al mismo nivel que los demás tipos patrimoniales 

como son arqueológico, arquitectónico, etc. Entre los elementos inmuebles están las cortas, 

galerías, pozos, castilletes, chimeneas, lavaderos, etc.; entre los muebles están las 

herramientas mineras, maquinaria, utillaje, material documental, planos, restos 

arqueológicos etc. Sin duda el elemento del patrimonio minero más destacable y más 

vulnerable son sin duda los castilletes de mina con gran tipología y belleza.  

Históricamente las antiguas explotaciones mineras que se encuentran abandonadas 

presentan, en muchos casos, estructuras, ingenios u elementos constructivos varios, así 

como los huecos de las extracciones mineras y depósitos de residuos mineros, dando así 

lugar a paisajes que en ocasiones presentan un importante patrimonio cultural, natural y 

geológico. Así, las minas son algo más que lugares donde el estado primigenio de la 

naturaleza ha sido alterado. Por otra parte, además de las consideraciones económicas y 

sociales, las minas juegan otro papel fundamental; revelan objetos geológicos que en 

circunstancias normales no se verían. En este sentido, uno puede considerar las minas como 

un problema o una oportunidad. Dado que en muchas ocasiones se percibe a la actividad 

minera como algo medioambientalmente perverso, se debe recordar que la actividad 

minerase ha llevado a cabo durante miles de años. Con el paso del tiempo y el advenimiento 

de la metalurgia, la humanidad empezó a extraer metales a partir de minerales. De este 

modo, se puede resaltar que la minería se encuentra en la base de la tecnología y constituye 

una pieza clave de nuestro actual sistema de vida. 
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A la vista de lo anteriormente expuesto, resulta fácilmente entendible que los 

antiguos sitios mineros, si fueron lo suficientemente importantes, pueden obtener en muchos 

casos el estatus de Patrimonio Cultural o Patrimonio Histórico.  

Además, sólo en aquellos sitios de una singular belleza geológica, de carácter 

prístino, o bien por el interes cientifico de los correspondientes yacimientos mineros 

(Manteca et al., 2012), se podría llegar a obtener también el estatus de Patrimonio 

Geológico, estatus este que actualmente no tienen las minas, ya que las mismas se mantienen 

apartadas del concepto de Patrimonio Geológico. Algún autor (Sharples, 2002) ha planteado 

que el estatus de Patrimonio Geológico se debería reservar para aquellos sitios en donde no 

ha habido el propósito de agotar los recursos geológicos, lo que habría llevado a una pérdida 

de sus valores intrínsecos o ecológicos. Tampoco deberían alcanzar ese estatus, siguiendo 

al mismo autor, los sitios donde ha habido remoción, procesado o manipulación de las rocas. 

Esta última idea resulta lapidaria en sí misma, dejando la minería, obviamente, fuera de toda 

consideración patrimonial. Así, se puede entender ahora que sólo aquellos sitios de una 

singular belleza geológica, de carácter prístino,podrían llegar a obtener el estatus de 

Patrimonio Geológico. A la vista de lo expuesto posteriormente, algunos autores (Alvarez 

et al., 2011) llamaron la atención sobre la necesidad de preservar para la posteridad antiguos 

sitios mineros en el sureste de España. 

En muchos casos el patrimonio minero va unido a un patrimonio geologico de forma 

indisoluble. Para solventar esta cuestion Manteca Martinez (2013) propone el termino de 

Patrimonio Geo-minero. Porque siempre que hay un patrimonio minero existe un patrimonio 

geologico asociados que es base de aquel. Cuando el patrimonio minero juega con las 

huellas de la actividad minera,esta integrado profundamente en el paisaje,como es el caso 

de la sierra minera, se puede hablar de paisaje minero, que es una entidad patrimonial de 

orden superior ya que es una referencia cultural de un pueblo. 

Tal es el caso de sectores como el Cabezo San Cristobal y el Cabezo de los Peroles 

en Mazarron; o el sector de la Crisoleja, y el de la Cuesta las Lajas y la Cantera Emilia en la 

sierra de Cartagena. 

Para el caso concreto del sureste de España, y en concreto en la Región de Murcia, 

resulta frecuente encontrar paisajes naturales puros que tienen cabida dentro de la figura de 

protección denominada como Paisaje Cultural, como porción de territorio rural o urbano 
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donde existen bienes que por su valor histórico o antropológico. Este sería el caso de las 

minas abandonadas que merecen, por tanto, ser protegidas en muchos casos. 

La protección del Paisaje Cultural se debe entender desde un nuevo cambio de 

paradigma no sólo en el concepto del paisaje, sino en general de todas las políticas de 

conservación y de desarrollo sostenible, recogido en el Convenio Europeo del Paisaje (6 de 

febrero de 2008), en adelante CEP. 

El artículo 1 del CEP nos ofrece un nuevo concepto de paisaje: “A los efectos del 

presente convenio: a. Por “paisaje” se entenderá cualquier parte del territorio tal como la 

percibe la población, cuyo carácter sea resultado de la acción y la interacción de factores 

naturales y/o humanos” 

Este cambio de paradigma resulta aún más evidente cuando atendemos a la 

Recomendación CM/ Rec (2008) 3 del Comité de Ministros a los Estados miembros, sobre 

las orientaciones para la aplicación del Convenio Europeo del Paisaje de 6 de febrero de 

2008. La Recomendación del Comité de Ministros afirma, en relación con el artículo 1 del 

CEP, lo siguiente: “El concepto de paisaje tal como está enunciado en el Convenio es 

diferente de aquel que puede ser formulado en ciertos documentos y que ven en el paisaje 

un “bien” (concepción patrimonial del paisaje) y lo valora (como paisaje “cultural”, 

“natural”, etc.) considerándolo como una parte del espacio físico. Este nuevo concepto, 

expresa, por el contrario, el deseo de afrontar de manera global y frontal, la cuestión de la 

calidad de los lugares donde vive la población, reconocida como condición esencial para el 

bienestar individual y social (entendido en el sentido físico, fisiológico, psicológico e 

intelectual), para un desarrollo sostenible y como recurso que favorece la actividad 

económica. 

Por otro lado, indicar que la atención se dirige al conjunto del territorio, sin 

distinción entre partes urbanas, periurbanas, rurales y naturales, ni entre partes que pueden 

ser consideradas como excepcionales, cotidianas o degradadas. Además, la visión del 

paisaje no se limita a los elementos culturales, artificiales o naturales; “el paisaje forma un 

todo, cuyos componentes son considerados simultáneamente en sus interrelaciones.” 

El hecho de que el CEP fuera ratificado por España el 26 de noviembre de 2002 

(BOE nº 31, de 5 de febrero de 2008), entrando en vigor el 1 de marzo de 2008, ha 

determinado que la definición contenida en el CEP haya pasado a formar parte de nuestro 

ordenamiento jurídico interno a partir de esa fecha, debiendo aceptarla, por tanto, como 
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concepto legal vigente y que de acuerdo con nuestro actual sistema de fuentes, por el 

principio de jerarquía normativa, se sitúa por encima de cualesquiera otras disposiciones 

contenidas en otras legislaciones estatales o autonómicas. 

La definición del CEP del paisaje Cultural hace referencia a “cualquier parte del 

territorio, tal y como la percibe la población, cuyo carácter sea resultado de la acción y la 

interacción de factores naturales y/o humanos”. De la misma, se pueden sacar las siguientes 

conclusiones: 

o En primer lugar que la realidad sobre la que se proyecta la regulación es 

“cualquier parte del territorio”. Se trata de lo que se ha venido a denominar como la 

“universalización del paisaje” por cuanto que paisaje pasa a ser todo el territorio. No sólo 

las áreas naturales, rurales, urbanas y periurbanas, sino también las zonas terrestres, 

marítimas y las aguas interiores, y se refiere “tanto a los paisajes que pueden considerarse 

excepcionales, como a los paisajes cotidianos o degradados”. 

o En segundo lugar, que si bien el concepto de paisaje había venido siendo 

tradicionalmente identificado a través del uso de un único sentido, el de la vista, el CEP 

opera una considerable ampliación de los sentidos implicados en su identificación. Ya no 

es sólo la mirada, sino la percepción, entendida como cúmulo de estímulos percibidos por 

los sentidos lo que nos va a permitir identificar el paisaje. Este punto nos abre una rica e 

interesantísima puerta a la ampliación del concepto de paisaje y a la protección de nuestra 

realidad circundante. 

o El tercer referente de la definición viene constituido por la población, porque 

es la percepción de ésta la que va a determinar qué es y qué no es un “paisaje” acreedor de 

protección. Quizás sea esta la mayor revolución introducida por el CEP a la hora de definir 

el paisaje, “Se arranca éste de las manos de las Administraciones y de los técnicos y 

especialistas para, en una democratización sin precedentes, atribuirle la última palabra a las 

poblaciones”. No existe ninguna otra materia, con excepción de la regulación del Concejo 

Abierto en la Ley de Bases de Régimen Local, en la que la democracia directa haya tenido 

tan profunda penetración y pueda tener tan importante proyección. 

Con todo, se apunta a los dos tipos de factores que se conjugan en la definición de 

un paisaje, y que han dado lugar a los dos principales tipos de paisajes hasta ahora 

conocidos: el humano (histórico, artístico, monumental) y el natural. 
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Por tanto el Paisaje Minero es todo un paradigma de lo que se ha definidos como 

Paisaje Cultural. El Paisaje Minero es un paisaje natural con valores geológicos, 

paisajísticos, etc. y en el plus de una componente histórica, etimológica y antropológica. 

En resumen un paisaje minero lejos de la valoración negativa de “zona degradada” se debe 

considerar, por el contrario como un paisaje con un valor adicional. A modo de ejemplo, 

vamos a exponer el paisaje geológico de la Región de Murcia. 

 

5.3.1 PAISAJE GEOLOGICO DE LA REGIÓN DE MURCIA:  

A) Sierra minera de Cartagena-La Unión 

En la Región de Murcia se encuentra uno de los sitios históricos reconocidos como 

Paisaje Geológico por su gran valor patrimonial, tal y como es la Sierra Minera de 

Cartagena y La Unión. Desde hace más de 2 milenios ha existido en la Sierra Minera de 

Cartagena-La Unión una actividad minera que ha explotado sus yacimientos minerales, 

dejando como legado, un rico patrimonio minero-metalúrgico, fundamentalmente en lo que 

respecta a los campos del laboreo y del beneficio. Los restos físicos más destacados, son 

sin lugar a dudas, las instalaciones minero-metalúrgicas que nos han llegado hasta hoy día, 

con diferentes grados de conservación.  

De este modo, el Patrimonio Geológico o minero a nivel regional y específicamente 

en la Región de Murcia se encuentra regulado por la Ley 4/2007 de Patrimonio Cultural de 

la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, que tiene implicaciones sobre las minas 

abandonadas ya que las mismas se encuentran recogidas en el listado de Bienes de Interés 

Cultural (BIC), siendo los BIC una figura de protección del Patrimonio. Se trata, por tanto, 

de parajes protegidos como sitio histórico. La citada ley define, en su artículo 3.d), el sitio 

histórico como “el lugar o paraje natural vinculado a acontecimientos o recuerdos del 

pasado, creaciones culturales o de la naturaleza, y a obras del hombre que posean valores 

históricos, técnicos o industriales”. 

Las zonas demarcadas como Bien de Interés Cultural, con categoría de Sitio 

Histórico, comprenden e incluyen las parcelas, bienes muebles e inmuebles, y elementos 

definitorios de los conjuntos, tanto públicos como privados. Dicho Sitio Histórico está 

regulado por Decreto n.º 93/2009, de 30 de abril, del Consejo de Gobierno de la Comunidad 

Autónoma de la Región de Murcia, por el que se declara bien de interés cultural, con 

categoría de sitio histórico, la Sierra Minera de Cartagena y La Unión, en Murcia (BOE 

http://www.derecho.com/c/Bienes_muebles
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2/5/2009).El listado del anexo de los BIC de la Región de Murcia cita, en el Inventario el 

Patrimonio Minero-Metalúrgico de Sierra Minera de Cartagena-La Unión, y lo recoge 

como sitio histórico tanto en el municipio de Cartagena como en el de La Unión, el 

denominado sitio histórico de la Sierra Minera de Cartagena-La Unión con el código ARI-

54-0000228. ARI, significa que es un Área de Rehabilitación Integral, y el número 54 es el 

que identifica los sitios históricos.  

Posteriormente, en Resolución de 5 de noviembre de 2012 de la Dirección General 

de Bienes Culturales, se incoa procedimiento de declaración de Bien de Interés Cultural, 

con categoría de sitio histórico, a favor de la Sierra Minera de Cartagena y La Unión 

(Murcia).Por tanto, vista la propuesta de 30 de octubre de 2012 formulada por el Servicio 

de Patrimonio Histórico de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, basada en el 

informe técnico de 24 de octubre de 2012, en la que se justifica los excepcionales valores 

de la Sierra Minera de Cartagena y La Unión establecidos en el artículo 3 de la Ley 4/2007, 

de 16 de marzo, de Patrimonio Cultural de la Comunidad Autónoma de la Región de 

Murcia, se concluye que se debe iniciar el procedimiento para su declaración como Bien 

de Interés Cultural. 

La zona de Bien de Interés Cultural de la Sierra Minera de Cartagena-La Unión ha 

sido, a su vez, dividida en ocho sectores partiendo del Mapa Topográfico de la Región de 

Murcia a Escala 1/5.000, editado por la Consejería de Política Territorial y Obras Públicas, 

Servicio de Cartografía de la Región de Murcia del año 1999, dotado de sistema proyección 

UTM 30 N y sistema de referencia E.D. 1950. 

- Sector I: Conjunto del Cerro de La Parreta de Alumbres. 

- Sector II: Conjunto del Cabezo Rajao. 

- Sector III: Conjunto Minero de Lo Tacón. 

- Sector IV: Conjunto Minero de El Llano del Beal y El Beal. 

- Sector V: Camino del 33-Cuesta de Las Lajas. 

- Sector VI: Rambla del Abenque y Cabezo de La Galera. 

- Sector VII: Cabezo de Ponce, Peña del Águila y Monte de Las Cenizas. 

- Sector VIII: Conjunto del Lavadero Roberto de Portmán. 

Algunos autores (López García et al., 2011) proponen que si una mina abandonada, 

o distrito minero, tiene el suficiente valor geológico, no sólo las minas deberán ser 
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protegidas, sino que también deberá ser considerado a estos efectos de protección legal todo 

el bloque geológico que las alberga.  

En este sentido, la Sierra Minera de Cartagena-La Unión es uno de los activos 

geológicos más valiosos del sureste de España. Resaltable es el hecho que desde el cese del 

laboreo minero en la Sierra Minera de Cartagena-La Unión en el año 1991, un total de 

32.000 millones de metros cuadrados de superficie quedaron en estado de abandono total 

o cuasi total, y fuertemente afectados en su mayoría por una alta contaminación por metales 

pesados y otros elementos traza. A este respecto, conviene destacar por su orden de 

magnitud e importancia los siguientes restos de la actividad minera, tal y como son: 

• los depósitos de lodos o pantanos procedentes de la recuperación de mineral por 

técnicas de flotación diferencial y gravimétrica,  

• los gacheros o depósitos de residuos procedentes de la fundición de metales y por la 

calcinación del manganeso, así como  

• las escombreras y cortas mineras.  

Todos estos residuos conforman lo que se conoce como “Pasivos Ambientales de la 

Sierra Minera”. Así, junto con el As, aparece un importante grupo de metales pesados tales 

como, Pb, Zn y Cd que tienen su origen en la industria extractiva que se ha desarrollado 

tradicionalmente en la “Sierra Minera de Cartagena-La Unión”.  

Si bien durante la etapa de esplendor de la minería los elementos traza presentes en 

los residuos generados podrían ser caracterizados por su escaso grado de toxicidad, dado 

que los metales se encontraban en formas químicas que los mantenían inmóviles 

(básicamente sulfuros), en la actualidad, y como consecuencia de no haberse procedido al 

desarrollo de las apropiadas labores de restauración ambiental, se han generado toda una 

serie de procesos de meteorización de estos minerales primarios que han dado lugar a otros 

secundarios, y estos a su vez a otros terciarios, que se podrían también denominar como 

supergénicos y que conllevan, desde el punto de vista ambiental y de la salud pública, unos 

riesgos elevados por su alta concentración en elementos tóxicos que se encuentran en 

fracciones fácilmente disponibles. 
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B) Distrito Minero Mazarrón. 

En cuanto al Distrito minero de Mazarrón, al igual que el Distrito Cartagena –

La Unión, comparte un alto valor patrimonial en relación al Patrimonio Geológico. 

Concretamente, la mina abandonada de San Cristóbal-Perules (Mazarrón), se consideró 

como integrante del Patrimonio Geológico según la declaración de BIC en el Decreto 

297/2008, con la categoría de Sitio Histórico. 

 

5.4.  IMPLICACIONES Y LIMITACIONES AMBIENTALES PARA LA 

CONSERVACIÓN DEL PATRIMONIO GEOLÓGICO O MINERO 

Para el caso del Distrito minero de Mazarrón, se ha generado recientemente una 

denuncia por parte de la Fiscalía Medioambiental de la Región de Murcia, contra los 

propietarios de los terrenos incluidos en este Distrito y afectados por las figuras de 

protección del Patrimonio. En este caso, las afecciones por contaminación del suelo se 

han considerado como potencialmente muy graves, como consecuencia de no haberse 

adecuado a una correcta gestión. Esto ha provocado un incremento notable de la 

concentración de elementos traza que ha acabado por afectar a ecosistemas y especies de 

flora y fauna localizadas en sus inmediaciones. De esta manera, en la medida en la que los 

titulares no han desplegado actividad alguna que tienda a minimizar los efectos negativos 

de la actividad minera sobre el medio ambiente, desde un punto de vista legal se ha 

considerado por parte de la fiscalía medioambiental que se ha incurrido en un delito contra 

los recursos naturales y el medio ambiente según las Diligencias Previas del procedimiento 

abreviado con fecha de 4 de octubre de 2013. Esta consideración queda motivada por la 

existencia de un peligro evidente de los hechos, ya que perjudican el equilibrio de los 

sistemas naturales o de la salud humana por lo que pudieran ser constitutivos al menos de 

un delito contra el Medio Ambiente, s e g ú n  l o s  artículos 325 y 328 d e l  Código Penal. 

Estos artículos del Código Penal hay que poner los en relación con normativa 

administrativa, en concreto con el RD975/2009, sobre gestión de los residuos de las 

industrias extractivas. Aclarar aquí, que esta norma exige la rehabilitación de las zonas 

mineras.  Así, el artículo1.2 de este R.D. dispone que sea la entidad explotadora del 

derecho minero la que queda obligada para la rehabilitación del espacio natural 

afectado. Y continúa exponiendo en su art 3.2 la prohibición del abandono minero. 

Igualmente, el artículo15 relativo al abandono definitivo de las labores de 
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aprovechamiento exige que la entidad explotadora presente un anteproyecto que tendrá 

que autorizarse por la autoridad competente. 

De este caso, se infiere que desde el punto de vista legal, por encima de las 

protecciones patrimoniales se encuentra la protección de la salud humana y del ecosistema 

de las afecciones de contaminación en agua, atmósfera y suelo, por lo que la protección del 

medio ambiente queda bajo la protección de la norma penal.  

Este caso, no hace sino poner de relieve la existencia de una problemática más 

general, ya que sería difícil encontrar lugares mineros, de minería metálica al menos,con la 

consideración Patrimonio Geológico, y que no presenten problemas, en mayor o menor 

grado en relación a su grado de contaminación, y por tanto de generación de riesgos para la 

salud ambiental de su entorno. Todo esto nos lleva al punto de estar obligados a buscar la 

compatibilización entre las figuras de protección del Patrimonio y las de minimización de 

los riesgos asociados a la contaminación. 

En este sentido, cualquier trabajo de protección de este Patrimonio asociado a 

antiguas zonas de minería, debería comenzar con medidas de evaluación del riesgo y 

posterior propuestas de manejo orientadas hacia una corrección, mitigación o eliminación 

de los contaminantes de los sitios mineros que pudieran tener efectos adversos sobre el 

medioambiente o la salud humana. En este sentido, es de vital importancia que las 

restauraciones y minimizaciones de riesgos se hagan conforme a técnicas de restauración 

y minimización de riesgos de alta efectividad, algo que no siempre ha sido así (Gómez Ros 

et al., 2013). De no ser así, es decir, se aplicasen tecnologías poco eficientes, estaríamos al 

cabo de poco tiempo de nuevo ante un problema de salud ambiental (Gómez Ros et al., 

2013) que haría, desde un punto de vista técnico, de salud pública y legal, inviable la 

conservación de este Patrimonio. 

Zonas según Manteca 2013 como el Cabezo de San Cristóbal y el Cabezo de los 

Perules en Mazarrón son zonas paradigmáticas de esta dicotomía Patrimonio Geominero y 

riesgo ambiental. El Patrimonio Geominero de esta zona está considerado como el importe 

internacional por su interés científico (metagenético, mineralógico, etc.).Cualquier medida 

de corrección medioambiental, debe de ser respetuoso con esos valores, y respetar el paisaje 

minero en lo posible. 
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Por último, en cuanto a los problemas ambientales existentes en los distritos de 

minería metálica de Mazarrón y Cartagena-La Unión, indicar que los más relevantes son 

los siguientes (Robles-Arenas et al., 2006; Oyarzun et al., 2011): 

1. Áreas importantes cubiertas por residuos de las plantas de tratamiento de 

minerales. Estas áreas tienen un impacto visual significativo y un potencial para la 

lixiviación de metales pesados. 

2. Balsas (relaves) derivados de la flotación de sulfuros. Estos residuos son ricos 

en metales pesados, como el plomo y el zinc (entre otros), y siendo ricos en pirita tienen el 

potencial para el desarrollo de lixiviación ácida de los metales. Debido al pequeño tamaño 

de las partículas y los patrones de viento en la zona, los residuos también pueden inducir 

contaminación atmosférica. 

3. Las minas abandonadas a cielo abierto. Algunas de estas han sido reutilizadas 

para el almacenamiento de residuos mineros, a veces con resultados desastrosos, como ha 

sido el caso de la Corta Tomasa del Distrito de Cartagena-La Unión. 

4. La formación de drenaje ácido en algunos de los sitios mineros abandonados, 

como Brunita (Cartagena-La Unión) y San Cristóbal-Perules (Mazarrón). 

5. Edificios abandonados, algunos en condiciones ruinosas. 

6. Las actividades agrícolas llevadas a cabo en algunas zonas adyacentes a 

operaciones mineras abandonadas, como en las proximidades de Cabezo Rajao 

(Cartagena-La Unión) y San Cristóbal-Perules (Mazarrón). 
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CAPÍTULO VI.  CONCLUSIONES: PROPUESTAS DE 

MEJORATÉCNICA Y NORMATIVA 

La actividad minera es una actividad extractiva fundamental para el desarrollo 

material y tecnológico de la sociedad. La existencia de explotaciones de minería, y en 

particular de la minería metálica, generan una serie de problemas, tanto ambientales como 

de índole jurídica. A este respecto, indicar que el estatus legal actual está teniendo una 

consideración y trato jurídico de estas explotaciones, de sus suelos y sobre todo de los 

residuos, o subproductos derivados de las mismas, que está generando una serie de 

consecuencias.  

La primera de ellas es el amplio desfase que existe entre el conocimiento científico 

actual, que permite estimar de una forma más exacta y fiable el riesgo asociado a cualquier 

tipo de emplazamiento contaminado, y el tratamiento jurídico de estos suelos, así como de 

los residuos, o subproductos, derivados de las actividades extractivas, y en particular de las 

de minería metálica. Por otro lado, como consecuencia de este tratamiento jurídico 

“inadecuado”, se está generando un fuerte impacto sobre la salud ambiental consecuencia 

de una serie de usos que permite el marco jurídico vigente, que también permite la falta de 

consideración del estatus de peligrosidad de estas zonas mineras y de sus residuos. 

Por este motivo, en la medida en la que produzca esta confluencia entre el marco 

normativo y el grado de conocimiento científico actual, de tal forma que el marco 

normativo incorpore cambios y mejoras en las prácticas de gestión y manejo de estos suelos 

y residuos de la minería metálica, se deberá producir una minimización de los problemas 

ambientales generados en las zonas mineras, per se. Esta mejora en las medidas de gestión 

y manejo de estos materiales, deberán generar también una desaparición de los casos de 

contaminación y afección que se producen en zonas totalmente ajenas a esta actividad 

extractiva como consecuencia de la actual y poco adecuada consideración del estatus legal 

de peligrosidad/toxicidad de estos materiales, que está permitiendo determinados usos de 

estos suelos y residuos contaminados por elementos traza para actividades tales como el 

relleno de terrenos en zonas costeras, la cimentación de carreteras, entre otros ejemplos, en 

zonas que previamente estaban libres de estos contaminantes. 

Resulta, por tanto, apremiante, en nuestra opinión, el abordar un estudio que tanto 

desde el punto de vista científico-técnico, como desde la perspectiva jurídica ayude a 

encuadrar de una forma más precisa la consideración de estas explotaciones, de sus suelos 
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y de todos los residuos o subproductos que se deriven de ellas, así como a delimitar los 

usos y prácticas compatibles con sus características y riesgos. 

El control de los efectos de la contaminación por elementos traza provenientes de 

áreas mineras, y en particular de la minería metálica, estén estas en explotación, con cese 

temporal o con cese definitivo de actividades, debe y debería ser una de las actividades 

fundamentales entre las competencias de las administraciones con competencias en 

industria, medio ambiente y salud pública. Durante las últimas décadas se ha vivido en 

España un proceso de transferencia de determinadas competencias por parte de las 

autoridades autonómicas, sin que este hecho se acompañara de una redefinición efectiva 

del papel de la salud pública en dicho ámbito, lo que en ocasiones se ha traducido en una 

menor tutela efectiva de estas cuestiones. 

En este sentido, resultaría de interés el plantear toda una serie de innovaciones 

normativas y, como consecuencia, en la gestión de los suelos y residuos de la minería 

metálica que pudieran ser de utilidad a la hora mejorar su manejo y minimizar los riesgos 

asociados. Todas estas mejoras deberían verse culminadas con un sistema de vigilancia que 

incluyese los elementos básicos de control en salud ambiental y medio ambiente, y que 

incluyese aspectos tales como la vigilancia de los riesgos existentes para la salud ambiental, 

la vigilancia de la exposición de la población y los ecosistemas, y por último la vigilancia 

de los efectos en salud humana de forma directa, apoyándose para ello en estudios 

epidemiológicos. En todo este proceso hay que tener en cuenta que las medidas 

encaminadas a reducir los niveles de contaminación por elementos traza serían, si no las 

únicas, quizás si las acciones más eficientes a la hora de minimizar toda esta problemática. 

Pero para que todo esto sea posible, será necesaria una implementación de los 

conocimientos científico-técnicos actuales generados en relación al comportamiento de 

estos contaminantes, su toxicidad, biodisponibilidad y riesgo, así como sus dinámicas de 

dispersión y medidas de contención en el marco normativo que regule estos ambientes. O 

dicho de otra manera, la no implementación de los conocimientos actuales generados en 

este campo se está traduciendo, y se podrá perpetuar en el futuro, en una elevada 

permisividad del marco normativo actual de prácticas de gestión y manejo de los suelos y 

residuos mineros que están generando efectos de riesgo, o directamente peligrosos sobre 

las poblaciones humanas y naturales.  
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Por lo tanto, a nuestro parecer, resulta esencial e inaplazable una mejora del marco 

normativo actual que rige esta materia en el sentido de acompasarse con el estado actual 

del conocimiento científico, así como de su implementación a través de las redes de 

vigilancia y otras medidas de carácter práctico que coadyuven en el objetivo de minimizar 

los riesgos asociados a los suelos y residuos de la minería metálica como consecuencia de 

una gestión y manejo más adecuados. 

En consecuencia, vista la normativa afín al tema, detectamos que la mayoría de 

la legislación vigente sobre la gestión y manejo de los residuos mineros y suelos 

contaminados presenta un importante margen de mejora si los comparamos con el grado de 

conocimiento científico-técnico existente. Entre los cambios normativos a incluir en las 

futuras normativas, quizás los mismos deberían iniciarse por adaptar la terminología 

utilizada a las recomendaciones seguidas en este campo por el mundo científico. Así, estas 

nuevas leyes entendemos que deberían incluir aspectos tan leves, pero no por ello triviales, 

como por ejemplo el cambio de la denominación del término “metal pesado” por el de 

“elemento traza”, por ser este útil más apropiado y genérico de todos estos elementos 

contaminantes (metales y metaloides). Dicho esto, estas mejoras se deberían producir en 

cinco vertientes principales: 

 

1ª- Adaptación, mejora y dinamización del marco normativo relativo a los 

suelos y residuos de la minería metálica respecto del nivel de conocimiento científico-

técnico en esta materia: a la hora de abordar el grado de correspondencia entre los marcos 

normativo y científico-técnico en el campo de los suelos y residuos de la minería metálica, 

puede resultar didáctico el plantear la cuestión sobre la base de una serie de preguntas, para 

pasar a continuación a argumentar las respuestas sobre la base de los argumentos recogidos 

en la presente memoria. 

En este sentido, se podría empezar por plantearse la siguiente pregunta: ¿es el 

comportamiento y tratamiento científico-técnico de los suelos y residuos de la minería 

metálica el mismo?, y la respuesta es que no, al menos en gran parte. 

Desde el punto de vista científico-técnico, el tratamiento de los suelos y residuos de 

la minería presentan aspectos con similar tratamiento y otros en los que difieren claramente 

a la hora de evaluar la toxicidad y el riesgo ambiental asociado. Además de esto, en el 

campo normativo el grado de desarrollo normativo difiere ampliamente en ambos casos. 
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Entre los aspectos comunes, hay que tener en cuenta que al evaluar el grado de 

contaminación de un suelo, residuo o sedimento desde un punto de vista normativo, se 

suelen tener en cuenta parámetros relativos al contenido total de los elementos traza de que 

se trata. Desde un punto de vista metodológico, las metodologías o protocolos a aplicar 

para hacer la distinción entre suelos y residuos peligrosos e inertes presentan diferentes 

grados de desarrollo y normalización normativa. Así, en relación a los suelos, estas 

metodologías, muy descritas desde el punto de vista científico, no están en absoluto 

normalizadas desde el punto de vista normativo. 

Por su parte, en relación a los residuos, si bien existen protocolos bien delimitados 

para el establecimiento del carácter de peligroso de los mismos, en nuestra opinión, lo que 

no está tan claro es que esta normativa resulte aplicable a los residuos procedentes de la 

minería metálica. Por lo tanto, este punto, entendemos que debería ser, o bien aclarado, o 

bien corregido dentro del marco normativo aplicable a los residuos mineros. Así, a modo 

de conclusión, decir que la normativa reguladora de los residuos mineros (RD 975/2009 y 

su modificación posterior RD 777/2012, y toda la normativa relacionada de la Unión 

Europea), aclaran hasta cierto punto, el aspecto de caracterizar los residuos mineros, y su 

adscripción a la categoría de inertes o peligrosos, si bien adolecen de una serie de 

cuestiones, como son: 

• la ambigüedad con la que, este tema de la contaminación por elementos traza, es 

tratada en la legislación específica sobre suelos contaminados, residuos y minería, 

basada únicamente en datos numéricos de concentración total elemental,  

• es necesario establecer y normalizar, de forma clara, una serie de metodologías, 

acordes al estado actual del conocimiento científico-técnico, que nos permitan 

delimitar los riegos y toxicidad asociados a estos suelos y residuos de la minería 

metálica. Estas metodologías pueden ser genéricas, algo posiblemente más fácil en los 

suelos, o bien específicas, sobre todo en el caso de los residuos de minería metálica. 

Junto a estas, se deberían implantar otras metodologías relativas a test de lixiviación, 

valoración de la erodibilidad de los materiales de las superficies de los depósitos de 

residuos, biodisponibilidad de elementos traza asociados a fracciones finas del aire y 

polvo atmosférico (PM2,5 y PM10), test de toxicidad y biodisponibilidad, etc. 

• la normativa ha de tener en consideración una serie de riesgos, y escenarios, sobre 

los que debe actuar la gestión y manejo de los ambientes mineros, que incluyan desde 
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los riesgos asociados a la dispersión de los elementos traza tóxicos por drenaje ácido 

de mina, lixiviación, dispersión eólica, erosión hídrica, etc., así como la estabilidad de 

los depósitos mineros y las actuaciones que se han de ejercer sobre los mismos para 

asegurar la inmovilización de los elementos contaminantes y su seguimiento y 

monitorización a medio y largo plazo con el objetivo de minimizar los impactos y 

riesgos para la salud ambiental de su entorno.  

• este marco normativo ha de establecer una serie de usos permitidos y/o de 

restricciones de estos espacios mineros y residuos en función de sus características, 

que le confieran a estas normas un carácter más práctico y efectivo a la hora de ejercer 

una adecuada gestión y manejo de los ambientes y residuos mineros, en particular de 

los de la minería metálica. Es decir, que tanto para suelos y residuos mineros, como 

para los espacios que los acogen, se deberían establecer una serie de usos posibles, y 

otros que no, en función de sus niveles de riesgo asociados. 

• se ha de desarrollar y actualizar normativamente este campo mediante la inclusión 

de los conceptos de toxicidad y riesgo ambiental, o el de salud pública, en la 

elaboración de estas normas regulatorias. Hay que resaltar el hecho de que estos 

parámetros e indicadores resultan hoy día indispensables para la evaluación del carácter 

de contaminado o contaminante de cualquier material que se ponga en contacto con el 

medio ambiente, algo que por supuesto atañería de forma directa a los suelos y residuos 

de la minería metálica. 

Además de estos puntos, hay otras cuestiones que resultan de interés. Así, en 

relación a la consideración técnica de los residuos mineros, hay que indicar conforme a la 

Directiva 2006/21/CE de residuos, que se traspuso al derecho nacional a través del Real 

Decreto 975/2009, sobre gestión de los residuos de las industrias extractivas y de 

protección y rehabilitación del espacio afectado por actividades mineras, indicar que esta 

normativa recogía que en el plazo de cuatro años, es decir con finalización en 2013, se 

elaboraría un inventario de las instalaciones de residuos mineros clausuradas, con la 

finalidad de proceder a su control, evaluación y minimización de riesgos, algo que aún no 

ha sucedido pasados ya 6 años, lo cual es una carencia que la Administración debería 

abordar con carácter urgente. 

Otra cuestión determinante en todo este proceso es el del comportamiento y 

evolución de los depósitos de residuos mineros a lo largo del tiempo, cuestión en la que 
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resulta determinante la labor de restauración y/o estabilización que se haya llevado a cabo, 

sobre todo en superficie. A este respecto, hay que indicar que resulta habitual que los 

depósitos de residuos mineros abandonados no hayan sido sometidos a ninguna clase de 

medida de rehabilitación o remediación, mientras que otros han sido recubiertos en algún 

momento con otros materiales y, a veces, revegetados. En este sentido, se ha detectado la 

escasa, casi nula, eficacia de las medidas de “sellado”, minimización de riesgos y 

restauración ambiental de la superficie de estos depósitos, lo que se ha traducido en una 

difusión de una forma casi libre de los elementos tóxicos con importantes afecciones a 

grandes superficies y poblaciones localizadas en los entornos de estas áreas mineras. Estos 

riesgos descritos, afectan también a grupos de población por contacto directo, que no son 

únicamente los habitantes de las zonas mineras, sino también aquellas personas que utilizan 

estos espacios de una forma más o menos intensa para el desarrollo de actividades 

recreativas, deportivas, etc., sobre todo a raíz de la declaración de muchos de estos 

ambientes como Bienes de Interés Cultural (BIC). Es por ello que se hace cada vez más 

necesario el desarrollo e implementación de tecnologías más eficientes que ayuden a 

solucionar este problema, siguiendo criterios ecológicos y con unos costes asumibles, 

conforme a lo contemplado en la disposición adicional tercera del RD 975/2009. 

La siguiente pregunta que nos podríamos plantear sería: ¿recoge el marco 

normativo los avances científicos y técnicos, y las especificidades propias, en cada 

caso, de los suelos y residuos de la minería metálica?, y la respuesta nuevamente es que 

no, al menos en gran parte. 

Así, en relación a la evaluación de la contaminación, toxicidad y riesgo ambiental 

de los suelos y residuos mineros de zonas de minería metálica las normas aplicables serán 

muy diversas y provenientes de distintos ámbitos. 

Para el caso de los suelos mineros, la normativa minera no recoge nada en tanto 

y en cuanto no lo considera como un recurso minero. De este modo, la única norma que 

aplicaría para estos suelos sería la LRSC. En cualquier caso, en lo referido a los criterios 

técnicos para declarar un suelo como contaminado, se remite a la regulación ya existente 

en el régimen jurídico en vigor, básicamente el RDSC, conforme a lo recogido en su Anexo 

VII, relativo a los criterios para el cálculo de niveles genéricos de referencia. Este hecho, 

aun suponiendo un avance, queda muy distante de los conocimientos científico-técnicos 

actuales que consideran, no los valores totales de un elemento o grupo de elementos, sino 
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la especiación o fraccionamiento de estos elementos entre las distintas fases minerales de 

ese suelo como indicador de la posible toxicidad, o riesgo, derivado de los mismos. 

Por su parte, en lo relativo a los residuos mineros, la normativa es más amplia y 

variada. En el marco europeo, la interpretación de esta legislación varía de un Estado 

miembro a otro, con interpretaciones aparentemente divergentes respecto de la legislación 

en materia de aguas y residuos de la minería (COM, 2014). En relación a la consideración 

de inerte o peligroso, hay que indicar que la Decisión de la Comisión de 30 de abril de 2009 

(2009/359/CE), por la que se completa la definición de residuos inertes de la Directiva 

2006/21/CE, los residuos únicamente se considerarán inertes a tenor de los mencionados 

artículos 3.7.e) del Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, y 3.3 de la Directiva 

2006/21/CE, si reúnen una serie de criterios siguientes, que incluyen aspectos 

mineralógicos, toxicológicos y geoquímicos, entre otros, lo cual ha supuesto un gran avance 

en la dirección de adecuar estas normas al conocimiento científico-técnico. 

No obstante, al igual que se hace para los suelos, los niveles admisibles en los 

residuos mineros de elementos traza como As, Cd, Co, Cr, Cu, Hg, Mo, Ni, Pb, V y Zn, 

estarían fijados por los Niveles Genéricos de Referencia para suelos, establecidos por 

las diferentes administraciones (Ministerio o Comunidades Autónomas). Este hecho, al 

igual que se ha comentado para el caso de los suelos, aun suponiendo un avance, resulta 

obsoleto y poco funcional desde el punto de vista de evaluar la posible toxicidad, o riesgo, 

derivado de estos residuos, ya que estas características deberían establecerse sobre la base 

del estudio y consideración de la especiación o fraccionamiento de estos elementos entre 

las distintas fases minerales de ese residuo. 

Otra pregunta a plantear sería: ¿aparece claramente indicado en las normas 

vigentes la distinción entre suelos y residuos peligrosos e inertes?, y la respuesta es que 

sí, en términos generales. 

En primer lugar, en relación a los suelos, nuevamente decir que la normativa no 

dice nada al respecto, ya que la Ley 22/2011 de residuos y suelos contaminados nos remite 

al RDSC, y a su vez este Real Decreto lo único que comenta sobre temas con relación con 

esta pregunta es lo recogido en el Anexo VII del RDSC, relativo a los criterios para el 

cálculo de niveles genéricos de referencia. Luego, asimilando suelos contaminados con 

peligrosos, este punto sí que estaría recogido en la normativa, si bien con las limitaciones 
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y desajustes, sobre todo en el ámbito metodológico, con el conocimiento científico actual 

ya comentadas en párrafos anteriores. 

Por su parte, respecto de los residuos, un aspecto a aclarar en relación al Anexo I 

del “Texto Consolidado” del Real Decreto 975/2009 (texto consolidado), de 12 de junio, 

sobre gestión de los residuos de las industrias extractivas y de protección y rehabilitación 

del espacio afectado por actividades mineras, es el de la consideración de un residuo como 

inerte o peligroso. En este sentido, consideramos de interés aclarar que las tablas relativas 

a la identificación de dichos residuos mineros considerados inertes recogidas en dicho 

Anexo I, con sus códigos LER, recogen solo categorías, de tal forma que como paso previo 

para determinar el carácter de inerte o peligroso no es tanto el de ver si el tipo de residuo 

se corresponde con alguna de las categorías recogidas en el Cuadro 1º de este Anexo I, 

sino ver si cumple las características recogidas en el apartado 1.1.2 del citado Anexo I. 

En consecuencia, si cumpliese con todas estas características, estaríamos hablando de 

residuos inertes, pudiendo afirmarse que su probabilidad de generar problemas de 

contaminación es nula o despreciable. 

Por su parte, en relación a la caracterización de los residuos de las industrias 

extractivas no incluidos en la lista de residuos inertes y de los residuos «no inertes no 

peligrosos» o «peligrosos» (punto 2.4 del Anexo I del Real Decreto 975/2009 –texto 

consolidado-), indicar que incluye el punto 2.4.3 relativo a la “Identificación y clasificación 

de los residuos según la Lista Europea de Residuos publicada mediante la Orden 

MAM/304/2002, de 8 de febrero, incluidas sus características peligrosas, tal y como se 

establece en dicha orden ministerial y en el anexo III de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de 

Residuos y suelos contaminados“. Por tanto, y de forma supletoria, parece claro que el RD 

975/2009 recurre a la LRSC a la hora de caracterizar los residuos peligrosos. 

En relación a las características y comportamientos geoquímicos de estos residuos 

(punto 2.4.5 de este Anexo I del RD 975/2009), se deben especificar las características 

químicas y mineralógicas de los residuos, así como de cualquier aditivo o producto residual 

que quede en los residuos. Igualmente, se debe realizar una predicción de la composición 

química de los drenajes, con el paso del tiempo, para cada tipo de residuo, teniendo en 

cuenta su manipulación prevista, además de llevar a cabo una serie de pruebas de 

lixiviación. Junto a esto, se han de llevar a cabo una serie de valoraciones sobre la toxicidad 

o potencial contaminante de los sedimentos emitidos desde depósitos de residuos mineros 

a del estudio de los contenidos de sustancias potencialmente dañinas para el medio 
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ambiente o la salud humana (As, Cd, Co, Cr, Cu, Hg, Mo, Ni, Pb, Se, V y Zn), que forman 

el conjunto de metales y metaloides contemplados en la Decisión de la Comisión 

2009/359/CE de 30 de abril de 2009. 

Por otro lado, a efectos de la presente Lista LER, «sustancia peligrosa » designa 

cualquier sustancia que haya sido o vaya a ser clasificada como peligrosa en la Directiva 

67/548/CEE. Igualmente, esta normativa indica que cualquier residuo clasificado como 

peligroso a través de una referencia específica o general a sustancias peligrosas sólo se 

considerará peligroso si las concentraciones de estas sustancias (es decir, el porcentaje en 

peso) son suficientes para que el residuo presente una o más de las características 

enumeradas en el anexo III de la Directiva 91/689/CEE del Consejo. Los residuos que 

aparecen en la lista señalados con un asterisco (*) se consideran residuos peligrosos de 

conformidad con lo recogido en la Directiva 91/689/CEE sobre residuos peligrosos a cuyas 

disposiciones están sujetos, siempre y cuando cumplan los requisitos toxicológicos que, 

entre otros, se piden para este tipo de residuos. Por otro lado, resaltar que a la hora de 

determinar las características de los residuos que permiten calificarlos como peligrosos, o 

no, se recurre siempre al Anexo III de la LRSC en cuanto a su caracterización, teniendo en 

cuenta las modificaciones incluidas por el Reglamento 1357/2014/UE. Así, en el art. 6.2 de 

la Ley 22/2011 se observa que se podrá considerar un residuo como peligroso cuando, 

aunque no figure en la lista LER como tal, presente una o más de las características 

indicadas en el Anexo III. 

A este respecto hay que tener en cuenta que el Anejo 2 de la Orden MAM 304/2002  

que establece la lista LER, quedó modificado por la Decisión de la Comisión 

2014/955/UE. Por lo tanto, la determinación de si un residuo es o no peligroso, se llevará 

a cabo identificándolo mediante las debidas pruebas de caracterización de dicho residuo 

dentro, para luego intentar adscribirlo a una de las categorías de la Lista LER que figura en 

la Decisión de la Comisión 2014/955/UE. Con posterioridad, a nivel nacional el Anexo 

III de la LRSC quedó modificado por el Reglamento 1357/2014/UE, al verse alterada la 

nomenclatura de las características de los residuos que permiten calificarlos como 

peligrosos, al pasar estas de denominarse H a citarse por HP, suponiendo también la 

inclusión de una nueva categoría dentro del listado LER, coincidentes con el nombre 

genérico de “Lodos rojos” (HP 5 «Nocivo», HP 6 «Tóxico», HP 7 «Cancerígeno», HP 14 

«Ecotóxico», HP 15). 
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Por tanto, y a modo de conclusión en el caso de los residuos mineros, esta distinción 

aparece claramente delimitada en el marco normativo vigente, si bien en muchos casos hay 

dudas sobre la aplicabilidad de determinadas normas a este tipo de residuos. 

Otra pregunta a plantear sería: ¿desde un punto de vista metodológico están 

descritas y normalizadas las metodologías o protocolos a aplicar para hacer la 

distinción entre suelos y residuos peligrosos e inertes?, y la respuesta es que no, en 

términos generales. 

En relación a los suelos, estas metodologías, muy descritas desde el punto de vista 

científico, no están en absoluto normalizadas desde el punto de vista normativo. 

En relación a los residuos, en general, gran parte de los métodos de ensayo a aplicar 

en este tipo de estudios vienen recogidos la Directiva 2006/121/CE del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 18 de diciembre de 2006, por la que se modifica la Directiva 

67/548/CEE para adaptarla al Reglamento (CE) nº 1907/2006 (REACH), y todo ello 

incorporado en el Reglamento (CE) nº 440/2008 de la Comisión, por el que se establecen 

métodos de ensayo de acuerdo con el Reglamento (CE) nº 1907/2006 del Parlamento 

Europeo y del Consejo. Además, indicar que se dispone a nivel europeo del Centro 

Europeo para la Validación de Métodos Alternativos (ECVAM), incluido en el Centro 

Común de Investigación de la Comisión, y que tiene un papel importante en la evaluación 

y validación científicas de métodos de ensayo alternativos. El Reglamento (CE) nº 

1272/2008, incluye en su Anexo I los “Requisitos de clasificación y etiquetado de 

sustancias y mezclas peligrosas”, estableciendo los criterios de clasificación en clases de 

peligro y sus diferenciaciones, y disposiciones adicionales sobre cómo cumplirlos. No 

obstante, y si bien en este Reglamento se tienen en cuenta los límites de concentración 

específicos, los valores de corte genéricos, los estudios epidemiológicos y de salud, etc., 

incluso se establecen niveles y/o tramos de toxicidad, no obstante, nada de esto se está 

aplicando a los residuos procedentes de la minería metálica, que parecen vivir en un limbo, 

jurídico y técnico, propio. Esta situación se sigue manteniendo en normativas posteriores, 

como el Reglamento (UE) 2015/1221 de la Comisión de 24 de julio de 2015 por el que se 

modifica el Reglamento (CE) no 1272/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, que no 

incluye tampoco ninguna regulación específica a los residuos mineros peligrosos, ni 

métodos para su evaluación toxicológica o de riesgo. 
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Por tanto, en relación a los residuos, si bien existen protocolos bien delimitados para 

el establecimiento del carácter de peligroso de los mismos, en nuestra opinión, lo que no 

está tan claro es que esta normativa resulte aplicable a los residuos procedentes de la 

minería metálica. Por lo tanto, este punto, entendemos que debería ser, o bien aclarado, o 

bien corregido dentro del marco normativo aplicable a los residuos mineros. 

Por consiguiente, y a modo de conclusión, la normativa reguladora de los 

residuos mineros (RD 975/2009 y su modificación posterior RD 777/2012, y toda la 

normativa relacionada de la Unión Europea), aclaran hasta cierto punto, el aspecto de 

caracterizar los residuos mineros, y su adscripción a la categoría de inertes o peligrosos, si 

bien adolecen de una serie de cuestiones, como son: 

• resolver en estos campos la ambigüedad con la que este tema de la contaminación por 

elementos traza, es tratada en la legislación específica sobre suelos contaminados, 

residuos y minería, basada únicamente en datos numéricos de concentración total 

elemental. En este sentido, la legislación debería incluir, en nuestra opinión, toda la 

carga teórica y metodológica que suponen conceptos como son la disponibilidad y/o 

movilidad en función del fraccionamiento de los elementos traza, así como tener en 

cuenta aspectos intrínsecos a los materiales, como por ejemplo las propiedades edáficas 

básicas que podrían estar modulando el efecto contaminante de ese elemento (pH, 

potencial redox, materia orgánica, capacidad de intercambio catiónico). Igualmente, 

esta normativa debería establecer rangos o niveles de contaminación, que a su vez 

pudiesen determinar la prohibición o permiso para hacer determinados usos en ese 

territorio o con esos suelos o residuos. 

• establecer, de forma clara, una serie de metodologías, acordes al estado actual del 

conocimiento científico-técnico, que nos permitan delimitar los riegos y toxicidad 

asociados a estos suelos y residuos de la minería metálica. 

• fijar una serie de riesgos, y escenarios, sobre los que debe actuar la gestión y manejo 

de los ambientes mineros, que incluyan desde los riesgos asociados a la dispersión de 

los elementos traza tóxicos por drenaje ácido de mina, lixiviación, dispersión eólica, 

erosión hídrica, etc., así como la estabilidad de los depósitos mineros y las actuaciones 

que se han de ejercer sobre los mismos para asegurar la inmovilización de los elementos 

contaminantes y su seguimiento y monitorización a medio y largo plazo con el objetivo 

de minimizar los impactos y riesgos para la salud ambiental de su entorno.  
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• establecer una serie de usos permitidos y/o de restricciones de estos espacios 

mineros y residuos en función de sus características, que le confieran a estas normas 

un carácter más práctico y efectivo a la hora de ejercer una adecuada gestión y manejo 

de los ambientes y residuos mineros, en particular de los de la minería metálica. Es 

decir, que tanto para suelos y residuos mineros, como para los espacios que los acogen, 

se deberían establecer una serie de usos posibles, y otros que no, en función de sus 

niveles de riesgo asociados. 

• desarrollar y actualizar normativamente este campo mediante la inclusión de los 

conceptos de toxicidad y riesgo ambiental, o el de salud pública, en la elaboración 

de estas normas regulatorias. Hay que resaltar el hecho de que estos parámetros e 

indicadores resultan hoy día indispensables para la evaluación del carácter de 

contaminado o contaminante de cualquier material que se ponga en contacto con el 

medio ambiente, algo que por supuesto atañería de forma directa a los suelos y residuos 

de la minería metálica. 

Estas innovaciones, a nuestro entender, se deberían traducir en una clara mejora de 

la evaluación de la contaminación, toxicidad y riesgo asociado a los suelos y residuos 

mineros, lo que en la práctica significaría una gestión de estos materiales más adecuada y 

conforme sus características y peligros asociados, evitando así muchas malas prácticas que 

se han venido haciendo hasta ahora en estas zonas de minería metálica y en su entorno. 

 

2ª- Los límites entre residuo y recurso, o subproducto, habrán de ser cada vez 

más estrechos pero a la vez más claros, tanto en el ámbito científico-técnico como 

legislativo: hoy día existe una delgada línea que separa la consideración de un material 

como residuo o como recurso, algo que depende hoy día, básicamente, de aspectos 

económicos y tecnológicos. Esto nos lleva, en nuestra opinión, a considerar como 

recomendable que el marco normativo considerase a los materiales resultantes de la 

extracción y explotación minero-metalúrgica de los minerales no solo como residuos, 

de forma genérica, sino también como subproductos en función de su posible re-

explotación en el corto (como por ejemplo los materiales de desmonte, como rocas calizas 

y otros) o medio-largo plazo (como pueden ser los materiales resultantes de una primera 

extracción de elementos de interés, como los metales, de los minerales explotados). De esta 

forma, se dejarían como residuos, stricto sensu, solo a aquellos materiales en los cuales se 
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entienda que no resulta, ni resultará, viable su re-explotación en el medio-largo plazo, 

resultando ser considerados el resto como subproductos. 

Entendemos que esta nueva consideración de los diversos tipos de materiales 

provenientes de la explotación minero-metalúrgica de los yacimientos mineros, 

proporcionará un tratamiento técnico y jurídico más adecuado a los distintos tipos de 

materiales que se generen, lo cual facilitará y hará más eficiente su manejo posterior, así 

como evitará la mala gestión y uso de estos materiales en lugares y actividades no 

apropiadas. A su vez, esta nueva consideración evitaría, al menos en gran parte de los 

casos, el desarrollo de procesos tan farragosos como han sido el llevado a cabo para la 

declaración de los residuos de la bahía de Portmán como recurso, ya que al estar 

considerados como subproductos la reactivación de su explotación debería regirse por 

procedimientos jurídicos y administrativos mucho más rápidos, sencillos y eficientes. 

En este sentido, y a modo de ejemplo de cómo los avances tecnológicos están 

variando la separación, otrora más nítida, entre recurso, subproducto y residuo, tenemos el 

caso de la reutilización de estos residuos/subproductos mineros como recurso para la 

creación de un tecnosol, o suelo técnico. Así, por medio de la valorización biogeoquímica 

de algunos residuos orgánicos e inorgánicos no peligrosos y la aplicación de los 

conocimientos técnicos de la Ciencia del Suelo, o Edafología, se permite obtener suelos 

que cumplen con las funciones productivas y ambientales de los suelos naturales 

solucionando por lado el tema de qué hacer con los residuos, pero sobre todo participando 

de forma activa y positiva en la recuperación de los ambientes mineros degradados de los 

que son fruto. Desde la entrada en vigor de la ITR/01/08 en Galicia, los suelos derivados 

de residuos o subproductos, entre ellos los mineros, se están ensayando en diferentes 

procesos de recuperación, de tal manera que se está incrementando el conocimiento sobre 

su comportamiento, así como el de los materiales que pueden ser utilizados en su 

elaboración. 

Por lo tanto, y a la luz de todo lo expuesto en este punto, y una vez tenida en cuenta 

todas las precauciones y medidas de control establecidas, es de esperar que determinados 

materiales que hoy día se consideran residuos, cambien esta consideración a subproductos 

o materias primas secundarias. En este sentido, se está imponiendo desde el punto de vista 

de la demanda creciente, que al coincidir con la cada vez menor oferta de los recursos 

(energéticos, materias primas, etc.), está obligando, una vez más, a la búsqueda de nuevas 

tecnologías que nos permitan la re-explotación, reutilización o reaprovechamiento, de lo 
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que hasta ahora se consideraban como residuos (p.e. los residuos mineros, los residuos 

urbanos, los suelos contaminados, etc.). Por tanto, estos materiales pasan en ese momento 

a ser considerados como recursos, o en el peor de los casos como subproductos, 

susceptibles de ser incorporados al sistema productivo. Este hecho que, simplemente por 

cuestiones reales de demanda y oferta, se está convirtiendo cada vez más en una realidad, 

desde el punto de vista técnico y económico habrá de encontrar su reflejo de una forma 

cada vez más clara en el marco normativo que regula estos aspectos. Por tanto, en los 

próximos años y décadas, las fronteras entre residuo y recurso, o subproducto, habrán de 

ser cada vez más estrechas pero a la vez más claras, tanto en el ámbito técnico como 

legislativo. 

 

3ª- La adecuación del marco normativo regulatorio de los residuos al caso 

concreto de los residuos de zonas de minería metálica: l los residuos mineros se 

encuentran regulados, como ya hemos citado anteriormente, por la Directiva 2006/21/CE 

sobre la gestión de los residuos de industrias extractivas, y por el RD 975/2009 y su 

modificación posterior RD 777/2012. A la luz de las indicaciones recogidas en el RD 

975/2009, se puede inferir que las exigencias recogidas en estas normas se establecen en 

términos de impacto medio ambiental grave o de amenaza, sin que existan directrices sobre 

la forma de medir los tipos de riesgos asociados a los residuos mineros, ni de los niveles de 

reducción que deben ser alcanzados. 

En relación a esto resulta determinante la supletoriedad que la normativa específica 

de residuos mineros tiene respecto de las normativas sectoriales de residuos y suelos 

contaminados, es decir tanto de la LRSC como del RD 9/2005. En nuestra opinión, esta 

supletoriedad de la normativa minera, se centra sobre todo en aspectos técnicos relativos 

a la evaluación de las características y peligrosidad de los distintos tipos de residuos, 

lo que supone, por extensión, que este RD 975/2009 presenta las mismas limitaciones y 

desfases respecto del conocimiento científico-técnico actual que presentan sus normativas 

supletorias. Si a esto le unimos el hecho de que las peculiaridades de los residuos 

mineros, es decir si se tiene en cuenta la disposición geográfica y orográfica de estos 

terrenos mineros, conjuntamente con el escaso valor de estos residuos y su gran volumen, 

esto hace que la normativa actualmente aplicada a estos residuos mineros, incluidas sus 

normas supletorias, son poco adecuadas para este tipo de materiales. A este respecto, hay 

que tener en cuenta que estos factores determinan como tratamiento más viable el 
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tratamiento in situ de estos residuos, si bien para ello se hace necesaria la adopción de 

tecnologías efectivas, de bajo impacto ambiental y de poco coste económico. Este hecho, 

resulta ser un factor diferenciador de estos residuos mineros en relación a los residuos 

peligrosos industriales más convencionales. 

Además de esto, consideramos importante aclarar un aspecto a la condición de 

peligroso de un residuo y si esta se mantiene o pierde cuando, por cuestions jurídico-

administrativas, pasa a ser considerado como recurso, bien sea al ser mezclado con otras 

substancias o bien sea por una revalorización del mismo. Esta consideración, según nuestro 

criterio, no es correcta en tanto y en cuanto consideramos que el carácter de peligrosidad, 

toxicidad, etc. es algo intrínseco e inherente a la naturaleza del material, con independencia 

de su consideración jurídica como residuo, subproducto, recurso, etc. Por tanto, si un 

material determinado, o mezcla de ellos, resulta peligroso bien sea por su propica toxicidad 

o bien sea por ser posible fuente de contaminación para su entorno, o bien por ambas 

cuestiones, esta condición no va cambiar desde un punto de vista técnico y ambiental por 

un simple cambio en su denominación jurídica, siendo por tanto peligroso en todos los 

casos, si bien entendemos que las implicaciones jurídicas que de esto se derivan podrán ser 

diferentes dependiendo de que se trate de un residuo o un recurso. 

En relación a los residuos de la minería metálica, hay que indicar lo siguiente: 

• Hay que tener en cuenta, que en el contexto nacional de lo que se dispone, a fecha de 

hoy, es básicamente de un “Manual para la evaluación de riesgos de instalaciones de 

residuos de industrias extractiva cerradas o abandonadas”, que estandariza y propone 

metodologías para establecer y priorizar los niveles de riesgo ambiental de la 

antiguas explotaciones de minería, sobre todo de las clausuradas. 

• Por su parte, el título previo del Real Decreto 975/2009 decía que tras cuatro años, es 

decir en 2013, estaría elaborado un inventario de las instalaciones de residuos 

mineros clausuradas, incluidas las instalaciones abandonadas, y que dicho inventario 

serviría de base a un programa de medidas adecuado en el ámbito de las competencias 

estatales y de las CC.AA. A fecha de hoy, dos años después de la finalización del plazo, 

este inventario sigue sin estar elaborado, al menos en un porcentaje importante. 

• Por tanto, lejos de estar hecho este inventario, lo único, aunque importante, que se ha 

abordado ha sido la elaboración de un documento técnico metodológico, lo cual se 

aleja del mandato recogido en el título previo del Real Decreto 975/2009. En este 
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sentido, es de gran importancia, desde el punto de vista de la salud ambiental de los 

entornos de las zonas mineras, y obligatorio desde el punto de vista legal, que las 

distintas Administraciones Competentes aborden con carácter urgente la 

elaboración de este inventario tomando como base, por ejemplo, el manual técnico 

anteriormente citado. 

En cualquier caso, el marco técnico delimitado por el manual de referencia, no haría 

sino establecer una tipificación de las distintas instalaciones de residuos mineros en función 

de sus riesgos asociados. En este sentido, y sin menoscabo del citado manual, esta 

evaluación debería ser complementada, en nuestra opinión, con la aplicación de las 

técnicas más efectivas y novedosas dentro del campo de la regeneración ambiental y 

minimización de riesgos, de acuerdo a lo ya contemplado en la disposición adicional 

tercera del RD 975/2009, algo que debería estar complementado con acciones de 

evaluación y seguimiento a lo largo del tiempo de los niveles de emisión de elementos 

contaminantes por parte de las superficies sobre las que se ha actuado con la finalidad de 

llevar a cabo una minimización de riesgos. 

Como apoyo de esto, indicar estos dos puntos: 

• Es de resaltar la dudosa efectividad que desde el punto de vista técnico, de la cadena 

trófica y de la salud ambiental de las zonas de minería metálica y su entorno, han 

tenido muchas de las tecnologías de restauración aplicadas hasta la actualidad, lo cual 

nos ha de obligar a mejorar en la efectividad de estas técnicas de restauración y 

minimización de riesgos. 

• Al igual que ocurre con otros emplazamientos contaminados o fuentes de 

contaminación, sería necesario una evaluación en continuo de los niveles de emisión 

de los contaminantes, tanto al medio atmosférico, como edáfico e hídrico (superficial 

y subterráneo), lo cual requeriría de la inclusión en la legislación de niveles máximos 

admisibles, así como medidas de seguimiento y control extendidas en el tiempo 

durante periodos, en principio, indefinidos. Para ello, o bien se pueden adoptar los 

niveles de referencia adoptados por normativas con las que podrían interrelacionar, o 

bien se deberían elaborar tablas de valores genéricos propios. 

En cualquier caso, toda esta aplicación de la normativa actual, afectaría básicamente 

a las explotaciones cerradas o abandonadas, pero ¿se incluirían aquí las explotaciones que 

mantienen aún su concesión pero con suspensión temporal de actividades? Y en relación a 
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las explotaciones en vigor, ¿no se aplicaría ningún tipo de medida específica análoga para 

la minimización de riesgos? Por tanto, en relación a la existencia misma de normas relativas 

a la minimización de riesgos, así como a la aplicación y/o aplicabilidad de la misma, son 

muchas las dudas o puntos no abordados o clarificados que deberían ser abordados de 

manera urgente desde un punto de vista normativo con la finalidad, por un lado, de 

minimizar los riesgos en todas las fases de una explotación minera, pero también en 

relación a la gestión y posibles usos de los distintos tipos de residuos mineros existentes. 

A este respecto, hay que resaltar un vez más el vacío legal en el que se mueven 

estos residuos mineros peligrosos, algo que se traduce en la ausencia de una 

adecuación efectiva de las prácticas de manejo y gestión que de estos residuos peligrosos 

se hacen en las explotaciones mineras. Por otro lado, y al igual que ocurre para los suelos, 

existen carencias, según nuestro criterio, a la hora de establecer los niveles máximos de 

contaminantes metálicos en los residuos, en el sentido de no considerar ni los procesos de 

especiación, ni de fijar tampoco los protocolos estandarizados que nos permitan establecer 

con criterios técnicamente solventes los valores reales de contaminantes metálicos capaces 

de generar riesgo. 

Un aspecto positivo del Real Decreto 975/2009, es que supera con creces el objetivo 

de la Directiva 2006/21/CE, en el sentido de otorgar un sentido de protección más amplio, 

que no sólo atiende a la gestión de los residuos mineros sino que también comprende la 

investigación y aprovechamiento de los recursos, no limitándose a transponer la norma 

europea, sino que ha optado por completar las disposiciones comunitarias con otras normas 

españolas vigentes y, en algunos casos, más restrictivas. Otro avance que ha supuesto este 

real decreto, está el control de la Comisión Europea al garantizar la remisión cada tres 

años de un informe sobre la aplicación del Real Decreto, que tomará como referencia los 

criterios de estudio que indique la propia Comisión y se basará en los datos aportados por 

las Comunidades Autónomas. A este respecto, esta norma supone un avance, si bien con 

escasa traslación práctica, razón por la cual entendemos que estas medidas se deberían 

aplicar de una forma más continuada y visible. 

Desde el punto de vista toxicológico, y por tanto de riesgo, solo algunas de las 

fracciones (soluble, ligada a carbonatos, etc.) a las que aparecen ligados los elementos traza 

están en disposición de pasar al medio de una forma más o menos rápida, produciendo así 

riesgo y contaminación; son las llamadas fracciones biodisponibles. Pues bien, las 

diferentes normativas reguladoras de residuos de ámbito nacional (LRSC y RD 975/2009), 
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así como las autonómicas y la mayor parte de las europeas, no tienen estos aspectos en 

consideración. La mayor parte de la normativa española referida a estos temas está, por 

tanto, obsoleta desde el punto de vista técnico y del estado de conocimiento actual, al estar 

basada en interpretaciones del comportamiento y toxicidad de los elementos traza 

superados hoy día. Así, se hace necesario la adopción de una metodología basada en los 

estudios de fraccionamiento y especiación de los elementos traza en los residuos 

mineros, que haga posible lo indicado anteriormente. 

Por último, hay que tener en cuenta la disposición geográfica y orográfica de estos 

terrenos mineros, conjuntamente con el escaso valor de estos residuos y su gran volumen. 

Este hecho, resulta ser un factor diferenciador de estos residuos mineros en relación a los 

residuos peligrosos industriales más convencionales. Precisamente, debido a estas 

peculiaridades de los residuos de la minería metálica, cuando estos presentan el carácter de 

peligroso, difícilmente les resultará aplicable desde un punto de vista técnico-práctico las 

normas de control a las que se ven sometidos los residuos industriales peligrosos con 

carácter general, o llegados al caso habría que tener en cuenta estas peculiaridades a la hora 

de poder aplicar los residuos con carácter general. Hay que tener en cuenta que estas 

medidas se suelen basar en aspectos tales como la inertización o el confinamiento en 

bidones o recintos de aislamiento (vertederos específicos), algo que resulta inviable para 

las explotaciones mineras desde el punto de vista económico y técnico. Estos factores 

determinan como tratamiento más viable el tratamiento in situ de estos residuos, si bien 

para ello se hace necesaria la adopción de tecnologías efectivas, de bajo impacto 

ambiental y de poco coste económico, tecnologías que entendemos hay que fomentar 

como campo prioritario dentro de las líneas de investigación, para luego su traslación al 

sector de la gestión y manejo de los residuos y sus depósitos. 

Por tanto, y a modo de resumen, en nuestra opinión es mucho en lo que la normativa 

relativa a residuos,  y más concretamente en lo relativo a los residuos considerados en la 

categoría de peligrosos y a los residuos mineros, debe avanzar en pos de una adaptación al 

conocimiento disponible hoy día, y por tanto de una mejor y más adecuada gestión de los 

residuos afectados por elementos traza. En otras palabras, consideramos como básica la 

elaboración de una normativa propia, actualizada al conocimiento científico-técnico 

actual y a las peculiaridades de estos residuos mineros. A este respecto, consideramos como 

básico que esta nueva normativa tenga clara la consideración de la peligrosidad, o 

toxicidad, de cualquier material como una propiedad intrínseca e inherente a la 
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naturaleza del material, con independencia de su consideración jurídica como residuo, 

subproducto, recurso, etc. de tal forma que nunca se regule sobre esta característica, la 

peligrosidad, teniéndola o no en cuenta dependiendo de que se trate de un residuo o un 

recurso. En nuestra opinión, si un material tiene peligrosidad, esto siempre debe figurar 

y deber ser tenido en cualquier norma que regule su uso o gestión. 

 

4ª- La adecuación del marco normativo regulatorio de los suelos contaminados 

al caso concreto de los suelos contaminados de zonas de minería metálica: la normativa 

relativa al suelo contaminado se incluye en el ámbito español de forma conjunta con los 

residuos, aunque con un título propio y un régimen jurídico propio, por lo tanto con 

autonomía respecto de los residuos en lo que a su declaración, responsabilidades, gestión 

etc., concierne (LRSC).En este sentido, y dada la entidad de este recurso, se recomendaría 

que al igual que la legislación alemana reguló en su momento la protección del suelo con 

una ley federal exclusiva, la legislación nacional debería desarrollar algo parecido. 

En cualquier caso, entendemos que para el caso de los suelos mineros, en la medida 

en que están regulados por el RD 975/2009, se debe aplicar de forma supletoria tanto la 

LRSC como el RD 9/2005 en lo relativo a suelos mineros, en todo aquello que no esté 

regulado por la normativa minera. Reforzando esta idea, hay que recordar que esta 

supletoriedad de la LRSC aparece directamente citada en el artículo 2 del RD 975/2009, 

que se refiere al ámbito de aplicación de este Real Decreto. Además, hay que tener en 

cuenta que para la caracterización de los suelos contaminados, la LRSC remite al RD 

9/2005 como normativa de referencia, por lo que entendemos que esta norma también actúa 

de forma supletoria, y también hay que indicar que el apartado 1.3 del Anexo I del propio 

RD 975/2009 relativo a la clasificación y caracterización de los residuos de las industrias 

extractivas recoge literalmente la supletoriedad de este RD 9/2005 a efectos de evaluar la 

toxicidad y/o riesgos de los materiales mineros. 

Por tanto, en nuestra opinión, esta supletoriedad de la normativa minera, y en 

particular del RD 975/2009, respecto de la normativa sectorial de residuos y suelos 

contaminados, es decir la LRSC y el RD 9/2005, se centra sobre todo en aspectos técnicos 

relativos a la evaluación de las características y peligrosidad de los suelos mineros 

afectados básicamente por elementos traza, lo que supone, por extensión, que este RD 
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975/2009 presenta las mismas limitaciones y desfases respecto del conocimiento científico-

técnico actual que presentan sus normativas supletorias. 

De la confrontación de los conocimientos científico-técnicos actuales con las 

normas que regulan tanto los suelos en general, como los suelos contaminados en particular, 

surgen una serie de carencias normativas que merecen nuestra consideración. Así, se han 

detectado diversas disparidades entre las consideraciones jurídicas y las implicaciones 

técnicas y medioambientales (toxicológicas) de los suelos afectados por residuos de la 

minería metálica. De este modo, la consideración actual supone: 

• La no aplicación, de facto, de la LRSC y demás normativa relativa a los suelos en el 

dominio de la concesión minera mientras la misma está en vigor, con independencia de 

que se encuentre en activo o bajo suspensión temporal, ya que la norma excluye el 

sector minero de forma expresa. 

• La existencia de un cierto limbo jurídico de los suelos y residuos de minería metálica 

de las explotaciones clausuradas, en tanto y en cuanto queda un cierto vacío legal 

desde el marco normativo español con la LRSC y desde el Marco Normativo Europeo, 

al encontrarse derogada la Directiva Seveso II, mientras que la vigente Seveso III 

excluye directamente a estos suelos y residuos mineros contaminados.  

El tratamiento que recibe el suelo en la LRSC es el de un recurso dinámico que está 

contaminado. Así, se le considera como un agente receptor de contaminación, considerando 

el sentido dinámico del suelo, al poder actuar de forma prácticamente simultánea como 

recurso contaminado y como agente contaminante. Por otro lado, en la medida en la que se 

trata de un recurso natural, es de gran importancia que este suelo reciba un tratamiento 

diferente al de los residuos mineros, algo que no ocurre en la actualidad con la normativa 

minera vigente. 

La regulación normativa actual de la gestión de suelos contaminados viene recogida 

en la ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados (LRSC), que regula 

dos materias: el marco general de los residuos y su gestión, y los suelos contaminados. A 

su vez, la legislación básica en materia de protección de suelos, LRSC, se encuentra 

desarrollada por el RD 9/2005 para el caso concreto de los suelos contaminados. A este 

respecto, sería muy positivo la promulgación de una Ley o normativa propia del suelo, 

dada la gran trascendencia ambiental y humana que este recurso tiene, incluidos todos los 

aspectos relacionados con su contaminación y degradación. 



  277 

Se ha suscitado un debate en el ámbito jurisdiccional europeo, con importantes 

consecuencias jurídicas, sobre si un suelo contaminado se puede considerar o no residuo. 

Así, si el suelo contaminado se calificase como residuo, el régimen jurídico aplicable sería 

el de residuos, mientras que si el suelo contaminado se entendiese como un bien jurídico 

diferenciado, le será aplicable su propia normativa. En el ámbito español, se ha optado por 

su consideración jurídica individual y diferenciada de los residuos, por lo que no resulta 

muy justificado el hecho de que la norma vigente, la LRSC, considere dentro de su texto 

ambos elementos, es decir tanto a los suelos contaminados como a los residuos. Estos 

argumentos son una vez más, una motivación clara en el sentido de demandar la 

promulgación de una Ley o normativa propia del suelo. 

La LRSC mantiene vigente el RD 9/2005, por lo que se encuentra desarrollada por 

el mismo reglamento que la anterior normativa, LR, derogada por la LRSC. La Ley 22/2011 

encomienda al Gobierno nuevamente la publicación de una lista de actividades 

potencialmente contaminantes del suelo mediante desarrollo reglamentario (Art.33.1), 

estando aún pendiente este nuevo desarrollo reglamentario, por lo que supletoriamente, y 

en lo que no contradiga la Ley 22/2011, se seguirá aplicando el RD 9/2005. Este nuevo 

reglamento debería haber sido ya elaborado por la comisión de coordinación en materia de 

residuos, ya que el plazo legal acabó en 2014 y que sigue sin llevarse a cabo. Por tanto, 

sería necesario, igualmente, adaptar la LRSC al nuevo marco normativo vigente, de tal 

forma que su referencia en relación a los suelos contaminados no fuese el del RDSC sino 

una norma más actualizada. 

En la normativa actual, el carácter de un suelo como residuo o recurso, según los 

casos, no está tan claro. Así, son varias las consideraciones al respecto, con opiniones en 

muchos casos contradictorias. A este respecto, la DMR2008/98/CE, contempla esta 

cuestión y da un paso más ya que aquel suelo contaminado que haya sido excavado, es 

decir, que pase a ser un bien mueble, será tratado por la legislación de residuos. El hecho 

de que esta Directiva Marco de Residuos recogiese esta interpretación de los residuos como 

bienes muebles, resulta de extrema relevancia, en la medida de que al tratarse de una 

Directiva Marco los conceptos aquí fijados marcarán y regularán al resto de Directivas 

europeas que pudiesen estar afectadas por esta temática. También aquellos suelos 

contaminados que no hayan sido excavados están excluidos de la aplicación de esta 

Directiva, al no ser considerados como residuos, es decir, que son bienes inmuebles, por lo 

que se apoya el que sean considerados como recurso. Sin embargo, en la normativa nacional 
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sobre este tema la cuestión no queda suficientemente clarificada, razón por la cual 

consideramos de gran interés el incluir esta interpretación sobre que los suelos 

excavados (bien mueble) deben ser considerados por la normativa de residuos, mientras 

que los no excavados (bien inmueble) deberían ser abordados por las leyes de suelos, en 

las normativas futuras que se deberán elaborar sobre estos temas. Por tanto, resulta 

evidente que el marco normativo a aplicar para los suelos y residuos debe fijar de forma 

meridianamente clara los supuestos en los que un suelo se considera como tal. 

Las zonas mineras incluyen suelos naturales, escombreras y depósitos, o balsas, de 

residuos o lodos mineros, que conforman finalmente el suelo minero que jurídicamente 

tendrá la consideración de residuo minero, a nuestro parecer. Pero la exclusión de los 

suelos mineros contaminados, en la normativa relativa a suelos, supone una carencia 

legislativa. Para ser más claros con este término, se podría definir al suelo minero tanto 

como aquel suelo natural que se encuentra dentro de un distrito minero, con un mayor o 

menor grado de afección por los residuos mineros cercanos, como aquellos suelos que 

mezclados conjuntamente con residuos mineros y no excavados, se ubican en estos distritos 

mineros sometidos a las leyes de evolución edafogenéticas que afectan a los suelos 

naturales de su entorno. Igualmente, se deberían considerar los suelos de nueva formación 

y específicos de estos ambientes mineros, surgidos a partir de la acción de los factores y 

procesos edafogenéticos sobre la superficie de los depósitos de los residuos mineros. En 

nuestra opinión, al tratarse de un recurso, el suelo, afectado en mayor o menor medida 

por los residuos mineros, sean estos inertes o tóxicos, debería ser considerado como un 

objeto jurídico diferenciado de los propios residuos mineros, debiendo recibir, en 

consecuencia, un tratamiento totalmente diferente (recurso, subproducto o suelo), algo 

que no ocurre en la actualidad con la normativa vigente que regula este tema. 

En relación a los suelos localizados en explotaciones mineras con concesión en 

vigor y activas, tanto si nos encontramos con suelos no contaminados, como aquellos que 

están contaminados, entendemos que se aplica de manera rotunda toda la normativa 

relativa a la minería y a las industrias extractivas, en tanto y en cuanto en esa fase todo 

los recursos disponibles en el ámbito de la concesión minera debe ser considerado como 

recurso minero, y por tanto debe estar supeditado en exclusividad a la normativa minera. 

Por su parte, en el caso de los suelos mineros en explotaciones fuera de uso, sean 

estas con concesión en vigor o con concesión caducada, no encuentran aplicación en la 

normativa referida a la gestión de las industrias extractivas (RD 975/2009) en cuanto a la 
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consideración de suelos mineros. Es por ello, que se considera más adecuada la regulación 

de estos suelos mineros conforme a la normativa básica de suelos contaminados 

(LRSC). Estaríamos hablando, por tanto, de aplicar el principio de supletoriedad en 

relación a la consideración y gestión de un suelo contaminado, aplicando por tanto de 

manera supletoria la LRSC, así como el Real Decreto en materia de suelos contaminados 

que lo desarrolla, es decir el RDSC. En la medida en la que el suelo minero no queda 

regulado en el RD 975/2009, estos suelos se quedarían en una situación “alegal” de la que 

se derivan riesgos graves para la salud humana y para el medio ambiente. Por esta razón, 

adquiere más sentido, si cabe, la aplicación de forma supletoria de la normativa de 

suelos contaminados a este tipo de materiales. Por tanto, en nuestra opinión, dadas las 

limitaciones de la normativa minera en relación a la gestión y manejo de los residuos y 

suelos contaminados, entendemos que sí debería aplicar la normativa de suelos (LRSC, 

RDSC), aun teniendo en cuenta las especificidades de estos materiales y de la situación 

administrativa concreta de esta explotación, pero que en cualquier caso deberían asegurar 

el control de la contaminación y de la minimización de los impactos ambientales sobre las 

zonas mineras y sus zonas aledañas. 

En nuestra opinión, en el caso concreto de la explotación clausurada, la misma 

debería dejar de ser considerada como concesión minera y por ello se debería regular por 

la legislación relativa a residuos y suelos contaminados (LRSC, RDSC).Por tanto, si al 

someterse a evaluación de riesgo, ese suelo se declarase como contaminado, y además su 

manejo y gestión se produjese en su mismo emplazamiento, sin remoción ni extracción, es 

decir in situ, esto conllevará la consideración de este material como un bien “inmueble”, y 

en consecuencia como recurso, tal y como se deriva de la DMR de 2008. 

Por otro lado, en relación a los niveles límite, o de referencia, utilizados por las 

distintas legislaciones para establecer los valores elementales de contaminación, o de 

intervención, en los suelos, son diversas las carencias, algunas de ellas de gran 

transcendencia, según nuestro criterio. En primer lugar, la primera y principal carencia de 

estas normativas se detecta en relación con la especie, o fracción metálica, considerada. En 

este sentido, se necesita una modernización de los criterios técnicos para declarar un 

suelo como contaminado, en particular respecto de los elementos traza, con la finalidad 

de adaptar el marco normativo al grado de conocimiento científico-técnico actual 

basado en estudios de extracciones secuenciales y fraccionamiento de los elementos traza 

estudiados. 
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Igualmente, dada la gran cantidad de metodologías y protocolos para la evaluación 

de la toxicidad y riesgo asociado a los suelos contaminados, en particular por elementos 

traza, se requiere de una estandarización, de una homogeneización de estos protocolos 

respecto de los requisitos técnicos, de tal forma que el marco normativo vigente 

recomiende metodologías y criterios de evaluación de la contaminación, toxicidad y 

riesgos, comunes que permitan comparar los resultados en diferentes ámbitos. Esta 

cuestión, sin duda, facilitaría el trabajo de control y manejos de los suelos contaminados al 

uniformizar metodologías y protocolos avanzados capaces de generar resultados 

comparables en diferentes ámbitos. En nuestra opinión, este debe ser otro de los puntos 

fundamentales en los que la norma debería avanzar en un futuro próximo. 

Por tanto, y a modo de resumen, en nuestra opinión es mucho en lo que la normativa 

relativa a suelos mineros, y contaminados en general, debe avanzar para adecuarse al 

conocimiento disponible hoy día, y por tanto de una mejor y más adecuada gestión de este 

recurso afectado por elementos traza. En otras palabras, consideramos como básica la 

elaboración de una normativa propia, actualizada al conocimiento científico-técnico 

actual y a las peculiaridades de estos suelos contaminados, en general, y mineros, en 

particular. 

 

5ª- La adecuación del marco normativo regulatorio de las zonas de minería 

metálica a la conservación del patrimonio geológico-minero: al hilo del esquema que 

estamos siguiendo debemos comentar lo que sucede con las antiguas explotaciones mineras 

que se encuentran abandonadas, es decir con las concesiones ya clausuradas. Las mismas 

presentan, históricamente en muchos casos, estructuras, ingenios u elementos constructivos 

varios, así como los huecos de las extracciones mineras y depósitos de residuos mineros, 

dando así lugar a paisajes que en ocasiones suponen un importante patrimonio cultural, 

natural y geológico. 

En este sentido, además de las consideraciones económicas y sociales, las minas 

juegan otro papel fundamental; revelan objetos geológicos que en circunstancias normales 

no se verían. Así, uno podría considerar a las minas no como un problema,sino como una 

oportunidad. Los distritos mineros o áreas mineras acaban por ser abandonados, 

encontrándose en ellas dos tipos de patrimonios, el Geológico y el Minero, ambos 
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estrechamente vinculados entre sí a las áreas mineras. En estos casos, se utiliza el término 

Patrimonio Geominero.  

Desde el punto de vista legal, por encima de las protecciones patrimoniales se 

encuentra la protección de la salud humana y del ecosistema de las afecciones de 

contaminación en agua, atmósfera y suelo, por lo que la protección del medio ambiente 

queda bajo la protección de la legislación relativa al derecho penal. Este hecho no hace sino 

poner de relieve la existencia de una problemática más general, ya que sería difícil encontrar 

lugares mineros, de minería metálica al menos con la consideración Patrimonio Geológico, 

y que no presenten problemas, en mayor o menor grado en relación a su grado de 

contaminación, y por tanto de generación de riesgos para la salud ambiental de su entorno. 

Todo esto nos lleva al punto de estar obligados a buscar la compatibilización entre las 

figuras de protección del Patrimonio y las de minimización de los riesgos asociados a 

la contaminación. 

En este sentido, cualquier trabajo de protección de este Patrimonio asociado a 

antiguas zonas de minería, debería comenzar con medidas de evaluación del riesgo y 

posterior propuestas de manejo orientadas hacia una corrección, mitigación o 

eliminación de los contaminantes de los sitios mineros que pudieran tener efectos 

adversos sobre el medioambiente o la salud humana. En este sentido, es de vital 

importancia que las restauraciones y minimizaciones de riesgos se hagan conforme a 

técnicas de restauración y minimización de riesgos de alta efectividad, algo que no siempre 

ha sido así. De no ser así, es decir, si se aplicasen tecnologías poco eficientes, estaríamos 

al cabo de poco tiempo de nuevo ante un problema de salud ambiental que haría, desde un 

punto de vista técnico, de salud pública y legal, inviable la conservación de este Patrimonio. 

Por tanto, cualquier medida de corrección medioambiental, debe de ser respetuosa con esos 

valores, y respetar el paisaje minero en lo posible. 

Indicar además, que el tratamiento de normativo de muchos aspectos relativos a los 

suelos y residuos de la minería metálica, entendemos, que permanecen hoy día en un limbo 

jurídico dentro del marco normativo español. Esta situación de “no regulación” o de 

“regulación inadecuada” de estos materiales está permitiendo la utilización de estos suelos 

y residuos peligrosos para actividades industriales o de construcción que no están haciendo 

sino contribuir a la dispersión de la contaminación y de los riesgos para la salud ambiental 

asociados a la existencia de este tipo de materiales. En nuestra opinión, la implementación 

de una serie de mejoras, como las recogidas en esta memoria, deberían traducirse en una 



  282 

clara mejora de la evaluación de la contaminación, toxicidad y riesgo asociado a los suelos 

y residuos mineros, lo que en la práctica significaría una gestión de estos materiales más 

adecuada y conforme a sus características y peligros asociados, evitando así muchas malas 

prácticas que se han venido haciendo hasta ahora en estas zonas de minería metálica y en 

su entorno. 

Para finalizar, a modo de conclusión general de toda la memoria, se puede decir 

que el marco normativo relativo a los suelos y residuos de la minería metálica, necesita 

de una clara actualización y dinamización que asegure su confluencia con el nivel de 

conocimientos científicos y técnicos, de una forma continua, para de este modo ser más 

adecuada y eficiente a la hora de caracterizar, gestionar y manejar estos suelos y residuos, 

así como sus depósitos. Esto supondría la asunción, por parte de la normativa 

correspondiente, de los principios y metodologías científico-técnicas, así como de 

aspectos fundamentales como los de la toxicidad, biodisponibilidad, procesos y 

dinámicas de dispersión de los contaminantes, estabilidad de los depósitos de residuos, 

riesgos por contacto directo y efectividad de las labores de restauración y/o sellado de 

estos depósitos.  

Por tanto, en nuestra opinión es mucho en lo que la normativa relativa a suelos y 

residuos mineros, debe avanzar para adecuarse al conocimiento disponible hoy día, y por 

tanto de una mejor y más adecuada gestión de estos materiales, por lo que consideramos 

como básica, necesaria e inexcusable la elaboración de una normativa propia y 

específica, dadas las peculiaridades de estos materiales, de gestión de los suelos y 

residuos de la minería metálica, actualizada al conocimiento científico-técnico actual y a 

las peculiaridades de estos suelos y residuos mineros. A este respecto, consideramos como 

básico que esta nueva normativa tenga clara la consideración de la peligrosidad, o 

toxicidad, de cualquier material como una propiedad intrínseca e inherente a la 

naturaleza del material, con independencia de su consideración jurídica como residuo, 

subproducto, recurso, etc. de tal forma que nunca se regule sobre esta característica, la 

peligrosidad, teniéndola o no en cuenta dependiendo de que se trate de un residuo o un 

recurso. En nuestra opinión, si un material tiene peligrosidad, esto siempre debe figurar 

y deber ser tenido en cualquier norma que regule su uso o gestión.  

El no disponer de un marco jurídico adecuado en relación a los suelos 

contaminados y residuos de las industrias extractivas, y en particular de los suelos y 

residuos de la minería metálica, está provocando una inexacta estimación de la toxicidad 
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y riesgo de estos materiales, y por tanto unas prácticas y manejos inadecuados que, en 

muchos casos, están generando riesgos para la salud ambiental en zonas periféricas, y a 

veces incluso alejadas, de las áreas mineras. En consecuencia, la elaboración de una nueva 

normativa específica que tenga en cuenta los avances científico-técnicos y la minimización 

de riesgos de una forma efectiva, debería traducirse en un mayor control, de forma 

continuada en el tiempo, de los riesgos asociados a estos suelos y residuos de la minería 

metálica, al igual que una clarificación de los procedimientos de cómo tratar estos 

materiales, de las limitaciones de sus usos y de las actividades a realizar en estos 

espacios contaminados. 
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ANEXOS 

ANEXO I. LEGISLACIÓN EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE SUELOS. 

 

NORMATIVA COMUNITARIA. 

 COM. 2002. Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité 

de las Regiones. Hacia una estratégica temática para la protección del suelo. Comisión de 

las Comunidades Europeas. Bruselas, 39 pp. 

 COM. 2006a. Propuesta de Directiva 2004/35/CE sobre la protección del suelo. Bruselas, 

232 pp. 

 COM. 2006. Comunicación del 22 de septiembre de 2006 de la Comisión al Consejo, al 

Parlamento Europeo, al Comité Económico y Social Europeo y el Comité de las Regiones: 

Estrategia Temática para la Protección del Suelo. Bruselas: Comisión Europea. 

 Decisión de la Comisión de 30 de abril de 2009 por la que se completa la definición de 

residuos inertes en aplicación del artículo 22, apartado 1, letra f), de la Directiva 

2006/21/CE del Parlamento Europeo y del Consejo sobre la gestión de los  residuos de 

industrias extractiva. 

 Decisión de la Comisión de 18 de diciembre de 2014 por la que se modifica la Decisión 

2000/532/CE, sobre la lista de residuos, de conformidad con la Directiva 2008/98/CE del 

Parlamento Europeo y del Consejo. (2014/955/UE). 

 Directiva 67/548/CEE del Consejo, de 27 de junio de 1967, relativa a la aproximación de 

las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas en materia de clasificación, 

embalaje y etiquetado de las sustancias peligrosas. Derogada por el Reglamento (CE) no 

1272/2008. 

 Directiva 91/689/CEE del Consejo, de 12 de diciembre de 1991, relativa a los residuos 

peligrosos. Derogada. 

 Directiva 1999/45/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 31 de mayo de 1999 sobre 

la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros relativas a la clasificación, el envasado y el etiquetado de preparados 

peligroso. 

 Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2000, 
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por la que se establece un marco comunitario de actuación en el ámbito de la política de 

aguas. 

 Directiva 2006/121/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de diciembre de 2006, 

por la que se modifica la Directiva 67/548/CEE del Consejo, relativa a la aproximación de 

las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas en materia de clasificación, 

embalaje y etiquetado de las sustancias peligrosas, para adaptarla al Reglamento (CE) nº 

1907/2006, relativo al registro, la evaluación, la autorización y la restricción de las 

sustancias y preparados químicos (REACH), y por el que se crea la Agencia Europea de 

Sustancias y Preparados Químicos. 

 Directiva 2008/98/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de noviembre de 2008, 

sobre los residuos y por la que se derogan determinadas Directivas. DOUE nº 312. 

22/11/2008. 

 Directiva 2013/30/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de junio de 2013, por 

la que se modifica la Directiva 2004/35/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 

de abril de 2004. 

 Reglamento (CE) nº 1907/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de diciembre 

de 2006, relativo al registro, la evaluación, la autorización y la restricción de las sustancias 

y preparados químicos (REACH), por el que se crea la Agencia Europea de Sustancias y 

Preparados Químicos, se modifica la Directiva 1999/45/CE y se derogan el Reglamento 

(CEE) nº 793/93 del Consejo y el Reglamento (CE) nº 1488/94 de la Comisión así como la 

Directiva 76/769/CEE del Consejo y las Directivas 91/155/CEE, 93/67/CEE, 93/105/CE y 

2000/21/CE de la Comisión. 

 Reglamento (CE) nº 440/2008 de la Comisión, de 30 de mayo de 2008, por el que se 

establecen métodos de ensayo de acuerdo con el Reglamento (CE) nº 1907/2006 del 

Parlamento Europeo y del Consejo relativo al registro, la evaluación, la autorización y la 

restricción de las sustancias y preparados químicos (REACH). 

 Reglamento (CE) nº 1272/2008 de 16 de diciembre de 2008, sobre clasificación, etiquetado 

y envasado de sustancias y mezclas, y por el que se modifican y derogan las Directivas 

67/548/CEE y 1999/45/CE y se modifica el Reglamento (CE) nº 1907/2006. 

 Reglamento (UE) no 1357/2014 de la Comisión de 18 de diciembre de 2014 por el que se 

sustituye el anexo III de la Directiva 2008/98/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 

sobre los residuos y por la que se derogan determinadas Directivas. 
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 Reglamento (UE) 2015/1221 de la Comisión de 24 de julio de 2015 por el que se modifica 

el Reglamento (CE) no 1272/2000 del Parlamento Europeo y del Consejo sobre 

clasificación, etiquetado y envasado de sustancias y mezclas, a efectos de su adaptación al 

progreso técnico y científico. 

 

LEGISLACIÓN BÁSICA ESTATAL. 

 Ley 10/1998 de, 21 de abril, de Residuos. (Boletín Oficial del Estado, 22 de abril de 

1998, núm. 96, p 13384(13), 13372.  

 Ley 22/2011 de, 28 de julio de Residuos y Suelos contaminados. Boletín Oficial del Estado 

,29 de julio de 2011, núm. 181, pp. 85650-85705. 

 Ley 26/2007 de, 23 de octubre de Responsabilidad Medioambiental. Boletín Oficial del 

Estado, de 24 octubre de 2007, núm 255, pp. 43229-43250. 

 Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental. 

 Ley 11/2014, de 3 de julio, por la que se modifica la ley 26/2007, de 23 de octubre, de 

Responsabilidad Medioambiental. 

 Orden MAM/304/2002, de 8 de febrero, por la que se publican las operaciones de 

valorización y eliminación de residuos y la lista europea de residuos. 

 Real Decreto 1310/1990, de 29 de octubre, por el que se normaliza la utilización de los 

lodos de depuración en el sector agrario. BOE núm. 262, de 1 de noviembre de 1990, PP. 

32339 - 32340. 

 Real Decreto 9/2005, de 14 de enero, por el que se establece la relación de actividades 

potencialmente contaminantes del suelo y los criterios y estándares para la declaración de 

suelos contaminados. Boletín Oficial del Estado ,18 de enero de 2005, núm. 15, pp.1833-

1843. 

 Real Decreto 2090/2008, de 22 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de 

desarrollo parcial de la Ley 26/2007, de 23 de octubre de responsabilidad medioambiental. 

Boletín Oficial del Estado, de 23 de diciembre de 2008, núm. 308, pp. 51626 a 51646. 

 Real Decreto 183/2015, de 13 de marzo, por el que se modifica el Reglamento de desarrollo 

parcial de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad Medioambiental, aprobado 

por el Real Decreto 2090/2008, de 22 de diciembre. 
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 Real Decreto 2090/2008, de 22 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de 

desarrollo parcial de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de Responsabilidad 

Medioambiental. 

 

LEGISLACIÓN AUTONÓMICA. 

Andalucía 

 Orden de la Consejería de Medio Ambiente de la Junta de Andalucía 18 de diciembre de 

1998,por el que se fijan las concentraciones limite en los suelos afectados por el accidente 

minero de Aznalcollar, para el zinc, cadmio, cobre, plomo y arsénico. 

 Decreto 236/2005, de 25 de octubre, por el que se declara BIC la Zona Minera de Riotinto-

Nerva, ubicada en los términos municipales de Minas de Riotinto, Nerva y El Campillo, en 

Huelva. B.O.J.A. 228 de 22 de noviembre de 2005. 

 Ley 7/2007, de 9 de agosto de 2007, de gestión integrada de la Calidad Ambiental. BOE 

núm. 190, páginas 34118 a 34169  

Aragón 

 Orden 5 de Mayo de 2008 del Departamento de Medio Ambiente por la que se procede al 

establecimiento de los niveles genéricos de referencia para la protección de la salud humana 

de metales pesados y otros elementos traza en los suelos de Aragón.  

Canarias 

 Ley 1/1999, de 29 de enero, de residuos de Canarias.  

 Decreto 147/2007, de 24 de mayo, por el que se regula el régimen jurídico de los suelos 

contaminados en la comunidad autónoma de Canarias y se crea el Inventario de Suelos 

Contaminados de Canarias. 
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Galicia. 

 Ley 10/2008, de 18 de noviembre, de residuos  

 Decreto 60/2009, de 26 de febrero, sobre suelos potencialmente contaminados declaración 

de suelos contaminados y procedimiento para la declaración de suelos contaminados. 

DOGA nº 57, de 24 de Marzo de 2.009. 

La Rioja 

 La Rioja (Niveles genéricos de referencia calculados para La Rioja -IGME, 2007- y 

publicado en www.larioja.org. 

Madrid. 

 Ley 5/2003, de 25 de marzo, de residuos.  

 Decreto 326/1999, de 18 de noviembre por el que se establece el régimen jurídico de los 

suelos contaminados. 

 Orden 2770/2006, 11 de agosto de 2006, del Consejo de Medio Ambiente y Ordenación 

del Territorio que se establecen los niveles genéricos de metales pesados y otros elementos 

traza de la comunidad de Madrid.  

 Orden 761/2007,de 2 de abril del Consejo de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio 

que modifica la orden anterior que se establecen los niveles genéricos de metales pesados 

y otros elementos traza de la Comunidad de Madrid.  

 Suelos contaminados. Disponible en http://www.madrid.org . [Consulta: 8-04-2014] 

Murcia. 

 Decreto 93/2009, de 30 de abril, del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de 

la Región de Murcia, por el que se declara bien de interés cultural (BIC), con categoría de 

sitio histórico, la Sierra Minera de Cartagena y La Unión (Murcia). B.O.R.M. nº 99 de 2 de 

mayo de 2009. 

País Vasco.  

 Ley 1/2005, de 4 de febrero, para la prevención y corrección de la contaminación del suelo. 

BOE de 14 de noviembre de 2005, núm. 274, pp.117142-117172. 

 Ley 3/1998, de 27 de febrero, sobre normas reguladoras de protección del medio ambiente. 

BOVP, de 27 de marzo de 1998, núm. 59, pp. 5321-5379. 

http://www.xunta.es/doc/Dog2009.nsf/a6d9af76b0474e95c1257251004554c3/77fb15a4e4b43bc3c1257582007d0952/$FILE/05700D004P024.PDF
http://www.xunta.es/doc/Dog2009.nsf/a6d9af76b0474e95c1257251004554c3/77fb15a4e4b43bc3c1257582007d0952/$FILE/05700D004P024.PDF
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 Decreto 199/2006, de 10 de octubre, por el que se establece el sistema de acreditación de 

entidades de investigación y reparación de la calidad del suelo y se determina el contenido 

y alcance de las investigaciones de la calidad del suelo a realizar por dichas entidades. 

BOV, de 8 de noviembre de 2006, núm. 213, PP. 21633-21696.  

 Decreto 165/2008, de 30 de septiembre, de inventario de suelos que soportan o han 

soportado actividades o instalaciones potencialmente contaminantes del suelo. BOV, de 24 

de octubre de 2008, núm. 204, pp 26080-26084. 

 Decreto 453/2013, de 26 de noviembre, sobre la aplicación de lodos en suelos agrarios de la 

Comunidad Autónoma del País Vasco. BOPV, de 18 de diciembre de 2013, núm. 240 5485 1-36. 

Valencia 

 Ley 10/2000, de 12 diciembre, de residuos de la Comunidad Valenciana; DOCV núm. 

3898 de 15 de Diciembre de 2000 y BOE núm. 5 de 05 de Enero de 2001. 
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ANEXO II. LEGISLACIÓN RELATIVA A LA MINERÍA 

 

NORMATIVA COMUNITARIA. 

 COM, 2007. Comunicación de la Comisión de 21 de febrero de 2007 relativa a la 

Comunicación interpretativa sobre residuos y subproductos (59 final).  

 COM, 2014. Comunicación de la comisión al parlamento europeo, al consejo, al comité 

económico y social europeo y al comité de las regiones sobre la exploración y producción 

de hidrocarburos (como el gas de esquisto) utilizando la fracturación hidráulica de alto 

volumen en la UE. 

 Directiva 1986/278/CEE del consejo de 12 de junio de 1986, relativa a la protección del 

medio ambiente y en particular, de los suelos, en la utilización de los lodos de depuradora 

en agricultura. 

 Directiva 1991/156/CEE del Consejo, de 18 de marzo de 1991, por la que se modifica la 

Directiva 75/442/CEE del Consejo, de 15 de julio de 1975, relativa a los residuos. DOCE 

L nº 78, de 26.3.1991. 

 Directiva 1996/61/CE del Consejo, de 24 de septiembre de 1996, relativa a la prevención 

y al control integrado de la contaminación. DO L 257 de 10.10.1996, p. 26. Directiva 

sustituida por Directiva 2008/1/CE del Parlamento Europeo y del Consejo (DO L 24 de 

29.1.2008, p. 8). 

 Directiva 97/11/CE del consejo de 3 de marzo de 1997 por la que se modifica la directiva 

85/337/CEE relativa a la evaluación de las repercusiones de determinados proyectos 

públicos y privados sobre el medio ambiente. Diario oficial n° l 073 de 14/03/1997 p. 0005 

– 0015. 

 Directiva 1999/31/CE del Consejo, de 26 de abril de 1999, relativa al vertido de residuos. 

DO L 182 de 16.7.1999, p. 1. 

 Directiva 2006/12/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2006, relativa 

a los residuos. DO L 114 de 27.4.2006 p. 9, que deroga la Directiva 75/442/CEE del 

Consejo, de 15 de julio de 1975, relativa a los residuos.  
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 Directiva 2006/21/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 15 de marzo de 2006 sobre 

la gestión de los residuos de industrias extractivas y por la que se modifica la Directiva 

2004/35/CE.DOUE L 102/15-33.11/04/2006. 

 Decisión 2000/532/CE, de 3 de mayo de 2000, que sustituye a la Decisión 94/3/CE por la 

que se establece una lista de residuos de conformidad con la letra a) del artículo 1 de la 

Directiva 75/442/CEE del Consejo relativa a los residuos y a la Decisión 94/904/CE del 

Consejo por la que se establece una lista de residuos peligrosos en virtud del apartado 4 del 

artículo 1 de la Directiva 91/689/CEE del Consejo relativa a los residuos peligrosos (DO L 

226 de 6.9.2000, p. 3).; Decisión modificada por la Decisión 2001/119/CE (DO L 47 de 

16.2.2001, p. 32).  

 Decisión 2009/337/CE de la Comisión, de 20 de abril de 2009, relativa a la definición de 

los criterios de clasificación aplicables a las instalaciones de residuos con arreglo al anexo 

III de la Directiva2006/21/CE del Parlamento Europeo y del Consejo sobre la gestión de 

los residuos de industrias extractivas. DO L 102 de 22.4.2009, p. 7. 

 Reglamento (CE) 1272/2008, de 16 de diciembre de 2008, sobre clasificación, etiquetado 

y envasado de substancias y mezclas y por el que se modifican y derogan las Directivas 

67/548/CEE y 1999/45/CE y se modifica el Reglamento (CE) nº 1907/2006.DOUE núm. 

353, de 31 de diciembre de 2008, pp.1 a 1355. 

 

LEGISLACIÓN BÁSICA RELATIVA A LA MINERÍA 

 Ley 22/1973 de 21 de julio, de Minas. (Boletín Oficial del Estado, 24 de julio de 1973, 

núm. 176, p.15156-15071. 

 Real Decreto 2857/1978. de 25 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General 

para el Régimen de la Minería. BOE núm. 295, de 11 de diciembre de 1978, pp. 27847 a 

27856. 

 Real Decreto 975/2009 de 12 de junio sobre gestión de los residuos de las industrias 

extractivas y de protección y rehabilitación del espacio afectado por la actividad minera. 

Boletín Oficial del Estado, 13 de junio de 2009, núm. 14, pp. 49948-49993. 

 Real Decreto 777/2012 de 4 de mayo por el que se modifica el Real Decreto 975/2009, de 

12 de junio sobre gestión de los residuos de las industrias extractivas y de protección y 
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rehabilitación del espacio afectado por las actividades mineras. Boletín Oficial del Estado 

17 de mayo de 2012, núm. 118, pp. 35903-35922. 

 Orden MAM/304/2002. Lista europea de residuos de conformidad con la letra a) del 

artículo 1 de la Directiva 75/442/CEE, sobre residuos, y con el apartado 4 del artículo 1 de 

la Directiva 91/689/CEE, sobre residuos peligrosos (aprobada por la Decisión 

2001/118/CE, de 16 de enero y 2001/119, de 22 de enero, y por la Decisión del Consejo 

2001/573, de 23 de julio. 

 Real Decreto 116/1984, de 9 de mayo sobre explotación y restauración de espacios 

afectados por explotaciones de carbón a cielo abierto. Se aplica la Disposición Adicional 

cuarta. Real Decreto 975/2009. 

 Real Decreto 1481/2001, de 27 de diciembre, por el que se regula la eliminación de residuos 

mediante deposito en vertedero. BOE núm. 25, de 29 de enero de 2002, pp. 3507 a 3521. 

 Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental. BOE núm. 296, de 11 de 

diciembre de 2013, pp. 98151 a 98227. 

 Real Decreto 717/2010, de 28 de mayo, por el que se modifican el Real Decreto 363/1995, 

de 10 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento sobre clasificación, envasado y 

etiquetado de sustancias peligrosas Real Decreto 255/2003, de 28 de febrero, por el que se 

aprueba el Reglamento sobre clasificación, envasado y etiquetado de preparados 

peligrosos. BOE núm. 139 de 8 de junio de 2010 pp. 48916-48917. 

 Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control Integrados de la Contaminación. BOE 

núm. 157, de 2 de julio de 2002, páginas 23910 a 23927. 

 Ley 5/2013, de 11 de junio, por la que se modifican la Ley 16/2002, de 1 de julio, de 

prevención y control integrados de la contaminación y la Ley 22/2011, de 28 de julio, de 

residuos y suelos contaminados. BOE núm. 140, de 12 de junio de 2013, pp. 44257 a 44288. 

 Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 

y del Procedimiento Administrativo Común. BOE núm. 285, de 27/11/1992.Texto 

consolidado.13 de diciembre de 2013.pp1-55. 

  

http://www20.gencat.cat/docs/arc/Home/Consultes%20i%20tramits/Normativa/Normativa%20estatal%20en%20materia%20de%20residus/rd_367_2010.pdf
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ANEXO III. PRINCIPALES SENTENCIAS.  

 

 -Sentencia Tribunal Constitucional 4 de noviembre de 1982. 

- Sentencia Tribunal Constitucional 28 de julio de 1981. 

- Sentencia Tribunal Constitucional 26 de junio de 1995. 

-Sentencia Tribunal Superior de Justicia Castilla y León 4 de diciembre de 2013 

(5376/2013). 

-Sentencia Tribunal Superior de Justicia Castilla y León 5 de diciembre de 2013 

(5641/2013). 

-STJ de 28 de marzo de 1990 (C-359/88); Zanetti y otros: prejudicial: concepto de 

residuo: definición nacional que excluya sustancias y objetos susceptibles de reutilización 

económica no es compatible con las Directivas. 

-STJ de 28 de marzo de 1990 (C–206/88 y 207/88); Vessoso y Zanetti: prejudicial: 

concepto de residuo: no excluye reutilización económica. No presupone intención de 

excluir reutilización económica por terceras personas.  

- STJ de 10 de mayo de 1995 (C–422/92): incumplimiento por Alemania Directiva–

marco (concepto de residuo) y Directiva tóxicos (programas) pero no de Directiva 

traslados.  

- STJ de 18 de diciembre de 1997 (C–129/96); Inter– Environnement Wallonie: 

concepto de residuo: la integración, directa o indirecta, en un proceso de producción 

industrial tampoco excluye. 

- STJ de 25 de junio de 1997 (C–304/94, C–330/94, C–342/94 y C–224/95), 

Tombessi y otros; el concepto de residuo no excluye la reutilización económica, aunque los 

materiales de que se trate puedan ser objeto de transacción o de cotización en listas 

comerciales públicas o privadas. 

– STJ de 15 de junio de 2000 (C–418/97 y C–419/97); ARCO: concepto de residuo: 

acción de “desprenderse” y Anexo II.B DM. Doctrina de los indicios para que las 

autoridades nacionales distingan entre residuo y residuo de producción. 

- STJ de 18 de abril de 2002, (C–9/00); Palin Granit Oy: concepto de residuo. El 

propio Tribunal comienza a aplicar la “doctrina de los indicios”: la ganga minera es residuo. 
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- STJ de 11 de septiembre de 2003 (C-1146/01), Avesta Polarit Chrome Oy: 

concepto de residuo y ámbito de aplicación (art. 2.1.b DM). La ganga minera puede no ser 

considerada residuo en determinadas circunstancias.  

-ATJ de 15 de enero de 2004 (C-235/02) Saetti y Frediani: concepto de residuo. El 

coque del petróleo no es residuo. 

-STJ de 7 de septiembre de 2004 (C-1/03), Van de Walle: conceptos de “residuo”, 

“productor de residuos” y de “poseedor de residuos”. Con ocasión de una fuga en una 

gasolinera, “los hidrocarburos vertidos de manera no dolosa y que causan la contaminación 

de la tierra y las aguas subterráneas son residuos” y “lo mismo cabe decir respecto a la 

tierra contaminada por hidrocarburos, incluso en el supuesto de que esta tierra no haya sido 

excavada”. 

- STJ de 11 de noviembre de 2004 (C-457/02), Niselli: conceptos de residuo y 

residuo de producción o de consumo que puede ser reutilizado. Criterios generales de 

distinción (chatarra). 

- STJ de 8 de septiembre de 2005 (C-121/03), Comisión contra España. 

Instalaciones porcinas en Gerona. Incumplimiento Directivas EIA y calidad de las aguas 

para consumo humano. Pero no de las Directivas de residuos. Concepto de residuo: igual 

que la anterior. 

- STJ de 8 de septiembre de 2005 (C-416/02), Comisión contra España. Instalación 

porcina en Almería. Incumplimiento Directivas aguas residuales urbanas y nitratos. Pero 

no de las Directivas de residuos. Concepto de residuo: el estiércol no es residuo. Los 

cadáveres de animales sí, pero están excluidos del ámbito de aplicación de la Directiva-

marco al estar cubiertos por otra legislación comunitaria (Directiva 90/667 y Reglamento 

1774/2002).  

-ATJ de 28 de enero de 2005 (C-208/04), Inter-Environnement II: concepto de 

residuo. El artículo 1.a) DM “se opone a que los Estados creen una nueva categoría de 

materias no comprendidas ni en la categoría de residuos ni en la de productos, cuando esta 

nueva categoría de materias pueda contener sustancias u objetos que puedan responder a la 

definición del concepto de “residuo” establecida en dicha disposición”. 

-STJ de 24 de junio de 2008 (C-188/07), Commune de Mesquer: concepto de residuo 

en relación con daños causados por naufragio del petrolero Erika. El fuelóleo pesado 

vendido como combustible no es un residuo, toda vez que se explota o se comercializa en 
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condiciones económicamente ventajosas y que puede ser efectivamente utilizada como 

combustible sin necesidad de una operación previa de transformación. Pero “los 

hidrocarburos vertidos accidentalmente en el mar a raíz de un naufragio, mezclados con 

agua y con sedimentos, y que se desplazan a la deriva a lo largo de las costas de un Estado 

miembro hasta quedar depositados en éstas, constituyen residuos, toda vez que ya no 

pueden ser explotados ni comercializados sin una operación previa de transformación”. A 

efectos de la aplicación del artículo 15 DM, se puede considerar que el vendedor de los 

hidrocarburos y fletador del buque es el productor de dichos residuos si “ha contribuido al 

riesgo de que se produzca la contaminación ocasionada por el naufragio, en particular si no 

adoptó las medidas adecuadas para evitar tales hechos, como las relativas a la elección del 

buque”. Y ello con independencia de las limitaciones que establecen los Convenios 

internacionales sobre responsabilidad por hidrocarburos. 

-STJ (Sala Segunda) de 4 de diciembre de 2008 (C-317/07), Lahti Energia Oy, 

concepto de residuo en DI: sólido y líquido, no gaseoso 

- Sentencia Tribunal de Justicia Unión Europea de 7 de marzo de 2013.Asunto C-

358/11.Reach (residuo peligroso). 

-Sentencia Tribunal de Justicia Unión Europea de 12 de diciembre de 2013.Asunto 

C-241/12 y C-242/12. 
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ANEXO IV. GRÁFICOS  

 

  

Gráficos Título Página 

Gráfica1 Evolución de las exportaciones mundiales de recursos naturales 
por productos, 1990-2008 (en miles de millones de $). 

12 

Gráfica 2 Exportaciones mundiales de mercancías por grupos de 
productos, 2007 (en miles de millones de $). 

12 

Gráfica 3 Generación de residuos por sectores, 2013 (en porcentaje). 
Fuente: Programa Estatal de Prevención de Residuos 2013. 

13 

Gráfica 4 Evolución histórica de los niveles de Pb en un ecosistema de 
turberas. 

26 

Gráfica5 Representación gráfica de la relación entre la dosis y la 
intensidad del efecto. 

      59 



  332 

ANEXO V. FIGURAS. 

 

Figura Título Página 

Figura 1. Las actividades mineras y el impacto ambiental (adaptado a 

partir de Dundka y Adriano, 1997) 

68 

Figura 2.  Diagrama de movilidad de metales pesados en suelo 

 

83 

Figura 3. Vías de contaminación de metales pesados en suelos. 

Adaptado de Calvo de Anta (1997) 

 

83 
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ANEXO VI. TABLAS. 

 

Tablas Titulo Páginas 

Tabla 1 

Contenido de elementos traza de los principales tipos de 

roca (mg/kg) (adaptado de Krauskopf, 1967 y Rose et al., 

1979) 

73 

Tabla 2 
Elementos traza constitutivos de los minerales más 

comunes (adaptado de Mitchell, 1964) 
74 

Tabla 3 

Minerales y metales no ferrosos más comunes presentes 

en escorias de minería y fundición (adaptado de Rose et 

al., 1979 y Peters, 1978) 

76 

Tabla 4 

Cuantificación de contaminantes de efluentes industriales 

relacionados con la industria minera. (Hernández Muñoz, 

1996).  

77 

Tabla 5 

 Elementos tóxicos de interés. (Tomado de Solano-Marín, 

2005). 

 

78 
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ANEXO VII. RESIDUO MINERO INERTE. 

 

Lista de residuos inertes relativa al RD 777/2012 recogido en el anexo I. 

Anexo I. Lista de Residuos Inertes 

01 01 Residuos de la extracción de minerales. 

01 01 02 Residuos de la extracción de minerales no metálicos. 

01 04 Residuos de la transformación física y química de minerales no metálicos. 

01 04 08 Residuos de grava y rocas trituradas distintos de los mencionados en el código 

01 04 07. 

01 04 09 Residuos de arena y arcillas. 

01 04 10 Residuos de polvo y arenilla distintos de los mencionados en el código 01 04 07. 

01 04 12 Estériles y otros residuos del lavado y limpieza de minerales, distintos de los 

mencionados en los códigos 01 0407 y 01 04 11. 

01 04 13 Residuos del corte y serrado de piedra distintos de los mencionados en el código 

01 04 07. 

01 05 Lodos y otros residuos de perforaciones. 

01 05 04 Lodos y residuos de perforaciones que contienen agua dulce. 
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ANEXO VIII.-RESIDUOS MINEROS PELIGROSOS. 

 La Lista Europea de Residuos, recogida en la Orden MAM/304/2002, dedica el 

capítulo uno a los residuos de la prospección, extracción de minas y canteras y tratamientos 

físicos y químicos de minerales, y tiene el siguiente contenido:  

 

01 Residuos de la prospección, extracción de minas y canteras y tratamientos físicos y 

químicos de minerales.  

01 01 Residuos de la extracción de minerales  

01 01 01 Residuos de la extracción de minerales metálicos  

01 01 02 Residuos de la extracción de minerales no metálicos  

01 03 Residuos de la transformación física y química de minerales metálicos  

01 03 04* Estériles que generan ácido procedentes de la transformación de sulfuros  

01 03 05* Otros estériles que contienen sustancias peligrosas  

01 03 06 Estériles distintos de los mencionados en los códigos 01 03 04 y 01 03 05  

01 03 07* Otros residuos que contienen sustancias peligrosas procedentes de la 

transformación física y química de minerales metálicos  

01 03 08 Residuos de polvo y arenilla distintos de los mencionados en el código 01 03 07  

01 03 09 Lodos rojos de la producción de alúmina distintos de los mencionados en el código 

01 03 07  

01 03 99 Residuos no especificados en otra categoría. 

01 04 Residuos de la transformación física y química de minerales no metálicos  

01 04 07* Residuos que contienen sustancias peligrosas procedentes de la transformación 

física y química de minerales no metálicos  

01 04 08 Residuos de grava y rocas trituradas distintos de los mencionados en el código 01 

04 07  

01 04 09 Residuos de arenas y arcillas  

01 04 10 Residuos de polvo y arenilla distintos de los mencionados en el código 01 04 07  
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01 04 11 Residuos de la transformación de potasa y sal gema distintos de los mencionados 

en el código 01 04 07  

01 04 12 Estériles y otros residuos del lavado y limpieza de minerales distintos de los 

mencionados en el código 01 04 07 y 01 04 11  

01 04 13 Residuos del corte y serrado de piedra distintos de los mencionados en el código 

01 04 07  

01 04 99 Residuos no especificados en otra categoría  

01 05 Lodos y otros residuos de perforaciones  

01 05 04 Lodos y residuos de perforaciones que contienen agua dulce  

01 05 05* Lodos y residuos de perforaciones que contienen hidrocarburos  

01 05 06* Lodos y otros residuos de perforaciones que contienen sustancias peligrosas  

01 05 07 Lodos y residuos de perforaciones que contienen sales de bario distintos de los 

mencionados en los códigos 01 05 05 y 01 05 06  

01 05 08 Lodos y residuos de perforaciones que contienen cloruros distintos de los 

mencionados en los códigos 01 05 05 y 01 05 06  

01 05 99 Residuos no especificados en otra categoría  

 

En la lista precedente, los códigos marcados con asterisco son considerados residuos 

peligrosos, pero esta clasificación como residuos peligrosos no debe entenderse como 

cerrada e inamovible. Así, un residuo marcado con asterisco puede ser un residuo no 

peligroso, si se demuestra que no presenta ninguna de las características de peligrosidad 
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